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Presentación

Margarita Favela Gavia
Diana Guillén

La democracia es eL resuLtado de una modernidad que ha pro-
ducido hombres libres, aun cuando las opresiones económicas y socia-
les hayan acotado el ejercicio de esa libertad (Zavaleta, 1990). Los costos 
de tal contrasentido son particularmente claros en américa Latina, pues 
a pesar de los desencantos que a lo largo del tiempo se han producido en 
la región, el umbral democrático se mantiene en el horizonte.

en tanto referencia para la acción social, se trata de un horizonte 
que ha ido delineando formas y contenidos concretos, frente al senti-
do de universalidad que le es inherente. aquí conviene recordar que 
cuando la mayoría de los países de la región se transformaron en re-
públicas independientes, esa modernidad a la que alude Zavaleta ten-
día en efecto a consolidarse, pero en función de una realidad social 
muy distante de la nuestra; en lugar de “una asociación voluntaria de 
individuos iguales, regida por autoridades que ella misma se había 
dado”, según se postulaba, el individuo era ante todo miembro de un 
grupo, la jerarquía formaba parte constitutiva del orden social y la 
legitimidad de las autoridades provenía de la historia, la costumbre 
y/o la religión (Guerra, 1999: 34).

desde entonces, el quid del asunto se centró en cómo hacer hablar 
a las naciones en ciernes, a través de canales diseñados en función de 
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ciudadanías imaginarias. conforme avanzaba el siglo XiX, se llegaron 
a desarrollar espacios en los que era posible asociarse individual y 
libremente: clubes, partidos o sindicatos; sin embargo, tras ese tipo de 
solidaridades frecuentemente se escondían actores colectivos y prác-
ticas clientelares (escalante Gonzalbo, 1992: 119-140; Guerra, 1988: 
127 y 148-152; sábato, 1999: 16-18).

Los distintos proyectos de nación que iban tomando forma recu-
peraban modelos llegados de fuera que ofrecían soluciones propias de 
una época en la que la sociedad emergía como conglomerado todavía 
difuso y estrecho, pero que ya reclamaba lugares en la disputa por el 
poder. Históricamente hablando, se había transitado hacia un nuevo 
tipo de régimen político y los efectos de la mutación rebasaban los 
contextos particulares en los que se había gestado. sin embargo, en 
Nuestra América la expansión de la democracia, como idea y como for-
ma de gobierno, estuvo marcada por la tensión continua entre paisa-
jes estructuralmente heterogéneos que reproducían vínculos propios 
del mundo tradicional y la búsqueda de fórmulas políticas modernas 
con las que se les pretendía regular.

La esquizofrenia resultante no era nueva: recuérdese que desde la 
colonia se había acuñado la máxima de “acátese pero no se cumpla” 
para resolver los conflictos que generaba la dominación a distancia, y 
sus efectos sobre el incipiente entramado institucional influyeron en 
las formas de representación y participación pública que se fueron 
adoptando.

si bien en el terreno discursivo las sociedades en uno y otro lado 
del continente podían acercarse a los mismos estadios de construc-
ción política, en la práctica la historia regional distaba mucho de los 
modelos clásicos que, como el inglés, iniciaron el reconocimiento de 
pertenencia a la comunidad política con el acceso a la protección de 
las leyes, mediante un juicio imparcial. Las propuestas de marshall 
para clasificar a la ciudadanía de acuerdo a tres criterios surgen de 
tales experiencias: a) civil, compuesta por derechos necesarios para 
ejercer la libertad individual de la persona, la libertad de palabra, pen-
samiento y fe, el derecho a poseer propiedad y a concluir contratos 
válidos, y particularmente el derecho a la justicia, entendiendo este 
último como la capacidad de defender y afirmar todos los derechos 
propios en términos de igualdad con otros y mediante el debido proce-
so legal; b) política, referida al derecho a participar en el ejercicio del 
poder político, como miembro de un organismo dotado de autoridad 
política o como elector de los miembros de tal organismo; y c) social, 
construida a partir del derecho para compartir plenamente la heren-
cia social y vivir conforme a las pautas prevalecientes en la sociedad 
(marshall, 1998: 22-23).
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a diferencia de lo sucedido en europa, en américa Latina la 
igualdad ante la ley no fue la piedra angular para la construcción de 
la noción de ciudadanía, por lo que, inclusive desde una perspectiva 
formal, se dificulta concebirla como resultado de un proceso gradual, 
que paulatinamente y por etapas ha ido asentando aquellos derechos 
que constituyen su esencia. 

el estado nacional, surgido de las luchas de independencia que 
se erigió en nuestro subcontinente, se afirmó dando por hecho que la 
desigualdad en que se fundó el poder colonial ibérico era “natural”. 
La “colonialidad” subsistente en la estructura de poder implicó asu-
mir como real un constructo mental denominado “raza”, originado al 
inicio de la formación del mundo colonial del capitalismo, en améri-
ca en primer lugar. La idea de “raza” no sólo se refiere a que existen 
seres biológica y naturalmente diferentes, sino también biológica y 
naturalmente desiguales. Las relaciones de dominación jerárquicas de 
lo “blanco/europeo” por sobre lo “no-blanco/no-europeo” se expresa-
ron en el terreno de las relaciones sociales identificando a lo prime-
ro como “mejor/superior/civilizado”, mientras que a lo segundo se le 
consideraba “malo/inferior/incivilizado” (coronado del Valle, 2002). 

La “colonialidad” de esta estructura de poder implicó que el 
“blanco/europeo/sajón” fuese sujeto de ciudadanía y democracia mo-
derna y los “no-blancos/no-europeos/no-sajones”, por naturaleza no 
lo fueran. si revisamos la historia de américa Latina, encontraremos 
una tendencia general: a los segundos no se les ha permitido, al menos 
permanentemente, acceder a una ciudadanía real; es decir, a un ejer-
cicio efectivo de derechos ciudadanos, políticos, sociales, culturales, 
económicos, e incluso humanos. así, mientras que en la experiencia 
europea las bases del estado-nación moderno y de la ciudadanía par-
tían del principio normativo de que la desigualdad social no implicaba 
que los individuos se percibieran como desiguales biológica y natu-
ralmente, sino más bien como partícipes iguales en la esfera de lo po-
lítico, en américa Latina la desigualdad colonial entre “dominantes/
blancos/europeos” y “dominados/no-blancos/no-europeos” persistió y 
no sería eliminada con los procesos de independencia, ni siquiera con 
las transformaciones políticas posteriores. el orden político siguió 
expresando un sistema de exclusión, marginación y discriminación 
que tiene por base no sólo la desigualdad social, sino también una 
desigualdad natural construida ideológicamente, lo que de entrada 
dificulta la constitución de un efectivo estado-nación moderno y la 
generalización de una ciudadanía realmente ejercida. 

tras el principio de exclusión que ha caracterizado a las socieda-
des latinoamericanas, conviven las dos lógicas que Wieviorka identifi-
ca como parte del racismo: inferiorización y diferenciación (Wievior-
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ka, 1994: 41-42). si en un inicio se reivindicó la supuesta superioridad 
racial frente al indígena para justificar los privilegios derivados de la 
conquista y para contrarrestar las desventajas de ser minoría fren-
te a los dueños originales del territorio (castellanos Guerrero, 1998: 
23-24), la ideología que procesa la alteridad a partir de criterios de 
superioridad racial y étnica (para la distinción entre ambos conceptos 
véase Gall, 2004), se ha reproducido como un mecanismo que legiti-
ma la exclusión.

de hecho, el racismo está en cierto sentido vinculado con la mo-
dernidad, pues a diferencia de las sociedades previas que se estruc-
turaban alrededor de la desigualdad, en las sociedades modernas la 
igualdad entre los individuos se establece por ley y su ausencia se con-
vierte en un elemento a justificar (Wieviorka, 1998). 

sin embargo, al igual que en el resto del mundo, las luchas so-
ciales han incidido en la paulatina ampliación de los “derechos ciu-
dadanos” dentro de los estados nacionales latinoamericanos, pero 
a diferencia de otras sociedades, las nuestras, lejos de eliminar ese 
orden de exclusión, lo reproducen día a día, escondiéndolo tras una 
igualdad e integración formales y poco sustentadas en la realidad. 
Los derechos civiles (de expresión, de pensamiento, de movimien-
to, de asociación), los derechos políticos (a votar y ser votado) y fi-
nalmente los sociales (remontando la percepción denigrante que los 
asociaba con la recepción de caridad como cancelación de la con-
dición de autonomía inherente a la de ciudadano), han tendido a 
introducirse en las legislaciones de los distintos países del área, sin 
erradicar la idea de desigualdad natural. se han impuesto más bien 
reproduciendo el esquema de exclusión dentro del cual nacieron y 
sin abarcar a la totalidad de la población, pues quedaron fuera sec-
tores mayoritarios en los que generalmente la “diferencia racial” co-
incidía con la socioeconómica. 

La exclusión ha sido entonces la marca de nuestros estados na-
cionales; lo observamos incluso bajo la modalidad de los estados de 
bienestar, pues si bien en otras latitudes, como efecto de las luchas 
obreras y en el contexto de la expansión económica asociada a la se-
gunda posguerra, permitieron la extensión de los beneficios del régi-
men de protección social a la casi totalidad de las clases trabajadoras, 
en nuestra región, salvo uno o dos casos excepcionales, estos regíme-
nes no lograron sustraerse a la lógica de la exclusión, y a la tradicional 
segregación de las poblaciones originarias, sumaron el abandono de 
quienes no participaban de las bondades del mercado, por la insufi-
ciencia misma de la dinámica económica. 

durante un largo período de la historia de la región, todos estos 
elementos le dieron a la idea de ciudadanía un cariz de fantasía, de 
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irrelevancia y de incompatibilidad con las realidades circundantes. 
Para los conservadores y la derecha, el principio de igualdad que sub-
yace a cualquier ejercicio ciudadano era inaplicable a las diferencias 
“naturales” entre los hombres de “razón” y los “otros”. Para los pro-
gresistas y la izquierda, la igualdad que supone la construcción de ciu-
dadanía no era más que una burla, un artificio con el que se pretendía 
oscurecer las profundas desigualdades y engañar a los desposeídos, 
para encaminar su atención hacia una quimera en lugar de dirigir sus 
fuerzas a destruir a los poderosos. 

así, en la medida en que la ciudadanía no sólo podía convivir, sino 
que incluso permitía la reafirmación de las desigualdades entre los in-
dividuos –entre ellas las llamadas “naturales”–, tendió a ser desechada 
por las fuerzas sociales orientadas a la eliminación de privilegios e 
injusticias. Pero la omisión de la noción de ciudadanía como parte del 
discurso e incluso del horizonte de visibilidad de las organizaciones 
y fuerzas de izquierda, no significó en los hechos el abandono de la 
aspiración igualitaria que la noción lleva implícita, sino simplemente 
posponer el reconocimiento de una esencia que hoy emerge como par-
te de las luchas que los sujetos sociales despliegan de modo reiterado, 
si bien todavía fragmentario y desarticulado. 

Frente a tal escenario, la propuesta del grupo de trabajo “movi-
mientos populares y democracia en américa Latina”, apunta precisa-
mente a recuperar el concepto de ciudadanía, desde experiencias que 
le imprimen un sentido más amplio de aquél que en principio lo ha 
caracterizado. ello obliga a repensar el concepto mismo y a buscar 
nuevas dimensiones para definirlo; nos interesa sobre todo explorar 
una veta contestataria, que es quizá en la que menos se ha profundi-
zado y que surge de la exigencia de derechos no aislables del entorno 
social en el que se inscriben. 

este último matiz nos parece fundamental, porque entendemos 
la construcción de ciudadanía como resultado de procesos de inte-
racción social, más que como la elaboración de un decálogo de dere-
chos y obligaciones que se palomean o se tachan según sea el caso. su 
trasfondo es una utopía democrática que sirve de marco de referencia 
para la mayoría de las sociedades del siglo XXi, incluidas las latinoa-
mericanas, y que entendemos como una forma de organización socie-
tal a la que nominalmente se ha accedido, pero a la que todavía le falta 
un buen trecho por recorrer para alcanzar su esencia.

un giro importante dentro de los movimientos que se han exten-
dido por distintos puntos de la región tiene que ver con la incorpora-
ción de demandas que trascienden su plano formal y que en el camino 
se han enfrentado con la necesidad de reestructurar el marco institu-
cional y de construir interlocuciones que no necesariamente pasan 
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por los partidos políticos y/o el plano electoral, pero que apuntan a la 
ampliación de derechos ciudadanos.

Para avanzar en este propósito, dispuesto de diferentes maneras 
por diversos actores, se van delineando claramente dos campos de 
fuerzas encontradas que tienden a polarizar el escenario: el de las eli-
tes y el de los llamados sectores populares. en el camino, el posiciona-
miento de los actores se ha ido esclareciendo: por un lado están aque-
llos a favor de la continuidad institucional o incluso de la acentuación 
de su carácter excluyente, y por el otro, quienes con sus propuestas y 
sus prácticas ejercen la critica y buscan ampliar los espacios de par-
ticipación y control ciudadano de las decisiones en todos los ámbitos 
de gobierno de la sociedad, los públicos y los falsamente considerados 
privados, como la economía y la producción y reproducción de signi-
ficados culturales.

Problematizar diversos fragmentos de tan complejo escenario fue 
parte de la tarea que como Grupo de trabajo emprendimos en enero 
de 2007 y que ahora se cristaliza en los ensayos que componen el pre-
sente volumen; todos ellos son resultado de una investigación guiada 
por los siguientes ejes analíticos:

esfera social - esfera políticaa. 

movimientos sociales - estructura del estado (diferenciando el b. 
tipo de estado, de régimen y de sistema político e identificando la 
fuerza o debilidad de los regímenes dictatoriales)

movimientos sociales - reestructuración institucionalc. 

movimientos sociales - Partidos políticosd. 

movimientos sociales - Gestión sociale. 

movimientos sociales - ciudadaníaf. 

movimientos políticos - sociedad civilg. 

sociedad civil - ciudadanía h. 

Hegemonía - crisis orgánica del estadoi. 

cada binomio es fruto de la reflexión colectiva a la que nos condujo 
el intercambio de avances individuales que sostuvimos en Quito, ec-
uador, a fines de octubre de 2007. más que visualizarlos como polos 
antagónicos, nuestra intención fue reconstruir los vínculos que ex-
isten entre uno y otro extremo de cada pareja, dentro de sociedades 
que comparten altos niveles de marginación (incluso si éstos varían 
de país a país) y donde la etnicidad ha cobrado fuerza (nuevamente 
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considerando las diferencias nacionales); esto nos permite contar con 
referentes comunes, aun cuando en los casos de estudio específicos 
subsistan interpretaciones y/o posturas teórico-metodológicas par-
ticulares. 

es desde tal perspectiva que proponemos utilizar los derechos y 
las prácticas ciudadanas, para identificar algunos de los flujos que dan 
vida a la relación orgánica democracia - movimientos sociales. asum-
imos que la igualdad que en el papel establece el modelo ciudadano 
no basta para diluir las desigualdades estructurales que atraviesan a 
sociedades como las latinoamericanas, pero planteamos también que 
dicho modelo ha superado el marco liberal en el que se gestó y que 
por lo tanto conviene avanzar en las siguientes interrogantes: ¿en 
qué campos concretos el espectro de derechos individuales y sociales 
se ha ampliado? ¿Qué papel juegan en ello los movimientos sociales? 
¿Han surgido espacios institucionales para asegurar los avances al-
canzados? Y, de ser así, ¿cuáles son sus características? ¿cómo se 
han utilizado? en esencia tratamos de comprobar hasta dónde la ciu-
dadanización de ciertas esferas como resultado de la movilización 
social, se ha traducido en alternativas reales de participación dentro 
de la esfera pública.

también con la idea de construir referentes compartidos y, sin 
pretender homogeneizar nuestras propuestas conceptuales, los inte-
grantes del grupo compartimos el supuesto de que buena parte de 
la discusión política y el debate sobre la transición democrática en 
general, y sobre la historia reciente de américa Latina en particular, 
se da dentro del marco –a veces explícito, a veces implícito– de la te-
oría hegemónica de la democracia. esta teoría, que ha emergido como 
resultado de la sistematización de la experiencia de gobiernos repre-
sentativos de las sociedades capitalistas dominantes (véase Held, 1996; 
Gargarella, 1997; meiksins, 2000; Pateman, 1970) se erige en el punto 
de referencia a partir del cual se evalúa –sancionando o reprobando– 
cualquier otra experiencia, y se define la legitimidad de las metas y 
procesos políticos y sociales en curso. teniendo dicha concepción 
como paradigma dominante, los actores políticos y los responsables 
de producir teoría diagnostican la pertinencia y el porvenir de los es-
fuerzos que muy diversos grupos sociales llevan a cabo. 

se ha reducido así la idea de democracia a la presencia de un sis-
tema institucional, que no obstante la propaganda con que se acom-
paña está concientemente concebido para impedir el gobierno de la 
mayoría (Gargarella, 1997). en este complejo institucional, se enfatiza 
la libertad individual en desmedro de los derechos colectivos, la rep-
resentación en sustitución de la participación y la competencia entre 
elites en lugar de la gestión ciudadana. 
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sin embargo, es la propia realidad la que nos obliga a reconsider-
ar las premisas de esta concepción y la que nos inclina a tratar de en-
tender que la democracia y la ciudadanía son una construcción hecha 
a partir de los fragmentos de múltiples luchas contra la opresión. 
desde tal perspectiva podemos mirar con nuevos ojos tanto la teoría 
dominante sobre la democracia, como los esfuerzos cotidianos de ac-
tores empeñados en ampliar los derechos ciudadanos.

amparados en esta última perspectiva, toman cuerpo los nueve 
ensayos que a continuación presentamos; el primero de ellos, “Lucha 
social y derechos ciudadanos en américa Latina” de margarita Favela 
y diana Guillén, conjuga el debate que como grupo nos propusimos 
abrir y ofrece elementos para analizar tanto las características que 
presenta la noción de ciudadanía, como sus posibles alcances en la 
consecución de propósitos democráticos, dentro de una arena so-
ciopolítica que en los años recientes ha tendido a modificarse. La mi-
rada se dirige al ámbito regional y plantea la necesidad de repensar 
conceptos vinculados con una participación en la esfera pública, que 
ha ido ganando espacios a punta de batallas. si bien la mayoría de las 
luchas recientes se inscribe en el plano local o nacional, en conjunto 
reflejan tendencias y resultados que atraviesan a todo el subcontinen-
te y que, por la vía de los hechos, muestran el sentido emancipatorio 
de reivindicaciones más amplias que la vertiente electoral con la que 
se ha identificado la práctica ciudadana.

en el siguiente texto, “conflictos y tensiones en torno del estado 
ampliado en américa Latina: Brasil y méxico entre la crisis orgánica 
del estado y el problema de la hegemonía”, Lucio oliver desarrolla 
una reflexión que también rebasa el nivel casuístico; aun cuando en-
fatiza los procesos que han tenido lugar en ambos países, la propuesta 
conceptual que se desprende de su análisis abarca a toda la región y 
muestra cómo los conflictos y tensiones que las luchas y posicionami-
entos de la sociedad civil plantean a las estructuras de poder y a las 
fuerzas dominantes de la sociedad política se manifiestan de diversas 
maneras y reflejan rupturas que no necesariamente se recuperan desde 
los enfoques constructivistas de la movilización social. Para superar 
dicha limitación, resalta la importancia de acercarse a las dinámicas 
societales, con herramientas teóricas que además de explicarlas en sí 
mismas, las ubiquen en su relación con la esfera estatal.

si abrimos con dos trabajos diseñados para ofrecer un marco de 
referencia que se nutre del intercambio de avances, de la sistematiza-
ción de ejes problemáticos y de la construcción de supuestos analíti-
cos, fue porque desde el inicio los integrantes del Grupo de trabajo 
planteamos la necesidad de vertebrar los hallazgos particulares aco-
tados a Bolivia, Brasil, Guatemala, Haití, méxico y Perú, en función 
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de un ejercicio comparativo de los distintos procesos nacionales, que 
permitiese avanzar en la formulación de hipótesis para interpretar la 
realidad latinoamericana en su conjunto. 

el amplio abanico de temas abordados, se inscribe así en los es-
pacios reflexivos que delinean Favela, Guillén y oliver, al señalar al-
gunos de los retos por vencer en los terrenos teórico y empírico; la 
apuesta es avanzar en la interpretación de lo que hoy por hoy sucede 
en américa Latina, de allí que el siguiente paso nos conduzca a ubicar 
dichos retos en función de procesos históricamente acotados. 

al respecto adelita Neto carleial propone en “movimiento-partido: 
el caso del movimiento de los trabajadores sin-tierra (mst), en Bras-
il”, discutir el doble papel que juega el mst, desde un análisis que ar-
ticula los conceptos de sociedad política y sociedad civil, para entender 
que los movimientos sociales son sujetos activos de esta última, pero 
mantienen una relación contradictoria y dinámica con los partidos 
políticos en el campo de la primera; se construyen así correlaciones de 
fuerzas dentro de un estado neoliberal que se subordina a la globaliza-
ción económica propia de esta fase del capitalismo, y que tienden a 
enmascararse tras la idea de gobernabilidad. el mst constituiría un 
tipo de movimiento-partido, que expresa nuevas formas de lucha de la 
clase trabajadora y, en ese sentido, sus demandas incluyen el combate 
contra el capital, por la democracia participativa, por la libertad re-
sponsable con el colectivo, y por los derechos del ciudadano.

el cuarto ensayo, “seguridad alimentaria y diseño de nuevos es-
pacios públicos en Brasil”, de elza maria Franco Braga, se enfoca en 
uno de los espacios públicos que desarrolla estrategias organizativas 
a partir de una serie de articulaciones que se establecen entre rep-
resentantes del gobierno y de la sociedad civil. el consejo de segu-
ridad alimentaria y Nutricional – coNsea NacioNaL, ha introdu-
cido cambios en la institucionalidad vigente, mediante procesos de 
monitoreo y evaluación de acciones y programas gubernamentales. 
La participación activa de los actores sociales ha jugado un papel fun-
damental en la definición y redefinición de las políticas de seguridad 
alimentaria y Nutricional y en el ejercicio del control social. de allí la 
importancia de haber identificado los espacios de negociación donde 
las relaciones de poder se vuelven transparentes y enmarcan dispu-
tas democráticas que buscan construir las bases de un proyecto de 
desarrollo capaz de generar las rupturas sociales necesarias para su-
perar el hambre y afirmar la ciudadanía.

de Brasil pasamos a méxico con el texto “democracia y ciu-
dadanía en el movimiento lopezobradorista” de carlos Figueroa ibarra 
y octavio H. moreno; a partir de la hipótesis de que categorías del pen-
samiento liberal como democracia y ciudadanía tienen una existencia 
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precaria en el orden capitalista actual, se plantea que la economía de 
mercado prevaleciente en el neoliberalismo deteriora la calidad de la 
primera al profundizar la desigualdad social. un indicador de ello es 
el surgimiento, en diversos países de américa Latina y en particular 
en méxico, de movimientos políticos que sintetizan demandas sociales 
generadas por los agravios de la acumulación flexible que, desde me-
diados de los años setenta del siglo XX substituyó a la línea keynesi-
ana. en la medida en la que el lopezobradorismo no se ha restringido a 
los partidos políticos y a la lucha electoral, nos encontramos ante una 
nueva forma de movimiento que combina lo político y lo social.

con el sexto ensayo, Fabiola escárzaga nos traslada a la región 
andina; “Venciendo el miedo: retoños de movimientos sociales en 
el contexto de la recuperación democrática en Perú (2000-2006)” 
muestra cómo después de la caída del presidente Fujimori, el retorno 
a la democracia favoreció la reconstitución de movimientos sociales, 
cuyos protagonistas fueron viejos y nuevos sujetos que se enfrentaron 
al régimen de terror impuesto a la sociedad peruana por el fujimor-
ismo. a partir de la relativa autonomía política alcanzada por algunos 
sectores (básicamente cocaleros y comunidades afectadas por la min-
ería), se analiza esta emergencia popular, propia de la precariedad 
del proceso de democratización vivido en el país a partir del 2000. de 
manera central se destacan los recursos organizativos que han utiliza-
do tales movimientos para defender sus intereses, que recuperan tan-
to la experiencia ancestral como la reciente (reivindicación y aprove-
chamiento de lo comunitario a pesar de la imposición de mecanismos 
de individuación y articulación regional en alianzas interclasistas que 
reviven los frentes de defensa de los intereses del pueblo de las déca-
das del sesenta y setenta). 

dentro de la misma región, dunia mokrani chávez hace algunas 
“reflexiones sobre la democracia y el significado de un gobierno de 
los movimientos sociales en Bolivia”, enfatizando el contraste entre 
los nuevos sentidos con los que, desde el gobierno, el movimiento 
al socialismo (mas) - instrumento Político para la soberanía de los 
Pueblos (iPsP) ha dotado a dicha noción de nuevos sentidos, frente 
a discursos y prácticas sobre el estado de derecho y la democracia 
impulsados por las elites regionales y los partidos tradicionales, como 
principal estrategia de resistencia a un cambio en curso que sintetiza 
el contenido social de lo político.

Posteriormente volvemos la mirada hacia el istmo centroameri-
cano, sobre el que Luis Fernando mack, máximo Ba tiul e ivonne 
solórzano reflexionan en torno a la candidatura de rigoberta menchú, 
desde la perspectiva de la relación entre el movimiento social y las op-
ciones político-partidistas. “entre la izquierda partidista y la izquierda 
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social: el movimiento étnico maya y las opciones político-partidistas 
en Guatemala” se propone analizar si dicha forma de participación 
modificó el escenario político, tanto en su dimensión meramente co-
yuntural de corte electoral, como en la conceptualización sobre las 
posibles transformaciones del imaginario colectivo excluyente y rac-
ista que caracteriza a la sociedad guatemalteca; o si, por el contrario, 
tan sólo sirvió para legitimar y refuncionalizar ese mismo sistema rac-
ista y excluyente.

el último texto, “movimiento social y proceso político en Haití 
(1986-2006)” de alejandro Álvarez martínez, reconstruye la inciden-
cia del movimiento social en la lucha contra el régimen autoritario 
caribeño, destacando la importancia que dentro del mismo tuvo la 
iglesia de Base, vinculada con la teología de la Liberación, para edu-
car y concientizar a los sectores populares. se muestra también que 
el movimiento social se ha reestructurado y reagrupado, pero sigue 
siendo débil en términos de su cohesión organizativa, lo cual limita 
su fuerza para guiar y definir el proceso político y mantiene abierto el 
reto de superar la continuidad autoritaria. 

Finalmente, como parte de un primer balance de los resultados 
que tras año y medio de trabajo conjunto presentamos a continuación, 
no podemos dejar de lado el apoyo que en todo momento hemos re-
cibido del consejo Latinoamericano de ciencias sociales (cLacso), 
particularmente de Pablo Gentili, rodolfo Gómez y emilio taddei, 
quienes con su disposición y solidaridad facilitaron la tarea de la que 
emerge el presente volumen.

Gracias al espacio que se nos abrió a través del consejo, logra-
mos darle forma a este esfuerzo por repensar conceptos que parten de 
referentes teóricos como el estado, la sociedad civil y la hegemonía 
y aterrizan en nociones acotadas históricamente (democracia, ciu-
dadanía, movimientos sociales, partidos políticos, institucionalidad, 
gestión pública entre otras). La meta es ampliar el horizonte de una 
discusión académica que ha sido rebasada por los procesos societales 
con los que Nuestra América inauguró el siglo XXi; esperamos haberlo 
conseguido, y que las problemáticas y casos de estudio que a contin-
uación se desarrollan incentiven un debate por demás necesario.

ciudad de méxico, 2008
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Paul Goodman, el gran luchador social, sugirió alguna 
vez: “Suponga que ha tenido ya lugar la revolución de 
que ha estado hablando, la revolución en que sueña. 
Suponga que su lado ganó y que ya tiene la sociedad 

que quería. ¿Cómo viviría en esa sociedad? ¡Comience 
a vivir de ese modo ahora! Haga hoy lo que haría 
entonces. Cuando se tope con obstáculos, gente o 

cosas que no le dejan vivir de ese modo, comience a 
pensar cómo darles la vuelta o pasarles por encima o 

por debajo, o cómo sacarlos de su camino, y su acción 
política será concreta y práctica”.

Gustavo esteva, “el sentido del cambio”, en 
La Jornada, 30 de julio de 2007

uNo de Los eJes que nos permite analizar la relación entre demo-
cracia y movimientos sociales tiene que ver con la construcción de de-
rechos y prácticas ciudadanas. Partimos de que la ciudadanía es algo 
más que una sumatoria de prerrogativas que se han ido acumulando 
desde del siglo XViii en los rubros civiles (dentro del plano individual), 
políticos (referidos fundamentalmente a la capacidad de votar y ser 
votado), y sociales (que incluyen “un mínimo de bienestar económico” 
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y el “vivir la vida de un ser civilizado conforme a estándares predomi-
nantes en la sociedad”) (marshall, 1998: 22-23), y la utilizamos como 
referencia de una apertura de espacios que no sólo dan cuenta de vic-
torias importantes dentro de la estructura política, sino que también 
inciden en la ampliación de los márgenes societales de maniobra.

desde tal perspectiva, interesa constatar su presencia en diversas for-
mas de protesta que se han desplegado en américa Latina durante los 
últimos años, con la idea de contribuir a una reflexión conceptual en la 
que debe profundizarse, para dar cuenta de la dualidad que parece acom-
pañar a las luchas sociales en la región: por un lado su principal meta con-
tinúa siendo la mejora de las condiciones de vida de núcleos de población 
severamente afectados por la brutalidad de la nueva ola del capitalismo 
salvaje, y por el otro, ha emergido en el escenario un objetivo comple-
mentario centrado en la creación de nuevas formas de gestión social, que 
apuntan hacia la modificación de las instituciones del estado alrededor 
de una práctica ciudadana que no se restringe a votar y ser votado. 

a partir fundamentalmente de los análisis de caso y los datos que 
ha sistematizado el observatorio social de américa Latina (osaL), 
nuestra propuesta gira en torno a dos preguntas centrales: ¿qué ca-
racterísticas presenta la noción de ciudadanía en las luchas sociales 
latinoamericanas recientes?, y ¿qué importancia adquiere dicha di-
mensión para la consecución de un propósito democrático?

Buscando responder ambas, hemos dividido la exposición en tres 
apartados. en el primero se exploran los elementos que han favorecido 
el reposicionamiento de la noción de ciudadanía, dentro del horizonte y 
discurso de las movilizaciones que a partir del año 2000 han aparecido 
en distintos puntos del subcontinente. en el segundo, se examinan las 
características más relevantes que desde nuestro punto de vista hilvanan 
su diversidad. Y, finalmente, en el último se desarrollan las razones por 
las cuales consideramos que la noción de ciudadanía ocupa un lugar 
estratégico en la lucha social latinoamericana de este inicio de milenio.

Emergencia de la bandera ciudadana en los 
movimientos sociales latinoamericanos 
contemporáneos 
después de haber sido estigmatizada y condenada al olvido en el idea-
rio político de quienes desde la izquierda pugnaban por la transfor-
mación radical de la sociedad, la preocupación por el desarrollo de la 
ciudadanía emerge claramente como uno de los rasgos distintivos de 
la conflictividad social de la región a partir del nuevo siglo. 

resulta interesante y significativo constatar que la preocupación 
por el desarrollo de la ciudadanía no surge como parte de la discusión 
y debate en torno a la transición democrática, sino tiempo después. 
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durante aquellos procesos, la idea de la recuperación democrática se 
limitó a señalar la importancia y urgencia de crear la institucionalidad 
jurídico-política que permitiera a las fracciones de la elite que habían 
pugnado por la sustitución de las dictaduras, la alternancia ordenada 
y pacífica en el poder. La preocupación central giraba en torno a qué 
arreglos institucionales eran los más pertinentes para garantizar la 
estabilidad de los nuevos regímenes, teniendo como límites del encua-
dre democrático, por un lado, la persistencia de actores autoritarios 
–formalmente desplazados del poder– y por otro, las exigencias de las 
mayorías subordinadas, que desde ese momento son perfiladas como 
potencialmente perturbadoras del orden democrático. 

No obstante esta situación, el retorno de la democracia liberal como 
la forma legítima de estado, y el debate en torno a la institucionalidad que 
la caracteriza, conforman el contexto jurídico, ideológico y legal a partir 
del cual irá emergiendo en los actores sociales la preocupación por el de-
sarrollo de la ciudadanía, entendida ahora como una manera de trascen-
der las limitaciones que la elite impuso en la transición, mediante la re-
formulación de las demandas populares y la impugnación de las políticas 
gubernamentales, en forma de reivindicación de derechos ciudadanos. 

un segundo factor que condiciona y ayuda a entender este proce-
so es el hecho de que la recuperación democrática ocurre, no sólo en 
un contexto de crisis y estancamiento económico, sino además guiada 
por un proyecto neoliberal que constituye a la exclusión social (en 
todas sus dimensiones) como la herramienta privilegiada de la recom-
posición de la acumulación y la dominación capitalista1. 

este rasgo de las políticas neoliberales, centradas en la privati-
zación y el desmantelamiento del precario estado de bienestar aún 
existente, implica un ataque a conquistas que están concebidas como 
derechos, y por lo tanto su defensa induce la referencia a la idea de 
ciudadanía. el hecho de que los gobiernos que se ostentan como de-
mocráticos continúen el proyecto económico que impulsaban las dic-
taduras, mantiene a los actores sociales enganchados en la lucha por 
evitar la completa destrucción del estado social. 

el recorte del gasto social y las privatizaciones tienen devastadores 
impactos en las condiciones de trabajo y de vida de amplios sectores socia-
les que, gozando en el pasado de condiciones privilegiadas para el contexto 

1  el descontento se potencia en escenarios que al profundizar la polarización, fa-
vorecen la emergencia de identidades socio-políticas alrededor de a) nuevos actores 
(por ejemplo, los piqueteros en la argentina o los pequeños agricultores endeudados 
de méxico), b) de fuerzas sociales y políticas ya existentes, pero que carecían de 
proyección nacional, y c) de frentes abiertos contra un enemigo común (el neolibera-
lismo) en los que participan sectores pauperizados y excluidos de las llamadas clases 
medias (Borón, 2004: 45-46).
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latinoamericano2, no sólo disponen de grados de organización y cohesión 
que posibilitan su lucha, sino sobre todo pueden plantear sus demandas 
en términos de defensa de derechos inatacables. es éste uno de los ras-
gos que explica por qué los trabajadores del sector público, especialmente 
educación y salud, están entre los grupos más activos en la lucha social 
contemporánea, y que además se asocien luchas de orden principalmente 
reivindicativo, con objetivos de alcance más general y profundo. 

en medio de tendencias regionales que reducen el presupuesto 
estatal destinado a resolver necesidades básicas de la población, la 
lucha por frenar el deterioro salarial y por proteger el empleo de los 
maestros y los empleados de la salud, así como lo de otros empleados 
públicos, se emparenta directamente con la defensa de derechos so-
ciales, y por esa vía, con la reflexión sobre la ciudadanía. 

2  La mejora relativa en las condiciones laborales que históricamente se había al-
canzado, adquiere relevancia en un contexto marcado por altas dosis de pobreza: en 
2002 la cePaL reportaba 220 millones de personas, de los cuales 95 millones eran 
indigentes, lo que representaba el 43.4 % y 18.8% de la población respectivamente 
(Panorama, 2003) y polarización: el decil más rico de la población se queda con el 
48% del ingreso total, mientras que el decil más pobre sólo recibe el 1.6% a diferencia 
de las naciones industrializadas donde el decil superior recibe el 29.1%, mientras que 
el decil inferior recibe el 2.5% (Ferranti, 2004). 

Cuadro I
Promedio de gasto social real per cápita en América Latina 

1980 - 1981 1982 - 1989 1990 - 1993
Alto 304.7 276.0 309.1
Uruguay 278.1 277.2 329.6 (b)
Argentina 569.9 470.8 516.5
Costa Rica 251.3 230.8 261.1 (b)
Chile 264.5 243.7 260.9
Brasil (d) 259.6 157.5 177.3 (b)
ModerAdo 243.7 189.0 171.5
Venezuela 475.5 346.5 306.1 (e)
Colombia 91.4 97.9 107.2 (c)
México 224.8 163.0 167.4 (b)
Ecuador 182.9 148.6 105.4 (b)
BAjo 55.5 (g) 41.2 (g) 29.3 (g)
Bolivia 73.0 49.2 45.0 (a)
Paraguay 52.1 52.1 (h) ...
Perú (d) 38.0 33.1 13.6 (b)
Promedio regional (g) 237.2 201.7 108.2

Fuente: El cuadro se tomó de Bango (2000). (a) Los valores de Bolivia, Venezuela y en menor medida, Colombia aparecen sobrestimados mientras 
que los valores de Perú y, en menor medida, Brasil aparecen subestimados debido a que se eligió 1985 como año base. (b) 1990 - 1991. (c) 1990 
- 1992. (d) Subestimado debido a cobertura institucional restringida. (e) 1990 (f) 1982 - 1988. (g) Promedio simple excluye a Paraguay debido al 
cambio de cobertura institucional a partir de 1988. (h) 1982 - 1987.
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un tercer factor identificado como parte del contexto en el que la idea 
de ciudadanía adquiere relevancia, es el de la crisis económica y la 
modalidad “salvaje” de la acumulación capitalista que caracteriza la 
así llamada “globalización”. en este proceso, la intensificación de la 
competencia entre los capitales a escala planetaria, además de impo-
ner nuevas tareas al estado, impone también la mercantilización de 
todos los espacios y actividades sociales, teniendo en la privatización 
de bienes “comunes” (tierra, agua, gas, energía, recursos bióticos) uno 
de sus nichos privilegiados. La dinámica que se cierne sobre el patri-
monio de amplios conglomerados humanos, y que intenta, con gran 
violencia, despojarlos de recursos elementales para la vida, genera una 
respuesta casi instintiva de defensa. La amplitud del ataque que tiene 
esta forma de valorización del capital, propulsa la organización y mo-
vilización, conjunta o convergente, de muy diversos actores sociales, 
dándole a la acción colectiva emergente una amplitud y legitimidad de 
la que pocas veces había gozado. 

La tentativa de despojo que el capitalismo “salvaje” está poniendo 
en práctica a nivel planetario en las décadas recientes, de nuevo con-
voca a apelar a la noción de derechos, y por su intermedio, a la de ciu-
dadanía. cuando con el doble argumento de la crisis fiscal del estado 
y de la mayor eficiencia productiva del capital privado el avance de la 
acumulación del capital impone un cierre de pinzas sobre las empresas 
de propiedad estatal –o recursos naturales diversos  – para que entregue 
a los empresarios privados el control de una parte del patrimonio de la 
Nación, es evidente que entre los argumentos para contrarrestar estas 
pretensiones emergerá el de la defensa de los derechos patrimoniales 
del estado. casi espontáneamente, los pobladores, los usuarios y los 
ciudadanos en general, irrumpen en la disputa como titulares de dere-
chos que están siendo afectados, articulando en el combate contra la 
privatización, el ejercicio de facultades y atribuciones que su pertenen-
cia a la comunidad política les otorga, y con esa operación, comienza a 
tornarlos de meramente formales en positivos y reales. 

La amplitud y la violencia del intento del capital privado –nacio-
nal e internacional– por apoderarse de espacios y recursos sociales en 
los que hasta ahora se habían sentado, si bien en algunos casos sólo 
de manera formal, ciertas potestades colectivas, constituye la princi-
pal fuerza propulsora de la emergencia de fuerzas que enarbolan la 
ciudadanía como instrumento de lucha. 

además de los elementos anteriores que remiten a un contexto 
propicio para el fortalecimiento de la idea ciudadana como eje agluti-
nante del descontento popular y, sobre todo, a la inclusión de la mis-
ma como demanda que lejos de contraponerse atraviesa la lucha por 
mejorar las condiciones de vida de amplios núcleos de población se-
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veramente golpeados por el modelo económico imperante, un cuarto 
factor que amplía el espectro de derechos para los que se solicita reco-
nocimiento se ubicaría en el terreno cultural.

aun cuando muchas veces pasan desapercibidos y dada la magni-
tud de los problemas que enfrenta el área su presencia tienda a diluir-
se en el abanico de protestas que durante los últimos años se han he-
cho presentes en américa Latina, podemos constatar la aparición de 
movilizaciones que intervienen en las escenas social y política a partir 
de referentes culturales e identitarios particulares. La sexualidad y 
el género serían dos ejemplos prototípicos, pero también podríamos 
pensar en un tercero que además de sintetizar varios de los elementos 
estructurales que hemos ido desarrollando, tiene una faceta eminen-
temente cultural y cada vez pasa menos desapercibido: la etnicidad1.

Hoy en día, aunque sus estrategias políticas se estructuren de dis-
tintas formas, los movimientos y organizaciones indígenas tienden a 
expresarse y simbolizarse alrededor de códigos compartidos que les 
imprimen unidad discursiva. como parte de este escenario, la cons-
trucción de una ciudadanía diferenciada que en su eje recupere la 
cultura indígena, se ha convertido en la lucha por el reconocimien-
to de derechos específicos en el marco de los estados nacionales. La 
identidad cultural se ha transformado en la base de la acción política, 
de las negociaciones con el estado y de la presencia pública del actor-
indígena en la sociedad (Bello, 2004).

sobre todo durante las últimas décadas, américa Latina ha ates-
tiguado el incremento del número de organizaciones políticas indí-
genas. más que una recomposición de los grupos, ello corresponde a 
la entrada en escena de nuevas formas para canalizar las demandas 
en contra de la exclusión. si antes las cuestiones relacionadas con las 
injusticias sociales eran las que daban cuerpo al discurso, el tránsito 
del siglo XX al XXi incorporó las que tienen que ver con la autonomía 
y la libre determinación y trasladó el acento al tema de la identidad, 
eliminando la subordinación de esta última a los intereses de las orga-
nizaciones de corte clasista (Navarro, 2003: 109-110).

en síntesis, un contexto político marcado jurídica, ideológica y 
legalmente por el retorno a las democracias liberales, la incapacidad 

1  La etnicidad es una forma específica de identidad que se construye a partir de la 
interacción social; en su base hay algo más que las características observables de un 
grupo étnico y en ella confluyen el reconocimiento de pertenencia que cada uno hace 
de sí mismo, con el que los externos al grupo realizan. es importante señalar su ca-
rácter dinámico y su capacidad para perdurar a través del tiempo, mediante procesos 
permanentes de adaptación, recomposición y redefinición que, justamente, son los 
que le permiten constituirse en referente de movilizaciones colectivas y de acciones 
políticas concretas (Velasco cruz, 2003).
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de los gobiernos que emergen del mismo para transformar los proyec-
tos económicos impulsados por los regímenes autoritarios (con los 
costos que en términos de recorte del gasto social y de privatizaciones 
que ello implica), la tendencia a mercantilizar espacios y actividades 
sociales (con la consecuente privatización de bienes “comunes”), y la 
ausencia de canales para procesar la diversidad cultural e identitaria, 
constituyen los principales ejes de una creciente efervescencia social 
(gráficos 1 y 2) que, entre otras cosas, apunta hacia la emergencia de 
una ciudadanía con mayores expectativas en torno a los derechos que 
le corresponden y por los que está dispuesta a luchar.

Gráfico 1
Evolución de la conflictividad social en América Latina (mayo de 2000-abril de 2004)
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Fuente: El gráfico se tomó de Seoane, Taddei y Algranati (2006), p. 229.
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2

La noción de ciudadanía 
en los movimientos sociales actuales
La revisión del contexto en el que resurge la noción de ciudadanía 
como parte del repertorio de los movimientos sociales nos da también 
la pauta para examinar las características que dicha noción presenta. 
Primero que nada, destaca el hecho de que la reivindicación ciuda-
dana viene asociada a la emergencia de movimientos pluriclasistas y 
multisectoriales, que se conforman como tales no por definición in-
tencional, sino como resultado de la simultaneidad del ataque que 
genera el despliegue de la reestructuración neoliberal capitalista en la 
forma salvaje a la que hacíamos referencia. 

allí radica parte importante de su fortaleza, y sin duda también 
de su debilidad, de la que por el momento no nos ocuparemos. La am-

2  conviene aclarar que no se trata de una continuación del primer gráfico y aunque 
ambos se basan en información proporcionada por osaL, tampoco estamos seguras de 
que los datos de origen hayan sido los mismos, pero con todo y sus posibles diferencias 
(resalta sobre todo la aparente caída de la conflictividad entre abril de 2004 y diciembre 
de 2005), en ambos casos se confirma la tendencia a crecer de dicha conflictividad.

Gráfico 2
Evolución de la conflictividad social en América Latina

(mayo de 2004-febrero de 2008)

Fuente: El gráfico fue elaborado por Gabriela Melo Martínez con base en los datos consignados por el Observatorio Social de América 
Latina (OSAL)2.
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plitud de la convocatoria social que implica la lucha contra la política 
neoliberal, la privatización y la globalización, además de ofrecer un 
espectro muy amplio de actores, demandas y frentes de lucha –que 
explica buena parte de la alta conflictividad que atestiguamos en toda 
la región desde finales del siglo XX–, crea serias dificultades a la go-
bernabilidad neoliberal, que cada vez más se apuntala en la criminali-
zación de la protesta como mecanismo para debilitar la insurgencia3. 

Pero más allá de la inestabilidad que genera, esta conflictividad 
refleja el cuestionamiento de la legitimidad de gobiernos que aca-
ban no representando a nadie (de allí la caída de varios de ellos)4. 
Las crisis de representación parecen extenderse por toda el área y 
al tiempo que las agrupaciones estrictamente políticas (incluidos 
los partidos) dan cuenta de su incapacidad para asumir el papel 
articulador que les corresponde, han aparecido en el horizonte mo-
vilizaciones cuyos objetivos incluyen la creación de nuevas formas 
de gestión social, que no sólo pasan por la organización de núcleos 

3  Los ejemplos que sustentan esta idea se extienden por toda américa Latina, pues 
la criminalización de la protesta social se ha convertido en una política de estado 
que utiliza los diferentes aparatos del mismo para ser puesta en práctica; encontra-
mos algunos botones de muestra en argentina, donde la judicialización de la protesta 
ha significado más de 4 mil procesamientos registrados principalmente en las regio-
nes y provincias más conflictivas (svampa y Pandolfi, 2004: 286); en chile, donde 
apelando a la seguridad nacional se combatió al movimiento mapuche en el campo 
penal (toledo, 2007: 262-264); en colombia, donde la vertiente se seguridad nacional 
se ve reforzada en el marco de la lucha antiterrorista (Betancur, 2006: 180-181). Fa-
bricar delitos constituye pues una estrategia que ha sido redituable para desarticular 
protestas y movilizaciones; ante la imposibilidad de hacer un inventario que incluya 
a todos los países de la región, un último caso que destacaríamos es la detención de 
Flavio sosa (líder de la asamblea Popular de los Pueblos de oaxaca (aPPo), a quien, 
entre otras cosas, se acusó de secuestro, robo, incendio y sedición (méndez, muñoz y 
Vélez, 2006) y a quien finalmente se tuvo que liberar por falta de pruebas. 

4  algunos ejemplos paradigmáticos en este sentido son Jamil mahuad Witt (enero 
del 2000) y Lucio Gutiérrez (abril de 2005) en ecuador; alberto Fujimori en Perú 
(noviembre del 2000); Fernando de la rúa en argentina (diciembre de 2001); Gon-
zalo sánchez de Lozada (octubre de 2003) y carlos mesa (junio de 2005) en Bolivia. 
si bien los actores que en cada caso intervinieron son diversos y las demandas sur-
gieron sobre todo de coyunturas nacionales, hay un hilo regional que hilvana estos 
cambios de gobierno: en todos los casos existieron procesos de organización y mo-
vilización que consiguieron hacer renunciar a los depositarios del poder ejecutivo, 
pero sobre todo, que mostraron la fragilidad de acuerdos políticos que, en medio de 
una profunda crisis económica y de un constante saqueo de recursos, están limitados 
para resolver el creciente conflicto social. en contraste, pero abonando al mismo ar-
gumento, podría citarse el fallido golpe de estado contra Hugo chávez en Venezuela 
(abril de 2002), pues independientemente de las simpatías y antipatías que provoca 
el presidente venezolano, es innegable que ha construido una base social en la que se 
sustenta la dimensión política de un régimen, que, dada la profunda polarización de 
la sociedad a la que representa, en otras condiciones sería mucho más frágil.
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alternativos al mercado, sino también por la modificación de las 
instituciones del estado.

Podría afirmarse que como contrapartida de este deterioro, ocu-
rre un empoderamiento de la sociedad, en la medida en que, a través 
de múltiples actores, se ostenta como la legítima depositaria de los 
derechos de la colectividad. en este proceso se va reformulando la no-
ción de ciudadanía, desbordando los límites definidos por el liberalis-
mo y estableciendo nuevos contornos y nuevos contenidos. La eman-
cipación por la que luchan no es sólo política sino también personal, 
social y cultural. No plantean un rechazo de la política, sino una am-
pliación de la misma más allá del marco liberal de la distinción entre 
estado y sociedad. (de sousa, 2001) 

entre ellos se mantiene la vertiente electoral, pero sin que necesa-
riamente se torne central, pues los grupos y movimientos que ejercen 
esos derechos, lo hacen de nuevas maneras, sin conducir a la fusión y 
desintegración de los movimientos de masas en las formas partidarias 
o en los gobiernos que sustentan. ello tampoco implica que los me-
canismos asociados con las elecciones tengan por fuerza que desapa-
recer; aun cuando haya razones de peso que explican el desencanto 
con respecto a este ámbito de la política5, lo que debe replantearse son 
sus cimientos, más que sus manifestaciones y cualquier derecho vin-
culado con la democracia incluso en su versión procedimental, sigue 
siendo irrenunciable6.

5  La poca legitimidad de los sistemas partidarios y de los gobiernos que se for-
man alrededor de los mismos, se mantiene a pesar del avance de la izquierda en 
toda la región. Para algunos analistas, más que un triunfo de las capas mayoritarias 
de la población, lo que hemos presenciado es un ascenso de élites políticas que 
no pueden o no quieren cambiar el status quo. sin embargo y aun reconociendo 
su precariedad, proponemos que la llegada al poder de propuestas alternativas de 
gobierno, constituye un avance en la definición de proyectos de carácter popular y 
en la configuración de alianzas regionales que eventualmente puedan modificar la 
correlación de fuerzas con los países centrales y, sobre todo, con estados unidos 
(sader, 2006).

6  La reciente experiencia mexicana es aleccionadora en este sentido; fue una movi-
lización ciudadana la que impidió que en 2005 se desaforase a andrés manuel López 
obrador, para evitar que llegara a la contienda electoral de 2006. una vez realizada 
esta última, nuevamente hubo una efervescencia ciudadana que, en defensa de la 
legalidad, la transparencia y la democracia electoral, se apoderó de las calles como 
nunca antes se había visto en méxico y, a partir de acciones contestatarias, reforzó 
la posibilidad de generar espacios sociales que impactasen la definición de la agenda 
pública. La evaluación del proceso sería poco halagüeña si atendemos a su fracaso 
para refundar los pactos políticos y sociales a través de una convención Nacional 
democrática (cNd); sin embargo, sería alentadora si se le considera en términos de 
acumulación de fuerzas que, así sea coyunturalmente, abona a la construcción de 
alternativas contra-hegemónicas. 
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se abren pues espacios para repensar desde la práctica, cuáles 
son los ámbitos que conceptualmente se le han destinado a la acción 
ciudadana; ésta última ha sido enmarcada en una historia que la va 
dotando de contenido a partir de la sumatoria de derechos y obliga-
ciones construidos y reproducidos en el camino, y, en función de ello, 
se ha privilegiado la elaboración de inventarios que resultan útiles 
para caracterizarla e incluso compararla en distintas realidades, pero 
sin reflexionar mayormente sobre las consecuencias de asumir como 
punto de partida los principios que han restringido su esencia a la 
esfera privada de los individuos, y han acotado sus prerrogativas para 
intervenir en el ámbito de lo público.

se les reconozca explícitamente como válidos, se les cuestione en 
términos de la profundidad de sus alcances, o se les condicione a la in-
clusión de sujetos colectivos, son esos principios liberales los que han 
normado la discusión en torno al tema. creemos sin embargo que así 
como en su momento hubo condiciones para asumir la existencia de 
una sociedad civil definida en tanto esfera de acción privada, anterior, 
diferenciada y legitimadora del poder político y para depositar en el 
ciudadano la responsabilidad de actuar individualmente en los proce-
sos de reproducción y/o cambio del orden social, han surgido elemen-
tos que permiten proponer referentes que se ajusten a las transforma-
ciones vividas en los últimos años.

No se trata sólo de debatir sobre su perfil restringido a la actividad 
política (las más de las veces al plano estrictamente electoral), o sobre 
la preeminencia que en él parece tener lo privado sobre lo público, ni 
siquiera sobre sus limitaciones por partir de una igualdad abstrac-
ta que no existe en la realidad o porque contribuye a desvanecer un 
perenne enfrentamiento social que rebasa al individuo. interesa más 
bien recuperar el concepto de ciudadanía desde su perfil innovador, 
pues si bien uno de sus rasgos distintivos ha sido que se le asocia con 
la consecución de intereses particulares, éstos responden a fuerzas so-
ciales más amplias y desde sus inicios estuvieron vinculados con una 
revolución tan profunda como la burguesa.

Los ciudadanos son personas con nombre y apellido a los que se 
reconoce individualmente. sin embargo, la ciudadanía como proyecto 
siempre ha catalizado aspiraciones sociales de participación pública 
y para ello, ha exigido requisitos, ha otorgado derechos y ha delegado 
responsabilidades que corresponden al tipo y correlación de fuerzas 
societales en los que se sustenta. eso es precisamente uno de los ele-
mentos que desde nuestro punto de vista articula las luchas populares 
con las que ha arrancado el milenio en américa Latina; por un lado 
apunta a la apropiación de espacios ciudadanos tradicionales (es de-
cir, en el sentido liberal del término), pero por el otro lado está abrien-
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do camino para ampliar los márgenes de la participación social en la 
vida pública y para, eventualmente, modificar el tipo de requisitos, de 
derechos y de responsabilidades que ello conlleva. 

es desde tal perspectiva que interpretamos las nuevas formas de 
autogestión y de autoorganización, que implican no sólo una críti-
ca de la forma estado-nación tradicional, sino “la obligación política 
horizontal entre ciudadanos y la idea de la participación y de la soli-
daridad concretas en la formulación de la voluntad general, son las 
únicas susceptibles de fundar una nueva cultura política y, en última 
instancia, una nueva calidad de vida personal y colectiva basadas en 
la autonomía y en el autogobierno, en la descentralización y en la 
democracia participativa, en el cooperativismo y en la producción so-
cialmente útil […]” (de sousa santos, 2001)

estas nuevas formas están en buena medida asociadas a la “te-
rritorializacion” (Zibechi, 2003) de los movimientos, que resulta del 
hecho de que en los conflictos en el medio rural, entre los desocupa-
dos urbanos, pero no menos en los movimientos de defensa de los 
recursos naturales (agua y biodiversidad), los nuevos actores enar-
bolan desde sus territorios proyectos de largo aliento (entre los que 
destaca la capacidad de producir y reproducir la vida), a la vez que 
establecen alianzas con otras fracciones de los sectores populares y 
de las capas medias7.

teniendo como base a las estructuras territoriales donde la asam-
blea, la deliberación y la consulta directa son prácticas cotidianas para 
atender asuntos particulares, estas extendidas prácticas de democra-
cia directa comenzaron a convertirse en soporte para la consulta y 
elaboración de estrategias de movilización primero en el ámbito pro-
vincial, y, a medida que las redes crecieron, los saberes democráticos 
se expresaron a escala regional incluso en competencia con el estado 
(García Linera, 2001).

si bien la dimensión territorial siempre ha sido algo más que 
un mero contexto físico en el que se sitúan espacialmente los proce-
sos sociales (Lefebvre, 1976; santos, 1990; Giménez, 2000; Lindón, 
2002), y la apropiación “salvaje” de los recursos que forman parte de 
la misma tampoco es nueva, quizá lo que ha reposicionado al terri-
torio en términos analíticos, es la certidumbre de que aun cuando se 

7  entre los ejes de los movimientos sociales a los que se les reconoce una base 
territorial destacan tres: en relación a su identidad étnico-cultural (por ejemplo los 
movimientos indígenas) o en referencia a sus carencias (los llamados “movimientos 
sin”, como los sin tierra, sin techo o sin trabajo) o en relación a su hábitat de vida 
compartido (por ejemplo los movimientos de pobladores). (seoane, taddei y algra-
nati, 2006: 232-233).
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parcele y se otorguen derechos de propiedad individuales, constituye 
parte de los bienes públicos sobre los que socialmente también exis-
ten derechos. esta esencia es de la que, de manera intuitiva algunas 
veces y consciente otras, dan cuenta los movimientos que la han in-
corporado a una agenda política dentro de la que cada vez adquiere 
mayor importancia. 

Los ejemplos paradigmáticos en este sentido han sido las guerras 
del agua (2000) 8 y del gas (2003) en Bolivia (Vacaflores y Lizárraga, 
2005); cada una posee su propia lógica y características en términos 
del conflicto mismo (inclusive esta última desemboca en la renuncia 
del presidente de la república), pero la propuesta sería considerarlas 
dentro de una misma categoría que hilvana parte de la conflictividad 
social de américa Latina (Galeano, 2005; Leff, 2005).

a la defensa de los recursos naturales pueden sumarse otras cau-
sas y razones de protesta y descontento (Laserna, 2000), pero no es ca-
sual que los mapuches en chile peleen por sus bienes naturales (agos-
to y Briones, 2007), que en el ecuador existan disputas por el petróleo 
(ortiz-t., 2005), ni que se incluyan en la agenda de los movimientos 
argentinos demandas vinculadas con la contaminación (cotarelo, 
2005) o que en Brasil se trate de revertir la explotación irracional de la 
selva (alimonda, 2005). Los ejemplos podrían multiplicarse y aunque 
por lo general están focalizados y remiten a planos locales, dan cuenta 
de un eje disruptivo que atraviesa a toda la región.

el centro de la disputa es el territorio mismo, considerado de ma-
nera integral; ello incluye referentes ancestrales como puede ser el 
agua que, de líquido vital para el consumo y para la producción, se 
convierte en generadora de energía. donde antes hubo grandes cauda-
les, encontramos ahora presas igualmente grandes, cuyos beneficios 
por lo general no alcanzan a las comunidades que ven modificado 
su estilo de vida con la transformación del entorno. Nuevamente los 
ejemplos traspasan las fronteras nacionales, pero recuperamos el caso 
mexicano porque nos parece que en él emergen de manera nítida va-
rios hilos que se están moviendo alrededor de este tema.

Los costos de la modernidad se han resentido desde hace tiempo 
en dicho país; siendo uno de los más grandes y fuertes dentro del pla-
no continental, sus procesos de relativa industrialización y crecimien-
to urbano fueron pioneros en el área y significaron cambios drásticos 
sobre todo para las comunidades que tradicionalmente habían vivido 

8  conviene destacar que la Guerra del agua rompe un ciclo en el que la moviliza-
ción popular parecía acumular derrota tras derrota; tras ella se vivió un proceso de 
recomposición y cambio de las fuerzas sociales y se transitó “del arrinconamiento 
regresivo a la reorganización y posible expansión progresiva” (tapia, 2000). 



América Latina: Los derechos y las prácticas...

34

de la tierra. Lo sucedido en chiapas a partir de la década de los setenta 
es muy claro al respecto, pues las presas hidroeléctricas de chicoasén, 
malpaso y La angostura, se construyeron en terrenos comunales o eji-
dales de alta productividad y afectaron 200.000 hectáreas de la mejor 
calidad (Villafuerte solís,1999: 27).

en 1977 el gobernador de la entidad (Jorge de la Vega domín-
guez) declaraba que “tanto Petróleos mexicanos como la comisión 
Federal de electricidad deben tener una inversión mayor de carácter 
social, para servir a los pueblos donde se descubren yacimientos pe-
trolíferos o se hacen obras de gran electrificación” (Gómez Granados, 
1977), y veía en ambas paraestatales la posibilidad de superar proble-
mas ancestrales (sadot Fabila, 1977: 7), pero a menos de un lustro de 
distancia, otro gobernador (Juan sabines) denunciaba que chiapas 
“no recibe ni un centavo de Pemex ni de la cFe, pese a la explotación 
que se realiza en el estado” (“al concluir”, 1981: 12). 

Ni la empresa hidroeléctrica, ni la empresa petrolera significaron 
prosperidad para chiapas (López, 1987, 22), por el contrario, contri-
buyeron a agudizar los conflictos sociales en una entidad, en la que 
años más tarde se desafiaría al aparato estatal con las armas en la 
mano; sin embargo, parece que la memoria histórica no forma parte 
de una agenda política que responde a intereses y presiones económi-
cas más fuertes que las que pueden ejercer sociedades atomizadas y 
con escasa o nula capacidad para defender sus derechos. en tal con-
texto, como parte del Plan Puebla Panamá, se proyectó la construc-
ción de una presa en el río Papagayo del estado de Guerrero, pero esta 
vez se encontró una oposición que muestra esa emergencia ciudadana 
que abordaremos con más detalle en el siguiente apartado.

si bien el conflicto se mantiene latente y no puede asegurarse que 
la población organizada que se opuso a la construcción de La Parota 
haya conseguido que el proyecto se desechara por completo9, sí logró 

9  cómo se resuelvan en el futuro éste y otros casos similares, dependerá en última 
instancia de la correlación se fuerzas que se establezca entre los intereses privados y 
los públicos. “el gran reto para el gobierno mexicano luego de 24 años de políticas 
neoliberales es entonces entregarle a las corporaciones el control del sector eléctri-
co. Para ello planea su expansión no sólo al territorio nacional sino en relación con 
mesoamérica. en el 2006, la secretaría de energía (sener) justificó que el sector 
eléctrico de méxico necesita us$46.000 millones de dólares en inversiones de aquí al 
2014 para atender la demanda anual de electricidad, que se proyecta crezca un 5,2%. 
(…) el presidente Felipe calderón (2006-2012) tiene el reto de enfrentar al movimien-
to mexicano de afectados por las presas y los que defienden la ecología, los ríos y el 
agua como derecho humano. se enfrenta, a diferencia de hace 40 años, con una resis-
tencia más organizada y articulada en redes sociales, multisectoriales, con mayor co-
nocimiento y conciencia de los impactos de las presas para la vida económica, social, 
política y medioambiental del entorno inmediato y del planeta” (castro, 2006).
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que se frenara (cardoso, 2006) una decisión que parecía irreversible y 
que violentaba sus derechos:

el estado de derecho debe respetarse en la región y en específico deben 
cumplirse las disposiciones legales nacionales y compromisos interna-
cionales de méxico respecto al: a) derecho a la información para que 
los ciudadanos ejerzan con total y real conocimiento sobre cualquier 
asunto que se vean precisados de opinar. b) derecho a la consulta y 
participación, con el fin de que se brinden las condiciones básicas lega-
les para que la población participe en la toma de decisiones sobre pro-
yectos que les afectan. c) derecho a la libre determinación respecto al 
derecho de los pueblos a establecer su condición política y a proveer a 
su desarrollo económico, social y cultural; disponer libremente de sus 
riquezas y recursos naturales y no ser privados de sus medios de sub-
sistencia. d) derecho a la vivienda para garantizar el funcionamiento 
y reproducción de las relaciones familiares y comunitarias. e) derecho 
a la alimentación en la perspectiva de que la población depende de 
sus tierras para la subsistencia y aprovecha las aguas del río para la 
pesca. f) derecho al agua como una condición básica para que haya un 
disfrute en calidad y cantidad adecuada para la población. g) derecho 
a la tierra como un medio que permite la obtención de alimento para 
el sustento de la familia y la comunidad. h) derecho al territorio en la 
perspectiva de que el control de las tierras y los recursos naturales con-
tribuyen a preservar su territorio y a construir la identidad comunita-
ria. i) derecho al desarrollo es indispensable para garantizar mejores 
condiciones de vida para la población local.10

en el mismo sentido recuperamos la bandera que en 2001 llevó a los 
pobladores de san salvador atenco a organizarse frente al decreto 
presidencial que ordenaba la expropiación de 4.550 hectáreas, en su 
mayoría de propiedad ejidal, para construir un aeropuerto alternativo 
al de la ciudad de méxico; se inició así un movimiento que al tiempo 
que recurrió a la vía jurídica11, mantuvo su presencia como fuerza so-
cial activa a través de marchas que se harían famosas por el uso sim-
bólico de machetes entre sus participantes. el conflicto se extendió 
de octubre de 2001 a agosto de 2002 y a lo largo del mismo quienes 
se oponían al proyecto ganaron batallas legales y mantuvieron la con-

10  Lo que aquí se transcribe es el punto 7 del documento que presentó el consejo 
de ejidos y comunidades opositores a la presa La Parota (cecoP), en una audien-
cia pública que tuvo lugar del 13 al 20 de marzo del 2006 en la ciudad de méxico. 
(cecoP, 2006).

11  Para echar atrás el proyecto expropiatorio, se argumentó ante tribunales fede-
rales la violación de los artículos 4, 16, 27 y 115 constitucionales, y se aludieron las 
leyes de expropiación, Planeación, asentamientos Humanos, General de equilibrio 
ecológico y Protección al medio ambiente (cuéllar, 2002). 
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frontación directa con un aparato estatal al que inclusive desconocie-
ron; finalmente, el presidente Vicente Fox dio marcha atrás y el 6 de 
agosto se publicaron en el diario oficial de la Federación los decretos 
abrogatorios que desechaban la posibilidad de expropiar los terrenos 
del Valle de texcoco (cuéllar y Venegas, 2002).

Las nuevas facetas que adopta esta defensa de los recursos tie-
nen atrás toda una historia que se vincula con las distintas etapas 
de expropiación fundiaria que ha vivido américa Latina. Haciendo 
como siempre la salvedad de que las generalizaciones regionales es-
conden procesos nacionales y éstos a su vez, procesos locales, podría 
afirmarse que, grosso modo, hubo tres grandes momentos en los que 
la propiedad y/o posesión de la tierra sufrió cambios decisivos: 1° con 
la conquista y colonización del territorio; 2° con las reformas decimo-
nónicas contra las corporaciones; 3° con la explotación trasnacional 
de los productos del suelo y del subsuelo.

La lucha por el agua, por la biodiversidad, por los hidrocarburos, 
o por los minerales que actualmente presenciamos, se inscribe en esa 
tercera fase; quizá un rasgo nuevo sea que forma parte de un mundo 
globalizado, pero otro de los elementos que lo define, y tal vez de ma-
nera más profunda, es que ha rebasado el nivel localista y carente de 
proyecto con el que se ha identificado a quienes en el pasado dieron la 
batalla por la tierra misma.

Las movilizaciones campesinas empezaron a mostrar nuevos ras-
gos en las dos últimas décadas del siglo XX: “en la actualidad, por el 
contrario, una gran parte del campesinado parece estar desarrollando 
la capacidad de identificar sus propios intereses, de construir estruc-
turas organizativas para la defensa de ellos, de distinguir los factores 
fundamentales incorporados a su situación social y, consecuentemen-
te, los elementos de orientación que le permiten distinguir entre los 
intereses sociales y políticos directamente enemigos y aquellos con 
los que se puede establecer un frente común de lucha para objetivos 
inmediatos” (Quijano, 2000).

el ejemplo más notorio de ese viraje lo encontramos en Brasil, don-
de para el año 2000 se daban los siguientes datos: en la década anterior 
habían desaparecido 942 mil establecimientos agrícolas con menos de 
100 hectáreas, y, citando el atlas del iNcra (instituto Nacional de co-
lonização e reforma agrária) se afirmaba que los 3.114.898 inmuebles 
rurales registrados en el catastro, ocupaban un área total de 331.364.012 
hectáreas, el 62,2% de esas propiedades eran minifundios y se extendían 
en apenas el 7,9% del área total, mientras que el 2,8% eran latifundios y 
ocupaban el 56,7% de dicha área (mendes de almeida, 2000).

Ése es el marco en el que el mst (movimento dos trabalhadores 
rurais sem terra), suma casi tres décadas de una lucha que ha ido 
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adaptándose a diferentes coyunturas políticas, pero que siempre ha 
mantenido como eje la ocupación de tierras, la producción y la edu-
cación. Para 2007 se hablaba de medio millón de familias, 2 millones 
de personas en 5 mil asentamientos que ocupan 25 millones de hectá-
reas, en los que hay 1500 escuelas. en términos de militantes se cal-
culaban unos 15 mil, además de las decenas de escuelas de formación 
y una universidad, la escuela Florestan Fernandes, para formar a sus 
propios especialistas y técnicos, ha dado pasos hacia una verdadera 
reforma agraria desde abajo (Zibechi, 2007).

desde hace tiempo que el movimiento transformó sus demandas 
restitutivas y aunque éstas siguen teniendo sentido dentro de una es-
tructura de propiedad como la mencionada, las vinculó con la reivin-
dicación de derechos económicos, sociales y políticos más amplios. 
esto significó ubicar el problema de la tenencia de la tierra en un 
plano estructural del que no puede separarse y, en términos de acción, 
contribuyó a construir una agenda ciudadana, en toda la extensión de 
la palabra.

Las dificultades para asegurar derechos elementales, tiene que 
ver con esa imbricación que deja poco margen a nuestras democra-
cias para resolver una conflictividad social cuyo origen son las inequi-
dades generadas en el largo plazo y para las que no existen medidas 
quirúrgicas focalizadas en cuestiones concretas a resolver: el campo y 
la propiedad, el campo y la producción, el campo y la distribución, el 
campo y la educación, el campo y la salud, el campo y la vivienda, el 
campo y la participación, por mencionar las básicas12.

el brinco cualitativo que Quijano analizó para las últimas déca-
das del siglo XX tiende a trascender los casos paradigmáticos como 
podrían ser el mst en Brasil y el ejército Zapatista de Liberación 
Nacional en méxico (eZLN)13. aunque a este último se le asocia más 
con las demandas de autonomía, nos inclinamos a pensar que el sesgo 

12  conviene recordar que la reforma agraria sigue siendo un anhelo incumplido 
en toda américa Latina; no importa si hubo una revolución de por medio (méxico 
y Bolivia), si ha redistribuido porcentajes significativos de tierra (Guatemala, chile, 
Perú, Nicaragua y el salvador), o si se ha limitado a repartos focalizados y que no 
alteran la estructura de propiedad fundiaria (Brasil, Venezuela, ecuador, colombia, 
Honduras, república dominicana y Paraguay), las limitaciones de las reformas en 
los países en los que las ha habido, se manifiestan en la situación actual de un cam-
pesinado que “es el contingente poblacional más pobre, con los peores indicadores 
de salud e índices más bajos de expectativa de vida. es también el sector de la pobla-
ción que se encuentra más alejado de la educación y de la participación en la vida 
política nacional” y en los violentos conflictos que subsisten por la tierra (sampaio, 
2005: 16-18).

13  otros ejemplos de este tipo de patrón se pueden encontrar en colombia (Prada 
m., 2003), en Paraguay (Palau Viladesau, 2005) 
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étnico y su materialización en términos político-territoriales, corres-
ponden a un proceso de reelaboración programática que se nutrió del 
movimiento mismo, a partir de la certeza de que para mejorar sus 
condiciones de vida, los campesinos, y todos los sectores desfavoreci-
dos de la sociedad chiapaneca, y de la sociedad en general, tenían que 
ampliar la mira.

Y ello nos lleva a un último rasgo que destacaríamos entre los 
nuevos contenidos que adquiere la ciudadanía como parte del escena-
rio que hasta aquí se ha descrito: el asociado a la exigencia de pluri-
nacionalidad. dicho elemento, derivado sobre todo de los movimien-
tos campesino-indigenas, constituye una profunda critica del estado 
excluyente, y extiende su cuestionamiento más allá de los límites de 
la inclusión-segregación como “ciudadanos especiales”, situación que 
lleva a plantear la necesidad de una reformulación radical de la es-
tructura estatal, para que permita y promueva la reestructuración del 
orden social que genera asimetrías estructurales insalvables. como 
argumenta (dávalos 2003) para el caso ecuatoriano, la nueva noción 
de plurinacionalidad, “va más allá de la autodeterminación que signi-
fica la recuperación de una autoconciencia étnico-política, hacia una 
exigencia en la participación, redefinición y reestructuración de todo 
el estado, de todas sus formas de hacer la política, de procesar sus 
conflictos, de canalizar la representación, e inclusive en la forma en la 
que se constituye y aplica un modelo económico determinado”. 

sin caer en una falsa idealización de los movimientos indígenas 
como si se tratara de poblaciones homogéneamente identificadas y 
asumiendo que la pregunta ¿puede la redistribución multi-cultural 
y/o multi-nacional del control del estado ocurrir separadamente de la 
redistribución del control del trabajo, de sus recursos y de sus produc-
tos, y sin cambios igualmente profundos en los otros ámbitos básicos 
del patrón de poder? todavía está por responderse (Quijano, 2006), 
la certidumbre de haber sido injustamente tratados, ha contribuido 
de manera abierta o subterránea, a generar reclamos de contenido 
étnico-culturales, que no respetan fronteras políticas y que se extien-
den desde el río Bravo hasta la Patagonia. 

se trata de un fenómeno que rebasa a la región andina, aunque 
tal vez sea en ella donde se ha hecho más evidente; con particulari-
dades derivadas de sus propias historias, tanto en Bolivia (stefano-
ni, 2006), ecuador (dávalos, 2000; Larrea maldonado, 2004) y Perú, 
como en méxico (díaz Polanco, 2001), y Guatemala (Brett, 2006)14, 

14 Para la última década del siglo XX, en américa Latina se calculaban entre 33 
y 40 millones de indígenas, divididos en unos 400 grupos étnicos con su propio 
idioma, organización social, cosmovisión, y formas de producción. casi el 90% de 
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la alternativa de cambiar las bases del estado nacional en términos 
de una apertura pluri-cultural, con todo y los retos que ello implica, 
inclusive en países en los que la no correspondencia entre estado y 
multiculturalidad se acentúa por la importante presencia de matrices 
indígenas que apuntan hacia otro tipo de homogeneidades, además 
de la nacionalidad construida alrededor del país al que pertenecen 
(tapia, 2007), forma parte de la agenda política no porque desde el 
propio estado se hubiese adquirido conciencia de los límites que en 
su versión actual enfrenta, sino más bien, por un “levantar la voz” in-
dígena que tiende a exigir igualdad de derechos, sin menoscabo de la 
diversidad de los usufructuarios de los mismos15. 

La existencia de partidos indígenas, de cláusulas constituciona-
les, y de programas de salud y de educación, que para algunos permite 
afirmar que en el decenio 1994-2004 hubo “un aumento en la pujanza 
política de las comunidades” (véase Hall, sf), esconde la persistencia 
de inequidades relacionadas con la propiedad y usufructo de la tierra 
y del medio ambiente, con la identidad cultural, con las agresiones 
contra defensores de los derechos humanos que trabajan con las co-
munidades, e inclusive violaciones de derechos básicos (homicidios, 
tortura y malos tratos, y abuso de la fuerza) (amnistía, 2002), indica-
dores todos de que la discriminación también se manifiesta en el tipo 
de aparato estatal que se ha construido en américa Latina. 

si pudiésemos hablar de un relativo empoderamiento de lo indí-
gena16, estaríamos más bien pensando en ese dinamismo social refle-
jado en el surgimiento de organizaciones y movilizaciones que, a pe-

esta población, se concentra en cinco países Perú (27%), méxico (26%), Guatemala 
(15%), Bolivia (12%) y ecuador (8%) (Hopenhayn y Bello, 2001: 14). Las cifras pue-
den variar dependiendo de los criterios que se usen para definir lo indígena, pero en 
general se considera que representan el 10% de la población total del subcontinente 
(Bello, 2000).

15  como bien hace notar amnistía internacional: “más de la mitad de los países 
del continente reconocen el carácter pluralmente diverso de su estado y garantizan 
los derechos de los indígenas en su constitución y sus leyes. sin embargo, esto con-
trasta enormemente con la realidad que afronta la inmensa mayoría de los pueblos 
indígenas que se extienden desde canadá por todo centroamérica hasta el último ex-
tremo de chile y argentina, que a menudo reciben el trato de ciudadanos de segunda 
clase” (amnistía, 2002).

16  Para hacer justicia a quienes la sostienen, habría que decir que esa mirada 
“optimista” hacia un empoderamiento político que no compartimos, reconoce sus 
limitaciones en términos sociales: “a pesar de que los pueblos indígenas de la región 
han aumentado su poder político y representación durante la última década, esto no 
se ha traducido en los resultados positivos –en términos de reducción de la pobreza– 
que hubiésemos esperado encontrar cuando comenzamos con esta investigación” 
(véase Hall, s/f). 
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sar de su focalización, han trascendido los planos nacionales e inclu-
sive continentales con propuestas para transformar el diseño estatal 
(incluyendo el tipo de principios que deben regir a la ciudadanía en la 
que se sustenta), y cuya fuerza y futuro en buena medida depende de 
la organización y movilización sociales. 

Importancia de la emergencia de la 
noción de ciudadanía en la lucha 
social latinoamericana contemporánea
Lo que hasta aquí se ha expuesto nos lleva a preguntar: ¿qué agrega 
la noción de ciudadanía a la lucha social? creemos que la noción de 
ciudadanía abre directamente la puerta a la idea de empoderamiento. 
La certeza de que en términos del “derecho a tener derechos” no sólo 
somos iguales, sino de que en virtud de ello debemos exigir ser trata-
dos igual, nos pone en condiciones de reclamar las mismas prerroga-
tivas, facultades y atribuciones, sin menoscabo de aplicar el principio 
de la “acción afirmativa” o los derechos diferenciados, reivindicados 
con diversos matices, por los movimientos feministas e indígenas, y 
dirigidos a equiparar las condiciones reales a partir de las cuales se 
ejercen aquéllos. 

Hablar de ciudadanía es pues hablar de ese derecho a tener dere-
chos y a la definición de la dinámica social a partir de los mismos17, 
lo que implica incluir en la vida cotidiana un horizonte de visibilidad 
que genera expectativas generadoras de acción. desde tal perspectiva, 
un elemento central de la noción que aquí nos ocupa, es que proyecta 
la imagen de poseer, de manera innata e irrenunciable, atribuciones 
para disfrutar de satisfactores ante cualquier clase de necesidades y 
obliga a asegurar que en todos los campos del intercambio social, aun 
cuando se tome como eje la esfera política, se reproduzcan las capaci-
dades sociales e individuales para que los ciudadanos dejen de ser una 
mera figura jurídico-retórica. 

asociar la idea de ciudadanía con valores como libertad, auto-
nomía, facultad, aptitud y competencia, puede interpretarse como el 
triunfo de un individualismo liberal que en contextos de alta asimetría 
social beneficia a las minorías; sin embargo, es justo en esos contex-
tos donde su potencial movilizador resulta particularmente peligro-
so, porque así como para los individuos y grupos que tienen acceso 
garantizado a los satisfactores, la noción de derecho refuerza su au-

17  recuperamos el sentido filosófico de la frase “el derecho a tener derechos” que 
acuñó la suprema corte de los estados unidos (trop vs. dulles, 1958), pero, en nues-
tro caso, también reivindicamos su necesaria vinculación con el ejercicio de los mis-
mos en contextos sociales definidos.



41

Margarita Favela Gavia y Diana Guillén

toafirmación, para aquellos para los que el acceso a los satisfactores 
está bloqueado, la noción de derecho genera una sensación de ultraje 
capaz de desencadenar acciones en contra del mismo. 

es un hecho más o menos aceptado en los estudios sobre movi-
mientos sociales, que si bien ni la pobreza, ni la desigualdad son pro-
pulsores directos e inmediatos de la acción colectiva, la conciencia de 
esa asimetría, enmarcada por la sensación de agravio o de injusticia, 
sí dispara en cambio los resortes fundamentales que pueden poner en 
marcha los mecanismos que la favorecen. Y ese componente de con-
ciencia del agravio, de percepción de la ofensa como una provocación 
para la acción, está fuertemente asociada con la noción de violación 
de derechos. 

Por eso es que concebir y plantear las demandas de los movimien-
tos en términos de derechos, abre posibilidades de participación de los 
individuos en la lucha. inclusive desde una perspectiva liberal, la noción 
puede tener un mensaje fuertemente subversivo: “La idea de ciudadanía 
hace que la gente tenga ideas sobre su condición. Lleva a los individuos 
a dejar de pensarse como sujetos (¿súbditos?) y creerse personas con de-
rechos. La ciudadanía implica un conjunto de derechos que trasciende y 
modifican las relaciones de mercado” (marshall, 1998: 7). 

en este sentido, nos parece que aun cuando no necesariamente 
se haga explícito el trasfondo ciudadano de las movilizaciones con-
temporáneas en américa Latina, a lo que apuntan la mayoría de ellas 
es al derecho a tener derechos, pero con una perspectiva que, en la 
práctica, expande la visión liberal e implica no sólo la ampliación y/o 
consolidación de los canales institucionales de participación política, 
sino su vinculación con un modelo societal distinto del que actual-
mente prevalece.

Para explicar esta dimensión de la lucha social, conviene replan-
tear la conceptualización misma de las instituciones y de los ciuda-
danos como su columna vertebral dentro de los regímenes democrá-
ticos. Partimos de que el puente que conecta ambas esferas puede y 
debe conservarse, siempre y cuando cada una de ellas asuma lo que 
por la vía de los hechos está sucediendo: su reapropiación desde la 
sociedad.

tanto las instituciones como la noción de ciudadanía son cons-
trucciones históricas producto de prácticas sociales específicas; el 
problema es que su dinamismo inicial ha sido relegado a un segundo 
plano y la versión que actualmente conocemos de las dos se ha con-
vertido en un referente atemporal con implicaciones paradigmáticas 
en términos del deber ser de unas y otra.

entre los saldos de la efervescencia que durante los últimos años 
han vivido las sociedades latinoamericanas, destaca la necesidad de 
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superar esa especie de parálisis conceptual; para ello, lo primero es 
asumir que teoría y realidad deben corresponderse y que por lo tanto 
no conviene importar modelos elaborados a partir de trayectorias dis-
tintas a las nuestras. Partimos de que la materia prima para identificar 
y procesar lo que está sucediendo en la región, es producto de un día 
a día marcado por el desafío constante de verdades hegemónicamente 
construidas desde perspectivas neoliberales.

sin caer en particularismos que restringen el análisis, asumimos 
que las formas de apropiación, distribución y uso de los recursos tien-
den a producir y reproducir diversos tipos de marginación, que ter-
minan por alcanzar niveles incompatibles con una institucionalidad 
pensada para organizar relaciones entre iguales. 

desde tal perspectiva, con todo y sus diferencias en términos de 
actores, demandas y estrategias de acción, el común denominador de 
las movilizaciones es la ampliación de los márgenes de maniobra ciu-
dadana. 

estaríamos pues frente a una institucionalidad de segundo nivel 
que, al igual que la formalmente reconocida, canaliza la participa-
ción política. Las instancias parlamentarias y judiciales, y los sistemas 
electorales y de partidos han mostrado sus limitaciones y a la par de 
procedimientos, normas reguladoras y espacios bajo el imperio de la 
ley, han emergido vínculos entre la ciudadanía y el estado que pasan 
por la organización social (chalmers, 2001).

a diferencia de chalmers, que privilegia campos de acción en el 
plano organizativo (estructuras legales para las asociaciones civiles; 
profesionalización de los participantes en campos particulares de la 
política; sector político de servicios; y procedimientos y espacios para 
la consulta popular), nuestra propuesta sería incluir la movilización 
social como un canal de interlocución con el estado que, a pesar de 
sus efectos disruptivos en la inmediatez, visto en el mediano y largo 
plazo, ha ensanchado las formas de participación.

Quizá en otras partes del mundo suceda lo mismo, pero por lo 
pronto en américa Latina los límites de la política se han ampliado y 
entre las instituciones que la sustentan han ido ganando terreno me-
diaciones de segundo nivel. La principal disyuntiva para los partidos 
(y para la interpretación de los mismos) es asumir que este empode-
ramiento de la sociedad es incompatible con una visión estrecha del 
papel que deben desempeñar en tanto sus representantes. 

en el otro extremo de la ecuación, las nuevas coyunturas signifi-
can que conforme se vayan afianzando, las sociedades empoderadas 
tendrán que resolver el sentido en el que se encaminan los proyectos a 
seguir. como en su interior convive un espectro de fuerzas e intereses 
heterogéneo, se abre más de un escenario posible; la variedad de las 
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protestas y movimientos populares de los últimos años, abona a esta 
lucha por construir-reproducir, o bien, retar-transformar hegemonías 
y en la gran mayoría de los casos lo que se está demandando es algo 
tan simple y a la vez tan difícil de alcanzar: la construcción de una 
equidad económica, social y política, que se refleje en mejores condi-
ciones de vida para la mayoría de los latinoamericanos.
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Conflictos y tensiones
en torno del Estado ampliado

en América Latina

Brasil y México entre la crisis 
orgánica del Estado y el 

problema de la hegemonía

Introducción
estudiamos la situación actual de Brasil y méxico a partir del análi-
sis de la relación de fuerzas en el estado ampliado en ambos países 
tomando en cuenta las tendencias generales que viven los estados 
en la región. se busca generar algunas hipótesis para interpretar 
el sentido y el alcance de los álgidos conflictos y tensiones en cur-
so que las luchas y los posicionamientos de la sociedad civil (en 
sentido amplio) plantean a las estructuras de poder y a las fuerzas 
dominantes de la sociedad política en ambos países, manifiestos en 
las recientes protestas, luchas ciudadanas, movimientos sociales, 
posicionamiento de las organizaciones sociales y las expresiones de 
la opinión pública con respecto de los programas y las políticas de 
los gobiernos, así como su repercusión en los aparatos de gobierno, 
los órganos parlamentarios, los partidos, las estructuras de poder y 
los espacios públicos.

* coordinador del Posgrado en estudios Latinoamericanos de la uNam. es licencia-
do en relaciones internacionales por el colegio de méxico y maestro y doctor en 
sociología por la Facultad de ciencias Políticas y sociales de la uNam.
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Una observación metodológica
Primero que nada me interesa hacer una observación metodológica, 
crítica del enfoque constructivista, sumamente utilizado en los análi-
sis recientes por sus aires renovadores y por sus logros en el estudio 
de los movimientos sociales. el acento de la crítica apunta a demos-
trar que las características y alcances de las luchas ciudadanas, los 
movimientos sociales, los posicionamientos político-partidarios no se 
explican suficientemente si sólo se considera la dinámica de la cons-
trucción subjetiva de la lucha social. el sostener que la acción social 
autoconstruye sus referencias, su programa, su identidad, ha sido un 
aporte al seguimiento abierto, no dogmático, de las nuevas formas de 
la práctica social1. sin embargo me parece que hay varios aspectos que 
dicho enfoque aún no considera y que podrían ayudar a comprender 
mejor el sentido, la incidencia y la dinámica de las luchas sociales:

  

1) La noción de historicidad, que alude a que la acción de las fuer-
zas sociales y políticas es el producto de una acumulación previa, 
de un proceso en el que las luchas y los movimientos son condensa-
ción de una historia de contradicciones y conflictos políticos, cul-
turales o económico sociales y de una memoria social a través de la 
cual los grupos sociales se han ido constituyendo histórica y polí-
ticamente como fuerzas, siempre en relación con las otras fuerzas, 
esto es, la acción social, se ubica siempre como haciendo parte de 
una fuerza determinada y en una determinada relación de fuerzas 
(Gramsci, 1999, cuaderno 13, notas 2 y 17); 

2) Los conflictos se producen dentro de relaciones de poder es-
tructuradas y con referencia a determinadas instituciones, es de-
cir dentro de un determinado estado ampliado y están relativa-
mente condicionados por las estructuras de poder del estado y 
por una determinada relación entre sociedad política y sociedad 
civil. Las relaciones de poder institucionalizadas crean las instan-
cias y los espacios cristalizados de la relación política de fuerzas. 
en ese sentido, en el análisis de la acción social actual, inclu-
so aquella que no se expresa por las vías institucionales, siem-
pre cabe considerar las relaciones de poder institucionales y las 
formas ideológicas y culturales de la sociedad civil en las cuales 

1  un aporte importante al estudio de los movimientos sociales y luchas ciudada-
nas de américa Latina está en el seguimiento que el observatorio social de américa 
Latina (osaL) de cLacso ha venido realizando desde 1999. Hay un elemento me-
todológico en la forma constructivista de abordar el problema por parte de la revista 
que discuto en este texto, considerando los elementos que los propios autores de la 
cronología política de osaL vierten en diversos números de la revista.
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aquella se desenvuelve: en el caso actual de américa Latina, esas 
relaciones de poder están determinadas por la transformación re-
ciente de los estados periféricos bajo la globalización, que los ha 
transmutado de estados nacional-desarrollistas en estados trans-
nacional-gerenciales y financieros de competencia (oliver, 2005), 
reformados durante las décadas del ochenta a la del noventa para 
servir a la valorización del capital y que hoy sufren la influencia 
mayor o menor de un bloque oligárquico financiero transnaciona-
lizado. esos estados establecen una relación de poder que afecta 
sin duda a la acción social mencionada, asedian su autonomía y 
alteran su proyección nacional. 

así, conviene considerar que los estados latinoamericanos reforma-
dos son las formas políticas que han abierto las puertas para que el 
poder financiero global domine las economías nacionales, imponga 
una globalización unilateral y haya difundido por todos los medios la 
ideología y las políticas neoliberales mercantilistas, las mismas que 
hoy están en cuestión por las fuerzas políticas gobernantes en algu-
nos países. 

empero hoy parece claro que ni las relaciones de fuerzas, ni la 
dominación del poder estatal son formas estructuralmente cerradas 
que impidan una acción social innovadora. Por el contrario, al in-
cluirlas en el análisis de los procesos sociales vivos, de lo que se trata 
es de procurar ampliar el horizonte del estudio para desarrollar algu-
nas hipótesis que permitan entender mejor el carácter, las formas, el 
alcance de la acción social reciente en américa Latina, en un contex-
to estructural como el mencionado, y en la circunstancia coyuntural 
particular de la primera década del siglo XXi, en el que “el desgaste de 
los proyectos neoliberales se precipitó más rápidamente que la recom-
posición de las propuestas estratégicas y de las fuerzas organizadas 
alrededor de proyectos políticos populares” (Korol, 2007, 230).

coincidiendo con Korol, un problema a destacar es lo que parece 
ser la precariedad actual de las propuestas estratégicas y de las fuerzas or-
ganizadas alrededor de proyectos políticos populares en función de las 
necesidades de su combate con las fuerzas organizadas en la estructu-
ra de dominación social y en el estado. Y más que pensar en resolver 
esa precariedad a través de imaginar abstractamente cómo debían ser 
esas fuerzas populares, es decir más que centrarnos en el deber ser, el 
camino adecuado está, como señala Korol, en trata de dialogar con 
esos movimientos, luchas y fuerzas para interpretar su sentido, sus 
potencialidades y sus posibilidades ante la situación estructural dada 
(con un estado político neoliberal y transnacionalizado presente), si-
tuación en la cual el problema parece ser la “insuficiencia” del grado 
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de organización y desarrollo político de las fuerzas organizadas del 
poder popular: “existe una distancia considerable entre el cansancio 
social hacia las políticas neoliberales y los procesos reales basados en 
la fuerza organizada del poder popular” (Korol, 2007, 230). 

también queremos incluir en nuestro análisis la hipótesis de Ni-
ldo ouriques en el sentido de que la situación de hoy nos convoca a 
pensar en que, más que una resistencia a los gobiernos y las políticas 
neoliberales latinoamericanas (situación que prevalece en méxico, 
centroamérica –excepto Nicaragua que tiene una nueva fisonomía 
política–, república dominicana, colombia, Perú y chile, lo que se 
manifiesta en el resto de países de américa del sur es una situa-
ción de ofensiva política ideológica de las fuerzas nacional populares, 
(ouriques, 2007). evidentemente ello obliga a pensar de otra forma, 
más abierta y más compleja, la relación entre sociedad política y 
sociedad civil. 

resumiendo, son cinco elementos metodológicos que cabe con-
siderar en el estudio de la acción social latinoamericana actual: 1) la 
relación histórica y política cultural de fuerzas; 2) el estado amplia-
do que alude a la relación orgánica y a la diferencia de expresión y 
situación entre la sociedad política y la sociedad civil; 3) las propues-
tas estratégicas; 4) las fuerzas organizadas del poder popular y 5) 
la situación de ofensiva político-ideológica de las fuerzas nacional-
populares.

aludo a las anteriores referencias metodológicas para pensar la 
situación de américa Latina como región, pero los países que he se-
guido de cerca son Brasil y méxico, ámbito de mi investigación. 

América Latina
en américa Latina las recientes luchas políticas y sociales han tenido 
una fuerte incidencia en el estado, entendido en su sentido amplio, 
como expresión de una unidad orgánica “en crisis” de sociedad polí-
tica y sociedad civil. 

desde 1999 se han agudizado notablemente los conflictos socia-
les y se han generalizado las luchas y movimientos sociales, hasta 
alcanzar un nivel no contemplado desde 25 ó 30 años atrás (cuando 
acontecieron los procesos revolucionarios impulsados por los go-
biernos de torres en Bolivia, allende en chile y posteriormente por 
el FmLN en el salvador). No se trata de aseverar que hoy las luchas 
sociales en américa Latina sean todas homogéneas ni tengan la mis-
ma cobertura e intensidad en los diversos países, sin embargo lo que 
parecen tener en común es que expresan el paso de la resistencia 
pasiva a una ofensiva activa de las fuerzas nacional populares. en 
su forma y en la relación de fuerzas en que se inscriben, las luchas 
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sociales recientes han tenido distintas expresiones, procesos, formas 
de acción social, diferentes objetivos y logros. téngase como ejemplo 
las sucesivas luchas sociales antineoliberales en Bolivia del 2000 al 
20072 que dieron lugar al gobierno de evo morales; en argentina 
los acontecimientos críticos de los últimos meses del año de 2001, 
cuando aconteció un terremoto social que protestó contra el empo-
brecimiento, las políticas neoliberales, el dominio financiero trans-
nacional y la corrupción de las instituciones (“Que se vayan todos”) 
(svampa, 2005), fenómeno que puso en el gobierno al matrimonio 
Kirchner; en Venezuela, las luchas sociales desde el caracazo de 
1989 hasta 1999, en que asume el militar Hugo chávez con orienta-
ción reformadora (Lander, 2007; Velázquez, 2008); en ecuador, con 
el movimiento de la coNai y los sucesivos conflictos políticos hasta 
llegar al gobierno rafael correa, un presidente con ideario socia-
lista, en 2007 (rodas chávez, 2007). en Brasil surge y se consolida 
el movimiento de los trabajadores sin tierra (mst) y en méxico 
aflora el movimiento del ejército Zapatista de Liberación Nacional 
(eZLN), el movimiento cívico de resistencia al neoliberalismo y 
al fraude electoral denominado convención Nacional democrática 
(cNd) y el movimiento de la asamblea Popular de los Pueblos de 
oaxaca (aPPo). 

Las explicaciones teóricas de una crisis
La situación descrita arriba se expresó en una amplia variedad de 
crisis institucionales de los estados latinoamericanos (en Venezuela, 
Bolivia, argentina, méxico, Brasil, ecuador, con mayor o menor in-
tensidad). La noción de crisis alude a que las instituciones no fueron 
el cauce adecuado para que se expresase la mayor conflictividad, sino 
que en general fueron cuestionadas en mayor o menor medida por las 
protestas, luchas cívicas y movimientos sociales (sólo en los casos de 
uruguay y más recientemente Paraguay las instituciones canalizaron 
los cambios de gobierno y los conflictos sociales). La alta conflictividad 
configuró un alejamiento de amplios sectores populares y medios de 
las sociedades respecto de la orientación de los gobiernos neoliberales3 

2  momentos álgidos de esas luchas acontecieron en abril del 2000 (contra el do-
minio transnacional del agua), en octubre de 2003 (contra el gobierno de sánchez 
Lozada y el dominio de las empresas extranjeras sobre el gas), en mayo junio de 2005 
(contra la sucesión de Vaca dieguez, por la asamblea constituyente y la nacionaliza-
ción de los hidrocarburos) y en 2007 y 2008 (por la constitución, por las autonomías 
departamentales –demanda indígena y al mismo tiempo y con otro sentido de las 
oligarquías de oriente–).

3  se les adjetiva de neoliberales aun cuando sean tremendamente estatistas a favor 
de la valorización del capital transnacional porque usan la bandera neoliberal para 
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y posneoliberales en algunos casos4, aun cuando la acción social de 
protesta y lucha esté suponiendo o haya implicado propuestas estra-
tégicas claras ni la organización y desarrollo suficiente de las fuerzas 
populares. estamos, sin embargo, ante la presencia sociopolítica y cul-
tural de fuerzas históricas renovadas que cuestionan por medio de re-
currentes luchas cívicas y movimientos sociales los proyectos sociales 
y estratégicos dominantes en los últimos veinte años del siglo XX. de 
particular importancia es que esas luchas han puesto en cuestión no 
sólo a los gobiernos sino en buena medida al conjunto de las sociedades 
políticas identificadas con los programas neoliberales de los estados 
–burocracias afines a los estados nacionales neoliberales periféricos 
de competencia (Hirsch, 2002; oliver, 2005)– además de que tales lu-
chas enriquecieron los derechos ciudadanos a la inclusión, a la nación, 
al desarrollo social y político autónomo, a la pluriculturalidad y la mul-
tisocietalidad (tapia, 2006; García Linera, 2008).

Hay un elemento estructural de la crisis institucional de los es-
tados que tiene relación con la atenuación del carácter nacional de 
estos. Los estados latinoamericanos abandonaron el perfil que tenían 
a mediados del siglo XX en tanto estados nacional-desarrollistas, diri-
gidos por burocracias que afirmaban su compromiso con el desarrollo 
capitalista nacional, defensoras de proyectos de burguesías naciona-
les interesadas en salvaguardar y apoyar la acumulación nacional de 
capital y la expansión nacional popular del capitalismo. a partir de los 
años sesenta del siglo pasado se inicia un cambio en el carácter del es-
tado. Los sectores políticos dominantes se bifurcan entre sectores po-
líticos nacionales en declive y las nuevas tecnocracias políticas trans-
nacionales que enarbolan el proyecto transnacionalizador. a partir de 
1982 se produce una derrota política de los sectores de compromiso 
nacionalista y de los pactos sociales populares y se imponen buro-
cracias subordinadas a la globalización neoliberal y comprometidas 
con el cambio de patrón de acumulación interno reorientado hacia un 
nuevo patrón de neoexportación de especialización productiva (sote-
lo, 2007; osorio, 2008), con el aval y la coparticipación de los capitales 
transnacionales, los diversos gobiernos y grupos políticos dominantes 
de estados unidos y con el beneficio del impulso que produce la rees-
tructuración del capitalismo mundial y la globalización del capital. 

como coinciden muchos investigadores, lo antes dicho genera una 
situación de neo-oligarquización interna de los estados que como lo de-

abrir, desregular las economías nacionales, para recortar el gasto público para políti-
cas sociales y para permitir la sobreexplotación de la mano de obra nacional.

4  como parece ser el caso de la argentina de Kirchner y el Brasil de Lula.
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muestran los acontecimientos posteriores, contrapone las nuevas élites 
y sectores dominantes al conjunto amplio de la sociedad. el estado ve 
estrechada su base de apoyo económico y político y se produce un fenó-
meno de exclusión social inusitado, una de cuyas expresiones es la dupli-
cación de la población en condición de pobreza y de pobreza extrema. 

sin embargo el impulso que genera la globalización como proce-
so de ingreso de nuevos capitales y de transformación productiva de 
múltiples industrias y ramas económicas que se vuelcan a la exporta-
ción y la importación, genera una ampliación del consumo de masas 
y una modernización de la vida social, en un contexto de desindus-
trialización nacional, rompimiento de las cadenas productivas inter-
nas y dos décadas perdidas para el crecimiento económico (los años 
ochenta y los noventa que la cePaL denominó perdidas por el estan-
camiento económico productivo interno). esa desnacionalización y la 
neo-oligarquización del estado ya de por sí constituyeron elementos 
de crisis orgánica debido a que el estado nacional dejó de expresar la 
lucha de fuerzas internas, para ser una expresión unilateral del do-
minio mundial del capital, y las políticas económicas de los estados 
latinoamericanos se transformaron en vehículo de la valorización in-
ternacional del capital (Hirsch, 1996). Pero la situación estructural 
no se expresó como real inconformidad política sino hasta la primera 
década del nuevo siglo:

[…] a partir de los años noventa, los movimientos sociales expresan 
una participación más general y más definitiva de la sociedad civil. 
anteriormente, exceptuando a los movimientos por la democratiza-
ción político electoral, la mayoría de los movimientos estaban ligados 
a procesos vinculados a intereses sociales de segmentos amplios, pero 
enarbolados básicamente por activistas minoritarios; hoy día los mo-
vimientos sociales conjuntan la participación de grandes sectores de 
la sociedad, logran tener una visión más clara de la importancia de 
que el trabajo político ideológico se realice en la sociedad civil y de los 
límites de las transformaciones en los parlamentos y en la sociedad 
política. el peso de los movimientos sociales en la oposición radical al 
neoliberalismo aparenta ser mayor y más claro que los movimientos 
anteriores, cuyos objetivos estaban más encaminados a modificar las 
instituciones y las leyes y actuar en la institucionalización de la esfera 
política (oliver, salles, carleial, 2008). 

No se trata, sin embargo de que haya aflorado con el fin del siglo una 
oposición entre sociedad civil libertaria y sociedad política opresora 
como tales, sino de la lucha de distintos proyectos (dagnino, 2006) 
tanto en la sociedad como en el estado, que incluye la conflictividad 
entre los grupos políticos dirigentes en y de ambas dimensiones. 
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Podemos proponer una valoración de esa conflictividad como un 
hecho empírico importante, a partir de que con la mundialización 
del capital y la transformación de los estados en américa Latina se 
ha intensificado la conflictividad dentro y fuera del espacio institu-
cional político. Pero también conviene apreciar este fenómeno desde 
un punto de vista teórico histórico, sosteniendo que la profundidad 
de esa conflictividad permite arriesgar la hipótesis de la existencia de 
una crisis orgánica de los estados latinoamericanos tal como lo sos-
tiene raúl Prada, investigador boliviano: “estamos asistiendo desde 
septiembre de 2000 a la crisis múltiple de la república; una crisis 
económica, una crisis política, una crisis del estado, una crisis de la 
democracia formal” (Prada, 2008) 

crisis del estado que no sería necesariamente la antesala de gran-
des reformas, de una revolución o de un nuevo estadio histórico, sino 
que podría bien ser eso u otra cosa, por ejemplo, una reformulación 
regresiva del papel histórico del estado en américa Latina, reformu-
lación que redefine lo nacional y lo popular como base del estado, 
pero restringiéndolo, tal como aconteció con los estados oligárquicos 
del siglo XiX. a partir de esa crisis del estado nacional desarrollis-
ta, el nuevo estado (contra) reformado pasó a ser un estado desna-
cionalizado, de derechos restringidos, de ciudadanías privilegiada o 
sin derechos universales, en el cual el nacionalismo pasó a ser sólo 
un simbolismo abstracto y la democracia una forma política vacía de 
contenidos y sin participación real de la población. 

en los casos en que la lucha social puso al estado bajo la direc-
ción de fuerzas populares renovadas se abrió la posibilidad de recons-
truir el estado en un sentido nacional popular de democracia partici-
pativa y de espacio público abierto, capaz de reconstruir la economía 
y la política. 

La ventaja de abordar el problema de la situación de los estados 
Latinoamericanos a partir de una teorización es que podemos inten-
tar comprender la lucha de fuerzas como lucha histórica social, sin 
que ello signifique que esté predeterminada y cerrada, sino que admite 
la posibilidad, tal como lo establece el análisis constructivista de la ac-
ción social, de ser una lucha donde el programa político, la identidad 
de los actores, la convocatoria a distintos sectores sociales, se produce 
en la lucha misma, pero dentro de un contexto de estado ampliado 
determinado. 

al incluir el estudio de las fuerzas como fuerzas histórico-sociales 
en desarrollo y confrontación se trata de intentar comprender la for-
ma en que se despliega la lucha por la hegemonía y la cuestión de la 
creación de una voluntad colectiva nacional popular por las fuerzas 
dirigentes. 
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sobre el estudio de la relación de fuerzas, Gramsci dice lo siguien-
te al respecto: 

[…] en el estudio de una estructura hay que distinguir los movimien-
tos orgánicos (relativamente permanentes) de los movimientos que se 
pueden llamar de coyuntura (y se presentan como ocasionales, inme-
diatos, casi accidentales. […] Los fenómenos orgánicos dan lugar a 
la crítica histórico-social, que afecta a las grandes agrupaciones, más 
allá de las personas inmediatamente responsables y más allá del perso-
nal dirigente. […]tiene lugar una crisis, que en ocasiones se prolonga 
por decenas de años. esta duración excepcional significa que en la es-
tructura se han revelado (han llegado a su madurez) contradicciones 
incurables y que las fuerzas políticas operantes positivamente para la 
conservación y defensa de la estructura misma se esfuerzan todavía 
por sanar dentro de ciertos límites y por superarse. estos esfuerzos 
incesantes y perseverantes (porque ninguna forma social querrá nunca 
confesar haber sido superada) forman el terreno de lo ocasional sobre 
el cual se organizan las fuerzas antagónicas que tienden a demostrar 
(demostración que en último análisis sólo se consigue y es verdade-
ra si se convierte en nueva realidad, si las fuerzas antagónicas triun-
fan, pero que inmediatamente se desarrolla en una serie de polémicas 
ideológicas, religiosas, filosóficas, políticas, jurídicas, etcétera, cuya 
concreción es evaluable por la medida en que resultan convincentes y 
transforman el alineamiento preexistente de las fuerzas sociales) que 
existen ya las condiciones necesarias y suficientes para que determi-
nadas tareas puedan y por lo tanto deban ser resueltas históricamente 
(deban, porque todo incumplimiento del deber histórico aumenta el 
desorden necesario y prepara catástrofes más graves).
el error en que se cae a menudo en los análisis histórico-políticos con-
siste en no saber encontrar la justa relación entre lo que es orgánico 
y lo que es ocasional: se llega así o a exponer como inmediatamente 
operantes causas que por el contrario son operantes mediatamente, o 
a afirmar que las causas inmediatas son las únicas causas eficientes; 
en un caso se tiene el exceso de economicismo o de doctrinarismo pe-
dante, en el otro el exceso de ideologismo; en un caso se sobrevaloran 
las causas mecánicas, en el otro se exalta el elemento voluntarista e 
individual […] (Gramsci, 1999, cuaderno 13, nota 17).

La hipótesis de trabajo es justamente la de la crisis orgánica del es-
tado capitalista latinoamericano, expresada en la maduración de 
contradicciones de distinta naturaleza: una, de carácter estructural 
interna en las sociedades de la región, que aflora con el cambio a los 
estados neoliberales en los años ochenta y que tiene que ver con su 
nueva definición transnacional financiera y gerencial, se expresa en 
que el Poder Político entra en desavenencia con lo que antes era su 
base político-nacional amplia, lo que se traduce en la maduración de 
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una segunda contradicción: la histórico-política y que toma cuerpo 
en el lento proceso que lleva de repente a una conflictividad exacer-
bada planteada por las sociedades civiles en movimiento, protesta, 
lucha cívica, lucha social y nacional, movimientos de sentido históri-
co y político renovado, en tanto no son ya las sociedades identificadas 
con los proyectos nacional-desarrollistas capitalistas previos, frente 
a las sociedades políticas dominantes en las últimas dos décadas del 
siglo XX, que impulsaron y aplicaron los proyectos neoliberales, li-
mitantes de la representación y deformadoras de la participación y 
que se apoyan en los sectores oligárquicos y minoritarios transna-
cionalizados, dirigentes de sectores importantes de la sociedad civil, 
desplazados ya en algunos países. La expresión álgida, sociopolítica, 
se presenta como crisis política. así la mencionada crisis orgánica del 
estado se manifestó como crisis política abierta a inicios de la década 
(1999-2005) y generó cambios políticos en siete países de américa 
del sur –la mayoría–: Venezuela, Bolivia, Brasil, argentina, uruguay, 
ecuador y Paraguay. 

en los otros países lo que se hubo consolidado es una nueva con-
trarreforma política preventiva en marcha de mayor o menor ampli-
tud. en chile, Perú, colombia, centroamérica, república domini-
cana y méxico la conflictividad social producto de la crisis orgánica 
del estado se ha mediatizado por las políticas de contención de las 
clases políticas dominantes y debido a condiciones particulares que 
han mantenido la adhesión de amplios sectores sociales al modelo 
neoliberal, no obstante éste exprese los intereses de minorías oligár-
quicas. ahí presenciamos la influencia de particularidades que tienen 
que ver con el dinamismo que ha provocado la mayor presencia de 
capitales externos, los impulsos económicos producidos por las nue-
vas economías de neo-exportación de especialidad productiva, las ma-
quiladoras, la migración, el narcotráfico, la cooperación internacional 
por la vía de las oNG, así como por los recursos externos de apoyo a 
las políticas de represión y posterior cooptación que las sociedades 
políticas dominantes han hecho de los sectores populares de las so-
ciedad civiles. también por la atomización y fragmentación de dichas 
sociedades en esos países. 

Para analizar las expresiones sociopolíticas de la crisis orgánica 
de los estados latinoamericanos podemos acudir a diversas perspec-
tivas de análisis que en cierta forma están ubicadas en la idea de la 
historicidad de la confrontación: una de ellas ha sido desarrollada por 
el proyecto de investigación latinoamericanista de evelina dagnino, 
alberto olvera y aldo Panfichi (2006), quienes sostienen que américa 
Latina vive una disputa de proyectos que tienen un lenguaje similar 
pero que están vinculados con fuerzas distintas. Por un lado el per-
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sistente y dominante proyecto neoliberal, burocrático, despolitizador, 
con ciudadanía formal, basado en el eje del mercado, pero que se ex-
presa con enunciados modernos de democracia y ciudadanía; otro, el 
proyecto democrático participativo popular, societal, que busca refor-
mar lo público abriendo paso a una acción sociopolítica popular no 
burocrática, con luchas por la ciudadanía real colectiva e individual. 
un tercer proyecto es el proyecto autoritario que surge como política 
de emergencia del estado ante las dificultades del proyecto neoliberal 
y que expresa la dificultad de las fuerzas políticas dominantes para 
imponerse exitosamente y para obtener la hegemonía.

una explicación particular vinculada a la misma perspectiva an-
terior es la de Nelson coutinho (2000), centrada en Brasil pero exten-
sible a las otras sociedades, que si bien asume la idea de la confronta-
ción de proyectos considera que las nuevas fuerzas nacional-populares 
ya tienen construido un perfil de democracia de masas con contenido 
popular en plena vigencia. 

Lorenzo meyer (2007), por su parte, busca la explicación del cre-
ciente autoritarismo de estado mexicano en el acentuamiento de la 
crisis orgánica del estado, a partir de la decisión política del anterior 
gobierno de Fox de hacer prevalecer el proyecto neoliberal a toda cos-
ta, sin modificar las instituciones heredadas del régimen de Partido 
de estado, y en las políticas de emergencia y continuidad del dominio 
neoliberal empresarial bajo el gobierno de Felipe calderón, que se im-
pone con el apoyo de los militares incluso a costa de perder la legiti-
midad ante las luchas ciudadanas y sociales que reclaman del fraude 
de las elecciones del 2006.

La lucha por la hegemonía
No obstante lo mencionado, la oposición entre sociedad civil y socie-
dad política no es polar, en ambos espacios existen distintos posiciona-
mientos y una pluralidad de posiciones, es decir hay en el interior del 
estado ampliado (sociedad política + sociedad civil) latinoamericano 
una aguda lucha por el dominio y la hegemonía entre fuerzas distintas 
que hacen parte de la crisis orgánica del estado. No obstante, se ob-
serva una tendencia al declive de la hegemonía neoliberal en la región, 
dado que este proyecto ya no es hegemónico como en las dos últimas 
décadas del siglo pasado, cuando en general las sociedades políticas 
de los estados latinoamericanos, y las sociedades civiles bajo su in-
fluencia, asumieron las directrices del consenso de Washington y la 
abertura neoliberal guiadas en general por políticas de gobernabilidad 
autoritaria (salinas, menem, cardoso, andrés Pérez, sánchez Lozada, 
martín torrijos). Justamente por el declive de la hegemonía neoliberal 
es que se presentan dos situaciones distintas en américa Latina: por 
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un lado el paso a una ofensiva de las fuerzas nacional-populares que, 
empero, aún no son hegemónicas y que por su lucha a través de go-
biernos y de movimientos sociales han abierto múltiples disyuntivas y 
planteado problemas nacionales y sociales sin resolver, que forman el 
terreno actual de la conflictividad latinoamericana especialmente en 
los países del sur de la región. 

Por otro lado tenemos la situación en la que las fuerzas neolibe-
rales han reaccionado ante su declive y ante la ofensiva antineoliberal 
con políticas de seguridad autoritaria diversas, que buscan oponerse 
activamente a las fuerzas populares y que han delineado una política 
regional de contrarreforma democrática de seguridad militarizada, 
como son los casos de colombia en primer término y méxico, donde 
se está abriendo paso una política de esta naturaleza. 

cabe considerar con mayor amplitud lo que está aconteciendo 
en el espacio de las sociedades civiles latinoamericanas. después de 
haberse entusiasmado anteriormente con las políticas neoliberales y 
haberse involucrado con la ideología neoliberal, es decir después de 
un corto periodo de enamoramiento neoliberal que va de 1982 a 1999, 
a inicios del nuevo siglo, se produjo un desencanto sorprendente. Las 
fuerzas populares de la sociedad civil se volcaron a la resistencia y pro-
testa contra las políticas transnacionales y al calor de su movilización 
las sociedades desarrollaron experiencias significativas de defensa y 
reclamo de derechos, ciudadanía colectiva, poder local comunitario, 
democracia participativa, nación incluyente y de diversidad cultural, 
que habían sido ignorados o rechazados durante las dos décadas y 
media anteriores por los gobiernos latinoamericanos. 

son significativos entretanto los cambios habidos también en va-
rias de las sociedades políticas de la región5 y que han modificado la 
fisonomía política de américa Latina en el mundo, poniéndola a la 
vanguardia de la resistencia al neoliberalismo y de la ofensiva nacio-
nal popular bajo la globalización. 

en cuanto a los gobiernos que buscan modificar la relación de 
fuerzas y han hecho suyos el proyecto nacional popular de democra-
cia participativa, los tres más destacados son el de Venezuela, el de 
Bolivia y el de ecuador, en tanto los otros buscan transformaciones 
paulatinas y de un carácter más limitado, tales como los de Brasil, 
argentina y uruguay. Nicaragua y Paraguay, por su parte, son expe-
riencias demasiado recientes para ser incluidas en uno o en otro tipo 
de gobiernos. 

5  dos textos interesantes que abordan los cambios políticos son el coordinado por 
la investigadora Beatriz stolowicz (2007) y el coordinado conjuntamente por Nayar 
López castellanos y Lucio oliver (2008).
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Los proyectos que buscan modificar la relación de fuerzas tienen 
ante sí el reto de la construcción de una hegemonía y la desestructura-
ción de las relaciones de dominio y hegemonía anteriores. en ese sen-
tido el desafío para estos nuevos gobiernos está en transformarse en 
fuerzas dirigentes nacional populares, esto es en prohijar una mayor 
participación popular e involucrar en su lucha por un nuevo proyecto 
de estado y de economía a las fuerzas políticas populares no incluidas 
y a las grandes mayorías sociales en sus distintos componentes: las 
clases medias, maestros, obreros, indígenas, campesinos, intelectua-
les, los cuales tienen una historia de subordinación a las clases domi-
nantes anteriores y cuyos dirigentes sociales, políticos y culturales no 
son de natural proclives a los cambios propuestos, especialmente las 
clases medias y los intelectuales.

en Venezuela, el gobierno de chávez reorganizó a la sociedad po-
lítica y está arrastrando a los sectores populares de la sociedad civil, 
los que sin embargo no parecen acompañar la rapidez ni las formas 
que está imponiendo el proyecto de socialismo de siglo XXi de chávez 
(López, 2004), el cual no obstante ser un verdadero terremoto político 
social al interior de ese país, se basa excesivamente en la producción 
y exportación de petróleo y no parece ser novedoso como proyecto 
estratégico de transformaciones socialistas ni en lo político ni en lo 
económico. incluso algunos investigadores lo han caracterizado de 
“socialismo rentista” (Lander, 2007; Velázquez, 2008; azzellini, 2008; 
Briceño-León, 2008) el cual tiene frente a sí la resistencia permanente 
de los empresarios, de los dueños de los medios de comunicación, de 
algunos gobernadores y las clases medias tradicionales, cuidadosa-
mente construida con el apoyo de los estados unidos. 

una segunda experiencia significativa de viraje de la sociedad po-
lítica es la de Bolivia (Vargas y córdova, 2004), que ha podido encarar, 
a partir de la dirección conjunta del gobierno de evo morales con los 
movimientos sociales dirigidos por el movimiento al socialismo, una 
asamblea constituyente para transformar la institucionalidad políti-
ca y proponer un proyecto nacional nuevo, con una revolución cam-
pesino-indígena milenaria de por medio, que junto a grandes expecta-
tivas, ha abierto muchas oposiciones regionales, sociales y culturales 
al interior del país: de las oligarquías, los sectores organizados de los 
maestros y obreros mineros, los intelectuales y las clases medias, por 
lo que el proyecto no termina por configurarse ni por estabilizarse, 
se encuentra en medio de una crisis catastrófica y en un punto de bi-
furcación (moldiz, 2007; Gutiérrez y mokrani, 2008; stefanoni, 2008; 
García Linera, 2008; Prada alcoreza, 2008) 

el gobierno de ecuador parece estar iniciando su propio cami-
no, con peculiaridades que no tardarán en hacerse evidentes, pero 
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que tiene como problema principal conjuntar la acción sociocultural 
y política independiente de los indígenas, agrupados en la coNai, y 
las fuerzas de transformación socialista del nuevo gobierno (rodas 
chávez, 2007; correa, 2008). 

Los casos de Brasil, argentina y uruguay se presentan como pro-
yectos de gobiernos progresistas, neodesarrollistas, que no han aban-
donado su adhesión a las políticas económicas neoliberales y carecen 
de una política estable y real de convergencia con las luchas de las 
sociedades civiles en la medida en que desarrollan sus políticas en el 
interior de instituciones legislativas cuestionadas, retrógradas, que no 
son canales abiertos para la participación autónoma con plenos de-
rechos de las sociedades civiles (turra, 2008; rodríguez mora, 2008; 
svampa, 2005; elías, 2007). ello ha propiciado en estos países el des-
encanto y la crítica de destacados intelectuales de los movimientos 
sociales o de las posiciones críticas del neoliberalismo, no sólo por la 
cuestión programática económica como sobre todo por la alusión a la 
pérdida de politicidad de la sociedad civil (Francisco de oliveira, José 
stedile, atilio Borón, alcides Beretta, entre otros).

un elemento particular de la situación del estado ampliado bajo 
estos proyectos políticos de izquierda y centro izquierda es que los 
movimientos sociales son los que con sus luchas han construido una 
agenda política autónoma de resistencia y alternativa al neolibera-
lismo que reclama democracia participativa, poder local colectivo y 
popular, recuperación de lo público, derechos territoriales de las co-
munidades originarias, derecho originario a los recursos naturales, 
derecho a la diversidad cultural, políticas de desarrollo nacional in-
cluyente, etc., y que tienen particularidades que los diferencian de los 
movimientos sociales de otros momentos, tal como yo mismo lo co-
mentaba recientemente6: 

[…] en el nuevo ciclo de los movimientos sociales latinoamericanos 
encontramos particularidades importantes relacionadas con formas 
de lucha más agresivas y confrontativas, así como con la constitución 
de nuevos sujetos populares cuya fisonomía viene de elementos iden-
titarios comunitarios o culturales y que se forjan como tales en coa-
liciones sociales amplias (que incluyen a los viejos actores sociales, 
pero que los desbordan) y que, con la radicalidad de sus luchas y sus 
agendas políticas, se están planteando problemas como:

originales demandas de radicalidad democrática basada en la parti-1. 
cipación colectiva y de los individuos;

6  ideas expresadas en la tercera clase impartida por mí en el curso a distancia, 
“movimientos sociales y luchas democráticas en américa Latina”, de cLacso, oc-
tubre de 2007.
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Nueva determinación de lo público del estado a partir de la sociedad 2. 
civil;
Los puntos anteriores están evidenciando una propuesta de una 3. 
desconocida construcción del poder desde abajo que caracteriza a 
las experiencias político-sociales de los movimientos que no buscan 
simplemente la toma o la huida del poder; 
 reapropiación colectiva del territorio bajo una nueva concepción de 4. 
la apropiación territorial; 
Nuevo internacionalismo, que expresa una coincidencia política so-5. 
cial amplia de resistencia y alternativas, que se asienta en la conver-
gencia de objetivos, formas de lucha, aspiraciones y críticas de movi-
mientos sociales heterogéneos (seoane, taddei y algranati; 2006)7.

La situación del Estado ampliado en Brasil y México
en Brasil y méxico las luchas sociales y ciudadanas de resistencia 
al neoliberalismo se han tendido a expresar por medio de dos gran-
des vertientes (dagnino, Nobre, Fiori, oliveira, Bartra, meyer, oliver, 
ortega). Por un lado, la acción ciudadana, orientada en general a 
exigir la aplicación de los derechos constitucionales y a influir en 
las contiendas electorales, lo que en Brasil llevó en los años ochenta 
y noventa a diversas luchas por la ciudadanía y contra el hambre y 
en las elecciones del 2002 al triunfo en la presidencia al líder obre-
ro del Partido de los trabajadores, Pt, Luiz inácio Lula da silva. 
en méxico, como resultado de la derrota de la izquierda en las lu-
chas sindicales antineoliberales de los ochenta y debido al desánimo 
que generó el gran fraude electoral de 1988, la lucha ciudadana se 
realizó bajo la dirección nacional de una derecha reaccionaria pro-
fundamente identificada con el proyecto neoliberal, lo que generó 
resultados políticos totalmente distintos al Brasil; no obstante, en 
el mismo proceso la fuerza de centroizquierda logró canalizar las 
luchas ciudadanas al triunfo en el gobierno de la capital del país, lo 
que introduce matices y algunos límites al gobierno nacional de la 
fuerza de derecha. si bien el PaN logró la derrota electoral del viejo 
partido de estado, Partido revolucionario institucional, Pri; en el 
caso del gobierno federal, no significó la recuperación por el gobier-
no nacional de la acción política soberana y el desplazamiento del 
estados nacionales de competencia, y tampoco un proyecto políti-
co nacional de acumulación y regulación política en la inserción de 
méxico en la Globalización. Por el contrario, afirmó la vinculación 

7  también véase el libro que publicó cLacso en 2004 compilado por José seoane, 
Movimientos sociales y conflicto en América Latina, que resulta muy ilustrativo ya 
que incluye muchos casos nacionales en los que se describen y analizan movimientos 
sociales significativos.
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subordinada y dependiente con los estados unidos y la amplió a la 
esfera militar-regional. 

en ambos países, cabe destacar que las luchas ciudadanas han 
logrado avances sustanciales en el reconocimiento de derechos so-
ciales, políticos y culturales de la población, aun cuando bajo el pro-
yecto nacional neodesarrollista de Lula da silva ese reconocimiento 
es más amplio y definido que en méxico, país en el que prevalece un 
proyecto empresarial de transnacionalización y donde se dejó sin 
hacerse la reestructuración institucional que estableciera formas po-
líticas y mediaciones nuevas capaces de sustituir a las que prevale-
cieron bajo el régimen de presidencialismo despótico en la época de 
dominio del Pri. 

un elemento común de ambos países es la caducidad de sus ins-
tituciones políticas, en particular la persistencia del presidencialismo 
semicorporativo y la composición subordinada y corrupta del parla-
mento, dominado por partidocracias y élites políticas autonomizadas 
de los ciudadanos. 

en Brasil el proyecto de Lula tiene un filo antineoliberal y anti-
transnacional, en el sentido de que se propone recuperar la regulación 
estatal nacional de la economía y la política, en tanto en méxico el 
proyecto del presidente calderón es abiertamente neoliberal y trans-
nacional. La diferencia de proyectos no significa sin embargo que se 
haya abierto paso en el Brasil lo que dagnino considera un proyecto 
de democracia participativa con desarrollismo nacional-popular. Y no 
ha sido así precisamente porque con Lula se mantuvo la autonomía y 
el dominio de las viejas estructuras de poder y el control de los órga-
nos de gobierno y representación sobre la sociedad civil, no obstante 
que se han abierto paso algunas situaciones excepcionales que tienen 
que ver con la participación de la población en los consejos de políti-
cas sociales de salud y de seguridad alimentaria. 

en méxico la continuidad de las instituciones que prevalecieron en 
el período de hegemonía del estado nacional desarrollista dirigido por 
el Pri ha ratificado la autonomía de la élite política dirigente respecto 
de la ciudadanía. La diferencia en ambos países es que en Brasil los de-
rechos ciudadanos son más respetados y reconocidos por el gobierno 
y están enmarcados en una constitución reciente (1988) que establece 
con claridad el derecho a tener derechos y contiene mecanismos para 
hacerlos funcionar en la práctica, en tanto que en méxico los dere-
chos ciudadanos se aplican básicamente al ámbito electoral en el que 
ocurren continuos y recurrentes cuestionamientos por la persistencia 
de mecanismos de fraude electoral. La autonomía de las instituciones 
políticas no es tanto respecto a los intereses particulares, pues éstas 
están abiertas a la presión de los grandes intereses económicos y de los 
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medios de comunicación, sino que es una autonomía respecto de los 
ciudadanos. esa autonomización de la sociedad civil se ha ampliado 
en méxico con el nuevo gobierno al punto de estar aplicando una polí-
tica de seguridad militarizada supuestamente democrática que conlle-
va el involucramiento creciente del ejército en la vida del estado bajo 
la justificación del combate al narcotráfico y el contrabando.

en Brasil y méxico desde 1994 se registra también, además de 
la acción política ciudadana para influir en la situación electoral 
institucional, la acentuación de la acción política no institucional 
de movimientos sociales de importancia política, el movimiento de 
los trabajadores sin tierra (mst) y el movimiento indígena y mili-
tar por la democracia, del ejército Zapatista de Liberación Nacio-
nal (eZLN). 

mientras que el proyecto de gobierno del presidente Lula da sil-
va, eje programático y político dominante de la sociedad política de 
Brasil hoy día, refrendado por la reciente reelección presidencial, 
tiende a ser un proyecto neodesarrollista y nacionalista conviviente 
con la orientación económica neoliberal, la sociedad civil parece tener 
expresiones políticas que no son aceptadas en la vida del estado. en 
los últimos años se han desplegado una diversidad de movimientos 
ciudadanos urbanos de protesta y de lucha por derechos como los de 
vivienda, trabajo, seguridad y participación, que en conjunto con la 
lucha del movimiento de los trabajadores sin-tierra (mst) muestran 
una sociedad civil popular amplia que tiene una relación crítica con 
el proyecto del Pt y reclama por lo que siente como falta de cumpli-
miento de la constitución en lo relativo a la reforma agraria y por su 
exclusión en la elaboración política institucional del proyecto de cam-
bio (Nogueira; 2005). 

en méxico la sociedad política dominante está bajo la dirección 
de un proyecto neoconservador neoliberal que entiende a la democra-
cia como representación que delega a los parlamentarios la iniciativa 
y la autoridad y que asume la gobernabilidad autoritaria, incluso a 
costa de la ilegitimidad del proyecto. Hay también un rechazo abierto 
de los reclamos históricos de la sociedad civil de transparentar las 
instituciones electorales, no obstante que se han aprobado algunas 
reformas políticas menores para evitar que los partidos políticos estén 
en manos de los medios de comunicación. 

salvando las diferencias, estudiamos conjuntamente Brasil y 
méxico porque encontramos en ambos casos un impasse de las luchas 
ciudadanas y de los movimientos sociales, como entidades de la socie-
dad civil popular, que la sociedad política no incluye en la elaboración 
y legitimación de sus proyectos. Veamos con mayor detenimiento la 
situación de cada país.
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Brasil
en Brasil el gobierno reformador del presidente Lula da silva no alte-
ró suficientemente el régimen político, lo cual ha mantenido una con-
tinuidad del estado autoritario heredado. No obstante que el proyecto 
nacional del presidente Lula da silva sea distinto al de cardoso, no es 
tampoco una alternativa al neoliberalismo desde el punto de vista del 
desarrollo político popular: su proyecto que puede ser caracterizado 
de neodesarrollismo nacional y liberal8, además de que, como se ha 
comentado, se basa en mantener continuidad con el patrón arcaico 
y “delegativo” clientelar de las instituciones tradicionales del estado, 
se sustenta en mantener el comportamiento apolítico de la sociedad 
civil. en ese sentido hay elementos para pensar que la crisis orgánica 
del estado ampliado brasileño, basada en que el estado no expresa 
a la sociedad plenamente, no está cabalmente resuelta hoy día, tal 
como se manifiesta en la persistencia de la lucha del mst y en la re-
currente agrupación de los movimientos sociales para exigir transfor-
maciones profundas del estado. La perspectiva de Nelson coutinho 
(2000) alude a que en Brasil del 2002 se confrontaban dos proyectos 
definidos y que pueden ser caracterizados como el proyecto nacional 
de democracia de masas versus el proyecto de liberalismo burocrático 
de cardoso. este planteamiento de coutinho puede considerarse equi-
vocado si tomamos en cuenta que después de un período de cuatro 
años de gobierno y a un año del segundo período, el posicionamiento 
de Lula por la reforma política del estado es extremadamente limitado 
y deja de lado la ciudadanización de la política; el Pt y su gobierno 
no tienen un proyecto de desarrollo político de la sociedad civil y por 
lo tanto tampoco de “democracia de masas”, tal como lo demostró la 
crisis ética y política del 2004 al 2006. además el concepto de de “de-
mocracia de masas” de coutinho es discutible en sí mismo pues tiene 
como referencia las opciones políticas de los estados del fordismo 
periférico y no a la lucha actual en que el gran problema es como de-
sarrollar el empoderamiento de la sociedad civil popular, profundizar 

8  en otro trabajo esclarecí mi apreciación sobre el proyecto nacional desarrollista 
y socialdemócrata de Lula: “el proyecto social-demócrata de reformas profundas 
propone, entre otras orientaciones estratégicas: 1) mayor autonomía relativa en la 
inserción de Brasil en la globalización; 2) retomada del papel estratégico del estado 
en la conducción de la economía nacional, mezclando el fomento a las exportaciones 
con la revitalización del mercado interno, hasta llegar inclusive a pensarse en un nue-
vo modelo económico, sin que esté claro aún sobre qué parámetros sería construi-
do; 3) la recuperación de mayores espacios de soberanía nacional por la definición 
interna de las políticas de seguridad alimentaria y por los avances de la integración 
latinoamericana y del mercosur; 4) nuevas políticas para incidir con soluciones 
reales en la cuestión social, eje central de la orientación del gobierno para con los 
excluidos” (oliver, 2005: 43)
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la democracia participativa y abrir espacio a lo público determinado 
por la sociedad. 

Hay una crisis latente en Brasil porque el actual estado ampliado 
neodesarrollista sigue siendo elitista y no resuelve la agenda política, 
las demandas y el reclamo de derechos plenos a la participación y a 
la definición de lo público por parte de las luchas sociales y los movi-
mientos sociales de la ciudad y el campo9: de ahí la distancia creciente 
con Lula de corrientes de izquierda del Pt y de la cut, sectores de 
clase media de izquierda, corrientes de cristianos de base asociadas 
con la conferencia de los obispos, movimientos de Barrios y Favelas, 
sectores intelectuales y universitarios antineoliberales herederos de 
las luchas ciudadanas por la ciudadanía y contra el hambre, movi-
mientos por el poder ciudadano participativo local, movimiento de 
los sin techo y sin trabajo, movimiento de trabajadores sin-tierra, 
sectores en lucha por la reforma agraria10. un aspecto interesante es 
la lucha de los movimientos sociales brasileños para reclamar parti-
cipación política en la determinación de lo público no sólo en el nivel 
del gobierno federal, sino también de los gobiernos locales que son 
aun más elitistas:

ahora se da algo nuevo, no en el reino de dinamarca, sino en la de-
mocracia brasileña: el control del poder público municipal por la 
sociedad civil. en vísperas de la elección de nuevos alcaldes, la ini-
ciativa merece ser reproducida en todo el Brasil. se trata del movi-
miento Nuestra são Paulo. sin carácter partidario, congrega a casi 
450 movimientos sociales e instituciones interesadas en mejorar 
la calidad de vida de la mayor metrópoli brasileña y de reducir el 
abismo entre el gobierno municipal y la población, fortaleciendo 
la democracia participativa. […] Quiera dios –y los electores– que 
esa moda tenga éxito. así estaremos elevando el nivel de la demo-
cracia brasileña, haciéndola verdaderamente participativa. (Frei 
Betto, 2008)

Por lo antes dicho podemos apreciar que el gobierno progresista de 
Lula tiene limitaciones para asumir lo que los movimientos sociales 
han puesto sobre el tapete respecto de los obstáculos conservadores al 
desarrollo democrático participativo de Brasil:

9  Véase el excelente artículo del fallecido miembro de ruPaL (2004), elenaldo cel-
so teixeira, escrito en la universidad Federal de Bahía, “La participación ciudadana 
en el poder local en Brasil, algunas experiencias” <http://habitat.aq.upm.es/boletín/
n3/aecel.html>.

10  Véase la carta al Pueblo de la unificación de los movimientos sociales de Brasil, 
emitida a partir de 2004 y refrendada antes de la reelección. 
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cinco instituciones principales del sistema político brasileño forman 
el entramado de redes conservadoras de poder tradicional: 

el sistema judicial, que se asume como una institución retrógrada  -
e intocable y que fue criticada por el propio Lula al inicio de su 
gobierno –quien anunció una iniciativa a futuro para someter a la 
institución al control externo–; 

el Gabinete económico, con capacidad propia de decisión sobre  -
asuntos de política económica externa, fiscal, regulatoria y mone-
taria; 

el Banco central, que goza prácticamente de autonomía jurídica.  -
Las instituciones 2 y 3 mantienen una situación de privilegio, re- -
sultado de la herencia del pasado, producto de la exigencia de los 
organismos financieros internacionales (Fmi y Bird), así como de 
la concepción elitista del propio Pt, que considera a la política eco-
nómica como un asunto de especialistas;

las cámaras de diputados y senadores, cuya vida política aún no  -
es fiscalizada ni es controlada por la sociedad, y, por el contrario, se 
asumen como un poder sobre y fuera de ésta; 

el poder autónomo de Gobernadores y Presidentes municipales,  -
los cuales también tienen autonomía para establecer autoritaria-
mente orientaciones y políticas, aun cuando en Brasil, el poder 
ejecutivo nacional esté, cada vez más, bajo la crítica de la opi-
nión pública y bajo el control relativo de las propias cámaras 
políticas”11 

Lo anterior nos da un marco de referencia para considerar que la cri-
sis orgánica del estado en Brasil persiste y las dificultades del gobier-
no del presidente Lula para resolver esa crisis. 

México
el gobierno del presidente calderón ha profundizado la crisis del 
estado ampliado heredado del régimen de Partido de estado, crisis 
ya evidenciada anteriormente, en 1988, con el fraude de estado di-
rigido por miguel de la madrid y carlos salinas de Gortari, para evi-
tar el triunfo del político opositor, cuauhtémoc cárdenas; política 
continuada en 1994 ante la aparición y luchas del eZLN, remozada 
con la alternancia del PaN empresarial, sin que bajo el gobierno 

11  esta relación de cuáles son, según mi análisis de lo expresado por los movi-
mientos sociales, los obstáculos para el desarrollo político, la expresé en el artículo 
“Pensando o estado: sociedade política e sociedade civil hoje, no Brasil e no méxico” 
(oliver, 2005: 45).
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de Fox se hubiese llevado a cabo una reforma institucional del es-
tado o la creación de nuevas instituciones para la participación de 
los sectores populares de la sociedad civil en la determinación de 
lo público, por lo que ese estado ha sido recientemente cuestiona-
do por un gran movimiento ciudadano que exige derechos, nación, 
justicia y nuevas instituciones: el movimiento que se expresó como 
movilización contra el desafuero del Jefe de Gobierno del distrito 
Federal, primero, por el movimiento de la convención Nacional de-
mocrática contra el fraude electoral de 2006, posteriormente y el 
movimiento de la asamblea Popular de los Pueblos de oaxaca que 
puso el acento en el carácter oligárquico y elitista de los gobiernos 
estatal y federal.

Bajo el actual presidente calderón, la política de seguridad pú-
blica militarista contra el narcotráfico y la delincuencia, por un lado, 
y la política económica que busca profundizar su carácter neolibe-
ral, basada en crear las condiciones para aumentar el flujo de inver-
siones externas y de privatizaciones estratégicas, profundiza la crisis 
orgánica del estado ampliado mexicano. La reciente reforma polí-
tica electoral que impide la propaganda política privada en los me-
dios de comunicación, propuesta y aprobada recientemente, si bien 
resuelve el control privado del aparato electoral por los empresarios, 
no altera aún el corazón de la institucionalidad cerrada del estado 
ampliado heredada, basada en la existencia de un régimen de falta 
de derechos ciudadanos plenos, en el que el poder gubernamental 
tiene excesivas prerrogativas, el poder judicial está subordinado al 
ejecutivo y en el que los ciudadanos no tienen derechos para cons-
tituir una representación en las cámaras sin pasar por los partidos 
políticos institucionales. 

el dictamen del tribunal electoral de la Federación sobre las 
elecciones del 2006 en el sentido de que efectivamente hubo abuso del 
poder del estado pero resulta imposible determinar cómo afectó en 
los resultados electorales, contribuyó a crear en la sociedad civil una 
distancia significativa con la sociedad política dominante y ratifica 
la existencia de una crisis. Por otra parte si bien la lucha democráti-
ca del eZLN ha disminuido de intensidad y se ha reorientado hacia 
una lucha anticapitalista, su lucha por los derechos indígenas sigue 
convocando a la sociedad en general en contra de lo aprobado por el 
parlamento en 2002. 

La relación de fuerzas
¿cómo establecer en el contexto de las dos experiencias analizadas 
una caracterización de la relación de fuerzas, sobre todo observando 
que en lo inmediato se trata de fuerzas con una historia particular en 
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cada país, además de que actualmente están en relación con la presen-
cia de gobiernos con distinta orientación político-estratégica? 

en el caso de Brasil la fuerza del Pt y del Gobierno de Lula es 
radicalmente distinta a la del PsdB y del Gobierno anterior de Henri-
que cardoso, en la medida en que expresa la presencia predominante 
de un partido de trabajadores en la sociedad política, en tanto car-
doso expresaba la fuerza gobernante de los empresarios y la oligar-
quía agroexportadora. el Pt es, por una parte, una fuerza de origen 
y característica popular que alcanzó el gobierno por vía de un triun-
fo electoral. Bajo el dominio del gobierno neoliberal anterior fungía 
como oposición radical de izquierda, crítica de la política económica 
y de la orientación general del estado. el gobierno de Lula expresa la 
conquista del gobierno por parte de una fuerza popular que se asienta 
en los trabajadores urbanos y suburbanos del sur, sureste, occidente y 
nordeste del país, con un apoyo también en los excluidos y oprimidos 
de las áreas marginadas urbanas de Brasil. sin embargo el programa 
actual de gobierno, las alianzas y la conducción del Pt y de Lula como 
actores políticos no parece expresar todavía la autonomía del movi-
miento popular ni una hegemonía alternativa. como dice Gramsci:

un segundo momento es aquél en el que se alcanza la conciencia de 
la solidaridad de intereses entre todos los miembros del grupo social 
pero todavía sólo en el campo meramente económico. Ya en este mo-
mento se plantea la cuestión del estado, pero sólo en el terreno de al-
canzar una igualdad político-jurídica con los grupos dominantes, por-
que se reivindica el derecho de participación en la legislación y en la 
administración y tal vez incluso de modificarlas, de reformarlas, pero 
en los cuadros fundamentales existentes (Gramsci, 1999, cuaderno 13, 
nota 17: 36).

considero que la clave de la caracterización de la propuesta analítica 
de Gramsci está justamente en la última frase: “se plantea la cuestión 
del estado… pero en los cuadros fundamentales existentes”. Éstos en 
el Brasil actual son, en la economía, la acumulación de capital bajo 
la dirección de los grandes monopolios nacionales y transnacionales 
de las urbes y del campo; en la política, la dirección política a partir 
de las instituciones existentes que separan economía y política, ex-
presan los candados políticos burocrático- oligárquicos, excluyen la 
democracia participativa y la construcción social de lo público; en la 
cultura, la vida social se sigue entendiendo a partir del dominio de las 
relaciones mercantiles. No hay autonomía real en el Pt ni en Lula en 
la medida en que no hay una crítica radical de los ámbitos menciona-
dos que permita una perspectiva propia, original, histórica y crítica de 
un horizonte de trabajadores brasileños en esos tres aspectos. Por lo 
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tanto no se puede plantear realmente la cuestión de que el Pt y Lula 
sean una fuerza hegemónica alternativa en la medida en que no tienen 
su propio proyecto de sociedad y de país por lo cual su dirección sobre 
el conjunto de la sociedad no tiene una perspectiva de transformación 
profunda. ello independientemente de que la política del gobierno si 
implica cambios positivos en la vida política, económica y social in-
mediata, entre otros, el presidente Lula ha estimulado el mercado in-
terno, un mayor poder de consumo de las clases pobres excluidas, una 
vida política más respetuosa de los derechos civiles, una relación polí-
tica de negociación del gobierno hacia los trabajadores y una política 
internacional más soberana (Frei Betto, 2006). otro ángulo para apre-
ciar los límites de la dirección política de Lula ubicada en los cuadros 
fundamentalmente existentes es que no se ha apuntado ni siguiera el 
problema de la democratización de los medios de comunicación, la 
crítica del dominio financiero de la economía brasileña, ni la reforma 
agraria popular, cuestiones que podrían proponerse en el marco de 
la propia constitución de 1988 pero sugerirían el desarrollo autóno-
mo de una fuerza popular. un elemento que muestra el que no hay 
autonomía ni proyecto de hegemonía alternativo es también el que 
el proyecto del gobierno Lula no se plantea enfrentar y desmontar la 
estructura de dominación social ni la estructura de poder existente en 
la vida social y política brasileña (Frei Betto, 2006). el poder en Brasil 
sigue bajo el mando de los empresarios y la oligarquía, aun cuando se 
tenga que compartir con los trabajadores en términos de repartición 
de cuotas de un poder capitalista dominante. así, no hay en Brasil una 
situación de hegemonía propia de los trabajadores, en la cual,

el estado es concebido como organismo propio de un grupo, destina-
do  a crear las condiciones favorables para la máxima expansión del 
grupo mismo, pero este desarrollo y esta expansión son concebidos y 
presentados como la fuerza motriz de una expansión universal, de un 
desarrollo de todas las energías nacionales (Gramsci, 1999, cuaderno 
13, nota 17: 37) 

en méxico la situación está determinada por una especie de empate 
catastrófico entre la fuerza histórica de la derecha empresarial que ha 
creado su propia influencia modernizante conservadora en la sociedad 
(el American way of life y el reaccionarismo conservador mexicano), 
especialmente en el centro-norte del país, ha conquistado el gobierno 
y que despliega crecientemente el poder del aparato militar y burocrá-
tico para mantener al país bajo el dominio transnacional y neooligár-
quico, y un movimiento social popular progresista dirigido por una 
corriente nacionalista popular que reivindica la atención a los pobres 
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y los planteamientos de la vieja constitución de 1917 y que tiene ex-
periencia en administrar en forma moderna la capital del país. esta 
fuerza popular tiene su asiento principal en la memoria histórica del 
pueblo mexicano, en la estructura política de un frente de partidos pro-
gresistas (Prd, FaP), y en caudillos populares que han encabezado la 
actuación política frente a los partidos del orden (PaN-Pri), cuauhté-
moc cárdenas y andrés manuel López obrador. esta fuerza popular 
tampoco tiene la autonomía necesaria para expresar la crítica histórica 
profunda del capitalismo mexicano y de las instituciones estatales que 
se desarrollaron bajo el proyecto del estado de la revolución mexicana 
en la medida en que no plantea la crítica profunda del proyecto capita-
lista dominante ni cuenta con una apreciación de ruptura con el elitis-
mo político existente. sin embargo es una fuerza que tiene a su favor 
el que está en “movimiento” y que por la confrontación política contra 
la fuerza empresarial modernizadora reaccionaria se ha planteado los 
problemas del desarrollo de una economía nacional popular, de la ciu-
dadanía, de lo público y de nuevas instituciones políticas y que en ese 
proceso podría desplegar un avance autonómico y un planteamiento 
hegemónico propio, que sin embargo, no parece estar en el horizonte 
de la dirección actual de ese movimiento popular. 

Lo que hay de común en la situación de Brasil dirigida por una 
fuerza progresista sin hegemonía y la situación de méxico dirigida por 
una fuerza modernizadora reaccionaria sin hegemonía propia, es que 
el estado se contrapone a la sociedad debido al carácter autoritario de 
las fuerzas dominantes, contraposición que tiene como rasgo básico 
la exclusión de la participación autónoma de la sociedad civil popular 
en la conducción de la política. así, incluso en el Brasil en donde un 
representante político de una fuerza popular amplia está en la presi-
dencia, se trata sin embargo de un político que hace política elitista y 
autoritaria en los marcos de una institucionalidad política retrógrada, 
que dirige una fuerza gobiernista que obstaculiza el desarrollo de una 
fuerza sociopolítica independiente y anclada en la ciudadanía partici-
pativa y en los movimientos sociales. 

en Brasil y méxico existe, por lo tanto, una contraposición de 
fuerzas en el estado ampliado, sin que se haya abierto paso una nueva 
fuerza que procure la democracia popular radical con proyecto nacio-
nal y que proponga lo público societal versus las fuerzas transnacio-
nalizadoras dominantes que defienden el estado nacional de compe-
tencia, con concepciones burocratizantes. 

Habrá que buscar con mayor precisión las determinaciones de 
la correlación de fuerzas en Brasil y méxico en el contexto de la per-
sistencia de la crisis orgánica del estado. Para ello la temática a de-
sarrollar en próximos análisis son los componentes y los ejes de la 
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actual lucha por la autonomía y la hegemonía de las fuerzas nacional-
populares en ambos casos. 

en otro trabajo ya mencioné, con relación al Brasil, pero podría 
aplicarse en algunos aspectos también a méxico, cuáles son, según 
mi punto de vista, los ejes de la lucha por una hegemonía alternativa, 
cuestión que ya no pertenece tanto al análisis de lo concreto, labor del 
sociólogo, sino a la exposición de las utopías, opción de la academia 
comprometida: 

elevación de la organización política y de la conciencia teórica de los 
trabajadores, alejamiento del gobierno de los burócratas neolibera-
les, incorporación al gobierno de los representantes de los trabajado-
res rurales, actualmente en lucha en la oposición, enfrentamiento a 
las redes conservadoras del poder, reforma y desarrollo de la socie-
dad civil popular. todo ello resulta necesario para la profundización 
democrática que posibilite a los trabajadores el convertirse en un 
verdadero poder interno nacional, regional e internacional, que los 
haga capaces de enfrentar, en condiciones más favorables, la lucha 
interna por el poder contra la estructura social actual y de frente a las 
políticas del capital nacional e internacional, así como la lucha inter-
nacional por la redefinición democrática del poder en las relaciones 
internacionales. en el proceso abierto hoy en Brasil, es importante 
crear conciencia de la necesidad de continuar con los cambios de la 
sociedad política y de la sociedad civil, las cuales articuladas tienen 
mayor efectividad […] (para ello) el estado político brasileño, como 
los estados latinoamericanos, aún cuentan con un recurso funda-
mental, el político, el hecho de que son expresión del interés público 
[…] Pero está claro que ningún proyecto resulta suficiente si sólo está 
anclado en la administración pública y en la sociedad política. Por 
ello el problema central no parece ser sólo la ausencia de un progra-
ma más radical de medidas, o de políticas esenciales de cambio por 
parte del gobierno de Lula. el radicalismo necesario, hoy día, parece 
no encontrarse sólo en las políticas de ruptura económica. el nudo 
de la cuestión está en otro radicalismo mucho más necesario para 
la sociedad y para el gobierno: la alianza con la sociedad civil que 
transforme la correlación general de fuerzas y posibilite el cambio 
esperado, la transformación de lo local en lo global y de lo global en 
lo local (oliver, 2005: 23-56).

resolver los problemas mencionados es parte de la lucha por la hege-
monía de las fuerzas nacional populares en Brasil y méxico. así, para 
concluir este capítulo podemos retomar lo dicho arriba: el problema 
no parece ser la limitada concepción de las élites, ni siquiera de las 
élites reformadoras, sino la “insuficiencia” del grado de organización 
y desarrollo político de las fuerzas organizadas del poder popular.
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Movimiento-partido: el caso del 
Movimiento de los Trabajadores 

Sin Tierra (MST) en Brasil

Introducción
Las elecciones de 2005 que dieron victoria a evo morales en Bolivia 
fueron conquistas de un amplio movimiento de masas campesinas e 
indígenas dirigidas por el movimiento al socialismo (mas), que es un 
partido-movimiento. otro caso histórico es la conquista por el Partido 
de los trabajadores (Pt) de la presidencia de la república, en Brasil, 
en los años dos mil, partido que se constituye por un conjunto de 
tendencias políticas en disputa permanente, que hace con que éste se 
vuelva un frente político propio de movimiento social. más ejemplos 
de partido-movimiento serían “los sandinistas en Nicaragua, Levalas 
en Haití, […], el Frente Farabundo martí en el salvador” (cLacso, 
cetri, 2003: 165). ese fenómeno social fue identificado por Gramsci, 
en otro tiempo y lugar, cuando hace referencia a partido-movimiento 
en diferentes momentos de sus análisis acerca de la política italiana, 
por ejemplo: “los partidos confesionales, como el centro alemán y 
los diversos partidos populares-cristianos-sociales” (Gramsci, 1981: 
81-82), o entonces cuando habla del Partido Popular que integra la 
acción católica (Ibíd.: 94-95), y aun el caso del Partido de la acción 
* Profesora-investigadora de la universidade estadual do ceará (uFc); es licenciada 

en socióloga, por la uFc, maestra en sociología por la Facultad de ciencias Polí-
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como “un movimiento de agitación y propaganda de los moderados” 
(Ibid.: 108-109).

esta problemática de la intersección entre movimientos sociales 
y partidos es pues una cuestión de la realidad que el pensamiento so-
cial intenta interpretar. en ese sentido, el presente artículo tiene como 
reto discutir esa relación, pero desde otra perspectiva, o sea de movi-
miento-partido, es decir, de movimientos que tienen ciertas funciones 
de partido político, tal como nosotros creemos que es el movimiento 
de los trabajadores sin-tierra (mst) en Brasil. 

es objetivo de esta investigación buscar entender: ¿Por qué ese 
movimiento tiene tales funciones? y ¿cuáles fueron las principales cir-
cunstancias que permitieron esa nueva formación política en la socie-
dad civil brasileña? Para lograr hacer eso, vamos ejemplificar ciertos 
modos de hacer política de este movimiento social, que corresponden 
a formatos teóricos de partidos.

La selección de ese movimiento social tuvo por base su impor-
tancia histórica y política en Brasil e internacionalmente. es un mo-
vimiento social y político de fuerte presencia en la prensa y tiene lo-
grado permanecer en actividad por décadas, lo que le confiere una 
significación social importante, que justifica mirarlo desde el punto 
de vista de la academia.

Queremos construir la idea de que el mst es un movimiento 
social con funciones de partido. es decir, puede ser una fuerza re-
novada de la política, que construye “formatos partidarios” de dis-
cursos democráticos, y con eso presenta a la sociedad alternativas 
políticas ideológicas consistentes y aceptables para la población 
en general o, en otras palabras, ha conformado cierta noción de 
institucionalidad menos deteriorada, menos desacreditada y, por 
eso, confiable. Quizás haya otros movimientos-partidos en américa 
Latina.

La premisa básica de ese análisis es que los movimientos sociales 
son agrupaciones de distintas tendencias políticas, de variadas con-
ciencias sociales, hermanadas en objetivos comunes relativos al modo 
de vida.

ciertos apuntes acerca de los límites metodológicos de este aná-
lisis son necesarios. Lo importante en esa reflexión conceptual acerca 
de los movimientos sociales con funciones de partido político es probar 
que la praxis histórica impone a los teóricos un repensar permanente 
acerca de los presupuestos teóricos que permiten interpretar las opor-
tunidades políticas coyunturales.

es cierto que los clásicos de las ciencias sociales nos dan res-
puestas con sus aportaciones teóricas, pero es necesario tener una 
atención crítica acerca de los límites de ese pensamiento social.
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La realidad social, con sus cambios permanentes, impone al inte-
lectual flexibilizar su mirada, para comprender mejor la relación entre 
estructura y superestructura. según Gramsci dice, 

[…] en el estudio de una estructura hay que distinguir lo que es 
permanente de lo que es ocasional. Lo que es ocasional da lugar 
a la crítica política. Lo que es permanente da lugar a la crítica 
histórico-social (Gramsci, 1999: 167).

en ese sentido, intentaremos hacer uso de la teoría gramsciana, bus-
cando interpretar los movimientos sociales sin proponer rumbos, pero 
percibiendo cómo ellos mismos hacen sus propios caminos.

La concepción de Gramsci es apropiada para los objetivos de este 
artículo, pues como señala oliver, 

[…] la interrelación entre sociedad política y sociedad civil es la clave 
para entender la construcción de la dominación y la hegemonía y de 
las resistencias contrahegemónicas que las protestas y los movimien-
tos sociales despliegan (oliver, 2007: 19).

en síntesis, aceptamos que los movimientos sociales son sujetos acti-
vos de la sociedad civil, que se desarrollan en relación contradictoria y 
dinámica con los partidos políticos y otras formas de organización de 
la lucha social que actúan particularmente en el campo de la sociedad 
política, formando correlaciones de fuerzas que componen el estado 
en su complejidad. 

el presente trabajo intenta demostrar que, hoy día, el movimien-
to social mst, de cierta forma cumple determinadas funciones de 
partido, pues este movimiento, en particular, desempeña un papel1 
fundamental en la formación de los cambios sociales, en defensa del 
trabajo no alienado, llenando vacíos dejados por la situación general 

1  el concepto de papel aquí usado sigue las aportaciones de therborn que 
llama la atención para la necesidad de vincular la idea de papel a la de clase 
social: “en primer lugar, el concepto sociológico de papel se inserta en una par-
ticular concepción de la sociedad: una visión idealista y personalista en la que 
se considera el comportamiento social como definido exclusivamente desde un 
punto de vista normativo, y las relaciones sociales sólo como relaciones interper-
sonales. se pierden, así, el concepto de clase y la materialidad de las relaciones 
económicas y de la tecnología. Los partidarios de esta teoría hablan de papeles 
ocupacionales pero no de las clases en la sociedad capitalista, ni del plus traba-
jo y su extracción. sólo fuera de la problemática sociológica de la comunidad 
ideológica podemos hablar de ‘papeles’ de clase, que son definidos por relaciones 
de producción específicas y funcionan sobre la base de determinadas fuerzas de 
producción” (therborn, 2005: 18).
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de los sindicatos, que están endebles por la crisis del empleo, la fle-
xibilidad del mercado de trabajo, la pérdida de derechos laborales y 
el crecimiento del sector informal de la economía, que es poco politi-
zado. además, ese movimiento insiste en concienciar a las masas de 
la necesidad de un nuevo estado, papel histórico que ciertos partidos 
políticos de izquierda en Brasil han despreciado actualmente.

Mirando el MST como movimiento social y político
Los movimientos sociales cuando surgen, en Brasil, tienen sus fun-
ciones limitadas, restrictas al desarrollo de sus conciencias y expe-
riencias que eran incipientes. con su desarrollo los movimientos van 
ampliando sus funciones hacia una formación social que ultrapasa la 
sociedad civil y penetra en la sociedad política, con la inserción de sus 
representantes en el parlamento, con el incremento de los canales de 
participación en la gestión pública, como por ejemplo los presupuestos 
participativos, adonde representantes populares discuten y deliberan 
acerca de las finanzas públicas. en esto se encuentra, exactamente, 
una nueva función de los movimientos sociales, que pasan a ejercer 
una acción tradicionalmente restricta a los partidos políticos. 

Pasaron tres décadas para que ocurriera este tránsito de movi-
mientos restrictos para movimientos ampliados, es decir, de movimien-
tos reivindicativos de bienes de consumo colectivo, para movimientos 
de protesta y demandas sociales y políticas. el mst acompañó ese 
movimiento de la sociedad civil saliendo de una condición de movi-
miento social para entrar en otra añadida de carácter político, cuali-
tativamente distinta, con sus funciones aumentadas y de mayor inser-
ción en la sociedad política.

el mst puede ser interpretado como movimiento social tal como 
lo define castells, pues es expresión de conflictos sociales en el “marco 
de la vida” (castells, 1980: 2), “directamente ligados a la organización 
colectiva del modo de vida” (Ibíd.: 2-3), o sea, es parte de “procesos 
políticos contradictorios, expresiones de la vida social de luchas de 
clase” (Ibíd.: 13).

inspirados en castells, podemos decir que el mst es como “[…] 
sistemas de prácticas sociales contradictorias que controvierten el or-
den establecido a partir de las contradicciones específicas de la proble-
mática […] social”. esa cuestión social es entendida como “toda una 
serie de actos y de situaciones de la vida cotidiana cuyo desarrollo y 
características dependen estrechamente de la organización social ge-
neral” (Ibíd.: 3). es decir, el mst lucha para cambiar las condiciones 
de la producción, por la posesión de la tierra, supresión de la sumisión 
del trabajador a los patrones, en contra la concentración de la tierra 
en manos de algunos pocos, y denuncia la falta de servicios públicos 
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en el campo (unidades de salud, escuelas, transporte, etcétera). en 
esas condiciones cotidianas, por las cuales lucha el mst, se incluye, 
también, el desempleo ocasionado por la modernización de la produc-
ción y el uso de tecnología que ahorra mano de obra, la inmigración 
sistemática, la atracción que ejerce la ciudad sobre el imaginario po-
pular, entre otras cosas.

en general, los movimientos sociales al principio tienen aspira-
ciones localizadas y específicas. Pero, con sus desarrollos tienden a 
ampliar su abanico de demandas, transformándose en luchas políti-
cas amplias que extrapolan sus intereses grupales corporativos y sus 
características convencionales. eso ocurre porque las contradicciones 
generales de la sociedad capitalista aumentan, expandiendo su lógica 
de explotación, acumulando intervenciones por los aparatos de esta-
do, en contra el trabajo y la vida de los trabajadores (castells, 1980), 
razones para el surgimiento, la permanencia y el desarrollo de los mo-
vimientos sociales.

Podemos decir que una de esas contradicciones es la participa-
ción política restricta en el sistema de elecciones. el proceso demo-
crático restricto a las elecciones parlamentarias requiere la participa-
ción de los trabajadores como electores. Por lo tanto, con derecho a 
influenciar en la formación de los gobiernos, pero sin perspectivas de 
seguir ejerciendo poder sobre otros aspectos de la vida social, como 
en los rumbos de la economía, de las inversiones públicas, de las re-
formas políticas, etcétera. Las contradicciones se expanden, cada vez 
más, cuando se espera y no ocurre un progreso social en términos 
de avance de derechos sociales y civiles. Las necesidades sociales e 
individuales se amplían y con eso los movimientos sociales urbanos 
en que “el consumo colectivo (vivienda, servicios, transporte, etc.) se 
convierte así y a la vez en elemento funcional indispensable, objeto 
permanente de reivindicación y sector deficitario en la economía ca-
pitalista” (castells, 1980: 7).

sin embargo, el movimiento social mst es un movimiento mar-
cadamente rural, mismo teniendo la perspectiva nacional. además de 
poseer grupos de apoyo y de trabajo ideológico en las ciudades, es de 
naturaleza campesina. ¿cómo, entonces, aprovechar los conceptos de 
castells relativos a movimientos citadinos en una realidad rural? No 
vemos, en ese caso, dificultades con la posibilidad de generalización 
conceptual, pues son concepciones potentes, que dan cuenta de expre-
sar el modo de vida social, tanto en la ciudad como en el campo.

en ese sistema de contradicciones, acerca de las cuales estamos 
discutiendo, el estado aún tiene una presencia fuerte y desempeña 
papel de ordenador de la vida y del trabajo, regulando beneficios, in-
virtiendo en ciertas políticas públicas, direccionando los servicios pú-
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blicos, atendiendo o no a las demandas, actuando más en las ciudades 
que en el campo, bajo el pretexto de organizar a la economía y generar 
nuevos empleos. eso porque el estado aún es la expresión mediada de 
los intereses del conjunto de la clase dominante que integra y regula 
las contradicciones en el orden social.

en contra de eso están los movimientos sociales, que “son verda-
deros impulsores de cambio y de innovación” (castells, 1980: 10). Los 
movimientos sociales, tales como el mst, son vinculados a la produc-
ción y allí se encuentra la diferencia de ellos frente a los demás movi-
mientos urbanos o de protesta política. Por sus vinculaciones con la 
producción, esos movimientos cuestionan la lógica de la sociedad y de 
su dominación de clase, por eso son movimientos políticos.

una evidencia en la literatura especializada es que ella constata 
que los movimientos son políticos en la medida en que ejercen poder, 
mismo que difuso y distinto del poder del estado opresor o de los 
partidos.

en suma, podemos decir que los movimientos, con todas sus dife-
rencias –algunos críticos del proceso productivo y de la forma de ad-
ministrar la cosa pública, otros vinculados a la producción y otros que 
buscan la expansión del consumo colectivo–, son sociales y políticos, 
porque actúan en el campo de las relaciones sociales. 

se puede conceptuar movimientos sociales, en general, como ca-
nales de expresiones y proceso de participación política de grupos ale-
jados momentánea o permanentemente de las decisiones de gobierno, 
ubicados en la extensión de la sociedad dada, de ámbito local, regio-
nal o nacional, incluso internacional. son prácticas y concepciones 
articuladas que remiten a las contradicciones de la sociedad en deter-
minados contextos históricos.

Por su heterogeneidad ellos imponen especificaciones en relación: 
al locus, sea urbano o rural; al tipo de actor envuelto, sea empleados, 
jubilados, mujeres, jóvenes, indígenas, negros, homosexuales, desem-
pleados, obreros, campesinos, estudiantes, moradores de barrios; a 
su temporalidad, sea de corta duración o larga permanencia; al pe-
ríodo histórico, si se trata de movimientos recientes o antiguos; a su 
vinculación al proceso productivo (campesinado, proletariado) o al 
consumo colectivo de bienes y servicios públicos (moradores de ba-
rrios, sin-techo, no consumidores, etcétera); a su posición de clase; a 
su posición de ciudadanía.

el propio desarrollo social histórico genera la complejidad 
de las formaciones humanas, que aprovechan estas experiencias, 
criando nuevas expresividades para enfrentar viejos y recientes 
problemas. Los movimientos sociales son una de esas nuevas ex-
presividades, que de cierto modo llenan vacíos de antiguas orga-



87

Adelita Neto Carleial

nizaciones, aún vigentes, pero que no dan respuestas a las nuevas 
demandas, como por ejemplo, los sindicatos y partidos políticos. 
eso no quiere decir que los movimientos son positivos y las otras 
organizaciones sociales son negativas. tampoco quiere decir que 
los movimientos son los únicos transformadores de la realidad so-
cial. tanto los movimientos como los partidos pueden tener y, en 
muchos casos tienen, soluciones populares a problemas como fal-
ta de democracia interna, maniobrismos, autoritarismo, falta de 
libertad, imposición de ideas, centralismos, personalismos. ellos 
pueden utilizar a las masas como objeto de maniobra, no cumplir 
sus objetivos, entre otras dificultades típicas de formaciones huma-
nas jerarquizadas.

La cuestión del ejercicio del poder en los movimientos sociales 
presenta niveles distintos: unos son más políticos que otros. Los mo-
vimientos sociales demuestran la existencia del poder fuera de la so-
ciedad política. en el caso del mst, como es un movimiento social 
muy politizado, su existencia politiza la sociedad brasileña en su con-
junto.

Los movimientos mayoritariamente formados por campesinos 
sin-tierra son, en especial, movimientos de clase. en esos casos no 
hay heterogeneidad de segmentos sociales en su interior, pero lo mis-
mo no se puede decir de los matices ideológicos de sus seguidores. No 
todos ellos siguen la misma orientación política, mantenidos por eso 
como movimiento mismo. 

una discusión que emerge en la literatura especializada es acerca 
de la naturaleza de clase de los movimientos sociales. sobre aque-
llo de lo que trata la condición de clase de los movimientos sociales, 
cLacso y cetri, de cierto modo, “ponen el dedo en la herida” cuan-
do dicen que, 

los movimientos emergentes han sacado lecciones de los antagonis-
mos de otrora entre sindicatos campesinos y organizaciones indíge-
nas. en cuanto los primeros, de perfil ‘clasista’, daban prioridad en 
sus análisis y reivindicaciones a las relaciones sociales y a la posición 
social de su base, los segundos, más culturalistas, tendían a enfatizar 
opciones identificativas de recuperación de las tradiciones, hasta in-
cluso de recuperación de antiguos órdenes, aunque injustas en el plan 
social (traducción libre) (cLacso y cetri, 2003: 161). 

se inscribe en esa discusión, también, cardoso cuando hace una revi-
sión acerca de los problemas epistemológicos que el concepto de clase 
popular encierra. Para ella este concepto de clase aplicado a los mo-
vimientos sociales “permite, cuasi por analogía, asimilarlos a las lu-
chas de clase reafirmando su carácter de lucha en contra del estado” 
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(traducción libre) (cardoso, 1987: 30), con sus reacciones colectivas al 
sistema de dominación estatal.

Lo que definiría la posición de clase de los movimientos, de acuer-
do con nuestro punto de vista, no es ni el tipo de actor, ni la naturaleza 
de la demanda, pues es la diversidad lo que caracteriza los movimien-
tos en américa Latina. en esta región, se tiene movimientos indígenas, 
campesinos, de trabajadores asalariados urbanos, de desempleados, 
de negros, mujeres y muchos otros. ellos demandan una diversidad 
de derechos e tipos de participación, como autonomía cultural, de-
rechos universales, destrucción de la propiedad privada de la tierra, 
trabajo y muchas otras cosas. entonces, nos parece que la calidad de 
clase de esos movimientos tan distintos es su lucha en contra de los 
fundamentos, funcionamiento y efectos de la dominación capitalista 
neoliberal, que se ubica en el campo de los oprimidos, de los explota-
dos de alguna manera por quien tiene la propiedad, los dominantes, 
los explotadores o sus representantes.

con los más distintos tipos de manifestaciones, paseata, mitín, 
concentraciones, asambleas, abajo firmante, actos públicos, etcé-
tera, los movimientos dan voz y movilización a los excluidos y los 
oprimidos.

aun sobre la condición de clase de movimientos como el mst, 
se tiene el razonamiento de que, como ellos están en una sociedad 
capitalista, su dinámica resulta ser de clase. corrobora esa idea lo que 
dice Hirsch: 

capitalismo designa una sociedad en la que las relaciones de explo-
tación material y los consiguientes conflictos sociales representan el 
motor de su desarrollo y modificación estructural (Hirsch, 2001: 175).

tal dificultad en conceptuar los movimientos sociales en clase se debe, 
también, a que ellos son flexibles pues cambian con el tiempo y tienen 
una variedad muy grande de posibilidades de actuación. son orga-
nizados, algunas veces formalmente con dirigentes electos, aspecto 
de la cultura popular que valoriza la formalidad de las instituciones 
(durham, 1984: 27), y otras veces, son comunitarios, donde todos par-
ticipan de las decisiones y de la operatividad de las acciones.

mismo en un ambiente heterogéneo, nutren la noción de igualdad 
que implica el reconocimiento del individuo por el grupo, y una iden-
tidad en las carencias que igualan todos por la necesidad.

Para durham (1984) era importante, en los años ochenta, esa 
contradicción interna de los movimientos sociales: de hacer visible, a 
los de afuera, la búsqueda por la igualdad, conviviendo con las intri-
gas y desavenencias internas, pues, esa situación de conflictos y con-



89

Adelita Neto Carleial

tradicciones potencializa la perspectiva de construcción democrática 
en la sociedad.

Los movimientos en general se vuelven para afuera, para comuni-
carse con el estado y la sociedad. en sus conflictos con los gobiernos 
construyen su ciudadanía, cuando tienen conciencia de sus derechos 
y luchan por lograrlos: 

la transformación de necesidades y carencias en derechos, que se ope-
ra dentro de los movimientos sociales, puede ser vista como un amplio 
proceso de revisión y redefinición del espacio de la ciudadanía (traduc-
ción libre) (durham, 1984: 29). 

ciudadanía para durham tiene relación directa con la conciencia de 
los derechos y de la posibilidad de disfrutar de ellos, solamente garan-
tizada por la lucha social.

respecto a lo que dice el texto de durham (1984) acerca de la 
negación de la política como elemento intrínseco a los movimientos 
en los años ochenta, podemos decir que los movimientos actuales se 
posicionan políticamente, apoyando partidos o no. Para esa autora 
sería la búsqueda por la igualdad interna de los movimientos que se 
miran como comunidades, lo que los hace apartarse de la autodefini-
ción de movimientos políticos o políticos-partidarios. esa contradic-
ción parece haber sido superada por los movimientos actuales, y por 
eso evidencia una novedad en la caracterización de los movimientos 
en los años dos mil, por lo menos respecto al mst. 

evers, estudiando países como chile, Brasil y Perú, observó cam-
bios en las expresiones de protesta social. ese autor cree que en la dé-
cada de ochenta, cuando escribió su artículo, los movimientos no po-
dían ser estudiados teniendo la lucha por el poder como su centralidad, 
pues ellos estaban en el plan de las reivindicaciones “socio-culturales” y 
“socio-psíquicas del cotidiano” (evers, 1984: 12). en ese sentido, evers 
utiliza el concepto de “identidad autónoma” como búsqueda por la fun-
dación y por la manutención de las tradiciones y experiencias por los 
propios sujetos, para explicar la naturaleza de los movimientos sociales, 
intentando encontrar paradigmas de interpretaciones sociológicas para 
ese fenómeno, recién publicados en américa Latina en aquellos años.

Los movimientos sociales estarían ampliando “la esfera de lo po-
lítico” cuando asumen la lucha por el auto-reconocimiento como suje-
tos autónomos, contrariando la idea de exclusividad a los partidos del 
“monopolio político” (Ibíd.: 12). Los movimientos serían intervencio-
nes de masa (Ibíd.: 13), en los campos de la acción política.

serían características de esos movimientos “la rebeldía contra la 
sociedad existente” (Ibíd.: 19). con su lucha por la identidad se oponen 
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a la alienación en general, y así luchan por tornarse “sujetos de su pro-
pia historia” (Ibíd.: 18) en un proceso contradictorio de indefiniciones 
internas y externas, basado en “una práctica social consciente y auto-
determinada”, pero con “un rudimental sujeto-por-ser” (Ibíd.: 19).

Las novedades, en los años noventa, son los nuevos retos que tie-
nen los movimientos sociales en confrontación con el contexto econó-
mico en el cual el sector informal de la economía gana relevo y el des-
empleo presiona los sindicatos a luchar por el mantenimiento de los 
puestos de trabajo. el estado brasileño adopta las políticas de ajuste 
recomendadas por el “consenso de Washington” con reducción de los 
gastos públicos, y con eso entran en escena las organizaciones no gu-
bernamentales (oNG) como intermediadoras de las políticas públicas 
compensatorias, en partición con el poder público. La coyuntura es de 
incertidumbre para las clases subalternas, con reducción de derechos 
del trabajo, disminución del valor de la fuerza de trabajo, crecimien-
to de los excluidos, los sin-techo y los sin-tierra. al mismo tiempo y 
contradictoriamente el capital se reproduce a altas tasas beneficiado 
por el aumento de la productividad, austeridad fiscal del estado, pri-
vatizaciones de las empresas estatales y liberalización de la economía 
(Gohn, 1997; oliver, 2005).

el desarrollo de la sociedad civil sufre con las políticas neolibe-
rales subordinadas al orden mundial de la globalización del capital y 
crea sus estrategias de resistencia con los movimientos sociales cen-
trados en la conquista de la ciudadanía. Los movimientos ampliados 
con la participación de mujeres, negros, homosexuales, sin-techo y 
muchos otros construyen una lenguaje de reconocimiento de grupos 
sociales con derechos. Gohn define esa nueva configuración de los 
movimientos sociales, en Brasil en los años noventa como “la recrea-
ción de la esfera pública no estatal” que cuestiona la ineficiencia de los 
organismos tradicionales de la sociedad política, como los partidos y 
la Justicia. esa autora identifica como diferencias en el modo de ac-
tuar de esos movimientos las acciones colectivas del tipo “campaña” 
con convocatoria colectiva, otras en el “plan moral” en defensa de las 
cuestiones éticas contrarias a la corrupción en la política, o aun las 
acciones pluriclasistas incluyendo en ellas aquéllas relacionadas a las 
mujeres, negros, etcétera (Gohn, 1997: 302).

a fines de los años noventa el estado pasa a ser, como dice oga-
rrio, el “principal gestor de la globalización económica” en américa 
Latina, viabilizando el neoliberalismo impuesto del Norte (ogarrio, 
2006: 26). añaden cLacso y cetri, que el estado latinoamericano 
de esa fase del capitalismo está fundado en el concepto de gobernabili-
dad que tiene por supuesto la eficacia y la estabilidad, en alternativa al 
“desorden” de la democracia participativa (cLacso y cetri, 2003).
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ogarrio continúa con su análisis garantizando que el contexto de 
los movimientos sociales, hoy, es de enfrentamiento a estados latinoa-
mericanos subordinados al nuevo imperialismo norteamericano de 
dimensiones planetarias, revestido de control democrático, sin la con-
traposición de ningún régimen socialista de igual proporción. cLac-
so y cetri acrecientan a los estados unidos de américa, europa y 
Japón como la tríada de la dominación capitalista en la región y en el 
planeta, además de que “el neoliberalismo se implantó rápidamente, 
principalmente bajo la influencia de los organismos financieros (Fmi, 
Banco mundial)” (traducción libre) (ogarrio, 2003: 156).

en síntesis, considero a los movimientos sociales como fuerzas 
políticas que construyen el sentido de la determinación material de 
la vida social y política, o sea, los hombres y mujeres se organizan en 
la producción de sus vidas, para enfrentar los problemas relativos a 
su reproducción como seres políticos. esa organización que llama-
mos de movimiento social no es una institución meramente física y 
estática, pero un proceso social de interrelaciones de subjetividades, 
deseos, ideologías, procedimientos económicos y otras capacidades 
culturales articuladas bajo una voluntad política que viabiliza los 
impulsos para una acción colectiva en beneficio del conjunto de los 
participantes. del punto de vista de la dominación que ellos ejercen 
sobre sus miembros, los movimientos sociales someten sus partici-
pantes a una situación particular de experiencias, que forman terri-
torialidades, al mismo tiempo en que capacitan esas personas para 
una acción política conciente de su situación en cuanto participante 
de movimientos sociales. 

Los movimientos sociales como el mst se distinguen de los otros 
por las características: a) el grado de desarrollo de la conciencia de sus 
miembros; b) el desarrollo de la ideología socialista en sus experien-
cias; c) La extensión de acciones políticas de protesta y crítica política 
en contra de las instituciones políticas tradicionales de izquierda o de 
derecha; d) La existencia de un proyecto político de clase para la socie-
dad, basado en la práctica de la autogestión, participación de hombres 
y mujeres en la dirección de mando, autonomía política y respeto a las 
diferencias entre personas, culturas y organizaciones, donde el hom-
bre y la mujer son sujetos de su propia historia; e) estructura y diná-
mica consolidadas en la lucha social, mirando la transformación de la 
sociedad y la construcción de un nuevo estado, de la clase oprimida.

Relación entre movimientos sociales 
y partidos políticos
el surgimiento de los movimientos sociales coincide con la aparición 
de la democracia pos dictadura militar en Brasil y de regímenes auto-
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ritarios en otros países latinoamericanos, en los años ochenta. como 
bien señala ogarrio, este proceso de democratización en la región ex-
perimentó transformaciones en las fuerzas dominantes que él define 
como “la configuración en américa Latina de estados y sistemas po-
líticos autoritarios con rasgos de democracia restringida” (ogarrio, 
2006: 18). acompañó ese proceso la construcción de los movimientos 
como una oposición para contrarrestar el nuevo tipo de dominación.

ese proceso de democratización del que habla ogarrio tendrá la 
característica de constituir un estado de control democrático, con-
servador y contrario a cambios estructurales, permitiendo la apertura 
restricta a los procesos electorales y otros derechos políticos y hu-
manos básicos, incluso llevando los movimientos sociales a las bata-
llas electorales, dejando como segundo plan la lucha en defensa de la 
transformación del estado. Podemos deducir de eso que este proceso 
de democratización restricto provocó un acercamiento mayor entre 
los movimientos sociales y los partidos políticos, canales que viabili-
zarían las demandas por la vía electoral.

La sociedad política se fortalecería en ese proceso dirigiendo la so-
ciedad civil hacia la conformación de un estado definido en los embates 
políticos electorales, por lo tanto, propicio a ser el retrato de las fuerzas 
dominantes, mayoría en los parlamentos, favorables al libre mercado y 
a las privatizaciones de las empresas estatales (ogarrio, 2006).

cLacso y citri comparten esa idea, cuando señalan que los 
partidos se alejan de los movimientos porque defienden la democracia 
política y los movimientos reivindican la democracia participativa y 
temen su aprovechamiento por los partidos. Para estos autores los 
partidos hacen así porque ellos, frente al estado, tienen funciones di-
ferentes a los movimientos. Los autores añaden los resultados de los 
diversos Foros sociales mundiales, encuentros de movimientos socia-
les del planeta, diciendo que los movimientos plantean la democracia 
participativa interna a sus organizaciones de lucha “así como los ple-
biscitos nacionales y otras consultas populares diseñan los contornos 
de una ciudadanía múltipla y activa, propulsora de la transformación 
social” (traducción libre) (cLacso y citri, 2003: 169).

Hay que saber acerca de las características del estado en contra 
del cual se oponen los movimientos. Hirsch advierte acerca de la im-
portancia de las empresas privadas en la constitución del estado poco 
autónomo. con “el acelerado ascenso de los consorcios multinaciona-
les” las empresas privadas se convierten “cada vez más en interlocuto-
res de los estados nacionales, por lo menos en plano de igualdad tanto 
en lo que hace al derecho como al poder” (Hirsch, 2001: 157). este 
autor asocia la mayor participación de las empresas privadas en el 
estado con la disminución del papel del parlamento en la gestión pú-
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blica, cuando dice que “los estados nacionales no son más que partes 
de un aparato político complejamente ramificado, en el que los niveles 
políticos supranacionales, […], adquieren así mismo una importancia 
creciente” (Ibíd.: 157). Y dice continuando ese análisis: “las empresas 
multinacionales se han establecido sobre todo como actores indepen-
dientes con un campo de acción global” (Ibíd.:157-158).

La discusión acerca de las características del estado nacional de 
competencia definido por Hirsch es necesaria para añadir una argu-
mentación más a favor de la idea de transformación de los movimien-
tos sociales en movimientos-partido. Los movimientos sociales como 
el mst luchan en contra de esas “ramificaciones” del estado en su 
enfrentamiento a grupos económicos de agro negocios en Brasil.

según moisés Vinhas (1980), la lucha por la tierra en Brasil significa 
discutir la cuestión del mercado, de la especulación, y de la reproducción 
del capital en el campo. Los empleos rurales son reducidos por el uso 
de la tecnología, y el desempleo provoca las migraciones. La propiedad 
capitalista de la tierra produce para las exportaciones, usando grandes 
extensiones de tierra, de manera general con el monocultivo, con fuertes 
inversiones gubernamentales, concentrando el capital. en resumen, la 
política agrícola es para el gran productor, transformando y modernizan-
do la producción para las empresas agro-industriales, agro-comerciales y 
agro-financieras, cuyo objetivo es el lucro, la ventaja y la ganancia.

el mst pelea en contra de esa configuración del estado actual. 
esa lucha por el desarrollo local y familiar en contra del gran capital 
es otra función de partido que el mst posee.

como el sistema parlamentario pierde, paulatinamente, impor-
tancia para promover “concesiones de clase” y pasa a ser más avalista 
de decisiones ya consumadas (Hirsch, 2001: 160), el parlamento no es 
más el escenario de las luchas fundamentales de la clase trabajadora 
y ésta retoma el enfrentamiento abierto con los capitalistas, en el caso 
del mst, con los capitalistas dueños de la tierra rural.

Para Hirsch el “colapso del proyecto de sociedad fordista” incen-
tivó la hegemonía neoliberal que promovió una reestructuración capi-
talista, al mismo tiempo en que se producía una crítica social alterna-
tiva creciente (Hirsch, 2001: 174).

ese proceso de desarrollo de fuerzas contrarias encuentra expli-
cación en Gramsci, cuando dice que el estado tiende a abolir “auto-
nomías de las clases subalternas”, pero no tiene poder de suprimir 
todas “las formas de vida interna de las clases subalternas” como los 
“partidos, sindicatos y asociaciones culturales” (Gramsci, 1999: 30).

Percibimos que la sociedad civil, a lo largo de su desarrollo, se va 
tornando autónoma y conciente de sus derechos y de su fuerza social 
cuestionadora del estado de control democrático y conservador. eso 
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se da, también, y principalmente, porque la sociedad civil organizada 
llevó al poder ejecutivo fuerzas vinculados a los movimientos sociales, 
lo que, de cierto modo, amplía los espacios de participación popular.

diríamos que en cuanto los movimientos se acercaban de los par-
tidos, en búsqueda de realizar sus demandas, los partidos se aparta-
ban de los intereses de ellos, para mantenerse en los parlamentos, 
incluso limitados por las estructuras políticas estatales.

evers plantea la cuestión de las diferencias entre los movimientos 
y los partidos políticos al decir que los movimientos influencian los 
partidos tornándoles nuevos, cuando indican sus líderes para candi-
daturas partidarias (evers, 1984: 22). Para el autor los partidos se ex-
hiben como dueños de los movimientos pretendiendo ser vanguardia 
de ellos, no expresando políticamente la amplia cultura de los nuevos 
movimientos sociales.

durham va a discutir las diferencias entre movimientos sociales 
y partidos políticos en los años ochenta, reconociendo que las rela-
ciones entre esas agrupaciones, pueden ir del “clientelismo a la de-
recha” hacia “la infiltración militante a la izquierda” (durham, 1984: 
29). incluso estando aún actualizada sobre la ocurrencia de esos dos 
tipos de conducta política, hay otras posibilidades de que exista clien-
telismo a la izquierda, cuando los partidos de los gobiernos conside-
rados de izquierda, como el Pt, en Brasil, incluyen en los cargos de 
confianza líderes comunitarios sacándolos de la lucha y fijándolos en 
cargos políticos oficiales. también, es posible que existan entidades 
sindicales dirigidas por charros, como es el caso de la central Gene-
ral de los trabajadores (cGt) en Brasil, lo que se puede caracterizar 
como infiltración a la derecha, en el seno de las organizaciones de la 
clase subalterna. 

Las críticas que los movimientos sociales hacen a los partidos 
políticos, según durham, serían que los partidos intentaban usar a los 
movimientos en decisiones que se tomaba afuera de los movimientos 
(Ibíd.: 29). Hoy, ese tipo de problema es más difícil de que ocurra, pues 
los movimientos están politizados y sus prácticas internas son decidi-
das entre sus participantes.

coincide con esas ideas cardoso que distingue, en los años ochen-
ta, los movimientos sociales de los partidos políticos y de los sindica-
tos, pues para ella, los primeros no son formas políticas tradicionales 
como los segundos. dice que los movimientos son “anti-estado”, por 
eso son estructuras transformadoras y nuevas: 

La gran novedad de estos grupos es su independencia en relación a los 
políticos profesionales y a los partidos, así como su capacidad de expresar 
deseos de base de la sociedad (traducción libre) (cardoso, 1987: 28). 
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según esta autora, los movimientos serían opositores, democráticos 
y surgen en américa Latina en un contexto de estados agigantados, 
poco o nada democráticos, en procesos de acelerado desarrollo indus-
trial, explicando los movimientos sociales como respuesta a la explo-
tación del trabajo, a la falta de participación democrática institucio-
nal. Para esta autora los movimientos tendrían como opositor clásico 
a los organismos estatales porque a ellos dirigen sus demandas de 
consumo colectivo.

Pasadas tres décadas de ese surgimiento, los movimientos luchan 
aún en contra del estado, ahora menos presente en el control social. 
afirma Hirsch que 

el programa del ‘estado reducido puede combinarse bien con un in-
tervencionismo acrecentado. […] Lo que acecha no es tanto el ‘estado 
guardián’ liberal, sino el proyecto neoconservador de un estatismo au-
toritario reconvertido (Hirsch, 2001: 203).

cardoso argumenta que los movimientos sociales construyen la 
idea de “grupo de iguales”, aceptando personas que viven la misma 
condición de los demás, o sea, movimientos como los de los negros, 
mujeres y homosexuales crean “comunidades” delimitadas por la 
condición de vivencia de los problemas que involucran el grupo, in-
cluso con el peligro del aislamiento, o con competencia entre sí por 
la atención del estado. un estado que puede desarrollar estrategias 
populistas de manipulación de las masas o disminuir los conflictos 
con el atendimiento de las tensiones (cardoso (1983: 233). La me-
diación de las políticas públicas implementadas por el cuerpo téc-
nico de las instituciones del estado atiende en parte sus demandas, 
al mismo tiempo que vuelve tensa la relación entre clases populares 
y estado. 

a la vez, no es menos significativa la actuación de la iglesia, repre-
sentada por las comunidad eclesiales de Base que tuvieron, en toda 
américa Latina, un papel importante en la organización de los movi-
mientos, prestando apoyo técnico y asistencial a las clases populares 
en lucha (Ibid.: 231).

en esa visión optimista, los movimientos sociales serían forma-
dos por nuevos actores: constructores de identidades políticas; autó-
nomos frente al sistema político representativo; populares, espontá-
neos, conscientes y no manipuladores.

de ahí resulta el comentario de Weffort, citado por cardoso, acer-
ca de que 

[...] las instancias políticas destinadas a representar los intereses po-
pulares (partidos, sindicatos, etcétera) no actuaban con autonomía y 
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estaban subalternas al juego de los grupos dominantes y de las capas 
medias (traducción libre) (cardoso, 1983: 221). 

Hirsch fortalece la crítica a los partidos, cuando afirma que 

los partidos están sometidos a un proceso simultáneo de estatización y 
privatización. desde hace tiempo se han tornado aparatos cuasi esta-
tales, legalmente privilegiados y financiados con fondos públicos, […] 
sacrificando la vida política de las organizaciones de base, de las sec-
ciones regionales y locales (Hirsch, 2001: 187).

Por esas críticas, se comprende porque los movimientos sociales, en 
Brasil, estuvieron en los años setenta de espaldas a los partidos polí-
ticos. en ese entonces la posición crítica de los movimientos cambia 
y ellos pasan a utilizar los partidos para la obtención de sus deman-
das. dice cardoso que los movimientos como nuevos actores políticos 
estaban al lado de los partidos y sindicatos, pero con capacitad de 
influenciar a los dos, sin perder su autonomía. 

Los cambios de posición de los movimientos sociales en rela-
ción a los partidos permitieron que ellos enfrentasen más directa-
mente al estado y delimitaron más claramente sus proyectos polí-
ticos, para allá del corporativismo, aumentando el acercamiento a 
sus bases de apoyo. 

Lo interesante a destacar es que en ese período, los movimien-
tos sociales tenían por paño de fondo el estado autoritario, en dife-
rentes países latinoamericanos. era ese estado lo que influenciaba la 
dinámica, el tipo de reivindicaciones de los movimientos sociales, y 
también la actuación de los partidos políticos. Para cardoso (1987) 
los movimientos no eran jerárquicos ni actuaban por representación 
como los partidos y sindicatos; sus miembros se unían a ellos por lo 
que tenían en común y no por la filiación partidaria.

Perdura por decenas de años esa ausencia de compatibilidad en-
tre los movimientos y partidos. cLacso y cetri (2003) señalan que 
existe, en la región, fuerte desconfianza de los movimientos sociales 
en relación a los partidos, como también abstención del electorado 
joven, denuncia de corrupción, etcétera. 

todas esas cuestiones muestran las distinciones entre los movi-
mientos y los partidos, pero esas contradicciones se complementan. 
es cierta la relación estrecha entre lo que ocurre en los partidos y la 
dinámica de los movimientos, como pondera revueltas:

[…] la crisis del partido comunista es sólo una parte de la crisis del 
movimiento revolucionario en general; […] la crisis de la vanguardia 
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del proletariado no puede ni debe ventilarse y resolverse a espaldas 
de la masa proletaria; […] la crisis del partido tenía como causas más 
profundas el descontento ante la ausencia de un verdadero partido 
marxista bien organizado y bien orientado […] una discusión abierta, 
franca, enérgica, categórica de este problema y de las responsabilida-
des relativas […] puede y debe traducirse al fin en el fortalecimiento 
político y el reagrupamiento de todas las fuerzas de la vanguardia del 
proletariado y del pueblo, sobre la base de un programa y de una tácti-
ca justos (revueltas, 1984: 32-33).

esa relación contradictoria entre los partidos formales y los movi-
mientos sociales es estrecha por la vinculación que ellos tienen con 
el “proceso general de organización de las fuerzas revolucionarias 
todas” (Ibíd.: 34). una de las características principales de ese pro-
ceso general es la pluralidad de fuerzas y de tendencias políticas 
ideológicas que configuran la sociedad civil contemporánea. Los 
movimientos sociales reconocen la existencia de esa multiplicidad 
de organizaciones y el derecho de ellas que coexistan con sus parti-
cularidades, sin una necesidad de negarlas para convertirlas en una 
única fuerza política. 

Por ello mismo, la sociedad política, en los años dos mil, ya no di-
rige, como dirigía en los años ochenta, la sociedad civil, por una serie 
de razones, entre las cuales destacamos la relativa autonomía política 
de esa pluralidad de fuerzas sociales. también, podemos agregar la 
inacción de los parlamentos frente a los problemas sociales, su má-
cula por corrupción y negligencia. sumado a todo eso, el fracaso del 
neoliberalismo como alternativa capitalista para la resolución de los 
problemas sociales (ogarrio, 2006) disminuye, aun más, la importan-
cia del parlamento, principal legislador de esa política económica.

sin embargo, cLacso y cetri (2003) identifican como conse-
cuencias de políticas neoliberales la fragmentación de la organización 
social y de sus demandas. Para éstos, los movimientos sociales pasa-
ron a poner en lo secundario las luchas políticas, retro-accionaron, 
redefinieron su pauta de reivindicaciones, pasando de las luchas por 
transformar el estado a cuestiones como los derechos universales, 
pero manteniendo las demandas históricas por mejores condiciones 
de trabajo y de ingreso.

se desprende de todo lo que se ha dicho anteriormente que la 
relación entre sociedad civil y sociedad política es contradictoria pero 
complementaria, conformando una realidad compleja en sus múlti-
ples determinaciones.

Gramsci articula clase dirigente con estado y clases subalternas 
con sociedad civil: “la unificación histórica de las clases dirigentes está 
en el estado y su historia es esencialmente la historia de los estados y 
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de los grupos de estado. […] Para las clases subalternas la unificación 
no se produjo: su historia está entrelazada con la de la ‘sociedad civil’, 
es una fracción disgregada de ésta” (Gramsci, 1999: 89). Para él es-
tán en campos distintos: “[…] el estado (legalidad) y la sociedad civil 
(realidad) […]” (Gramsci, 1981: 175), pero enlazados en una unidad 
contradictoria.

esto es así porque los partidos como expresiones de la sociedad 
política no son independientes, pues “todo partido se basa en una cla-
se […]” (Gramsci: 1981: 81). Para llegar al poder el partido tiene que 
organizar acciones “político-militares (militares en el sentido de par-
tido), para reagrupar del modo más eficaz posible la estrecha base 
social en que históricamente se apoya […]” (Ibíd. p. 81-82).

entonces, las contradicciones entre los partidos y los movimien-
tos sociales son oposiciones de clase. el transformismo que caracteri-
za esas contradicciones de clase, en un escenario de democracia res-
tringida, se manifiesta en las diferentes formas ya dichas: infiltración 
de militantes en otras agremiaciones, lucha por la identidad grupal, 
alejamiento del liderazgo de sus bases, etcétera.

una de las tentativas de superar esas contradicciones sería el 
acercamiento de la dirección de los partidos a sus seguidores. en ese 
sentido Gramsci desarrolla la idea de democracia interna a los par-
tidos. Él señala que democratizan el partido acciones del tipo “par-
ticipación de la base del P. en las decisiones y el establecimiento de 
los programas”, como también la proporcionalidad entre dirigentes y 
base en “la composición social de los congresos, de los oradores y de 
la directiva elegida, en relación a la composición social del P.” (Grams-
ci, 1981: 95).

Gramsci considera importante la actuación del partido en la crisis 
de hegemonía de la clase dominante, cuando ésta ya no más dirige la 
sociedad civil. La crisis de hegemonía tiene como rasgo “la siempre cre-
ciente dificultad de formar gobierno y en la siempre creciente inestabi-
lidad de los gobiernos mismos” (Ibíd.: 124). como probables causas de 
esa crisis de hegemonía, Gramsci las encuentra en “la multiplicación 
de los partidos parlamentarios y en las crisis internas [permanentes] 
de cada uno de estos partidos […]: dificultad de gobierno” (Ibíd.:124). 
La corrupción y la “disolución moral” ya parecen, para Gramsci, como 
formas de debilitamiento de la institución parlamentaria.

Los partidos son mucho más “corrientes de ideas, de puntos de 
vista; una tendencia” (revueltas, 1984: 35). debido a esto los movi-
mientos sociales con funciones de partido estarían respondiendo a una 
situación de carencias y de necesidades de acciones parlamentarias 
exigibles por la sociedad insatisfecha con las instituciones tradiciona-
les de la Política. esto se explica, por una parte, por el vacío dejado 
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por los partidos, y por otra parte, por la capacidad de los movimientos 
para llenar el espacio con su acción política.

No son los partidos las únicas organizaciones sociales con funcio-
nes de partido. Gramsci encuentra en la prensa esas funciones: “en 
italia, por falta de partidos organizados y centralizados, no se puede 
prescindir de los diarios: son los diarios, agrupados en serie, los que 
constituyen los verdaderos partidos” (Gramsci, 1981: 164). es cierto 
que el análisis de Gramsci es coyuntural y la prensa solamente transi-
toriamente sería “partido”. en nuestra argumentación, los movimien-
tos como el mst no son momentáneamente partidos, ellos conquista-
ron funciones de partido ampliando su naturaleza, lo que es distinto 
de la prensa italiana en la época de Gramsci.

en fin, nuestro objetivo con esa discusión fue evidenciar que las 
funciones de partido no son exclusivas de los partidos políticos. exis-
ten ciertos movimientos que tienen funciones de partido, pero ellos 
mismos no quieren transformarse en partido, como lo hicieron otros 
movimientos, en américa Latina, ya mencionados al principio de este 
artículo. mi hipótesis para explicar esa negativa de ciertos movimien-
tos sociales como el mst a transformarse en partidos es que así ellos 
se protegen de los peligros de la maquinaria partidaria, de las cadenas 
de la estructura partidaria, de las presiones del parlamento y del en-
cuadramiento de la legislación. como están, movimientos sociales y 
políticos con funciones de partido sin los limites de la institucionali-
dad de esa condición, ellos se quedan con la fuerza de los partidos, con 
la aceptación de las masas, manteniéndose inmaculados de la praxis 
coyuntural, de la Realpolitik latinoamericana (oliver, 2007).

Transformación del MST en movimiento-partido
algunas de las circunstancias que explican el surgimiento de los mo-
vimientos sociales con funciones de partido son relativas a la acumula-
ción de experiencias de resistencia. 

Ya decía Gramsci (1973) que el nuevo estado, socialista para él, 
no ha podido ser construido por la democracia parlamentaria, pero 
solamente por la experiencia asociativa de la clase obrera, por la crea-
ción de una red de instituciones alternativas al poder directivo, ad-
ministrativo y productivo existentes, o sea, por los consejos obreros, 
campesinos y de soldados. 

esos consejos, mencionados por Gramsci, serían, a su juicio, las 
organizaciones más avanzadas de las clases subalternas en su país y 
en su época. en Brasil, quizás en américa Latina, el mst es conside-
rado uno de los movimientos campesinos más importantes (cLacso, 
cetri, 2003: 159), por eso tiene un peso expresivo en el escenario 
político nacional. 
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eso es ejemplo de que la sociedad civil ya no es desordenada y 
caótica, sino que se organiza cada vez más, con el recurso de la educa-
ción política y del nivel de conciencia crítica y social de sus miembros 
que se ha elevado por los medios alternativos de comunicación, por 
la ampliación de las redes de enseñanza populares, por la divulgación 
permanente de los principios marxistas, por el trabajo internacional 
de los intelectuales de izquierda militantes de la lucha por el socialis-
mo en el mundo.

esa organización de la sociedad civil contemporánea comprende 
una pluralidad cultural y de credo político, que enfrenta una crisis 
política institucional3 en Brasil. esa crisis esta marcada por denuncias 
de corrupción en los ámbitos legislativos, descreencia general en las 
prácticas parlamentarias de subordinación y consentimiento con el 
poder oficial, muchas veces contrario a los trabajadores. 

esa situación se agrava porque esos partidos del gobierno en el poder, 
como la Presidencia de la república, en Brasil, no han logrado cambiar 
las estructuras políticas, económicas y represivas del estado. La policía 
sigue reprimiendo las manifestaciones populares, el nivel de la miseria se 
amplía y los derechos sociales no son garantizados en su plenitud.

en ese contexto crítico de las instituciones políticas y, en especial, 
de los partidos políticos2, los movimientos toman impulso y se forta-
lecen como organizaciones con credibilidad social y popular. La crisis 
de los partidos de izquierda, hoy, resulta de la crisis política en gene-
ral. con esa oportunidad, los movimientos aprovechan para penetrar 
en los espacios dejados por los partidos.

es cierto que los partidos de izquierda, hoy, son pragmáticos por-
que están por delante de dilemas impuestos en la lucha por el poder, 
por el juego de alianzas, por las reducidas posibilidades de cambios, 
etcétera. todo eso llevó a los partidos políticos a un pragmatismo, 
fundado en ciertas conquistas ligeras en detrimento de los cambios 
estructurales demorados. en fin, ellos ya no coordinan ni subordinan 
las instancias sociales a sus ordenamientos estatutarios, pues “en el 
terreno institucional, los partidos se transformaron en fuerzas atadas 
a la Realpolitik de los gobiernos neoliberales así como se convirtieron 
en instancias mediáticas de propaganda” (oliver, 2007: 7).

en el caso del mst, este movimiento, con evidentes limitaciones, 
hace un trabajo de dirección de la sociedad civil, en el sentido de cam-
biar el modelo neoliberal del estado. 

2  en Brasil, la crisis del Pt empezó en 2005, con las denuncias de corrupción, 
juego de influencias, préstamos fraudulentos para campañas del empresariado sin 
comprobación; esos casos fueron divulgados en la prensa, insistentemente, dándolos 
a conocer como “mensalão”, “valerioduto”, etcétera.
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ese reto empieza a través de la lucha por la tierra colectiva en 
todo el territorio nacional. esa lucha, permeada de contradicciones, 
consiste en ocupar la tierra, acampar los ocupantes con sus familias, 
esperar que el gobierno avalúe si la tierra es improductiva para, en-
tonces, liberar la tierra para asentar los trabajadores, legalmente, y 
permitir la producción económica. 

muchas veces las ocupaciones son estrategias violentas, pues in-
fligen el sistema legal y la reacción policial es vigorosa, además de 
ser un período de transición con pésimas condiciones de morada. 
en otros casos, la propuesta de asentamiento no tiene resultados efi-
cientes del punto de vista económico, debido a las dificultades con la 
productividad y con la comercialización de los productos generados. 
Hay también conflictos entre los trabajadores y los técnicos de las 
instituciones estatales, como es el caso del instituto Nacional de colo-
nización y reforma agraria (iNcra) y las universidades. Las contra-
dicciones se encuentran también entre los trabajadores que disienten 
sobre la propuesta del modo de producción colectiva incentivada, por 
la dirección del movimiento, imbuidos de la cultura individualista de 
producción en lotes particulares.

incluso con tantos problemas internos y externos, el mst cree en 
reformas sociales promovidas por el actual gobierno brasileño, carac-
terizado como popular, que incentiva políticas sociales focalizadas y 
compensatorias, por lo que es conciliador con la política neoliberal y 
promotor de pocos cambios (Zibechi, 2006).

el mst, en Brasil, ha tenido una posición política de adhesión 
a los gobiernos del Partido de los trabajadores, sin pretensiones de 
participar de los parlamentos con sus propios líderes. así, su política 
puede ser hecha afuera de las instituciones oficiales.

La comprensión acerca de su práctica, del punto de vista teórico, 
tiene por substrato acciones, vivencias cotidianas que llevan a percibir 
funciones típicas de partidos. Por ejemplo, el mst ejerce el papel de 
soporte crítico y controlador de la acción de los gobiernos, mante-
niendo cierta independencia relativa al Pt. 

ese movimiento social con sus vivencias y con su política de en-
frentamiento abierto al capital, hace lo que teóricamente deberían ha-
cer los partidos: desarrollar las actividades e instituciones de la vida 
social de la clase trabajadora, organizarlas, reunirlas en un sistema de 
defensa de los intereses de toda la clase oprimida. 

Para garantizar su lucha, con ocupaciones de tierras improduc-
tivas, sean privadas o públicas, ese movimiento sigue dirigiendo sus 
acciones para el sentido de la producción colectiva, conquistas de de-
rechos y ampliación de la participación directa en la gestión de sus 
asentamientos.
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el movimiento mst crea posibilidades para que el trabajador 
asentado pueda producir su alimento, su bebida, su casa, y someterse 
a una administración colectiva. Hace conocer su trabajo político por 
la prensa alternativa y no alternativa para el público en general.

en ese sentido, y por eso, es un movimiento que revoluciona el 
modo de vida y la concepción de los procesos sociales y políticos. al 
revolucionar la vida social construye la democracia campesina en el 
sentido y dirección de la clase explotada. Por todo eso vamos a llamar-
lo movimiento-partido.

ese movimiento social tiene poder3 de revolucionar las institu-
ciones y estructuras burguesas, por eso es movimiento-partido. está 
en la dinámica del poder porque lucha por la emancipación humana 
y consigue articular el individuo con la sociedad “en las relaciones so-
ciales primarias, en la interacción humana mediada por las relaciones 
materiales, mercantiles y de capital” (oliver, 2007: 3).

el mst construye el tipo de poder difuso, que está en las rela-
ciones sociales, en todas las partes y no es monopolio de una única 
modalidad, de un único partido o de un líder en particular (Foucault, 
1979: 75). ese movimiento ejerce, así, la función de partido de cons-
truir el poder desde abajo y para los de abajo, en la perspectiva de un 
nuevo estado. al proponerse dirigir las masas, él lucha por el poder 
popular y no por el poder formal de cargos electivos y de ocupación 
del Parlamento burgués.

este movimiento social es de poder de clase porque está en el 
campo del trabajo, sus miembros son los explotados y desposeídos, 
trabajadores y no trabajadores formales o informales, que se oponen 
al capital y a sus efectos sobre la tierra y la vida social. se suma a otros 
movimientos revolucionarios y de vanguardia, pues no es el único con 
esa naturaleza crítica y transformadora.

Planteamos que el mst es movimiento-partido, porque él tiene 
características directivas para la sociedad en general. eso es un hecho 
nuevo que desempeña importante papel en la organización y en la 
lucha de la clase trabajadora. Queremos decir que la clase trabajadora 
expresa su conciencia y su forma de vida avanzada en esas nuevas 
formas de lucha de clase.

Los partidos, teóricamente, tienen la función de dirigir el pue-
blo, de ser la vanguardia política (revueltas, 1984). Pero no es ex-
clusividad de los partidos la condición de vanguardia. Por ejemplo, 
podemos decir que, de cierto modo, el mst puede ser definido como 

3  Poder, en el sentido de que esos movimientos adquieren poder y tienen capacidad 
y condiciones de ejercer ese poder. Poder de vida y de trabajo. Poder independiente 
del patrón, poder del sujeto autónomo.
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una vanguardia política, pues organiza los sin-tierra respectando sus 
ideales, su cultura, sus costumbres y sus creencias. en general, la 
dirección que ejerce la vanguardia del mst tiende a ser colegiada, 
con igual participación de hombres y mujeres, con inserción de los 
representados en las instancias deliberativas y de mando. en la au-
togestión de ese movimiento, la elección del líder no se da por la 
acumulación de teoría que uno aporta, sino por su capacidad prác-
tica de lucha y claridad de los problemas concretos. Por esa razón 
esas vanguardias no son muy diferentes de los demás miembros del 
agrupamiento.

sin embargo, ese movimiento adopta el “centralismo democrá-
tico”, busca la disciplina y respeto al comando central de esas orga-
nizaciones, con todo lo que eso implica: autorización de la dirección 
central a las apelaciones individuales, aceptación de las solicitudes 
de la dirección nacional, y de las normas internas. Por ese tipo de 
estructura organizacional, Brenneisen identifica el mst a un partido 
político. dice ella: 

el mst no es un partido político o, por lo menos, no se organizó para 
constituirse en cuanto tal. sin embargo, cuando adopta estrategias 
leninistas, o sea, desde la adopción del centralismo democrático, se 
tornó una organización, se va acercando en términos de estructura 
mucho más a la formación de un partido político, que a la de un movi-
miento social (traducción libre) (Brenneisen, 2002: 90).

contradictoriamente, el “centralismo democrático”4 tiene por base la 
creencia de que la dirección es legítima y esa legitimidad se funda-
menta en la aceptación de esa dirección como capaz y poseedora de 
calidades superiores a los demás miembros, haciéndola una vanguar-
dia (cf. revueltas, 1984: 41). 

Gramsci encuentra problemas en el “centralismo democrático”, 
pues dice que “el ‘centralismo orgánico’ tiene como principio la ‘coop-
tación’ en torno a un ‘poseedor de la verdad’, de un ‘iluminado de la 
razón’ […]” (Gramsci, 1981: 129). Por eso, el mst sufre críticas rela-
cionadas a las supuestas imposiciones de la dirección nacional sobre 
las demás instancias coordinadoras estaduales y locales.

La vanguardia del mst funciona como una fuerza general, que 
dirige su presión para impulsar el proceso de cambio del sistema capi-
talista en su conjunto, como dice marcelo Barros, integrante del mst, 

4  Centralismo democrático, para revueltas, tiene como principios orientadores: la 
autoridad reconocida, la estabilidad de las direcciones nacionales, obediencia a los 
congresos comunistas internacionales, entre otras (revueltas, 1984: 183).
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en su presentación en el 5º congreso Nacional del movimiento, reali-
zado en Brasilia, distrito Federal: 

el proyecto del mst es acabar con la mercantilización de la tierra, 
del agua, […] acabar con esa perspectiva de mercantilización de la 
producción humana y de la naturaleza, […] si resistimos a todos los 
decretos de exterminio es porque tenemos una misión de transformar 
esa tierra en una nueva tierra (Barros, 2007). 

Para revueltas (1984), la lucha revolucionaria es una tarea ideológica 
y práctica, que involucra la capacidad de conquistar a las masas dán-
doles un objetivo socialista a alcanzar. todo eso es insuficiente si esas 
vanguardias no acompañan los desarrollos del conocimiento teórico 
marxista, de la conciencia proletaria y de la sociedad.

es cierto que el centralismo democrático trae algunos problemas 
a la democracia interna del movimiento, pudiendo ocurrir casos de 
ausencia de participación, liderazgo que no comparte las decisiones, 
decisiones definidas sin amplia discusión, entre otras cosas, propias 
de las contradicciones de esos procesos sociales.

La jerarquía en el mst es muy desarrollada pues, según Fer-
nandes (1996), cuenta con una coordinación nacional de noventa 
personas, dos por cada estado de la federación brasileña, electos 
en encuentros estaduales; uno de cada central de cooperativa esta-
dual; dos por sectores nacionales (regionalización del espacio pro-
pia de esta organización campesina); veinte y uno de la dirección 
nacional electos en encuentro nacional. debajo de la coordinación 
nacional, está la dirección nacional que también hace parte de ella; 
después vienen las coordinaciones estaduales y coordinaciones 
regionales, para cerrar la jerarquía con las coordinaciones de los 
asentamientos.

esa estructura jerárquica del mst, por un lado permite amplia 
participación de los liderazgos, pero, por otro lado, no evita el cen-
tralismo democrático impuesto sobre los demás miembros del movi-
miento, los voluntarios. es verdad que muchos de los voluntarios son 
reclutados para la lucha social en un trabajo de acercamiento hecho 
por los militantes del movimiento. ese trabajo es permanente, lo que 
hace que la cantidad de los miembros y adherentes al mst sea con-
siderable. esa cantidad trae efectos e implicaciones sociales, pues da 
poder a ese movimiento, además de legitimidad, aprendizaje, prestigio 
en las masas, influencias incluso en los partidos. todas esas cosas de-
sarrollan y fortalecen la lucha política de esa organización de clase.

Por su fuerte presencia en la vida nacional, con sus congresos y 
marchas anuales, ese movimiento-partido es objeto de reacción repre-
siva de la derecha y de los gobiernos. como ya fue dicho, la prensa 
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registra los casos de transgresiones5, opresión, violencia de la policía, 
arrestos, acciones de los paramilitares y de la Justicia al criminalizar 
el movimiento.

el mst es creación nueva de la clase campesina y su sistema so-
cial de vida y de trabajo trae una novedad histórica. de cierto modo, 
recupera la noción de que el socialismo o las actividades comunales 
(la ausencia de la sujeción al patrón, la superación del espíritu servil, 
la conciencia de la autonomía en sus comunidades) son, la mayoría de 
las veces, viables económica y políticamente.

Los problemas que enfrenta ese movimiento social son muchos, 
no se lo puede negar. incluso, algunos de ellos ya fueron mencionados 
acá. Pero no son de tal magnitud que comprometa la propuesta políti-
ca del mst para el resto de la sociedad. 

ese movimiento social permite al trabajador constituirse en un 
ser colectivo, es decir, que puede perder su individualidad de para sí, 
para adquirir un sentido de unidad de clase. 

Las masas en las últimas décadas (1980-1990-2000) engrosaron 
ese movimiento-partido, dándole fuerza como movimiento comunita-
rio, de protesta y de ciudadanía.

La importancia histórica de las mayorías en ese movimiento 
social puede ser identificada por su gran proporción territorial, po-
blamientos, intereses y la lucha por derechos sociales. seguramen-
te, las mayorías son características de la sociedad contemporánea y 
expresiones de las clases sociales, tanto como la fragmentación de 
los agrupamientos humanos y de las organizaciones políticas (oliver, 
2007: 4-5).

el mst es un movimiento de mayorías campesinas, pues en su 
seno se agrupan innumerables trabajadores, considerados sin-tierra: 
arrendatarios; parcelarios que pagan renda de la tierra; minifundistas, 
pequeños poseedores y ocupantes de tierra con menos de 5 hectáreas; 
y trabajadores asalariados (stédile, 1997).

es necesario cuestionar el poder del mst para transformar el 
sistema capitalista actual de carácter financista e industrial urbano. 
aunque esa cuestión, de gran densidad teórica, no sea el objetivo de 
ese artículo, lo importante aquí es reafirmar que ese movimiento-
partido trae novedades en el campo de la política, cuestiona las insti-

5  acerca de la violencia en el campo, stédile demuestra la evolución de los conflic-
tos de 1991 a 1995, cuando pasó de 453 casos a 554, entre los cuales había asesinatos. 
sin embargo, los datos muestran que esa evolución fue fragmentada pues no aumen-
tó el numero de asesinatos, al contrario disminuyó de 54 a 41, las personas envueltas 
pasaron de 554.202 a 381.086, y las hectáreas de tierra en conflicto de 7.037.722 pasa-
ron a 3.250.731, lo que quiere decir, que más conflictos ocurrieron, pero de menores 
proporciones que antes (stédile, 1997).
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tuciones tradicionales de izquierda, desarrolla funciones de partido 
político sin ser partido, conquista grandes masas de trabajadores y 
no trabajadores que viven del campo. Viene del campo para desper-
tar la ciudad y sus trabajadores aplastados por las crisis de las insti-
tuciones, por las circunstancias de las crisis del trabajo formal y de 
las organizaciones del trabajo industrial, para ofrecer otras posibili-
dades alternativas.

No queremos decir con todo esto que este movimiento-partido 
es el “gobernador de una clase”, “que es una clase que puede vencer y 
puede constituir solo el socialismo”, o que es “clase dirigente”. sabe-
mos de los límites de este movimiento-partido, de su poca experiencia 
histórica, de las divergencias internas, de la cultura política burguesa 
enraizada en los poblados, de la hegemonía capitalista y otras innú-
meras dificultades que enfrenta esta organización política, en el cam-
po de la izquierda.

el proyecto político de sociedad humana que tiene el mst es 
opuesto al de la sociedad capitalista y sigue en la dirección contraria, 
hacia una sociedad socialista. confirman esas proposiciones lo que 
habla una de sus dirigentes nacionales, Fátima ribeiro, en el 5º con-
greso Nacional: 

esa sociedad no nos interesa, […] la reforma agraria es un nuevo 
modo de organizar la producción, es una nueva visión del mundo, […] 
el proceso de producción no debe explotar el hombre, […] es necesario 
combatir la explotación, la propiedad privada, garantizar el trabajo 
para todos los que viven en el campo (ribeiro, 2007). 

Para viabilizar ese discurso en la práctica, algunas acciones son desa-
rrolladas por ese movimiento, tales como participar en redes de movi-
mientos sociales con el reto anticapitalista, construir foros y encuen-
tros políticos locales y nacionales, para consolidar sus concepciones y 
vivencias comunales.

Las articulaciones que hace el mst con otros movimientos no 
son estructurales u organizacionales, sino estrategias ideológicas, po-
líticas, que refuerzan sus convicciones anticapitalistas.

eses encuentros entre movimientos vienen aumentado en los 
años dos mil, pero enfrentando las muchas contradicciones que exis-
ten en el seno de la clase oprimida. Hay una disputa política entre esas 
fuerzas de la clase explotada. sin embargo, es necesario dejar claro 
que se tratan de contradicciones propias de los movimientos, pues no 
todos comparten las mismas creencias y posiciones políticas. Los pro-
pios movimientos son complejos y múltiples, con divisiones internas 
de grupos, lucha por el poder, conflictos, etcétera. cuando hablamos 
de los movimientos como si fueran algo íntegro, intacto, uno, es una 
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generalización metodológica, pero estamos conscientes de que es una 
abstracción que intentamos concretar en la medida en que desarrolla-
mos nuestras argumentaciones.

se puede aprender, con revueltas (1984), que las organizaciones 
de la clase explotada —movimientos y partidos— son producto de las 
circunstancias y de las cadenas estructurales del capitalismo. en ese 
sentido, sufren las influencias de toda la sociedad. cuando ésta está 
más abierta a los movimientos, si los gobiernos son más democráti-
cos, las organizaciones sociales tienen mayor espacio de expresión. 
esa interdependencia no es limitadora ni impositora para que una o 
otra organización sea de tal o cual formato político, pero son impor-
tantes las condiciones sociales y políticas objetivas para la conforma-
ción de las luchas sociales.

Las existencia de diferencias entre las fuerzas políticas existentes 
en Brasil es un hecho concreto que demuestra la capacidad de las or-
ganizaciones de la clase trabajadora para crear caminos distintos, ac-
tuar en formas diversas, enfrentar los problemas de diferentes puntos 
de vista, ampliar la lucha en innúmeros espacios y absorber muchas 
más personas en el proceso de lucha política. Por eso, la multiplicidad 
política de las fuerzas sociales es un hecho histórico que da poder a la 
lucha social y no lo contrario. Por eso, la lucha política del mst, por la 
transformación al socialismo unifica procesos distintos, en una lucha 
plural, que tiene, al final, el mismo reto, el derrumbe de la explotación 
capitalista tal como se la conoce actualmente. esos incontables mo-
vimientos sociales existentes, en el campo del trabajo, luchan directa 
o indirectamente contra el capital, por la democracia participativa, 
por la libertad responsable con el colectivo, por los derechos del ciu-
dadano, y esas cosas ya son posibles en ese mundo, que ensaya ser 
socialista y comunitario.

en síntesis, podemos reafirmar que el mst es movimiento-par-
tido porque reúne funciones de partido, como luchar por el poder, 
votar y elegir parlamentarios de sus intereses, dirigir las masas, tener 
y defender un proyecto político propio y para la sociedad en gene-
ral, establecer estrategias y llevar ese proyecto para el conjunto de las 
fuerzas sociales nacionales.

Consideraciones finales no cerradas
Podemos decir que la lucha histórica por la conquista de una identi-
dad de los movimientos sociales como el mst ya no está en la centra-
lidad de sus acciones, pues esos movimientos se ampliaron para otras 
funciones, entre las cuales están las funciones de partidos políticos. 
ellos se transformaron en una cosa mezclada y compleja, con nuevas 
contradicciones. 
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Nuestra preocupación en este artículo fue analizar la acción crí-
tica y política del mst, en cuanto movimiento social con funciones 
de partido, en el ejercicio dinámico y contradictorio del poder, en el 
seno de la clase trabajadora, y cómo eso modifica su dinámica en la 
sociedad civil.

Podemos afirmar en conclusión, tal como fue expuesto en nuestro 
análisis, que: en primer lugar, ese movimiento vive una contradicción 
interna pues ejerce ciertos papeles de clase de función de partido polí-
tico, pero no puede de hecho ser él mismo partido; segundo, la lucha 
social de los movimientos es de clase, producida por y en la sociedad 
capitalista, pero que apunta hacia la superación de la dominación y 
la explotación del capital; tercero, ese movimiento, al ocupar ciertos 
espacios de los partidos interfiere en la dinámica partidaria y redefine 
su propia dinámica organizacional; cuarto, ese movimiento se vincula 
a ciertos principios teóricos marxistas, expuestos en algunos discur-
sos, los cuales en su conjunto capacitan a la clase oprimida para nue-
vas posibilidades históricas; quinto, ese movimiento se transforma en 
órgano de la clase oprimida, pues lleva esa clase a superación de su 
condición de clase; sexto, ese movimiento forma, entre sus miembros, 
una unidad de clase y eso lo hace una de las vanguardias de los movi-
mientos sociales en general.

todo eso da derecho al mst a ser calificado como movimiento-
partido.

Los movimientos sociales que ejercen funciones de partidos es-
tarían respondiendo a un contexto de carencias y de necesidades de 
acciones partidarias exigidas por la sociedad, las cuales no estaban 
siendo satisfechas por las acciones de las instituciones tradicionales 
partidarias. explicarían tales características en el mst los vacíos exis-
tentes y la posibilidad de cambios que las fuerzas sociales poseen.

Los movimientos sociales son prácticas construidas que siguen 
un patrón de hacer política de la clase trabajadora, que requiere algún 
tipo de organización, planeamiento de acciones, objetivo claro, estra-
tegias de luchas para obtención de resultados mensurables o no.

Los movimientos son distintos de los partidos políticos en su 
naturaleza, pero pueden, como en el caso del mst, asemejarse en 
ciertas funciones, como las de dirección de las masas o de luchas por 
el poder, y por eso ellos niegan la división orgánica entre sociedad 
civil y sociedad política, al mismo tiempo en que niegan la noción 
de política restricta, confirmando la totalidad social, dejando la frag-
mentación de lo real al plano teórico abstracto. con eso, la sociedad 
civil rompe con la exclusividad de la sociedad política en dominar y 
en dirigir.
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Seguridad alimentaria y diseño de 
nuevos espacios públicos en Brasil

eN eL esceNario PoLítico de las últimas décadas la desigualdad 
social, la pobreza y el hambre se vienen profundizando a partir de un 
modelo basado en la política neoliberal que acentúa la división entre 
las políticas económicas y sociales; debilita al estado como instancia 
reguladora, cediendo lugar a la lógica del mercado; promueve una 
reestructuración productiva que precariza y desestabiliza el mercado 
de trabajo; y descalifica a la política como instancia de debate, de ex-
presión de conflictos y de construcción de consensos. 

Hay, entretanto, en las entrañas de este movimiento nuevas di-
námicas que sobrepasan la historia reciente brasileña que, en su 
búsqueda de respuestas a las crisis desde ahí transcurridas, hacen 
brotar innumerables formas que afirman el proceso de ciudadanía 
donde el iscurso de los derechos sociales viene generando fecundos 
espacios organizativos y de construcción de la sociabilidad, entre 
los cuales se destaca la seguridad alimentaria al afirmarse como po-
lítica pública. 

* Profesora de de la universidad Federal de ceará; es doctora en sociología por la 
Facultad de ciencias Políticas y sociales de la uNam, e hizo un posdoctorado en 
la universidad autónoma de Barcelona.
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teniendo como referencia este escenario más amplio es que se 
pretende desarrollar el presente artículo1, trazando un trayecto in-
vestigativo sobre la seguridad alimentaria como una política pública 
que viene ganando espacio en la agenda del país. ella se configura 
como un hilo articulador y sistémico, por medio del cual se diseñan 
intervenciones sociales enfocadas en la participación ciudadana, en la 
relación entre el poder público y la sociedad civil, en arreglos intersec-
toriales de políticas, y programas gubernamentales, configurando un 
espacio público en el cual la cuestión del poder gana concretización 
analítica. 

en este escenario el consejo Nacional de seguridad alimenta-
ria y Nutricional (coNsea Nacional) se constituye en el protagonista 
central de esta historia en construcción, señalizando nuevos espacios 
públicos, diversificando la forma de hacer política y teniendo como 
horizonte la superación del hambre, la soberanía y la sustentabilidad 
alimentaria. 

tratar de la seguridad alimentaria y Nutricional (saN) en el cam-
po de las ciencias sociales constituye un espacio de análisis relativa-
mente nuevo. en realidad, el conocimiento científico está en constante 
relación con el contexto empírico y abre nuevas trincheras analíticas a 
la luz de construcciones conceptuales innovadoras con el objetivo de 
lograr aproximaciones sucesivas con la inventiva de la sociedad. 

a partir de los años noventa en américa Latina y sobre todo en 
Brasil, la saN ha introducido un campo de posibilidades académicas 
y políticas cuyos abordajes reciben un tratamiento interdisciplinario. 
en esta perspectiva el considerar al hambre como una cuestión po-
lítica y social y el pensar en un sistema agroalimentario que articule 
relaciones de producción y de consumo, resulta en que consecuen-
temente se ha cuestionado el diseño actual de las políticas públicas 
en el sentido de avanzar en la consecución del derecho Humano a la 
alimentación adecuada (dHaa). 

el discurso sobre el dHaa es visualizado como una práctica que 
expresa representación y significado en relación al mundo vivido y 
es un referente recurrente en la trayectoria de la saN, ya que señala 

1  el hecho de que la autora sea consejera en la actual gestión del coNsea Nacio-
nal, como representante de la sociedad civil, debe ser entendido en dos aspectos. Por 
un lado la posibilidad de solventar las grandes líneas de una historia que está siendo 
tejida donde los registros académicos aún son relativamente escasos, pero, por otro 
lado, el ejercicio de una capacidad crítica que, muchas veces, no constituye una tarea 
fácil para los que investigan y al mismo tiempo hacen parte del objeto investigado, 
donde las pasiones y utopías no deben influir en el rigor que se impone al quehacer 
académico. esto no significa asumir una postura aséptica, congelando la realidad y 
dejando de registrar sus contradicciones y paradojas. 
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la necesidad de superación de las determinaciones estructurales que 
limitan su consecución e identifica el carácter restrictivo de las polí-
ticas compensatorias. son por lo tanto dos ejes de políticas que cuan-
do articuladas a partir de las demandas propuestas por los grupos 
sociales más vulnerables instituye dinámicas intercomunicantes que 
son importantes para la superación de la pobreza, hasta entonces una 
deuda social.

el objetivo central del presente estudio es, por lo tanto, anali-
zar la dinámica de la seguridad alimentaria y nutricional valorizan-
do el espacio del coNsea Nacional como una instancia que pauta 
una discusión entre el gobierno y segmentos de la sociedad civil en 
la perspectiva de introducir cambios en la institucionalidad a partir 
de la implementación de cadenas de acciones y programas guberna-
mentales, proporcionando la incorporación activa de actores sociales 
para influir en la definición y redefinición de las políticas de la saN y 
su control social. 

el dHaa fue reconocido explícitamente por el estado Brasileño 
cuando se dio la aprobación a la Ley orgánica de seguridad alimen-
taría y Nutricional –LosaN–, el 15 de septiembre de 2006. en esta 
conquista el coNsea Nacional ha tenido un papel fundamental de-
sarrollando diversas estrategias de movilización y articulación social 
integrando a sectores de la sociedad civil y generando diálogos con los 
poderes ejecutivo y legislativo. 

Contextualizando el escenario 
al considerar las experiencias de américa Latina en la discusión de la 
cuestión alimentaria, merece destacarse el pionero Josué de castro, que 
además de sus contribuciones en la creación de la Fao, agregó elemen-
tos analíticos fundamentales sobre el fenómeno del hambre, tan es así 
así que su libro Geografía del hambre, elaborado en 1946, es todavía una 
lectura actual para comprender su dimensión política (castro, 2001). 

Vale destacar algunas experiencias en el contexto latinoamericano, 
tales como: el montaje del sistema alimentario mexicano (1980/1982); 
la inclusión de la seguridad alimentaria en varios acuerdos de coope-
ración regional de américa Latina y del caribe; y la atención al tema 
por parte de organizaciones tales como el sistema económico Latino 
americano (seLa) y la asociación Latino americana de integración 
(aLadi). mientras tanto, y pese a ello, el balance de estas iniciativas 
todavía expresa resultados concretos poco significativos (maluf, me-
nezes y Valente,1996).

entretanto el Brasil, sobre todo en los quince últimos años, vie-
ne registrando un amplio y profundo debate direccionado a generar 
una estructura teórico-conceptual y política sobre los principios de 
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la saN. en este sentido, con avances y retrocesos, se demarca una 
trayectoria positiva para superar al hambre sin dejar de considerar la 
existencia de amplios sectores sociales todavía vulnerables. 

con la recreación del coNsea en marzo de 2003, a través de la 
Ley 10.683 de la Presidencia de la república Brasileña, el Gobierno 
de Lula, a comienzos de su gestión, retoma y afirma la centralidad 
política de las directrices de la saN aunque, de forma paradójica, 
mantenga las características iniciales de la política macroeconómica 
de los dos gobiernos anteriores, que estaban sintonizados con los dic-
támenes neoliberales. 

el rescate histórico, aunque sintético, de los últimos quince años, 
en el sentido de situar los principales momentos de afirmación de la 
saN, demarcan una historia que viene siendo tejida por varios suje-
tos y organizaciones sociales al reconocer la necesidad de superar de 
forma duradera el cuadro de hambre que aún existe en Brasil, al igual 
que en otros países latinoamericanos y africanos. significa también 
desnaturalizar una cuestión que para muchos es una fatalidad o una 
predestinación y al mismo tiempo, ampliar el campo de actuación de 
aquellos que reconocen al hambre como una producción social con-
secuente del modelo de crecimiento económico cuyo dinamismo ce-
menta la injusticia y las desigualdades sociales (ianni, 1968).

Las discusiones, proposiciones y luchas fueron trincheras donde 
la saN se expresaba, con intensidad y ritmos diferentes; nuevos espa-
cios públicos, no siempre visibles para el conjunto de la sociedad. 

Vale mencionar el documento sobre la saN elaborado por el Go-
bierno Paralelo del Pt (2001) cuando Lula pierde la primera elección 
en la disputa con el candidato collor de mello. este documento entre-
gado al entonces presidente itamar Franco, después del impeachment 
de collor de mello, reconoce al hambre como una cuestión social y 
presenta algunas directrices en la perspectiva de contribuir para su 
superación y que, de alguna forma, influyeron para el surgimiento, en 
1993, del movimiento de acción de la ciudadanía contra el Hambre, la 
miseria y por la Vida2. este movimiento –con sus millares de comités 

2  La acción ciudadana protagonizada por la sociedad civil se basó en organizacio-
nes ya existentes (sindicatos, asociaciones, profesionales, movimientos de la iglesia 
y otras) y también creando nuevos espacios que aglutinaron otros actores sociales 
(amas de casa, propietarios de almacenes, estudiantes de escuelas particulares), so-
bre todo individuos de clase media, sobre el llamado a la solidaridad y la ciudadanía 
y, en esta dinámica, el poder público. el liderazgo más importante de este movimien-
to fue el de Betinho, el sociólogo Herbert de souza. su historia de vida lo consagró 
como un símbolo y un personaje inspirador e impulsor del movimiento que actuaba 
en tres vertientes: denunciando al hambre, como expresión de injusticia, cuestionan-
do el papel del poder público y estimulando la solidaridad junto a la sociedad civil. 
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que envolvieron a múltiples segmentos de la sociedad civil– exigía en 
aquel momento de efervescencia, la urgencia de una política pública 
en la cual las familias miserables y hambrientas no fuesen solamente 
objeto de asistencia, sino también, sujetos de derechos y deberes de-
lante del estado y la sociedad (Braga, 1996). 

en aquella coyuntura, y en consonancia con las articulaciones y 
movilizaciones en curso es que el coNsea Nacional es creado, vincu-
lado directamente a la Presidencia de la república y constituyendo un 
ambiente institucional donde el tema de la seguridad alimentaría es 
oficialmente incluido en la pauta política del Brasil.

en julio de 1994, la i conferencia Nacional de la saN (i cNsa) 
fue una referencia, al congregar a 1.800 delegados de todos los es-
tados brasileños, reunidos en Brasilia, donde trazaron un conjunto 
de directrices que, por un lado, apuntaban los primeros contornos 
de una política de seguridad alimentaria y, por el otro, demarcaban 
el papel de la participación social en la perspectiva de alertar que la 
antigua y la nueva cuestión del hambre no son superadas solamente 
a través de acciones filantrópicas ni, tampoco, mediante políticas de 
naturaleza compensatoria. se afirmaba, en aquel momento, la nece-
sidad de movilización de la sociedad civil, tanto, en su relación con 
los gobiernos en la perspectiva de destacar la urgencia de articular 
políticas compensatorias como las de carácter estructural, a fin de 
superar al hambre, caracterizado como una cuestión social histórica 
que produjo a lo largo del tiempo un contingente de 32 millones de 
personas indigentes. 

en este contexto, se abre un abanico de posibilidades afirmativas 
de acciones solidarias organizadas, algunas de ellas en redes de socia-
bilidad con la participación de trabajo voluntario. también se engen-
dran nuevos profesionales de la solidaridad, señalando la emergencia 
de contornos organizativos que expresan nuevas formas de lucha con-
tra la exclusión e instituyen acciones innovadoras de regulación social, 
en la perspectiva de asegurar la dignidad humana (Novais, 1997). 

con el avance de la política neoliberal en el gobierno del presiden-
te Fernando Henrique cardoso la preocupación de tratar al hambre 
en la perspectiva de la seguridad alimentaría fue secundarizada. el 

Lo más importante de este movimiento fue la postura de indignación manifestada 
frente a la cuestión del hambre, a los múltiples recortes organizativos y a las colabo-
raciones instituidas, demarcando la solidaridad como una vertiente de política y, por 
lo tanto, apta a la apertura de nuevas fronteras asociativas. a pesar de la adhesión 
de varios militantes de izquierda, este movimiento no fue suficientemente valorizado 
por los partidos políticos. uno dentro de otros motivos fue que la asistencia a los más 
pobres no era vista en la perspectiva de derechos y, así, gran parte de la izquierda 
tenía una mirada prejuiciosa frente a estas movilizaciones. 
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desmonte del coNsea y la creación del Programa comunidad so-
lidaria, inspirado en el Programa Nacional de solidaridad mexicano 
(ProNasoL) desmoviliza la acción de la ciudadanía, en cuanto mo-
vimiento nacional y protagonizado por la sociedad civil. Las acciones 
y políticas fragmentadas ignoran las mediaciones organizativas exis-
tentes en la sociedad civil, debilitando la construcción de una demo-
cracia dialógica (Giddens,1994), que daría sustentación a la emergen-
cia de una cultura política basada en los derechos sociales. 

en 1996 las discusiones propuestas en la cumbre mundial de la 
alimentación, realizada en roma, por la Food and Agriculture Organiza-
tion of the United Nation (Fao), pasan a tener mayor resonancia inter-
nacional, aunque, en Brasil, a lo largo de los ocho años de gobierno del 
presidente Fernando Henrique cardoso, las movilizaciones en torno de 
la seguridad alimentaria habían quedado restringidas a las acciones del 
Foro Brasilero de seguridad alimentaria y Nutricional (FBsaN), crea-
do en el mismo año, y de otras articulaciones de la sociedad civil, como 
por ejemplo el comité de entidades en el combate al hambre y por la 
Vida (coeP, comité de entidades no combate à Fome e pela Vida) y la 
acción ciudadana con acciones puntuales en algunos estados. 

con la victoria del presidente Lula, en 2002, se anunció, antes de 
su posesión el Programa Hambre cero, basado en documentos elabo-
rados por el instituto de la ciudadanía. dicho documento coordina-
do por José Grasiano, quien asumió el ministerio extraordinario de 
seguridad alimentaria (mesa) en el inicio del gobierno de Lula. el 
documento, al ser discutido en varios seminarios regionales, amplió 
la participación social en su proceso de elaboración. esta dinámica 
agregó contribuciones de intelectuales y ex-militantes de la acción 
ciudadana así como de otros segmentos sociales en sus directrices se 
afirmaba la importancia de la movilización social y establecía grandes 
líneas de acción. 

a este respecto el gobierno crea una asesoría vinculada a la Presi-
dencia de la república para coordinar y estimular la participación de 
la sociedad civil, a nivel nacional, en la red de educación ciudadana 
ampliamente conocida como taLHer3. esta red intentaba hacer una 
amplia divulgación y al mismo tiempo tenía como objetivo crear arti-
culaciones a nivel local. 

La trayectoria del coNsea Nacional viene afirmándose y consti-
tuye hoy, después de cinco años de existencia, una referencia nacional 

3 taLHer, en portugués “talher” es lo mismo que “cubiertos” en español, así para 
el Hambre cero (Fome Zero) la palabra fue relacionada a los utensilios usados en la 
mesa para comer. en el contexto del Hambre cero el taLHer es una articulación 
social que busca la promoción de la educación ciudadana.
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e internacional, por su capacidad de articulación y de propuesta de 
políticas públicas atribuyendo progresiva visibilidad a la cuestión de 
la saN y subrayando la existencia de tratamientos específicos para los 
grupos sociales más vulnerables –indígenas, negros, campamentos ru-
rales, catadores de materiales reciclables y otros– y al mismo tiempo 
reconociéndolos en la esfera pública. 

al final de su primera gestión4 el coNsea promovió, en julio de 
2004, en la ciudad de olinda (Pernambuco) la ii conferencia Nacional 
de seguridad alimentaria y Nutricional (ii cNsaN). después de diez 
años de transcurrida la i cNsa5, cuando se afirmó simbólicamente 
para el conjunto de la sociedad el rescate de la temática de la saN 
como un espacio de articulación democrático entre gobierno y socie-
dad civil. este evento tuvo un expresivo potencial movilizador, con 
receptividad nacional a partir de las conferencias regionales, munici-
pales y estaduales. en varios grupos de trabajo y congregando cerca 
de 1000 participantes, fueron presentadas y discutidas directrices de 
acción, muchas de las cuales, aprobadas en plenaria, constituyeron 
rutas valiosas y orientadoras para la actuación del coNsea, en el 
período entre el 2004 y el 2007. muchas de las que fueron rediscutidas 
en el ámbito del consejo, asumieron la forma de propuesta concreta, 
para luego ser encaminadas al Presidente de la república, consiguien-
do que varias de ellas sean acatadas en su integridad o parcialmente, 
conforme se considerará posteriormente. 

en esta perspectiva cabe destacar, conforme a lo ya mencionado, 
la aprobación de la Ley orgánica de seguridad alimentaria y Nutri-
cional (LosaN), en agosto de 2006, concretizando la propuesta rei-
vindicada en ocasión de la ii cNsaN, realizada en 2004. La citada Ley 
institucionaliza el dHaa y define los marcos del sistema Nacional de 
la saN (sisaN), cuya reglamentación fue uno de los temas de discu-
sión en la iii csaN, realizada en julio de 2007 en la ciudad de Forta-
leza (ceará). el tema general de la conferencia fue “Por un desarrollo 
sustentable con soberanía y seguridad alimentaria y nutricional”. en 
este evento participaron 2000 personas (1300 delegados, 300 invitados 
nacionales y representaciones de 25 países). La representación plu-
ral de la conferencia posibilitó discusiones consensuales y polémicas 
sobre todo en relación a los siguientes asuntos: La transposición del 
río san Francisco y la interconexión de terrenos; los transgénicos; la 

4  Fue una gestión de un año (2003-2004) que tuvo como presidente al sindicalista 
del sector metalúrgico paulista, Luiz marinho, entonces presidente de la central Úni-
ca de los trabajadores (cut). 

5  el término nutricional sólo fue adicionado en 2003, con el sentido de atribuir 
calidad a la alimentación. 
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reforma agraria; la economía solidaria, la soberanía alimentaria y 
otros. Ésta y otras cuestiones están enlazadas con la opción del actual 
gobierno que, todavía, mantiene su sustento en una matriz neoliberal, 
lo que se expresa en la política macroeconómica, mismo consideran-
do algunos de sus avances en lo que se refiere a la participación de 
la sociedad civil y de los cambios en las políticas públicas de amplio 
alcance social.

uno de los desafíos para la próxima gestión del coNsea Nacional 
(2007-2009) es, por lo tanto, la implantación del sisaN, conforme se 
ha dicho, considerando que una de las diferencias del sisaN en rela-
ción a otros sistemas existentes en Brasil, por ejemplo al de salud y al 
de asistencia, es su carácter abierto, exigiendo un amplio diálogo con 
otros sistemas y políticas públicas garantizando su dimensión inter-
sectorial. tratándose de un sistema complejo es fundamental contar 
por un lado con la participación de la sociedad civil y del otro con el 
compromiso del gobierno de garantizar los medios y las condiciones 
necesarias para que la LosaN tenga una efectividad social en lo que 
respecta a la concretización del dHaa a todos los grupos sociales. 

destacar esta trayectoria significa decir que la historia se cons-
truye a través de hechos y acciones interconectadas procesualmente, 
engendrando texturas demarcatorias de coyunturas donde continui-
dad y permanencia dejan explícito el quehacer político de actores so-
ciales instituyendo espacios de aprendizaje, luchas y conquistas que 
redefinen las articulaciones necesarias. así pues, poner al hambre en 
la agenda política significa la apertura a un sólo tiempo de un arco de 
alianzas generadoras de sociabilidades en la esfera de la sociedad civil 
y del gobierno y, consecuentemente, la promoción de avances en los 
procesos democráticos conectando acciones inmediatas con objetivos 
a medio y largo plazo. 

Misión del CONSEA Nacional y sus particularidades
el coNsea Nacional se constituye en un espacio de articulación en-
tre el gobierno y la sociedad civil en la formulación de directrices para 
las acciones en el área de la alimentación y la nutrición. tiene carácter 
consultivo y asesora al Presidente de la república en la elaboración y 
redefinición de políticas públicas que garanticen los derechos huma-
nos a la alimentación adecuada. 

este consejo se inserta en un contexto de democracia brasileña, 
teniendo como referencia a la constitución de la república de 1988, 
denominada “constitución ciudadana” por las innumerables for-
mas de articulación de segmentos sociales que dinamizaron al país 
en su elaboración. Ésta expresa que ha impulsado avances hacia un 
nuevo patrón de articulación de la sociedad civil en el proceso de 
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discusión política considerando y recreando espacios de participa-
ción social. 

Los foros, consejos y otras formas de participación ciudadanas 
son instituidos y con los innumerables problemas de legitimidad fren-
te a su autonomía y representación se han ampliado el espacio públi-
co en el escenario brasileño con sus distintos niveles de expresión. en 
varios países latinoamericanos han logrado su reconocimiento como 
instancias legítimas para influir en la definición de las políticas pú-
blicas en contraposición al carácter centralizador y autoritario que 
todavía mantiene sus marcas en los estados de la región. 

“así, el coNsea se suma a los demás consejos de políticas pú-
blicas en Brasil canalizando esfuerzos para la promoción de la demo-
cracia participativa y enfrentando los desafíos en la construcción de 
una “ciudadanía activa”. asume la misión de corresponsabilidad en la 
gestión pública, corroborando en la redefinición y en el perfecciona-
miento de políticas sociales y en el ejercicio del control social” (telles, 
1999).

La trayectoria de los movimientos y las articulaciones sociales 
fueron, a lo largo del tiempo, influenciando la construcción del con-
cepto de la saN, conforme consta en la LosaN. expresa un contenido 
afirmativo de los dictámenes necesarios para asegurar un conjunto de 
intervenciones que tienen como presupuesto la elaboración e imple-
mentación de políticas que garanticen la superación del hambre en los 
grupos que viven en estado de extrema pobreza, conforme lo señala a 
continuación:

La seguridad alimentaria y Nutricional es la realización del derecho 
de todos al acceso regular y permanente a alimentos de calidad, en 
cantidad suficiente, sin comprometer el acceso a otras necesidades 
esenciales, teniendo como base prácticas alimentarias promotoras de 
salud, que respeten la diversidad cultural y que sean social, económica 
y ambientalmente sustentables (instituto cidadania, 2001: 15)6.

este concepto elaborado colectivamente, influencia la práctica y las 
estrategias de acción del coNsea Nacional, tanto como demarca sus 
peculiaridades en relación a la mayoría de los consejos de políticas 
públicas. La primera de ellas es su vinculación directa con la Presiden-
cia de la república (Ley No. 10.683 del 28/03/2003, ya referida) que, 
conjuntamente con otros órganos, asume la función de asesoramiento 
con responsabilidad explícita en lo que concierne a la presentación de 
propuestas que representen los intereses públicos en el área de la saN 

6  traducción de la autora.
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y a partir de una visión más general intenta realizar el control de las 
políticas de la saN y sobre todo su alcance en relación a los grupos 
más vulnerables. 

el presidente del consejo, escogido entre los representantes de la 
sociedad civil y refrendado por el Presidente de la república, es actual-
mente el economista renato maluf, vinculado a la universidad rural 
de río de Janeiro y al Fórum Brasileño de seguridad alimentaria y 
Nutricional. el secretario es el señor ministro Patrus ananias, titular 
del ministerio de desarrollo social y combate al hambre (mds).

existen diferencias entre el coNsea y los demás consejos de po-
líticas sociales existentes en Brasil cuya representación es paritaria y 
las decisiones tienen carácter consultivo, puesto que su composición 
es de un tercio de representantes del gobierno y dos tercios de la so-
ciedad civil. Ésta última está representada por las organizaciones so-
ciales (oNG, foros, redes, movimientos sociales vinculados a las clases 
trabajadoras urbana y rural, a movimientos de raíces étnico-raciales 
y organizaciones religiosas entre otras); a las universidades y centros 
de investigaciones y a las entidades empresariales y patronales. ac-
tualmente el coNsea está formado por 57 miembros permanentes, 
siendo 40 consejeros representantes de la sociedad civil y 17 del poder 
público (ministros, y órganos federales) y 16 observadores invitados.

La discusión sobre su papel consultivo, en contraposición al 
carácter deliberativo, ha sido recurrente, sobre todo en la realiza-
ción de encuentros que envuelven la participación de los coNsea 
estaduales. 

esta problemática limita formalmente su efectividad de acción, 
pero, por otro lado, la amplitud y pluralidad de su representación pasa 
a otorgarle un peso político más significativo, lo convierte, en la prác-
tica, muchas veces en deliberativo, sobre todo cuando las propuestas 
elaboradas y encaminadas expresan posiciones consensuales y una 
argumentación de incuestionable alcance social.

otra particularidad del coNsea, en relación a los demás conse-
jos de políticas públicas, se refiere a su carácter intersectorial, lo que 
impone la necesidad de una efectiva integración de las organizaciones 
(sociedad civil de poder público) en los niveles horizontal y vertical 
teniendo como objetivo la superación de la fragmentación sectorial, 
tratando, por tanto, de una multiplicidad de sectores con sus inter-
fases sociales y políticas, visiblemente expresada en el alcance que el 
concepto de la saN encierra, conforme ya fue referido.

La intersectorialidad es uno los principios del concepto de la 
saN, que exige la construcción de una matriz interventora que pro-
mueva un nuevo escalón de institucionalidad inductora de acciones y 
programas integrados. La articulación entre las diferentes instancias 
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del poder público y de la sociedad civil en un proceso que envuel-
ve dimensiones técnicas, pero fundamentalmente políticas, dado que 
presupone la ruptura de las antiguas prácticas marcadas por el para-
lelismo y por la superposición de acciones que, en la mayoría de los 
casos, sobrepasan la planificación hasta de los procesos de monitoreo, 
de control social y de evaluación. La intersectorialidad propicia la op-
timización de recursos financieros y humanos ampliando las posibili-
dades de impactos sustanciales frente a la superación de la exclusión 
social y del hambre. 

Por tanto, la intersectorialidad impone una cultura política y ad-
ministrativa que favorece la emergencia de una nueva institucionali-
dad cementada en el reconocimiento de las diferencias, del diálogo, 
de los conflictos como expresión de las disputas que ocurren cuando 
se trata de la repartición del poder en los diferentes núcleos guberna-
mentales y de la sociedad civil y entre estas dos instancias.

La estructura de funcionamiento del coNsea Nacional dispone 
de una secretaría ejecutiva y de seis comisiones Permanentes (cP): 
la cP1 - “reglamentación e institucionalización del sisaN”; la cP 2 
- saN en las estrategias de desarrollo; la cP 3 - Política y Plan Na-
cional de la saN; la cP 4 - dHaa; la cP 5 - saN de las Poblaciones 
Negras y comunidades tradicionales; y la cP 6 - saN de las Poblacio-
nes indígenas. además de estas instancias son constituidos grupos de 
trabajo con funcionamiento temporal, con la intención de profundi-
zar estudios y presentar propuestas demandadas por las comisiones. 
estas profundizaciones posteriores son socializadas en la plenaria del 
consejo. todas estas instancias con dinámicas diferenciadas, actúan 
como células que movilizan las plenarias del coNsea en la elabora-
ción de propuestas y recomendaciones que, cuando son aprobadas, se 
encaminan a la Presidencia de la república. 

Efectividad y Avances 
La efectividad social de los consejos de políticas públicas no se sus-
criben solamente a su capacidad de influir en las decisiones guber-
namentales, son, también, espacio formativo de intercambio de in-
formaciones y de experiencias, así como de articulación de fuerzas 
y organizaciones sociales que aun muchas veces aisladas preconizan 
avances de procedimientos emancipatorios en la perspectiva demo-
crática (montalbán, 2005). 

de ahí que, muchos de sus avances sean de naturaleza subjetiva 
y permeen procesualmente el campo de la cultura política y el reco-
nocimiento de derechos. a pesar de tratarse de experiencias recientes, 
el sistema de consejos viene, paralelamente a otras formas de movili-
zación social, afirmando y ampliado el espacio público, sobresaliendo 
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sus diferenciaciones, en relación al espacio privado. en el centro de 
esta dinámica, la participación de la sociedad civil cobra nuevo sig-
nificado, sobre todo frente a la crisis de legitimidad de la democracia 
representativa en Brasil y en los países latinoamericanos. así la multi-
plicidad de expresiones de la participación directa potencia los espa-
cios organizativos populares y democráticos y al mismo tiempo ejerce 
presión sobre una reforma política en la cual el estado garantice la 
ampliación y la efectividad de los derechos sociales. 

La elaboración y aprobación de la LosaN resultó del proceso 
de organización y de movilización protagonizado, sobre todo, por el 
coNsea conforme ya fue explicado, logrando un alcance social me-
diante el desarrollo de innumerables estrategias –videoconferencias, 
peticiones colectivas, reuniones y encuentros parlamentarios y orga-
nizaciones de la sociedad civil–, y envolviendo los coNsea estadua-
les y municipales y organizaciones sociales, en especial, aquellas con 
alcance nacional. esto demostró que la interlocución entre el poder 
público, en las varias instancias de la federación, y la sociedad civil, 
alcanzó una dimensión capaz de sensibilizar al legislativo y al ejecu-
tivo federal mediante la necesidad de transformar a la saN en una 
política del estado brasileño. con este intento se busca minimizar 
las discontinuidades administrativas cuando pautadas simplemente, 
en la voluntad de gobernantes que se suceden y, al mismo tiempo 
clava los pilares del sisaN garantizando su institucionalización y 
sustentabilidad.

estas cuestiones fueron ampliamente discutidas en la iii cN-
saN, destacándose la reglamentación de la LosaN a nivel federal 
y la necesidad de la elaboración y promulgación de esta Ley a ni-
vel de los estados7 y municipios como requisito para efectivizar las 
políticas públicas de la saN y la intercomunicación con los demás 
componentes del sisaN. 

este sistema, además de las instancias gubernamentales mencio-
nadas propone8 la creación y reglamentación a nivel del gobierno de 
una cámara interministerial, a nivel federal, como un espacio insti-
tucional inductor de la integración de políticas y acciones oriundas, 
sobre todo, del coNsea Nacional. esta dinámica busca instituir un 
nuevo paradigma que supere la fragmentación y el paralelismo de las 
intervenciones. esta configuración señala que varias instancias de la 

7  Hasta el momento dos estados de la federación ya aprobaron sus respectivas 
leyes del saN, minas Gerais y río Grande del sur. 

8  Propone, como instancia del sistema de órganos públicos relacionados con el 
saN y las entidades de la sociedad civil que desean hacer parte del sistema, desde 
que compartan los principios establecidos en la ley. 
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federación generen estructuras similares a fin de conformar un siste-
ma integrado a la saN.

el coNsea Nacional logró refrendarse políticamente debido 
a sus análisis, evaluaciones y posicionamientos frente a las grandes 
cuestiones nacionales y a la presentación de propuestas de cambios en 
las políticas públicas propulsoras del proceso de inclusión social. 

es notorio el reconocimiento de que el coNsea Nacional ha 
influenciado en la definición y redefinición de varias políticas y pro-
gramas del gobierno. en relación a los programas volcados a la agri-
cultura familiar, por lo que ella representa desde el punto de vista de 
equidad social, y de su potencial en lo que se refiere a la producción de 
alimentos, puede ser ejemplificado mediante la ampliación de recur-
sos financieros, de las metas físicas del Programa Nacional de Fortale-
cimiento de la agricultura Familiar (ProNaF)9, cuando tuvo un cre-
cimiento del 300% en el volumen de crédito en el periodo 2002-2006. 
además el Programa de adquisición de alimentos –PPa– de agricul-
tura familiar, propuesto por el coNsea en 2003, se ha expandido y 
aproximado la producción familiar a los consumidores más vulnera-
bles, bajo la mediación del estado. este Programa ha posibilitado aun 
mejores precios para los productos de la agricultura familiar al ga-
rantizar la compra y distribución de la producción, junto a entidades 
sociales, sin fines lucrativos, protegiéndolos así, del abaratamiento a 
que son sometidos cuando la adquisición de los mismos se realiza a 
través de intermediarios. Hoy, pese a la crisis mundial en los precios, 
de los alimentos el Brasil no ha sido muy afectado y una de las expli-
caciones está relacionada con el relativo dinamismo de la agricultura 
familiar que actualmente es responsable por el 75% de los productos 
que componen la canasta básica de los brasileños. Por otro lado, la 
expansión del agronegocio y sus diferenciales de productividad, aun 
siendo una realidad, muestran que la mayor parte de sus productos 
están direccionados hacia la explotación. 

el Programa Nacional de alimentación escolar (PNae), fue, tam-
bién, elegido por el coNsea Nacional, como un programa estratégico 
debido a su alcance social, logrando su universalización junto a todas 
las escuelas públicas (educación infantil y enseñanza secundaria) del 
país. se ha logrado un creciente avance en lo que respecta a la intersec-
torialidad de acciones en la medida que el Programa en algunos muni-

9  el ProNaF fue creado en el gobierno del presidente Fernando Henrique car-
doso, habiendo sido ampliado visiblemente en el gobierno del presidente Lula. se 
propuso apoyar a los agricultores familiares para la construcción de un patrón 
de desarrollo sustentable, diversificando la producción y el aumento del empleo 
y la renta. 
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cipios brasileños ha dado prioridad a la adquisición de productos loca-
les, en especial los de la agricultura familiar. Hasta hace poco tiempo 
esta transacción contemplaba estrictamente a los grandes comerciantes 
oriundos, en la mayoría de las veces, de las regiones más desarrolladas 
del país10. este cambio viene ocurriendo, aunque en escala restringida, 
pero ya señala una mejoría en el patrón alimentario y nutricional me-
diante el consumo de alimentos naturales y saludables por parte de los 
alumnos. Y, también, ha proporcionado la ampliación del ingreso de los 
productores familiares y el crecimiento de la recaudación de impuestos 
a nivel municipal, fortaleciendo las economías locales. actualmente, 
este Programa llega a 37 millones de niños y adolescentes, estudiantes 
de escuelas públicas de todo el territorio nacional11. otro aspecto a ser 
considerado es el crecimiento de las transferencias de la renta per capita 
hecha por el gobierno federal para las provincias y municipalidades. 
el incremento fue de alrededor del 80% en relación a los diez últimos 
años; aunque fue un aumento de forma diferenciada, de renta per capi-
ta, para las escuelas de poblaciones negras, quilombolas12 e indígenas.

otro aspecto a destacar sobre la actuación del coNsea es res-
pecto a la presión ejercida para la ampliación del volumen de recursos 
financieros, del valor de las trasferencias y del número de familias be-
neficiarias de los programas de complementación de ingreso, en espe-
cial el Programa Bolsa Familia (PBF)13. este Programa, actualmente, 
atiende a más de 11 millones de familias, correspondiendo a cerca 
de 55 millones de personas que viven bajo la línea de pobreza14, en 
todos los municipios brasileños. esta misma estrategia fue también 
utilizada para ampliar la cobertura del PBF junto a las poblaciones 
con mayor nivel de vulnerabilidad –comunidades negras, quilombolas 

10  a este respecto y hasta hace poco tiempo era bastante común que las empresas 
de las regiones del sur y sudeste del Brasil, por estar mejor situadas y formalizadas, 
desde el punto de vista de concurrencia, conseguían vencer los procesos de licitación, 
presentar precios más bajos en detrimento de las regiones más pobres, o sea, el norte 
y nordeste del país. 

11  estos datos presentados están referidos a julio de 2005. 

12  son poblaciones negras remanecientes de antiguos quibombos, formada de an-
tiguos esclavos que escapaban del dominio de sus ”dueños”, los señores de las usinas 
de caña de azúcar. actualmente muchas de ellas viven en comunidades territoriales y 
todavía mantienen la endogamia y las tradiciones culturales. 

13  se trata de un programa de transferencia de ingreso, donde 91% de los do-
micilios tienen mujeres como representante legal. Los recursos llegan hasta u$s72 
(setenta y dos dólares), por familia, considerando que el cambio a junio de 2008 
equivalía a r$1,61 (un real y sesenta y un centavos). el Programa exigía como condi-
cionante: la asistencia de los niños a la escuela, la tarjeta de vacunas actualizada y la 
atención prenatal a las madres gestantes. 

14  en la región nordeste de Brasil está ubicada la mayoría de esta población.
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e indígenas– aunque sin resultados satisfactorios en virtud de los lí-
mites burocráticos y del grado de exclusión a que están todavía some-
tidas. estas y otras acciones han dado visibilidad a estas poblaciones 
que durante siglos no tenían “derecho a tener derechos” y muchas de 
estas acciones inducen el potencial organizativo de estos grupos po-
blacionales y su reconocimiento como sujetos sociales.

una gama de otras acciones del coNsea Nacional han merecido 
la apreciación y esfuerzo para convertirlas en acciones de interven-
ción prioritarias, por lo tanto, la correlación de fuerzas internas y ex-
terna no siempre es favorable para lograr influenciar algunas políticas 
y acciones, sobre todo las de carácter estructural y que envuelven con-
flictos e intereses de clase y seguimientos sociales.

concluyendo esta parte del trabajo se pretende destacar la metodo-
logía utilizada en las negociaciones políticas relacionadas con la saN y 
monitorear el presupuesto federal. cada instancia del coNsea al elegir 
las acciones y programas prioritarios, dada la imposibilidad de hacerles 
un seguimiento a todos, realiza gestiones para ampliar los recursos y 
las metas físicas de las propuestas presupuestarias de los años subsi-
guientes. también acompaña la implementación de las que están en 
ejecución, estudiando y actuando conjuntamente con el ministerio de 
Planificación y con los ministerios y órganos responsables de la imple-
mentación financiera específica de cada programa y acción. en esta 
actividad los representantes de la sociedad civil buscan realizar una 
mediación con las propuestas emanadas de las organizaciones sociales. 
esta actividad aunque compleja, viene propiciando nuevos aprendiza-
jes a los consejeros, superando, parcialmente, aquella concepción de 
presupuesto como una “caja negra” y por lo tanto inaccesible a los co-
nocimientos de los ciudadanos y de las organizaciones sociales.

Consideraciones finales 
el análisis del coNsea Nacional con sus diferentes temporalidades 
viene constituyéndose en uno espacios públicos instigador en la ge-
neración de nuevas institucionalidades. Las pautas políticas centra-
das en políticas de la saN constituyen un campo de discusión fértil y 
agregador de los consejeros y sus bases organizativas, sin desconocer 
la arena de disputa demarcada por diferentes posiciones políticas e 
ideológicas, resultado de la composición plural de su representación, 
expresando en ese micro universo la propia dinámica de la sociedad 
con sus conflictos y consensos.

La iii cNsaN al elegir como tema “Por un desarrollo sustentable 
con soberanía y sustentabilidad nutricional” demarcó otro momento 
vivido por el coNsea que señala, por un lado, avances en la com-
prensión de la complejidad que encierra la saN, en cuanto a política 
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pública y, por otro lado, intenta enlazar a las políticas estructurales 
con las de transferencia de renta. 

se resalta la urgencia de profundizar el espectro de discusión y el 
debate político, reafirmando la necesaria superación de límites estruc-
turales: reforma política, reforma agraria, reforma fiscal y tributaria, 
desconcentración de la renta y otras, que imponen obstáculos a los 
procesos democráticos y la consecución de la saN. 

en este sentido, el documento básico de la iii cNsaN15 a partir 
de los principios del saN16 cuestiona el modelo de desarrollo de Brasil 
en sus componentes que generan pobreza, concentran riqueza y deja 
al descubierto la debilidad del ambiente en el contexto internacional, 
cuando es globalizada la pobreza y se amplían las disparidades entre 
los países y al interior de ellos (coNsea Nacional, 2007). 

es evidente que la superación del cuadro de pobreza y miseria 
pasa necesariamente por la institución de un nuevo modelo de de-
sarrollo donde el estado necesita ser reinventado en la perspectiva 
de subordinarlo a los intereses de la sociedad civil, sobre todo de los 
sectores más vulnerables.

a partir de esa estructura argumentativa queda evidente que la 
actuación del coNsea Nacional, como también de los demás con-
sejos de políticas públicas, en cuanto espacio híbrido de participa-
ción –sociedad civil y poder público– se basan en el principio de 
representación que evidencia la disputa de dos macroproyectos de la 
sociedad: uno en favor de la expansión del capitalismo y generador 
de ganancia y riqueza apropiada por un segmento restringido de la 
población, en detrimento de una grande cantidad de excluidos; y el 
otro pautado en la justicia social y en los procesos emancipatorios 
donde la forma de producir esté en consonancia con los principios 
distributivos y de equidad social. en esta trayectoria es patente la 
necesidad de democratizar el estado y su capacidad de regulación 
social y de fortalecer la sociedad civil, sobre todo de sectores vulne-

15  el documento básico del cNsaN fue revisado críticamente en las 27 conferen-
cias estaduales realizadas y recibió su última versión y fue aprobado en ocasión de 
la ii cNsaN en julio de 2007. 

16  Los artículos 8º y 9º de la LosaN señalan los siguientes principios y directrices: 
universalidad y equidad en el acceso a la alimentación adecuada; preservación de la 
autonomía y respecto a la dignidad de las personas; participación social en las políti-
cas del saN (desde la formulación hasta el control social) en todas las esferas de los 
gobiernos; transparencia de los programas de recursos financieros; promoción de la 
intersectorialidad; descentralización y articulaciones entre las esferas del gobierno; 
monitoreo de la situación alimentaria; conjugación de medidas directas e inmediatas 
de acceso a la alimentación adecuada con la ampliación de la subsistencia autónoma 
de la población; articulación entre presupuesto y gestión (coNsea Nacional, 2006).
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rables todavía no organizados ampliando así su potencial construc-
tor de una nueva hegemonía.

Los cinco años de actuación del coNsea Nacional han contribuido 
para el avance del campo democrático institucional. entre tanto es impe-
rante la necesidad de expandir y fortalecer la red coNsea, mediada por 
los consejeros y entidades representadas, sustentada en espacios estadua-
les y municipales, intensificando la interacción con el coNsea Nacional. 

La inexistencia de una estructura jerarquizada entre los tres nive-
les –federal, estaduales y municipales– de actuación de los coNsea 
favorecen un patrón de relación de más poder horizontal, creando 
canales de comunicación permanente e interactivos entre las organi-
zaciones de la sociedad civil y el gobierno. al mismo tiempo las diná-
micas de los consejos de la saN, directa e indirectamente, favorecen 
el proceso de formación continua, aunque con niveles de aprendizaje 
diferenciados; al mismo tiempo que ha posibilitado más conocimien-
tos de las políticas y programas de la saN abriendo un abanico de 
posibilidades de intervención por parte de las organizaciones en la 
planificación y en el acompañamiento de gestión de los programas y 
proyectos antiguos y nuevos.

La superación de la pobreza presupone la articulación de las po-
líticas compensatorias, que conforman el sistema de protección social 
donde el ingreso monetario es transferido para las familias. estas po-
líticas son importantes y constituyen la expresión del reconocimiento 
de derechos sociales, entre tanto ellas son insuficientes, siendo nece-
saria una efectiva articulación con políticas estructurales promotoras 
de mayor radicalidad democrática.

en este sentido el coNsea Nacional con sus avances, algunos 
de ellos presentados en este trabajo, ha contribuido en la multiplica-
ción de los espacios públicos de negociación donde las relaciones de 
poder se vuelven transparentes impulsando disputas democráticas y 
búsqueda de construcción de un proyecto de desarrollo de doble vía, o 
sea, que favorezca el desarrollo efectivo de la saN, siendo éste un ele-
mento afirmador de rupturas sociales necesarias para la superación 
del hambre y de las injusticias sociales. 

al finalizar esta reflexión conviene subrayar la necesidad de am-
pliación de las articulaciones políticas de gobierno y de la sociedad ci-
vil17 así como también las investigaciones comparadas y constituyentes 

17  La presencia de 25 países en el iii cNsaN, en Brasil, atesta cierto nivel de arti-
culación. en los tres últimos años el coNsea Nacional realizó decenas de viajes de 
trabajo sobre todo hacia países latinoamericanos y africanos. otras estrategias son 
necesarias, a nivel regional, sobre todo frente a la complejidad de la problemática y 
los avances urgentes y necesarios.
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de formulaciones teórico-metodológicas promotoras de intercambios 
académicos en Latinoamérica. 
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Democracia y ciudadanía en el 
movimiento lopezobradorista

Introducción
en este trabajo se parte de la hipótesis de que categorías del pensamien-
to liberal como democracia y ciudadanía tienen una existencia precaria 
en el orden capitalista actual. esto pone en tensión el supuesto básico 
del pensamiento neoliberal según el cual la democracia liberal y repre-
sentativa y la economía de mercado serían las dos caras de una meda-
lla. Por la primera entendemos la democracia moderna que se nutre 
de la representación y del pensamiento liberal y que se diferencia de la 
antigua en que se concibe como directa y que obviamente es preliberal 
(Bobbio, 1996: 188-233; sartori, 2005: caps. 2, 3). el supuesto del cual 
partimos es que la economía de mercado prevaleciente en el neolibera-
lismo deteriora la calidad de la democracia aun sea solamente la que 
parte de las premisas schumpeterianas. también postulamos que el sus-
tento de la democracia liberal y representativa, la ciudadanía, también 
se ve deteriorada por las desigualdades que pronuncia el mercado.
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Humanidades “alfonso Vélez Pliego” de la Benemérita universidad autónoma de Puebla; 
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ciencias sociales y Humanidades “alfonso Vélez Pliego” de la Benemérita univer-
sidad autónoma de Puebla; es licenciado en ciencia Política.
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el planteamiento ideológico neoliberal ha postulado que la sociedad 
abierta y escenario de libertades está siendo amenazada por el resurgi-
miento de “populismos radicales o revolucionarios”. Por tales asumen a 
movimientos políticos que después se convierten en gobiernos, en los cua-
les existen fuertes tendencias autoritarias, caudillismos mesiánicos, uso 
irresponsable y clientelista de dinero del estado, descuido de la base pro-
ductiva de la nación y una apelación demagógica a los sectores populares. 
Lo que resulta paradójico del pensamiento neoliberal es que planteándose 
como campeón de las libertades y de la democracia, su implantación y su 
práctica cotidiana ha destruido a esas libertades y democracia, además de 
que ha desciudadanizado a inmensos sectores de la población.

se postula también que en el contexto de las promesas no cumpli-
das por el neoliberalismo, han surgido en diversos países de américa 
latina y en particular en méxico, movimientos políticos que son la sín-
tesis de los diversos movimientos sociales, generados por los agravios 
provocados por la acumulación flexible, que sucedió a la keynesiana 
desde mediados de los años setenta del siglo XX. en la medida en 
que en el caso de méxico, el movimiento lopezobradorista como movi-
miento político no se ha restringido a los partidos políticos y a la lu-
cha electoral, nos encontramos ante una nueva forma de movimiento, 
aquella que combina lo político y lo social.

una nueva paradoja se desprende de lo anterior. estos movimien-
tos político-sociales, el lopezobradorismo en el caso mexicano, más 
que encarnación de lo autoritario y demagógico –tal es la definición 
desde la derecha del populismo– representan una oportunidad de rei-
vindicar desde abajo y desde la izquierda las promesas liberales que el 
neoliberalismo se ve imposibilitado de cumplir1.

Democracia y ciudadanía
durante las últimas tres décadas al menos hemos asistido a un re-
novado auge del prestigio de la democracia liberal y representativa 
como sinónimo del buen gobierno. Pero como bien lo ha expresa-
do Huntington (1994), ha sido una forma específica de pensar la 
democracia la que se ha convertido en casi la única que se acepta 
como válida: la procedimental. democracia procedimental y eco-
nomía de mercado (más precisamente neoliberalismo) se han con-
vertido a su vez en el sinónimo del mejor de los mundos posibles. 
tal fue el simplista puerto de arribo en el imaginario de Fukuyama 
(1989; 1992).

1  el planteamiento de que aun la democracia procedimental tiene una dificultosa 
realización en el contexto creado por el neoliberalismo ya ha sido planteado por los 
autores en Figueroa y moreno (2008).
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así, la democracia que se intentó construir se inspiró en el mode-
lo de la democracia procedimental ideada por J. a. schumpeter (1942) 
quien definía a la democracia como un método político, es decir, un 
arreglo institucional para llegar a decisiones políticas –legislativas y 
administrativas– confiriendo a ciertos individuos el poder de decidir 
en todos los asuntos públicos. así presentada, la vida democrática se 
expresaba principalmente como la lucha entre líderes políticos riva-
les, organizados en partidos que buscaban el mandato para gobernar. 
en esta perspectiva, la democracia era solamente un procedimiento 
que no tenía mucho que ver con las aspiraciones de igualdad y mejora 
en las condiciones para el desarrollo humano. el rol del ciudadano de-
mocrático en este contexto se concentraba sólo en el derecho periódi-
co a escoger y autorizar un gobierno para que actuara en su nombre: 

renunciar al gobierno por el pueblo y sustituirlo con el gobierno con 
la aprobación del pueblo (schumpeter, 1968: 316). 

esta última afirmación explica bien por qué llamó a este modelo de-
mocrático “elitismo competitivo”, es decir, un sistema en el que: 

Los partidos y las maquinarias políticas son simplemente la respuesta 
al hecho de que la masa electoral sólo es capaz de actuar de forma 
precipitada y unánime, y constituyen un intento de regular la compe-
tencia política de forma exactamente igual a las prácticas correspon-
dientes a una asociación de comercio. 

Los “amantes de la democracia” debían desterrar la idea de que el 
pueblo podría tener opiniones concluyentes y racionales sobre todas 
las cuestiones políticas; más bien, estas sólo podrían realizarse a tra-
vés de la representación política. el pueblo sólo podía ser “productor 
de los gobiernos”, un mecanismo para seleccionar “los hombres capa-
ces de tomar las decisiones” (schumpeter, 1968: 316).

resulta interesante ver cómo incluso desde la perspectiva de sus 
teóricos más conservadores, los funcionarios electos de esta demo-
cracia que podríamos calificar como “mínima”, tendrían que surgir 
de elecciones libres, limpias, honestas, periódicas y sustentadas en 
el sufragio universal (Huntington, 1994: 20). así, para este autor la 
democracia se expresaría sucintamente como:

elecciones, apertura, libertad y juego limpio son la esencia de la demo-
cracia, el inexcusable sine qua non. (Huntington, 1994: 22). 

Y resulta revelador para los avatares de la transición democrática en 
méxico que Huntington asevere inequívocamente lo siguiente: 
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en la medida en que, por ejemplo, un sistema político niega la parti-
cipación por medio del voto a una parte de su sociedad […] es no de-
mocrático. similarmente, un sistema no es democrático en la medida 
en que no permite oposición en las elecciones, o que la oposición es 
presionada, o censurada para que no haga lo que pretende, o si los 
diarios de la oposición son censurados o clausurados, o si los votos son 
manipulados o mal contados. (Huntington, 1994: 21)

en la visión dominante de la teoría democrática, paulatinamente se 
articuló de manera inseparable esta concepción de la democracia po-
lítica no solamente con el capitalismo sino con una forma específica 
del mismo, el neoliberal. era el signo de los tiempos, el pensamiento 
único imperaba y el sinónimo del “buen gobierno” tenía que estar 
atado al capitalismo desregulado y al imperio del mercado. Lejos es-
taban aquellos tiempos en que macpherson postulara que las institu-
ciones de la democracia liberal no necesariamente estaban atadas al 
capitalismo (macpherson, 1994). ahora el “buen gobierno” tendría 
que estar sustentado en “una economía que asigne racionalmente 
los recursos y que haga posible la solvencia financiera del estado” 
mediante “reformas orientadas hacia el mercado” (Prezworski, 1995: 
236). como pasos principales en el logro de estos objetivos se plan-
teaba el “organizar nuevos mercados, desregular los precios, mode-
rar las actuaciones monopolistas y reducir las barreras protectoras” 
a través de una reducción en el gasto público y la venta de activos 
públicos mediante la privatización (Prezworski, 1995: 236). La libe-
ralización del mercado y el adelgazamiento del estado social, según 
los principios del programa neoliberal, provocarían una inmediata 
“reducción transitoria en el consumo agregado”, impactos con “un 
importante coste social” y evidentes costos políticos altos. sin em-
bargo, la esperanza era, como lo afirmaba Przeworski citando a otro 
autor (Baka), que finalmente el conjunto de reformas a largo plazo 
podría “crear motivación, generar condiciones de equilibrio, con la 
igualación de la oferta y la demanda en los mercados y satisfacer las 
exigencias de justicia social” (Przeworski, 1995: 236). en palabras del 
propio adam Przewoski: 

un deterioro económico transitorio es inevitable, aunque los gobiernos 
que emprenden este tipo de reformas suelen ser reacios a reconocerlo. 
La inflación se dispara forzosamente cuando se desregulan los precios. 
La subutilización de capital y el desempleo laboral aumentan inevitable-
mente con la intensificación de la competencia. La transformación de 
toda la estructura económica provoca necesariamente una pérdida tran-
sitoria de eficiencia en la asignación de recursos. Las transformaciones 
de los recursos económicos resultan costosas (Przeworski, 1995: 238). 
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el costo es expresado sin ambages en el siguiente pasaje:

… el éxito de la estrategia de la ‘píldora amarga’ depende de su brutali-
dad inicial, de que se apliquen con la máxima celeridad posible las me-
didas más radicales, ignorando todos los intereses particulares y todas 
las reivindicaciones inmediatas. cualquier gobierno firmemente decidi-
do debe seguir adelante sin escuchar el clamor de las voces que exigen 
una moderación o desaceleración del programa de reforma. Puesto que 
los reformadores saben qué es lo más conveniente y están decididos a 
avanzar lo más rápidamente posible, los conflictos políticos aparecen 
como una mera pérdida de tiempo. (Przeworski, 1995: 317)

con estos planteamientos, Przeworski no hacía sino seguir el pos-
tulado dictado décadas atrás por milton Friedman, de que a veces era 
necesario un shock para que el capitalismo se liberara de las ataduras 
estatalistas y socialistas que impedían el crecimiento económico. Las 
reformas económicas para la economía de mercado, producto de ela-
boraciones técnicas hechas en algunas universidades y de presiones 
de organismos crediticios internacionales, exigían adoptar algunas 
medidas que resultaban más eficaces “cuando se introducen (sic) por 
sorpresa” (Przeworski, 1995: 317). resulta curioso que esta visión de 
la democracia se encuentre vinculada a la doctrina del capitalismo del 
desastre que ha develado el libro más reciente de Naomi Klein (Klein, 
2007). Y resulta revelador del contenido ideológico de esta visión de 
la democracia y de la transición hacia ella, que se postulara como 
necesaria para la democracia la economía de mercado. al extremo de 
que esa necesidad podría ponerla en peligro y podría crear el terreno 
óptimo para el surgimiento de peligrosos nacionalismos o liderazgos 
populistas (Przeworski, 1995: 240). Justamente lo que en su perspecti-
va ha ido sucediendo, en la medida en que el neoliberalismo ha mos-
trado su fracaso en américa latina.

Lo que en la visión neoliberal y en la de algunos de los teóricos de 
la democracia schumpeteriana se perfilaba como el trago amargo que 
llevaría a una sociedad democrática y próspera, se convirtió en el pro-
blema de fondo de este tipo de democracia en la región. simplemente 
resultó ser cierto lo que el propio Huntington alguna vez aseveró: 

La pobreza es uno de los principales obstáculos, ‘probablemente el prin-
cipal’, del desarrollo democrático. el futuro de la democracia depende del 
futuro del desarrollo económico. Los obstáculos del desarrollo económico 
son obstáculos de la expansión de la democracia. (Huntington, 1994: 277)

en el fondo de esta cuestión se encuentra el hecho de una democracia 
asentada en una mayoría de pobres, es una democracia que socava su 
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calidad en la medida en que desciudadaniza a esa mayoría. Y así como 
en esta teorización de la democracia, el planteamiento de macpherson 
que desvinculaba a la democracia liberal y representativa del capita-
lismo resulta remoto, también lejanos resultan los planteamientos de 
t. H. marshall (1950) que vinculaban a la ciudadanía con el logro de 
una mínima equidad social. 

La ciudadanía democrática concede a las diferencias de estatus un 
marchamo de legitimidad, siempre que no sean demasiado profundas y 
se produzcan en el seno de una población cohesionada por una civiliza-
ción única, y siempre que no sean expresión de privilegios heredados, 
lo que significa que las desigualdades resultan tolerables en el seno de 
una sociedad fundamentalmente igualitaria […] (marshall, 1998: 75). 

La ciudadanía plena sería posible si se asegurara “que todos los ciu-
dadanos consiguieran por lo menos el mínimo prescrito, tanto por 
sus propios medios como mediante la asistencia en caso de que no 
pudieran prescindir de ella.” (marshall, 1998: 58).

aunque marshall asumía que el mercado abierto era una apor-
tación al progreso económico capitalista, también reconocía que la 
economía de mercado podía producir una enorme dosis de injusti-
cia social. así, la ciudadanía para marshall implicaba la formación 
de una “desigualdad social legitimada” posible de sostener siem-
pre y cuando se reconociera una igualdad mínima de condiciones 
(marshall, 1998: 22-23, 37). desde esta perspectiva, el capitalismo y 
la ciudadanía serían materias mutuamente excluyentes, en tanto el 
capitalismo en sí mismo es un sistema basado en la desigualdad y 
la ciudadanía implica la aspiración de los miembros de una comu-
nidad a poseer derechos y obligaciones iguales. Para resolver este 
dilema marshall conceptualizó la democracia dividida en tres gran-
des partes: civil, política y social. el componente civil estaría dado 
por “los derechos necesarios para la libertad individual: libertad de 
la persona, de expresión, de pensamiento y de religión, derecho a 
la propiedad y establecer contratos válidos y derecho a la justicia”. 
La parte política sería entendida como “el derecho a participar en el 
ejercicio del poder político como miembro de un cuerpo investido de 
autoridad política, o como elector de sus miembros”. Finalmente la 
parte social que se asumiría como “todo el espectro, (que va) desde 
el derecho a la seguridad y un mínimo de bienestar económico al 
de compartir plenamente la herencia social y vivir la vida de un ser 
civilizado conforme los estándares predominantes en la sociedad” 
(marshall, 1998: 23).

Por tanto, en esta perspectiva no existe una disociación entre lo 
político y lo social como en el pensamiento de la democracia represen-
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tativa moderna. Por el contrario se considera que: “los derechos socia-
les se establecen en el ejercicio del derecho político, porque aquellos 
implican un derecho absoluto a cierto nivel de civilización que sólo 
depende de que se cumplan los deberes generales de la ciudadanía”. 
Éstos son posibles de realizar en tanto exista un mínimo de bienestar 
económico sin el que los derechos civiles no podrían realizarse debi-
do a “los prejuicios de clase y la falta de oportunidades económicas.” 
(marshall, 1998: 49-51). 

La necesidad de una igualdad básica para el florecimiento pleno 
de la ciudadanía contrasta con lo que sucede actualmente. Las con-
diciones actuales de la economía internacional han llevado a una si-
tuación en la que existe una tendencia hacia la discriminación entre 
quienes se mueven dentro de los márgenes del circuito de capital y 
aquellos que ocupan las posiciones más bajas de la producción. en 
este sentido, el estado se ha fortalecido para apoyar a las iniciativas 
empresariales neoliberales y debilitado conforme en lo relativo al apo-
yo y respaldo de aquellas franjas excluidas de este desarrollo. a este 
fenómeno de desregulación del propio estado, ong lo ha llamado “so-
beranías graduadas”, es decir, 

... los efectos del manejo flexible de la soberanía, la forma como los 
gobiernos ajustan el espacio político a los dictados del capital global, 
dando a las corporaciones (empresariales) un poder indirecto sobre 
las condiciones políticas de ciudadanía generando espacios que se ar-
ticulan de manera distinta a los circuitos de producción y de finanzas. 
(ong, 2006: 78).

resulta interesante que en un balance de la democracia en américa 
Latina, el Programa de las naciones unidas para el desarrollo retome 
los planeamientos de marshall. en 2004, el PNud reconocía que las 
raíces de la democracia en la región no eran profundas y que el gran 
pendiente era que en ésta, los gobiernos se convirtieran en verdade-
ros “gobiernos del pueblo”. esto implicaba una ciudadanía plena, no 
solamente expresada en una forma de elegir autoridades sino en la 
conjunción de derechos civiles, políticos y sociales (PNud, 2004: 18). 
una verdadera democratización debería solucionar “la pobreza y la 
desigualdad, que no permite que los individuos se expresen como ciu-
dadanos con plenos derechos y de manera igualitaria en el ámbito pú-
blico, y erosionan la inclusión social (PNud, 2004: 28). Por tanto, para 
acercar a las sociedades a la democracia y la justicia social (en con-
traposición al modelo de libre mercado y democracia procedimental) 
es necesario reconocer que la economía y la política no son dos entes 
separados, sino que actúan de manera interdependiente. asumiendo 
que las necesidades económicas son parte importante del logro de li-



América Latina: Los derechos y las prácticas...

136

bertades políticas, y que una democratización verdadera implica la 
posibilidad de que el pueblo participe de las decisiones públicas y de 
su propio futuro. como señala amartya sen: 

el ejercicio de los derechos políticos básicos aumentan las probabi-
lidades no sólo de que los poderes públicos respondan a las necesi-
dades económicas, sino también de que la propia conceptualización 
–incluso la comprensión– de las necesidades económicas –su conte-
nido y su fuerza– es preciso el debate y el intercambio de ideas (sen, 
2000: 191).

¿Democracia participativa o demagogia populista? 
El carácter del movimiento lópezobradorista
en el ideario de la democracia neoliberal y schumpeteriana la orga-
nización de la participación política se plantea como responsabilidad 
de los partidos políticos, los cuales ejercen una función representati-
va estratificada entre “dirigentes y seguidores”, salvaguardándose así 
de la abierta influencia popular. citando a otro autor (Luxemburg), 
Przeworski parafrasea que “las instituciones representativas están in-
tegradas, por definición, por personas individuales, no por las masas” 
(Przeworski 1995: 19). en consecuencia, el rol del ciudadano queda 
relegado a un mero emisor del voto, donde “los individuos no actúan 
directamente en defensa de sus intereses, sino que la delegan” a través 
de dicho sufragio, y la participación social de los agregados socia-
les queda reducida a meros evaluadores de políticos y programas de 
gobierno, ya que “el modo de organización colectiva en el seno de la 
instituciones democráticas así lo exige” (Przeworski, 1995:17).

el éxito de dicho sistema de “democracia representativa moder-
na”, a similitud de las condiciones procedimentales mínimas consi-
deradas por schumpeter, dependería en buena medida de la existen-
cia de reglas claras inherentes al marco institucional. en el mismo, 
los acuerdos se darían “entre los dirigentes de las fuerzas políticas, 
más que de un proceso de deliberación universal”, asumiendo que “el 
papel de las votaciones consiste en ratificar intermitentemente estos 
resultados o confirmar en sus cargos a quienes los han generado” de 
manera de que “el proceso de deliberación y la supervisión cotidiana 
del gobierno están bien resguardadas de la influencia de las masas” 
(Przeworski, 1995: 20).

Poniendo atención a estas premisas, se comprende que cualquier 
noción de democracia que conciba la participación más allá de este 
marco procedimental se convierte en un peligroso liderazgo populista. 
He aquí la raíz teórica de una forma de concebir a la política, que no 
es más que la racionalización de una ideología. esto es lo que explica 



137

Carlos Figueroa Ibarra y Octavio H. Moreno

la virulencia con la que las derechas en todas partes visualizan lideraz-
gos y movimientos como el de chávez en Venezuela, el de morales en 
Bolivia y el de López obrador en méxico. Puede entenderse entonces 
también, la teoría que sustenta que desde esta visión conservadora, 
estos tres liderazgos y movimientos sean metidos en un mismo saco, 
pese a sus notorias diferencias. Lo que tiene en común el lópezobra-
dorismo con el chavismo en Venezuela y el evismo en Bolivia, es que 
en los tres casos hay una apelación a la participación popular que va 
más allá de los movimientos electorales. en los tres casos hay una 
visión de la ciudadanía que va más allá de los derechos políticos, en 
la medida en que busca articular las dimensiones políticas, civiles y 
sociales de dicha ciudadanía, acaso en el espíritu en el cual lo propo-
nía marshall. 

obviamente hay diferencias. en el caso del movimiento liderado 
por evo morales, la ciudadanía y la democracia plenas implica la re-
solución de la cuestión étnico-nacional y con ello se persigue refundar 
al estado nacional boliviano. en el caso de chávez, la ciudadanía y 
la democracia plenas se conciben en el marco de un horizonte posca-
pitalista que se ha denominado de manera inevitablemente vaga “so-
cialismo del siglo XXi”. esto último no existe en el lópezobradorismo, 
de la misma manera que la cuestión étnica no está en el centro de sus 
preocupaciones. Pero independientemente de estas diferencias, en los 
tres casos encontramos movimientos sociales que son al mismo tiem-
po movimientos políticos. Hay en ellos una articulación de lo político 
y de lo social que en el caso del lopezobradorismo se resume en la con-
signa que en el contexto de la crisis pos-electoral del 2006 se acuñó: 
“congreso y calle”. esto quiere decir que la lucha callejera, la lucha 
social, no es excluyente de la lucha dentro de las instituciones de la 
lucha electoral. a diferencia del movimiento zapatista encabezado por 
el ejército Zapatista de Liberación Nacional (eZLN) (subcomandante 
marcos, 2006; eZLN, 6/05), para el cual una nueva manera de hacer 
política es rehusarse a participar en actividades electorales, para el lo-
pezobradorismo esta nueva forma de hacer política consiste en la ape-
lación constante a la participación de los de abajo, en las más diversas 
maneras en las cuales se expresa la resistencia civil pacífica2.

Básicamente podemos considerar que el espacio en el que se ori-
ginan y desarrollan los movimientos sociales es la sociedad civil, en-
tendida como el espacio en donde se dirimen “los conflictos de interés 
que surgen en las relaciones entre los individuos mediante la admi-
nistración de justicia y el cuidado del bienestar de los ciudadanos de-

2  un examen de las diferencias entre el zapatismo y el lopezobradorismo puede 
encontrarse en Figueroa y Larrondo (2008).
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fendiéndolos de los prejuicios que puedan derivar de permitir el libre 
desfogue del particularismo egoísta de los sujetos” (Bobbio, 1996: 53). 
Pero los movimientos, a pesar de moverse dentro de los márgenes 
de la sociedad civil, poseen una naturaleza política intrínseca, dado 
que se pueden entender como expresión de las tensiones dentro de 
la sociedad civil, en la búsqueda por modificar la organización del 
estado. en el caso de américa Latina los movimientos sociales más 
fuertes y con mayor trascendencia han coincidido en criticar e inten-
tar impulsar cambios a los regímenes de gobierno apegados a la de-
mocracia instrumental y el neoliberalismo, con base en plataformas 
políticas plurales y una especial atención a la mejora de las condicio-
nes sociales en sus respectivos países. Que en muchas ocasiones, los 
movimientos sociales no busquen conquistar el poder, sino solamente 
negociar soluciones a sus demandas específicas (camacho, 2005: 18), 
no implica que sean ajenos a la política y en ese sentido en tanto que 
movimientos sociales sean también movimientos políticos. en la me-
dida en que los movimientos sociales luchan por transformar el esta-
do y “los términos del ordenamiento social”, se observa el paso de “las 
luchas corporativas a las luchas políticas” (camacho, 2005: 18)3.

este paso entre la sociedad civil y la sociedad política es un asun-
to central en el interés de este trabajo, en tanto ciertos movimientos 
sociales tienden a rebasar los límites de la esfera civil y vierten sus 
demandas dentro de la esfera política, convirtiéndola en su espacio de 
acción. situación que permite dejar atrás la división artificial entre so-
ciedad civil y sociedad política en tanto el tipo de demandas que enar-
bolan tanto los movimientos sociales, y con especial énfasis los movi-
mientos populares, se encuentran fundamentados en las condiciones 
sociales y económicas concretas en las que se conforman y el objetivo 
principal de su lucha se encuentra en transformar al propio estado y 
sus estructuras. Para el canon de pensamiento de la política represen-
tativa moderna, la política se encuentra concentrada en los procesos 
electorales, es decir, en procesos instrumentales que cumplen con la 
función de designar a los representantes políticos que ejercerán el po-
der de estado; por tanto, una actividad propia de la esfera de lo social 
se encontraría disociada de lo político si no sigue los cauces oficiales 
de la competencia electoral, implicando que cualquier actividad que 
provenga de lo civil a pesar de que en el centro posea reivindicaciones 
sociales y políticas no es reconocida como un movimiento propiamen-

3  cabe agregar que la sociedad civil y los movimientos sociales son realidades he-
terogéneas y contradictorias debido a que la lucha de clases se expresa en ellas. en 
este sentido resulta sugerente la distinción de género y especie entre movimientos 
sociales en general y movimientos populares que expresa camacho (2005: 15-20).
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te político, sino que se encontrará siempre un escalafón más abajo 
de la competencia electoral. un organismo libre de toda sospecha de 
radicalismo expresa lo anterior de la siguiente manera: 

¿Habrá necesidad de advertir que política no es sólo (ni es siempre) lo 
que hacen los políticos, sino lo que hacen las ciudadanas y ciudadanos 
y sus organizaciones cuando se ocupan de la cosa pública? (PNud, 
2004: 18).

el tránsito en américa latina de los movimientos sociales de lo pro-
piamente social a lo político, evidencia que la política no es solamen-
te lo relativo al ámbito electoral. en un primer momento los movi-
mientos sociales se presentaron como protestas enérgicas en contra 
de la implantación del neoliberalismo y los costes sociales que impli-
caron para las clases populares las llamadas reformas estructurales, 
logrando poner un freno a la embestida neoliberal. en la medida en 
que buscaban construir nuevas correlaciones de fuerzas y que éstas 
se expresaron incluso en el derrocamiento de algunos gobiernos, los 
movimientos sociales actuaron también como movimientos políticos. 
esta actuación política fue más evidente aun, cuando los movimientos 
pudieron organizarse en amplios frentes aglutinadores que posibilita-
ron la postulación de candidatos y proyectos políticos que a la postre 
conquistaron al menos una parcela del poder del estado, el poder eje-
cutivo o gobierno. este tránsito de lo social a lo político y de lo político 
a lo electoral, podemos observarlo desde el caracazo de 1989 que dio 
origen al chavismo en Venezuela, pasando por las movilizaciones so-
ciales, políticas y electorales en ecuador (2000-2006) y Bolivia (2000-
2005) (Figueroa, 2002; 2005). 

el brevísimo repaso de algunos acontecimientos en la región lo 
hemos hecho para ilustrar lo que en este trabajo sostenemos: que la 
participación va más allá de lo electoral que postula el ideario neoli-
beral y schumpeteriano y que la acción colectiva muchas veces tiene 
un claro contenido político. así planteada, la política dejaría de ser un 
mero asunto de naturaleza social, y dejaría también de ser el resulta-
do de cálculos individuales basados en la conveniencia individual. La 
política rebasa los límites conceptuales procedimentales al asumirse 
como grandes agregados sociales que no obedecen a una lógica indi-
vidualista y asumen su lucha e identidad de acuerdo al interés general 
y grupal. 

en el caso de méxico, el lopezobradorismo se ha perfilado pre-
cisamente como un nuevo tipo de sujeto colectivo. un movimiento 
político-social que se ha construido durante los últimos cinco años 
en todo el país, desarrollado en buena medida gracias a la resistencia 
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civil organizada con motivo del desafuero de que fue víctima andrés 
manuel López obrador, en ese momento jefe de gobierno de la ciudad 
de méxico. surgido aproximadamente en 2003 cuando las encuestas 
evidenciaron la popularidad de López obrador, el movimiento se ha 
ido estructurando al calor de la campaña en contra del desafuero en 
2005, posteriormente en la campaña electoral de 2006, luego en el 
conflicto pos-electoral en torno a la lucha contra lo que el movimiento 
calificó como fraude electoral y finalmente en la disputa de la legiti-
midad al gobierno de Felipe calderón y la campaña en contra de la 
privatización de la industria petrolera del país4.

así, la importancia de este movimiento político-social en buena 
medida se debe a las condiciones coyunturales bajo las que ha apa-
recido en la escena política nacional. en este sentido, al igual que la 
gran mayoría de los países latinoamericanos, el embate de las refor-
mas estructurales han hecho patente dentro de un sector importante 
de la sociedad la necesidad de una propuesta política que oponga re-
sistencia a las reformas neoliberales. en este sentido, la plataforma y 
propuesta política del movimiento lopezobradorista en muchos aspec-
tos se opone al propio paquete de las reformas neoliberales y asume 
un proyecto político que intenta rescatar aspectos importantes de la 
política nacionalista mexicana además de una paulatina separación 
del neoliberalismo (Figueroa, 2006-2007). el carácter del movimiento 
fundamentalmente se encuentra marcado por su alto contenido social 
expresado a través de la gran convocatoria popular que posee, sumado 
a un tipo de organización desconcentrado alrededor de todo el país. 
en la actualidad este movimiento se nutre de reivindicaciones sociales 
y políticas hacia el petróleo y su defensa ante la amenaza de su priva-
tización y venta a empresas extranjeras.

Las anteriores características del movimiento lopezobradorista le 
han valido los calificativos de “peligroso populismo” por parte de los 
sectores conservadores del país. Las acusaciones de demagogia no se 
han hecho esperar. La categoría populismo ha dejado de tener la con-
notación que le había dado la sociología latinoamericana (Germani 
y di tella, 1973; ianni, 1975; altman et al., 1983; Vilas, 1994), la cual 
la conceptuaba como un amplio movimiento de masas encabezado 
–de manera vertical y a menudo autoritaria– por un líder carismá-
tico que impulsaba una lucha contra una oligarquía tradicional en 

4  una genealogía del movimiento puede observarse en el artículo de carlos Fi-
gueroa ibarra y raquel sosa, “del desafuero al gobierno legítimo: episodios de la 
resistencia civil en la confrontación neoliberal en méxico”, el cual será publicado en 
el próximo libro que editará el Grupo de trabajo de Historia reciente del consejo 
Latinoamericano de ciencias sociales.
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función de una modernización y/o industrialización del país5. usos 
más recientes del término lo han convertido en un concepto bas-
tante laxo que alude a una determinada relación entre un liderazgo 
carismático y masas movilizadas que lo mismo puede ser de derecha 
(Fox en méxico) que de izquierda (chávez en Venezuela) (cancino y 
covarrubias, 2006). Finalmente se encuentra el uso vulgar que hacen 
desde los medios de comunicación las derechas en américa latina y 
en particular en méxico. en esta última acepción el populismo sería 
una suerte de política autoritaria que gastaría irresponsablemente 
los dineros públicos en mediaciones prebendales con el objetivo de 
ganar apoyo político. La agitación irresponsable de amplios sectores 
populares mediante la demagogia vendría a complementar este uso 
ideológico que a menudo forma parte de campañas de propaganda 
negra6.

La implantación del neoliberalismo tuvo fuertes impactos sobre 
el funcionamiento en general del estado, modificando sus formas de 
regulación y organización política y social. Las formas prevalecientes 
en el estado neoliberal colocaron en el centro de la vida política a la 
tecnocracia, como una pretendida forma racional en el ejercicio de 
gobierno destinada a ser ejercida por “expertos” de la política. en este 
sentido Nikolas rose apunta que: 

[...] las reglas del liberalismo avanzado dependen de los expertos en 
diversas formas, ligándolos de diferentes formas a las tecnologías de 
poder [...], tendencia que busca separar la autoridad substantiva de 
los expertos del aparato de reglamentación política, recolocando a 
los expertos dentro de un mercado gobernado por la racionalidad de 
la competencia, la responsabilidad y la demanda de consumo (rose, 
2006: 147). este cambio en la forma de entender y ejercer la política 
generó una desestructuración del estado bajo las fuerzas del mercado 
global, tendencia que implicó la desaparición de la sociedad y el surgi-
miento de una perspectiva del ciudadano como agente que se movía de 
acuerdo a hipotéticas decisiones individuales basadas en la lógica del 
mercado. así, la libertad y la aspiración social basada en la igualdad 

5  en función de los objetivos modernizadores e industrializadotes, el populismo y 
el desarrollismo ensayaron políticas de redistribución social: “la regulación del sala-
rio cumplía con vincular los mercados laborales a normas emergentes de género y las 
formas familiares, además que alentaba una orientación hacia el consumo domésti-
co privatizado” (Fraser, 2003: 18).

6  Hay que precisar que este uso en términos de propaganda negra también tiene 
orígenes teóricos más sofisticados: “en algunos casos, ideologías populistas y nacio-
nalistas pueden movilizarse contra la democracia y las reformas a la vez.” (Przewor-
ski, 1995: 240). Por tales Przeworski obviamente entiende democracia schumpeteria-
na y reformas neoliberales.



América Latina: Los derechos y las prácticas...

142

se convirtieron en obstáculos para el predominio del neoliberalismo y 
la realización de la democracia y la ciudadanía en sus mínimos pre-
ceptos liberales. La sociedad en esta perspectiva terminó por ser en-
tendida como una comunidad de individuos construidos como objetos 
de elecciones y aspiraciones orientados a la propia actualización y la 
autorrealización (rose, 2006: 147).

Por tanto, una de las principales amenazas para este sistema es que el 
llamado “populismo” hace la reivindicación de un sujeto político que 
se forma en el conjunto social a través de la idea de pueblo. La idea 
de pueblo atenta contra la concepción de un sujeto social meramente 
individual y que se mueve conforme a cálculos meramente racionales, 
incapaz de asumir una idea del “nosotros” social7. La idea de un pue-
blo movilizado que busca generar cambios en las estructuras de poder 
de un estado representa una crisis en la hegemonía cultural neolibe-
ral, en tanto que las propias vías previstas para la persistencia de la 
hegemonía y su proyecto político-social se ven rebasadas por la acción 
popular organizada en torno a proyectos diferentes.

el proyecto neoliberal basado en la idea de un individuo egoísta-
racional se encuentra en franco declive, en tanto las experiencias de 
los movimientos político-sociales latinoamericanos indican la presen-
cia de nuevos sujetos sociales colectivos basados en reivindicaciones 
que van más allá de la idea de individuo y asumen posturas que resca-
tan ideas colectivas de participación y organización política y social. 
La crisis hegemónica del neoliberalismo se encuentra revelada en su 
propia imposibilidad como sistema de generar la justificación de su 
propia existencia, en tanto sus propios mínimos requisitos de supervi-
vencia han quedado en entredicho, en la ruptura del “reconocimiento 
[…] de la legitimidad de una dominación dada dentro de la ideología 
compartida por una comunidad imaginada o real” (Gilly, 2006: 26). 
como respuesta ante esta pérdida de hegemonía parece que el rescate 
del populismo, lejos de su acepción sociológica clásica, obedece más 
a un intento por construir conceptualmente una amenaza que rebasa 
los propios límites epistemológicos hegemónicos.

Liderazgo y masas en el lopezobradorismo 
¿Populismo renacido?
en el caso del lopezobradorismo un eje fundamental en su plataforma 
política y social, es la necesidad de un pacto social que permita la unión 
de los diferentes actores nacionales conforme a un proyecto nacional 

7  un ejemplo de esta antipatía por la noción de pueblo puede verse en sartori 
(1991: 41-60).
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que supere las limitaciones que el neoliberalismo ha impuesto. dicho 
pacto social se perfila como un proyecto de sociedad que permita la re-
apropiación del estado por las clases más desprotegidas –sin que esto 
signifique darle la espalda a los demás sectores sociales–, con base en la 
búsqueda de la reducción de la desigualdad y una mayor justicia social: 

La convocatoria a un nuevo pacto social debe fijarse como propósito 
básico la superación de la pobreza que, junto con la incierta imparti-
ción de justicia, la corrupción y la inseguridad, se perciben como los 
más graves problemas nacionales (López obrador, 2004: 159). 

así, se torna en un proyecto que critica e intenta generar un cambio 
en la vocación de la política nacional existente que abraza al neolibe-
ralismo y sus excesos.

sin embargo, la realización de este proyecto pasa por hacer un 
esfuerzo concreto para subsanar los estragos que el neoliberalismo ha 
generado sobre la unidad social nacional y la profunda desestabiliza-
ción social que priva en méxico: 

Hay que comprometer a la sociedad entera en este proyecto: a los po-
bres, porque es su única garantía de supervivencia; a los demás, porque 
es la única garantía de estabilidad. sólo un país alimentado y educado, 
un país de auténticos ciudadanos, puede servir de sustento a una eco-
nomía sólida y a una sociedad en armonía. La pobreza es inhumana y 
significa un riesgo para todos. (López obrador, 2004: 160)

Para cumplir esta plataforma, el lopezobradorismo por fuerza debe 
buscar arrogarse del apoyo de amplias franjas sociales además del 
impulso a un pacto político nacional que permita cumplir los obje-
tivos planteados, para lo cual el ejercicio de la democracia y el enri-
quecimiento de la ciudadanía son elementos indispensables. en este 
sentido, el tipo de estado y de gobierno que se propone no postula 
cambios que atenten contra la democracia o que pueda desembocar 
en un liderazgo autoritario. Por el contrario, el tipo de democracia 
que se postula rebasa los límites procedimentales en tanto la búsque-
da de un nuevo pacto nacional por fuerza implica la participación y la 
inclusión social, considerando a las fuerzas políticas contrarias.

Parte importante del éxito de este proyecto pasa por la refunda-
ción de un pacto nacional que se inspira en la tradición del naciona-
lismo desarrollista mexicano: 

¿cómo ignorar lo acontecido en la historia reciente? es imposible 
olvidar la importancia de la expropiación petrolera, el crecimiento 
con estabilidad de 1954 a 1970, los movimientos sociales, sindicales 
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y estudiantiles, así como la lucha por la democracia, los derechos 
humanos y la justicia a favor de las comunidades indígenas. (López 
obrador, 2004: 16). 

este es uno de los puntos fundamentales bajo los cuáles se lo ha criti-
cado de populista, ya que se piensa que por fuerza un modelo político 
y económico de este tipo esta destinado a repetir los errores históricos 
del desarrollismo clásico: 

el estado tendrá que asumir una función activa en la promoción del 
desarrollo y, a la vez, favorecer la participación de la sociedad civil 
en esta tarea. […] No se trata de volver a etapas anteriores: no se 
propone un estado interventor, omnipresente, rígido y verticalista, 
sino un estado suficiente –activo pero no aplastante– que renuncie 
a sus tendencias autoritarias y favorezca las iniciativas sociales. se 
trata, en suma, de un estado social y democrático de derecho. (López 
obrador, 2004: 22)

sin embargo, la raíz central de la propuesta gira en torno a la idea de 
rescatar el valor de un estado que dote de los servicios y derechos so-
ciales más básicos como la educación, la salud y la mínima seguridad 
laboral, a fin de devolver la estabilidad social a una sociedad como la 
mexicana: 

como punto de partida, sostenemos que el país no será viable si per-
siste la enorme desigualdad. es un imperativo ético, pero no sólo eso, 
sin justicia no hay garantía de seguridad ni de tranquilidad ni de paz 
social. […] La fraternidad no sólo tiene rostro humano sino que es la 
manera más eficaz para garantizar la tranquilidad y la seguridad pú-
blicas. Por eso, volvemos a postular que ‘por el bien de todos, primero 
los pobres’ (López obrador, 2004: 77)

en este sentido, el tipo de estado que se postula es interventor y pro-
tector de la economía interna, pero no negado al intercambio político 
y comercial con el mundo globalizado. se postula un estado social 
fuerte que pueda servir de garante de las condiciones sociales míni-
mas de bienestar: 

en buena medida la pobreza se reproduce y se agrava ante la ausen-
cia de un estado con dimensión social. […] admitamos que el estado 
–en cualquier parte del mundo– es fundamental para el bienestar de 
la población, y en un país como el nuestro, con tantas desigualdades, 
resulta indispensable para la supervivencia. […] dejemos de lado la 
hipocresía neoliberal: al estado le corresponde atemperar las desigual-
dades sociales. No es posible seguir desplazando a la justicia social 
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de la agenda de gobierno. No es jugar limpio utilizar al estado para 
defender intereses particulares y procurar desvanecerlo cuando se tra-
ta del beneficio de las mayorías. No se vale defender la facultad del 
estado para rescatar instituciones financieras en quiebra y conside-
rarlo una carga cuando se trata de promover el bienestar de los más 
desfavorecidos. (López obrador, 2004: 78)

otro aspecto sobresaliente de la plataforma política de este movimien-
to social es que persigue acabar con el corporativismo y el nepotismo 
político presente en el país: 

otro mal que aqueja a la nación es el influyentismo: senadores, dipu-
tados y otros servidores públicos hacen gestiones y trámites y litigan 
sin escrúpulos en contra del interés general. Para algunos, los car-
gos de representación popular son meras franquicias para el tráfico 
de influencias. el conflicto de intereses y el tráfico de influencias ni 
siquiera están tipificados en nuestros códigos penales. (López obra-
dor, 2004: 19) 

así, aspectos como la ciudadanía y la democracia en el planteamiento 
de este movimiento pasan por volverse referentes centrales en la orga-
nización política y social del estado, en tanto la búsqueda por la justi-
cia social necesita por fuerza reconocer las obligaciones y compromi-
sos de un estado comprometido con la igualdad y la democracia: 

Para que funcione un proyecto integral de desarrollo social es indis-
pensable establecer vínculos auténticamente democráticos entre so-
ciedad y gobierno, desde los niveles más bajos hasta los más altos. el 
estado debe adaptarse a la necesidades de un desarrollo participativo, 
es decir, los sujetos del desarrollo tienen que ser parte de las decisiones 
que les atañen (López obrador, 2004: 86)

Democracia y ciudadanía en el lopezobradorismo
Los aspectos de ciudadanía y democracia en el planteamiento del 
movimiento lopezobradorista pasan por volverse centrales en su pro-
puesta de organización política y social. La necesidad de generar un 
tipo de democracia distinta se volvió un aspecto central en su pla-
taforma política ya que las condiciones en las que se desenvolvió el 
movimiento desde sus primeros momentos, dejaron claro que la lucha 
por una democracia que superara los límites procedimentales hege-
mónicos era algo urgente para la sociedad mexicana. en este sentido 
las cortapisas y los ataques políticos para impedir la candidatura y la 
postulación de su “proyecto de nación” desde el año 2004, fueron los 
elementos que demostraron como necesario el asumir una lucha por 
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la transformación de la democracia que domina en el país. condición 
reflejada en la utilización de las instituciones democráticas mexicanas 
para golpear e intentar impedir la participación del movimiento en la 
competencia presidencial del 2006.

La cantidad de agravios dirigidos hacia el líder del movimiento 
provocaron en buena parte de la sociedad mexicana muchas críticas 
al orden vigente. estas críticas deslegitimaban los ataques hacia un 
movimiento político-social que planteaba la necesidad de una trans-
formación verdadera. al posibilitarse el agravio y la descalificación 
política por medios institucionales como el instituto Federal electoral 
(iFe) o el congreso de la unión, se demostró la necesidad de la trans-
formación de la democracia ya que la imperante se encontraba vacía 
de contenido sustancial: 

si el fraude se consuma y se rompe el orden constitucional nuestro deber 
será terminar con este sistema político basado en la farsa democrática y 
en instituciones que sólo sirven para legalizar el abuso del poder (López 
obrador, 2006).

al ponerse en entredicho el sentido de la representación oficial, la pro-
puesta del movimiento ha sido el generar una organización de bases 
que intenta eliminar las mediaciones entre los representantes y parti-
dos políticos a través de la organización de “representantes del gobierno 
legítimo”. dicha estructura, que ya se encuentra difundida por la ma-
yor parte del territorio nacional, funciona en una dirección basada en 
la horizontalidad de la política, eliminando las limitaciones propias de 
un tipo de organización exclusivamente vertical, y donde su sentido de 
lucha es convertir a la democracia en un fin social y no sólo un medio 
para las ganancias de grupo o individual.

esta situación se ha visto reflejada en algunos de los sucesos recien-
tes de la política mexicana, específicamente en torno al debate sobre la 
privatización de la industria petrolera nacional. Por un lado la opinión 
de buena parte de la clase política mexicana postula que las decisiones 
importantes de estado, como en este caso es la decisión sobre la priva-
tización petrolera, “es un asunto demasiado complejo para someterlo 
a una consulta popular”. el movimiento lopezobradorista en cambio, 
enfatiza la necesidad de la participación directa de la población en las 
decisiones más importantes: 

en realidad lo que exhiben es su escaso poder de convencimiento y el 
miedo que le tienen al pueblo de méxico. si fuesen realmente demó-
cratas, no le tendrían miedo al pueblo. en la democracia es el pueblo el 
que decide, es el pueblo el que manda. (López obrador, 2008)
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este suceso y el impulso de toda una propuesta respecto a la dirección 
que debe tomar la organización democrática del país, es en realidad 
un llamado a volver a la democracia un verdadero bien social, con 
bases bien asentadas sobre la participación popular abierta y sin cor-
tapisas institucionales: 

el cambio que necesita méxico no lo impulsará la llamada sociedad 
política, tampoco vendrá de los potentados que insisten en profundi-
zar la desigualdad y en mantener un régimen de corrupción y privile-
gios. (López obrador, 2008)

conforme la visión de la democracia se ha visto transformada en los 
planteamientos fundamentales del lopezobradorismo, la idea de la ciu-
dadanía también presenta una propuesta política concreta. en este sen-
tido, la ciudadanía es un principio de organización social que necesita 
encontrarse reflejado directamente en la organización estatal, recono-
ciendo las obligaciones y compromisos de un estado comprometido 
con la igualdad y la democracia: 

Para que funcione un proyecto integral de desarrollo social es indis-
pensable establecer vínculos auténticamente democráticos entre socie-
dad y gobierno, desde los niveles más bajos hasta los más altos. el es-
tado debe adaptarse a las necesidades de un desarrollo participativo, 
es decir, los sujetos del desarrollo tienen que ser parte de las decisiones 
que les atañen (López obrador, 2004: 86).

así, conforme la democracia necesita de un amplio impulso para su 
resustancialización, la ciudadanía es también un principio que nece-
sita de una amplia transformación. en este sentido, más allá de las 
descalificaciones hacia la propuesta del movimiento como populista 
o irresponsable, el lopezobradorismo ha identificado claramente la ne-
cesidad de volver a los principios liberales básicos de la ciudadanía, 
es decir, la necesidad de un estado que vele por la seguridad de sus 
ciudadanos en un espectro amplio.

el neoliberalismo y su canon de pensamiento han terminado por 
convertir al estado en una expresión del corporativismo, es decir la 
unión entre empresarios y poder político, dejando a un lado sus res-
ponsabilidades como el principal agente garante de las condiciones 
mínimas de seguridad y bienestar para su población. Los principios 
liberales de ciudadanía e igualdad, planteados en las ideas de un pen-
sador clásico como marshall, hoy se entienden para los agentes adhe-
ridos al pensamiento neoliberal como peligrosos y hasta en sinónimos 
de comunismo. Ésta es en buena medida la paradoja del pensamien-
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to neoliberal que hoy se asume como heredera de la tradición libe-
ral occidental. el neoliberalismo ha olvidado el compromiso con la 
igualdad y la justicia social como aspectos centrales en la historia del 
pensamiento igualitario. esta condición se ve reflejada en las ideas 
dominantes sobre lo que debe ser el estado, una instancia que ya no 
debe responder a las necesidades urgentes de la sociedad, y por el 
contrario refleja un claro esfuerzo por acabar aun con los mínimos 
resabios de lo que pudiera ser un estado preocupado por la seguridad 
y la justicia social.

en respuesta a esta situación los ejes de la propuesta institucional 
y política del lopezobradorismo pasan por dotar nuevamente de senti-
do nuevamente a las instituciones de un estado ya caduco y con serios 
problemas para lograr su legitimidad. 

así, uno de los ejes más importantes de la propuesta se encuentra 
el “elevar a rango constitucional el estado de Bienestar para garanti-
zar a todos los mexicanos, desde el nacimiento hasta la muerte, el de-
recho efectivo a la alimentación, la salud, la educación, la vivienda y 
la seguridad social” (López obrador, 2007). Propuesta que es elemen-
to central que permitiría coordinar una serie de políticas concretas 
encaminadas a satisfacer las demandas más básicas de las grandes 
capas de mexicanos desprotegidos, principios que consideran: el de-
recho a pensión para los adultos mayores de 70 años, el otorgamiento 
de becas a la población discapacitada más pobre, la ampliación efec-
tiva del derecho a la atención médica y a los medicamentos gratuitos, 
el aumento al salario mínimo por encima de los niveles de inflación, 
certidumbre para los fondos de pensión y el respeto a los derechos 
de jubilación adquirido por los trabajadores, garantizar la educación 
pública gratuita, el apoyo con material escolar en todas las escuelas 
de educación básica, un esfuerzo por aumentar el número de estu-
diantes admitidos en la educación superior, etcétera (López obra-
dor, 2005). todos estos principios van encaminados en la dirección 
de fundar un nuevo pacto social entre los mexicanos, un pacto social 
que tras las ideas de la democracia y la ciudadanía efectivas, pueda 
volver nuevamente al estado mexicano en un patrimonio verdadero 
de sus habitantes.

de forma contraria a como la entienden los enemigos políticos 
del lopezobradorismo, su propuesta ha dejado bien clara la necesidad 
de construir acuerdos concretos para emprender las transformaciones 
necesarias. en este sentido, el respeto a la vida democrática implica la 
persuasión y el convencimiento pacíficos de todos aquellos grupos que 
difieran de las propuestas encaminadas a la reforma del estado y la 
política nacional, con la intención de construir un verdadero proyecto 
político inclusivo y democrático. si bien es un hecho el arrastre social 
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de la propuesta, la presencia de otros grupos es necesaria, en tanto se 
intenta respetar el sentido democrático de la transformación. 

es clara la vocación del proyecto lopezobradorista al declarar 
como aspectos a desterrar del estado “al influyentismo, la corrupción 
y la impunidad; de lo contrario, méxico no saldrá adelante, por lo que 
hay que definir reglas claras de convivencia” (López obrador, 2005). 
en este sentido al acuerdo político a construir considera el apoyo a 
los industriales nacionales, siempre y cuando se muevan dentro del 
margen constitucional y con respeto a los derechos laborales: 

Por ejemplo, todo aquel que quiera invertir en actividades económicas 
y genere empleos habrá de contar con el apoyo y la protección del go-
bierno. No son adversarios quienes con esfuerzo y trabajo, y de confor-
midad con la ley, crean riquezas y generan empleos, sino aquellos que 
amasan grandes fortunas de la noche a la mañana en la ilegalidad o a 
la sombra del presupuesto público (López obrador, 2005).

así, el pacto social que propulsa el lopezobradorismo está inspirado 
en una verdadera vocación democrática y de respeto a la ciudadanía 
efectiva, que incluye a todos los sectores sociales independientemente 
de su posición pero siempre bajo los referentes de la justicia y la equi-
dad social: 

en suma, es necesario convocar a un pacto que permita construir 
soluciones a los grandes problemas nacionales. creo que con la par-
ticipación activa de la gente y de representantes de todos los secto-
res, económico, social y político, podemos pasar de la alternancia a 
la transformación profunda que necesita nuestro país, que necesita 
méxico, que necesita nuestra patria (López obrador, 2005).

La idea de de democracia participativa que está presente en el lopezo-
bradorismo da a su visión de ciudadanía un nuevo elemento además 
del de la justicia social que ya hemos señalado. en el imaginario del 
lopezobradorismo, los ciudadanos no solamente viven mejor sino par-
ticipan activamente en los asuntos del estado sin sentarse a esperar 
las fechas electorales.

Conclusiones
Podemos concluir que parte de la hegemonía neoliberal radica en la 
introyección de amplios sectores sociales de una determinada idea de 
democracia y una determinada idea de ciudadanía. Finalmente, hege-
monía es la identificación en el imaginario social de los intereses del 
grupo dominante con los intereses de toda la nación. en tanto que su-
cede esto último, hegemonía también es la introyección en la concien-
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cia de los sectores subalternos de las premisas del grupo dominante. 
en el contexto de la debacle del socialismo real, del desprestigio del 
marxismo y en general de las ideologías que buscaban trascender al 
capitalismo y finalmente de la crisis del estado de bienestar y del key-
nesianismo, el neoliberalismo se alzó con pretensiones de pensamien-
to único. Formaba parte de los dogmas de este pensamiento único la 
visión procedimental de la democracia y la visión restringida de la ciu-
dadanía, acotada a una concepción de derechos políticos básicamente 
limitados a la participación electoral. el neoliberalismo se compaginó 
muy bien con la concepción de la ciudadanía que la restringía a la 
existencia formal de derechos políticos (electorales).

democracia schumpeteriana y ciudadanía restringida fueron los 
pilares de uno de los dos puertos de arribo visualizados por Fukuya-
ma cuando proclamó el fin de la historia. Quedaron así enterradas las 
visiones de una democracia participativa (además de liberal y repre-
sentativa), no necesariamente vinculadas al capitalismo tal como en 
su momento postuló macpherson. también quedó enterrada la visión 
de una ciudadanía que no se restringía al derecho a votar, sino que 
involucraba los tres niveles (político, civil y social) que marshall pos-
tuló. es decir una ciudadanía que se sustentaba en una equidad básica 
merced a la combinación de estos tres niveles de derechos y por tanto 
al logro de un nivel de vida digno para cada uno de los ciudadanos. 
una ciudadanía que también se articulaba a la participación más allá 
de los momentos electorales.

La visión neoliberal de democracia y ciudadanía ha provocado 
diversos efectos perversos. en primer lugar ha formalizado a la de-
mocracia liberal y representativa restringiéndola a un ritual electoral 
en la que en efecto son electos como funcionarios del estado, in-
tegrantes de una élite, aquella que puede pagar los enormes costos 
que ahora tienen los procesos electorales. en segundo lugar, la ciu-
dadanía restringida combinada con pobreza y polarización social, ha 
terminado desciudadanizando en la práctica a amplios sectores de la 
población. estos sectores son presa fácil del clientelismo, del control 
corporativo y del manejo prebendal de su sufragio. Finalmente ha su-
cedido lo que alguna vez previno uno de los difusores más exitosos del 
schumpeterianismo, Huntington: “La pobreza es uno de los principa-
les obstáculos, probablemente el principal, del desarrollo democráti-
co”. en tercer lugar, la combinación de democracia schumpeteriana 
con neoliberalismo, ha hecho surgir en diversos países de américa 
Latina vastos movimientos político-sociales que se han convertido en 
amenazas no a la democracia como lo advertía Przeworski, sino a 
los intereses de las más elevadas cúpulas políticas y empresariales. 
Y con ello, como ya ha sucedido en antaño, las reglas mínimas de la 
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democracia liberal y representativa tal como las postulara el mismo 
Huntington, terminan por convertirse en una camisa de fuerza para 
los sectores dominantes. el golpe de estado contra chávez en el año 
2001, el separatismo y golpe de estado que amenazan a la Bolivia de 
evo morales, y el fraude electoral o elecciones de bajísima calidad 
como la observada en el méxico de 2006 son ejemplos elocuentes de 
lo que aquí se afirma. 

en el caso de méxico, la transición democrática quedó abortada 
cuando en 2006, un candidato presidencial que adversaba al neolibe-
ralismo se perfiló como el más probable ganador en la contienda pre-
sidencial. Los requisitos mínimos planteados por Huntington para la 
existencia de la democracia, quedaron desvirtuados: las garantías para 
la oposición más beligerante quedaron en suspenso cuando se desafo-
ró a su eventual candidato presidencial; las elecciones libres fueron 
desvirtuadas por una poderosa campaña mediática hecha desde el go-
bierno, las cúpulas empresariales y la derecha política; las elecciones 
limpias dejaron de existir con todos los mecanismos fraudulentos que 
se usaron en dicha elección. Finalmente aun cuando los medios pe-
riodísticos de la oposición fueron respetados, los grandes medios de 
comunicación electrónica o impresa fueron un ariete formidable en la 
campaña de satanización de López obrador.

el lopezobradorismo en su ideario y en su discurso dista de ser un 
movimiento radical. No cabe duda que su crítica al orden existente se 
ha profundizado como se demuestra en la frase que manda al diablo 
a las instituciones manipuladas por los grupos dominantes. Que esta 
profundización se ha hecho evidente con el planteamiento de que el 
gobierno se ha vuelto instrumento de la cúpula del poder económico. 
cabe recordar sin embargo que su planteamiento de que las institu-
ciones “han sido secuestradas” por dicho grupo, no hace sino rescatar 
la dimensión de lo público que el pensamiento liberal postula como el 
deber ser del estado. su lucha durante 2005 y 2006 no fue la instaura-
ción de una democracia radical en méxico, sino por que se respetaran 
las reglas mínimas de la democracia liberal y representativa. también 
cabe recordar que su idea de democracia está vinculada a los teóri-
cos liberales de la democracia participativa como macpherson. Y es 
necesario recalcar que su idea de ciudadanía fácilmente la podría sus-
cribir el propio marshall. su programa económico y social está lejos 
de marx y ciertamente bastante inspirado en Keynes. No obstante, la 
derecha lo calificó como un “peligro para méxico”. 

así las cosas, el que López obrador y el movimiento que se ar-
ticula en torno a él, resulte “subversivo” para el neoliberalismo, es 
revelador de cuán insoportables le están resultando a éste último las 
premisas liberales y democráticas.
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Venciendo el miedo

retoños de movimientos sociales 
en el contexto de la recuperación 

democrática en Perú (2000-2006)

LueGo de La caída del presidente Fujimori en el año 2000, el re-
torno a la democracia ha permitido de manera lenta y tímida la re-
constitución de movimientos sociales: viejos y nuevos sujetos son sus 
protagonistas que se levantan sobreponiéndose al miedo que el régi-
men de terror que el fujimorismo impuso a la sociedad peruana. algu-
nos sectores han desarrollado cierta autonomía política (cocaleros y 
comunidades afectadas por la minería). analizaremos por una parte, 
el contexto político de esta emergencia popular, caracterizado por la 
precariedad del proceso de democratización vivido en el país del 2000 
al 2006, que no puede ser calificado de transición a la democracia; así 
como los cambios en las relaciones de producción que el programa 
neoliberal ha impuesto y frente a las cuales se organizan los sectores 
subalternos; y de manera central destacaremos los recursos organiza-
tivos de diverso tipo de los que han podido echar mano para defender 
sus intereses que recuperan la experiencia ancestral y la reciente: la 
reivindicación y aprovechamiento de lo comunitario que ha persistido 
a pesar de la imposición de mecanismos de individuación, y la arti-
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culación regional en alianzas interclasistas que reviven los frentes de 
defensa de los intereses del pueblo de los años sesenta y setenta. Hay 
también intentos por recuperar las experiencias de los países vecinos, 
más avanzados en su proceso de construcción de un polo popular al-
ternativo en torno a las reivindicaciones étnicas (Bolivia y ecuador), a 
partir de la reivindicación y la reinvención de las identidades étnicas, 
y de los programas y las estrategias de lucha derivadas de ellas. 

Antecedentes
en las tres décadas previas al año 1980, la movilización popular fue 
en ascenso: movilización campesina en los cincuenta, guerrillas en 
los sesenta y movilización obrera en los setenta y de manera com-
plementaria los grupos de izquierda crecían y se multiplicaban. La 
autonomía política alcanzada por el movimiento popular colocó a los 
grupos dominantes en una clara situación de riesgo para el manteni-
miento de su dominación, circunstancia que propició sucesivos cam-
bios en el sistema político: en 1968 se estableció una dictadura militar 
de orientación antiimperialista y antioligárquica, en 1975 se transitó 
hacia una dictadura militar de derecha que impuso las primeras refor-
mas neoliberales, pero la presión popular la obligó a convocar a una 
asamblea constituyente en 1978, que promulgó una constitución en 
1979, por la cual se estableció el régimen democrático en 1980. Las 
elecciones de ese año llevaron al poder la derecha del partido acción 
Popular que continuó con la aplicación de medidas neoliberales, al 
tiempo que el partido comunista del Perú sendero Luminoso iniciaba 
una insurrección armada anticapitalista.

La convocatoria a la lucha armada por parte del PcP-sendero 
Luminoso y más tarde (1984) también por el movimiento revolucio-
nario tupac amaru (mrta), fue la mayor amenaza a la dominación 
capitalista en el país. La respuesta del estado fue la aplicación por las 
fuerzas armadas y policiales de una extrema violencia contra las fuer-
zas insurgentes y contra las poblaciones civiles indígenas de la sierra a 
las que consideraba base social de las insurgencias; tales acciones pro-
vocaron la desarticulación de las organizaciones sociales existentes, 
diezmaron a sus dirigencias y paralizaron las luchas sectoriales y la 
participación política popular. el miedo se impuso sobre el conjunto 
de la población porque la lucha contrainsurgente desarrollada por el 
ejército no tuvo ninguna restricción por parte de la autoridad civil y la 
violación de derechos humanos fue sistemática y generalizada1.

1  La cVr documentó 23.969 muertos o desaparecidos entre 1980 y 2000, pero pro-
yecta esa cifra hasta 69 mil personas al multiplicarla por un factor estadístico de 2.9. 
(cVr, 2004: 17) 
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alberto Fujimori fue electo presidente democráticamente en ju-
nio de 1990. en su campaña electoral, el candidato de origen japonés 
enarboló un programa de izquierda, con el que enfrentó al escritor 
mario Vargas Llosa, candidato de la derecha neoliberal. Fujimori ob-
tuvo el apoyo de los partidos de izquierda y del aPra, lo que le permi-
tió vencer al favorito según las encuestas. el triunfo de Fujimori se dio 
en el contexto del colapso de la economía peruana precipitado por la 
nacionalización de la banca en 19872, medida que iba a contracorrien-
te de la tendencia privatizadora que se imponía a nivel mundial y que 
llevó a la virtual exclusión de Perú del sistema financiero internacio-
nal, a la hiperinflación, y a un desempleo creciente; crisis económica 
potenciada por la guerra interna que se había extendido a gran parte 
del país y que afectaba al campo y la ciudades. 

una vez que asumió el poder, Fujimori reemplazó su programa 
de campaña por el neoliberal de su adversario y comenzó a aplicarlo 
a través de decretos presidenciales. dos años después, el 5 de abril de 
1992, argumentando que la obstrucción sistemática de un congreso 
de oposición le impedía promulgar las leyes necesarias para aplicar el 
ajuste neoliberal y su estrategia contrainsurgente, declaró la desapari-
ción del congreso. el autogolpe reemplazó al congreso bicameral (de 
180 diputados y 60 senadores), por uno unicameral de composición 
más pequeña (120 congresistas) que se subordinó totalmente al eje-
cutivo y elaboró e impuso una nueva constitución (1993) neoliberal y 
contrainsurgente. 

La desarticulación de la insurgencia armada del PcP-sL lograda 
a mediados de los noventa fue resultado de varios factores: el perse-
verante trabajo de inteligencia que llevó a la captura de su dirigen-
te abimael Guzmán y la mayor parte de la dirección senderista en 
septiembre de 1992 y con ello al descabezamiento de la organización 
que precipitó su descomposición3, aunado al establecimiento de un 

2  durante su gobierno, alan García (1985-1990) puso en marcha un programa 
populista y antiimperialista con una serie de medidas destinadas a aumentar la de-
manda interna: aumento de salarios, congelamiento de precios, fijación del tipo de 
cambio, aumento de la emisión monetaria, etcétera, lo que exacerbó el desequilibrio 
macroeconómico y provocó un proceso hiperinflacionario. 

3  el 10 de octubre de 1993 Fujimori presentó en la televisión una carta de Guzmán 
llamando a sus seguidores a negociar la paz. Los senderistas libres negaron la au-
tenticidad de la carta. entonces Guzmán fue presentado ante las cámaras y leyó una 
segunda carta reconociendo su derrota y la inviabilidad de la lucha armada por 50 
años. el 28 de octubre una nueva carta firmada por otros cuatro dirigentes senderis-
tas presos apoyaban la firma de un acuerdo de Paz con el gobierno. Las autoridades 
enviaron emisarios senderistas a los distintos penales del país para obligar a los re-
nuentes a alinearse con la nueva posición de su dirigencia. en julio de 1995 un 60% 
de los 2 700 senderistas presos habían firmado la paz. oscar ramírez durand (a) Fe-
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régimen de terror4 y violación sistemática de los derechos humanos 
que eliminó toda restricción civil a la actuación del ejército5. No obs-
tante haber logrado la desarticulación del senderismo hacia 1995, el 
régimen de terror se mantuvo hasta el año 2000, argumentando la 
persistencia de la amenaza senderista por sus eternos remanentes y/o 
periódicos rebrotes. una medida fundamental en su estrategia con-
trainsurgente, fue la incorporación de la población civil a la lucha a 
través de las rondas campesinas y los comités de autodefensa civil 
(cad), que combatieron directamente contra los senderistas bajo la 
dirección del ejército y dominaron el campo a partir de 1992. 

La eficaz estrategia contrainsurgente de Fujimori terminó con los 
grupos insurgentes, pero también eliminó a la oposición, tanto a los 
partidos políticos tradicionales como a los de izquierda y a las organi-
zaciones sindicales y populares en general, que fueron descabezadas 
por los grupos paramilitares, muchas veces imputando el asesinato 
de dirigentes al PcP-sL. de manera que la represión generalizada in-
hibió durante el fujimorato toda resistencia popular posible a la re-
estructuración neoliberal y consolidó el nuevo régimen jurídico que 
la sustentaba. acabó también con el sistema político preexistente, ya 
bastante debilitado por su propia incapacidad para garantizar la go-
bernabilidad, para contener el descontento popular y para dirimir los 
conflictos entre las élites políticas6. el fujimorato fue una dictadura 

liciano, el único miembro de la dirección no capturado, se opuso al acuerdo de Paz y 
se mantuvo en armas con un pequeño grupo que se denominó sendero rojo, hasta su 
captura en 1999. un pequeño grupo sigue activo en la cuenca cocalera del Vrae.

4  a partir de medidas como el establecimiento de la pena de muerte, el perdón 
a delatores, tribunales con jueces sin rostro, condiciones de reclusión aniquilantes 
para los acusados de terrorismo, la militarización de las universidades, etcétera.

5  Los cargos contra Fujimori por violación de derechos Humanos por los que ha 
sido extraditado en septiembre de 2007 de chile a Perú, son: la matanza de 15 per-
sonas en Barrios altos; el asesinato y desaparición forzada de nueve estudiantes y 
un profesor de la universidad enrique Guzmán y Valle “La cantuta”, cuyos cuerpos 
fueron calcinados y enterrados en una fosa clandestina; interceptación telefónica de 
políticos y periodistas; tortura al periodista Fabián salazar para obtener la identidad 
de sus fuentes de información; homicidio calificado y desaparición forzada en los 
sótanos del sie; asesinato de Pedro Huilca tecse; y la esterilización forzada de miles 
de mujeres. 

6  el único partido que sobrevivió al fujimorismo es el del Partido aprista Peruano, 
por su larga tradición popular y reiterada capacidad de adaptación ideológica. La 
derecha se rearticuló en la unión Nacional que deriva del Partido Popular cristiano. 
Los partidos de izquierda desaparecieron y han aparecido con otros nombres y muy 
poca fuerza. Fujimori no sustentó su poder en un partido político orgánico, sino que 
creó tres organizaciones políticas durante los 10 años que gobernó, según la coyun-
tura que enfrentaba: cambio 90 para las elecciones de 1990, Nueva mayoría para las 
elecciones al congreso constituyente de 1993 y Vamos Vecino para las elecciones 
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militar con fachada civil, reconocida y apoyada por estados unidos y 
por las instituciones financieras internacionales.

Fujimori se legitimó como presidente y pudo reestructurar la eco-
nomía peruana en términos neoliberales de manera radical y acelera-
da, extendió y profundizó la corrupción ya existente creando nuevos 
grupos económicos subordinados políticamente a él. Para llenar el 
vacío político y crear nuevas condiciones de gobernabilidad desarro-
lló una política populista aprovechando su ascendencia japonesa que 
marcaba su distancia respecto a las élites tradicionales y lo acercaba a 
la población mestiza (chola) e indígena, a través de frecuentes giras en 
el campo y en zonas populares urbanas para iniciar o entregar obras 
y servicios conseguidos a partir de programas focalizados de com-
pensación de la pobreza financiados con préstamos del Bid y el Bm7. 
mediante estos recursos se mantuvo más de 10 años en el poder, reeli-
giéndose dos veces, mostrando altos índices de popularidad medidos 
por empresas subordinadas a su gobierno y difundidos a través de los 
medios de comunicación que él financiaba. La destrucción del movi-
miento popular y la parálisis de la protesta social en un contexto de 
implacable avance de las reformas neoliberales, mantuvo al Perú muy 
a la zaga de la oleada de reconstitución de la movilización popular e 
impugnación neoliberal vivida en la región latinoamericana durante 
la década del noventa.

La reestructuración neoliberal y 
sus efectos sobre los sectores populares
a fines de los ochenta las empresas estatales controlaban entre el 15 y 
20% del PiB, 28% de las exportaciones y 26% de las importaciones, el 
estado tenía el monopolio de servicios básicos como electricidad, hidro-
carburos y telecomunicaciones, participaba en más de 60% del sistema 
financiero a través de la banca estatal de fomento y la banca asociada, 
controlaba 35% de la producción minera y tenía una presencia importan-
te en la pesca y la comercialización de alimentos (ruiz caro, 2007: 132).

en 1990, el gobierno de alberto Fujimori inició una política de 
apertura de mercados y de privatización de las empresas estatales que 
priorizaba la reducción de la inflación, la maximización de la produc-
ción y el pago de la deuda externa, con el mínimo de intervención esta-

municipales de 1998. Ninguna reemplazó a la anterior, ellas coexistieron integrando 
sectores sociales diferenciados, y han sobrevivido a la caída de su caudillo, expresan-
do las distintas fuerzas fujimoristas.

7  Fujimori recibió durante 7 años, 800 millones de dólares anuales del Banco mun-
dial y del Bid para desarrollar su programas asistenciales entre otros: comedor po-
pular, vaso de leche, pronamachs, postas médicas (López, 2002).
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tal y colocando al mercado como instancia de asignación de recursos. 
Las reformas que la sustentaron fueron desarrolladas bajo la asesoría 
del Banco mundial y el Fmi, y crearon las condiciones para la llegada 
masiva de inversión extranjera. en 1991 Fujimori promulgó el decreto 
Legislativo 662 que promueve la inversión extranjera. en ese mismo 
año, el dL 674 promueve la privatización de las empresas estatales. 
Posteriormente, en 1996, el dL 818 da incentivos para la inversión en 
recursos naturales a través de megaproyectos (Kuramoto, 2003: 12). 

como complemento de lo anterior el fujimorismo implantó una 
organización del poder para robar en forma organizada y sistemática: 
entre 1994 y 1997 se dictaron normas legales inconstitucionales para 
que la nueva coalición gobernante se apropiara de los fondos públicos 
provenientes de las privatizaciones, la negociación y recompra de la 
deuda, la compra de armas, las adquisiciones del estado, el manejo 
del Banco de reserva y los rescates bancarios (López, 2002: 49).

Fujimori declaró a la gran minería como la actividad prioritaria 
y el eje de la reinserción del país en el mercado mundial, imponien-
do una economía primario-exportadora, acorde con el repunte de la 
minería a nivel internacional. Para ello se concedieron todas las ga-
rantías a la inversión extranjera. La Ley de Promoción de inversiones 
en el sector minero, dL 708, de noviembre de 1991, derogó las res-
tricciones a la inversión extranjera y eliminó los derechos especiales 
que el estado mantenía sobre productos estratégicos. se estableció 
un sistema simplificado de suscripción de contratos de estabilidad 
tributaria que garantizaba la libre disposición de divisas, la no dis-
criminación a los inversionistas extranjeros en el tipo de cambio y la 
libre comercialización de productos. con ello colocó nuevamente a la 
minería como el principal rubro de ingresos por exportaciones, y se 
alcanzó el superávit en la balanza de pagos. 

Las reformas neoliberales en la agricultura implicaron la aper-
tura del mercado de tierras a través de la Ley de inversiones en el 
agro de 1991 y el retiro drástico de los subsidios a la agricultura, el 
cierre del Banco agrario del Perú8, la liberalización del mercado, la 
reducción del arancel a las importaciones, el establecimiento del dólar 
barato, que favoreció el incremento de la importación de alimentos, 
empobreciendo a los productores nacionales9. 

8  Que proporcionaba créditos a la agroindustria con tasas de interés subsidiada, 
que beneficiaban a los productores de algodón, azúcar, arroz y maíz duro de la costa 
y de la selva. Nunca llegó a los productores de la sierra, que cubría el 20% de las 
unidades agropecuarias del país.

9  Nunca fueron significativas las medidas de protección a la producción nacional; 
la importación de productos básicos ha sido la constante.
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La Ley de tierras de 1995 y la de titulación de comunidades 
campesinas de la costa, que pretendía atraer la inversión a la agri-
cultura, abrió la propiedad de la tierra sin restricciones en extensión 
a nuevos terratenientes, al poner en el mercado los terrenos eriazos 
de propiedad estatal y las tierras de las comunidades campesinas. La 
producción agrícola se incrementó, pero los precios para los pequeños 
productores cayeron, sin alcanzar a cubrir los costos de producción, a 
excepción de los cultivos de exportación.

tales medidas no lograron como pretendían estimular la inversión 
privada, nacional o extranjera en la agricultura, pero dejaron a los cam-
pesinos a merced de los habilitadores (prestamistas informales) y de las 
casas comercializadoras de insumos, que se enriquecieron a costa de 
los campesinos que se empobrecieron rápidamente. La falta de crédito 
y otros apoyos redujo la superficie cultivada en un 13% para 1994, y la 
reducción mayor se produjo en la selva con un 20% (arias, 2002: 113).

La política neoliberal hacia el sector agrícola aceleró la migra-
ción de los campesinos de la sierra andina hacia las ciudades y hacia 
territorios amazónicos donde de manera paralela a la promoción de 
cultivos comerciales (café, frutales, etc.) se estimuló la producción 
de hoja de coca para el narcotráfico, actividad ilegal que no obstan-
te fue tolerada durante el gobierno de Fujimori, tanto por razones 
económicas como políticas. tal actividad era una válvula de escape 
para la crisis en la agricultura y una fuente importante de divisas, y 
sobre todo un frente contrainsurgente prioritario: los cocaleros for-
maron una parte considerable de los comités de autodefensa con-
trainsurgentes cad, que enfrentaron al PcP-sL y a los remanentes 
de él que concentrados en las zonas productoras de hoja de coca 
persisten hasta hoy.

durante loa diez años de sus gobiernos fueron despedidos 120 mil 
empleados públicos. La militarización de las universidades a partir de 
1992 sirvió tanto como medida represiva como de ajuste, reduciendo 
drásticamente la planta docente y frenando el crecimiento de la ma-
trícula en instituciones públicas. 

La constitución de 1993 suprimió las garantías sociales: el 
derecho a la educación, la salud y la seguridad social y recortó 
derechos laborales como la libre agremiación, la negociación co-
lectiva, el derecho de huelga y la estabilidad laboral (Haya de la 
torre, 2003: 256). 

La fallida transición a la democracia
el régimen de Fujimori terminó en noviembre de 2000 con su renun-
cia a la presidencia durante una gira en el Japón: luego de su fraudu-
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lenta segunda reelección en abril10 y del inicio de su tercer período 
presidencial el 28 de julio, la presión en su contra terminó siendo in-
soportable. La protesta contra el fraude cometido contra el candidato 
alejandro toledo se expresó en una gran movilización popular deno-
minada “marcha de los cuatro suyos” que proveniente del interior del 
país llegó a la capital, mostrando la magnitud del descontento popular 
que no había podido expresarse durante 10 años, frente a las deterio-
radas condiciones económicas y la falta de libertad política11. Para 
contener el descontento se estableció una “mesa de diálogo” con el 
gobierno, coordinada por la oea que discutiera los términos de una 
“transición a la democracia”. Para ello se convocó a los partidos políti-
cos, las centrales sindicales y algunas oNG, pero no a las organizacio-
nes sociales. de manera que se eligió como interlocutores a las instan-
cias que habían perdido la capacidad para representar los intereses de 
los sectores subalternos, este mecanismo facilitó la rearticulación de 
las élites políticas desplazadas durante el gobierno de Fujimori, que 
pudieron capitalizar en su beneficio la movilización popular. 

antes del viaje de Fujimori a Japón, se trasmitieron por la tele-
visión las imágenes de un video en el que montesinos, mano derecha 
del presidente, entregaba a un congresista miles de dólares como re-
compensa por abandonar su bloque y pasar al de Fujimori. montesinos 
había grabado más de 1000 videos como testimonio de los políticos y 
empresarios corrompidos por él, para obligarlos mediante el chantaje a 
actuar bajo sus órdenes. este incidente destapó la olla de corrupción del 
régimen, pero más allá de la movilización popular que suscitó, el factor 
determinante de su caída fue el retiro del apoyo del gobierno norteame-
ricano, que había sido víctima también de la corrupción de sus protegi-
dos: montesinos había vendido en 1999 10 mil fusiles de asalto aKm-47 
a las Fuerzas armadas revolucionarias de colombia (Farc)12.

La renuncia de Fujimori es rechazada por el congreso, que lo des-
tituye y reemplaza por el presidente del congreso Valentín Paniagua, 
para que éste convoque a nuevas elecciones el siguiente año. el gobier-
no de transición que inicia en noviembre de 2000 no llega a configu-

10  Pajuelo (2004) afirma que hubo fraude, toche (2003) afirma que no.

11  La primera protesta contra el gobierno de Fujimori fue en 1995 cuando se 
promulgó la Ley de amnistía que exculpaba a los militares que violaron derechos 
humanos. en 1997 los estudiantes se movilizaron en contra de la dictadura de Fu-
jimori, llamada así por primera vez. en 1998 se manifestaron los primeros Frentes 
regionales en rechazo a la anunciada intención de Fujimori de volver a reelegirse 
(Pajuelo, 2004).

12  montesinos, capturado en junio de 2001, fue condenado el 21 de septiembre de 
2006 a 20 años de prisión y a pagar una multa de casi 3 millones de dólares por ese 
delito. 
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rarse como un proceso de transición democrática que acabara definiti-
vamente con el fujimorismo debido a diversos factores. La caída no se 
produce directamente por la presión de la movilización popular, sino 
que los patrocinadores de Fujimori le quitan su apoyo antes de que se 
consolide una fuerza popular alternativa. La cabeza visible de la opo-
sición, alejandro toledo, lo fue sólo circunstancialmente, ya que él no 
representaba un proyecto económico o político diferente, simplemen-
te quedó como única opción por ser el último candidato presidencial 
sobreviviente luego de las campañas de desprestigio lanzadas por el 
gobierno contra los candidatos más fuertes (toche, 2003). 

No se construye un acuerdo sólido entre las diferentes fuerzas 
políticas y sectores sociales que contribuyeron a la caída, los sectores 
populares están excluidos de la toma de decisiones. Luego de 10 años 
de represión indiscriminada, carecen de representación política, de 
programa, de instancias de organización y de estrategias de lucha, y el 
temor a ser señalados como terroristas y ser reprimidos sigue siendo 
muy fuerte. La izquierda partidaria está prácticamente extinguida, lo 
que queda de ella está asimilado precariamente al reconstituido siste-
ma político, carece de estrategia y proyecto alternativo y no representa 
a nadie. Los grupos dominantes y los partidos políticos tradicionales 
que los representan no están interesados en una democratización real 
de la sociedad, que reestructure a fondo el sistema político, que se 
abra a nuevos actores que representen los intereses populares, de los 
que desconfían. Ni siquiera se proponen excluir a la corte fujimorista 
que mantiene sus feudos y sus métodos corruptos. Las viejas élites 
se conforman con la posibilidad de abrir nuevamente la rotación del 
poder entre ellas. 

el programa de una verdadera transición a la democracia pro-
puesto en el período de transición de Valentín Paniagua surgido de 
las demandas populares, era demasiado radical para las viejas élites y 
por ello quedó en el aire o fracasó. el desmantelamiento del fujimoris-
mo suponía entre otros elementos la reinstalación de la constitución 
Política de 1979 en lugar de la fujimorista de 1993; la creación de 
una comisión de la Verdad y reconciliación (cVr) que investigara, 
juzgara y condenara las violaciones de derechos humanos durante la 
guerra interna de 1980-2000; la promulgación de una amnistía para 
los presos senderistas y emerretistas que abriera la posibilidad de su 
participación en la lucha política legal en tanto habían renunciado a la 
lucha armada13; el juicio a la corrupción fujimorista; la reestructura-

13  medida negociada con Paniagua por los dirigentes senderistas y emerretistas, 
que perdió toda factibilidad luego del drástico cambio de escenario que generaron 
los atentados del 11 de septiembre en Nueva York.
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ción de las fuerzas armadas purgando a los violadores de los derechos 
humanos y castigándolos; y concretar el proceso de descentralización 
administrativa enunciado en la constitución de 1979. 

Lejos de reemplazar el orden fujimorista se lo preservó como fac-
tor de estabilidad; la constitución de 1993 se mantuvo vigente y la 
estructura política nacional y el sistema de partidos es prácticamente 
la misma que impuso Fujimori con su golpe de abril de 1992, pero sin 
los excesos del tirano y su mano derecha montesinos. 

Paniagua instaló en 2001 la cVr, que fue financiada con recur-
sos externos, pero ella careció de representatividad política y social 
y por tanto de legitimidad y autoridad moral, al no incorporar a 
todas las partes del conflicto (presos senderistas, y familiares de 
desaparecidos y presos quedaron fuera)14. tampoco tuvo capacidad 
vinculante, ni los recursos materiales para reparar los daños. La 
verdad que emitió fue unilateral pues no hubo un vencedor contun-
dente y legítimo en el conflicto. Hay todavía varias verdades en dis-
puta, y sólo se han expresado las del lado de los vencedores, porque 
los vencidos no han podido hablar. Las posiciones de los vencedores 
y represores se expresaron durante el intenso debate en la prensa 
peruana, o más bien en el escándalo que precedió y sucedió a la pre-
sentación del informe de la cVr el 28 de agosto de 2003, en el que 
los voceros de los políticos, los partidos y miembros de las fuerzas 
armadas que gobernaron el país entre 1980 y 2000, responsables de 
las acciones contrainsurgentes que violaron sistemáticamente los 
derechos humanos de la población civil, descalificaron a la cVr y 
cuestionaron sus conclusiones, reviviendo el tono anticomunista de 
los tiempos del conflicto armado, para neutralizar su capacidad de 
acción y evitar posibles juicios y el castigo a sus delitos. su argu-
mento central fue la negación del carácter de fuerza política de la 
organización maoísta, que la cVr le reconoció, y la descalificación 
de su derecho a participar políticamente por su condición de fuerza 
puramente terrorista. 

La cVr fue una herencia del gobierno de transición con la que el 
compromiso de toledo fue casi nulo; quedó más bien como un ejerci-
cio académico de legitimación de las fuerzas represivas, ella respon-
sabilizó al PcP-sendero Luminoso de desatar unilateralmente la vio-
lencia extrema e imponerla al resto de los actores en el conflicto y en 
cambio presenta a los gobiernos que se sucedieron durante el período 

14  La comisión fue integrada por 13 miembros: un filósofo, un antropólogo, dos 
ingenieros, una socióloga, tres abogados, cuatro sacerdotes (uno católico, un pastor 
protestante y dos obispos, uno de ellos es el presidente del episcopado) y un general 
retirado (montoya, 2004: 3).
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y a las fuerzas armadas que condujeron la estrategia contrainsurgen-
te, como meros entes reactivos al estímulo senderista, sometidos a su 
absoluta capacidad de iniciativa, que únicamente respondieron a su 
provocación, en tanto que al campesinado indígena lo presentan como 
una víctima pasiva, presa entre dos fuegos y no como un activo pro-
motor del ejercicio de su propia capacidad de violencia. No obstante 
que concluye que el 70% de los muertos durante la guerra interna eran 
quechua-hablantes, la cVr niega el carácter étnico del conflicto y la 
identificación de la población indígena con la convocatoria a la lucha 
armada hecha por el PcP-sL 15.

La propuesta de regionalización cuyo propósito era descentrali-
zar un régimen centralista en extremo fue esbozada ya en la constitu-
ción de 1979, pero el compromiso de los gobiernos hacia ella es sólo 
declarativo y la formulación de sus objetivos y mecanismos ha sido 
confusa y muy limitada. entre 1980 y 1987 se diseñaron las regiones, 
que simplemente sumaron los departamentos existentes de dos en dos 
y se entramparon al llegar a la capital. Luego del golpe de 1992, el 
proceso se estancó al disolver los 11 gobiernos regionales decretados 
antes. en 1993 se modificaron los contenidos del proyecto de regio-
nalización reduciendo sus atribuciones. La población había generado 
grandes expectativas en el proceso, del que se esperaba promoviera el 
desarrollo regional al establecer el derecho de los gobiernos regionales 
a recibir parte de la renta generada por la extracción de los recursos 
naturales de su región, tal como se había planteado en 1979.

en 1997, se puso en marcha otra vez el proceso de descentraliza-
ción, como una válvula de escape que la población se empezó a tomar 
en serio. en septiembre de 2002 por primera vez se eligió por voto 
directo a 25 presidentes de gobiernos regionales y sus respectivos 229 
consejeros, además de alcaldes y regidores tanto provinciales como 
distritales. el PaP ganó la mitad de los gobiernos regionales y la otra 
mitad quedó en manos de candidatos independientes, que también 

15  La cVr documentó 23,969 muertos o desaparecidos, pero proyecta esa cifra 
hasta 69 mil personas al multiplicarla por un factor estadístico de 2.9. concluyó que 
el 54% de las muertes y desapariciones documentadas fueron responsabilidad de 
sendero Luminoso y el 37% fueron causadas por los agentes del estado –Fuerzas 
armadas y Policía–, los comités de autodefensa y los grupos paramilitares (cVr, 
2004).
esta imputación cuestionada fue por uceda y rocío Villanueva, que demuestra que 
sendero Luminoso no fue el principal perpetrador de víctimas fatales (uceda y Vi-
llanueva, 2004: 102). 
La defensoría del Pueblo en 2001 calculaba el número de muertos en 30 mil y entre 
600 mil y un millón de campesinos desplazados, 40 mil huérfanos, 20 mil viudas, 
3.190 desaparecidos, 435 comunidades arrasadas, 500 mil menores de 18 años con 
estrés, y unos 2 millones de personas involucradas en la guerra (García, 2001).
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ganaron la mayoría de las alcaldías provinciales de las capitales de-
partamentales. 

La eclosión de las demandas populares
Luego de una desafortunada declaración racista contra toledo hecha 
por el padre de Lourdes Flores, la candidata de la derechista unión 
Nacional quedó descartada para la segunda vuelta electoral de 2001, 
que se jugó entre el favorito toledo y el ex presidente alan García, 
quien retomando su perfil socialdemócrata cuestionó al neoliberalis-
mo. Para ganar el favor de los electores, toledo debió correr su discur-
so hacia la izquierda comprometiéndose con las organizaciones popu-
lares a dar marcha atrás al neoliberalismo. toledo aprovechó la fuerza 
de masas para ganar, pero una vez llegado al gobierno se desentendió 
de las promesas electorales, y el modelo económico neoliberal no se 
modificó, sino que se profundizó, se firmó la carta de intención y un 
cronograma con el Fmi para continuar con las reformas de segunda 
generación. Pero a diferencia de Fujimori, toledo ya no tuvo recursos 
que distribuir bajo mecanismos asistencialistas y la adhesión popular 
disminuyó de manera acelerada, llegando a la casi nula aceptación 
popular. 

son numerosos los sectores populares que se pusieron en movi-
miento a partir de 2001, compensando la inmovilidad de la década an-
terior: comunidades campesinas y originarias, estudiantes, maestros 
de primaria, mineros, ex trabajadores estatales despedidos durante el 
fujimorismo, jubilados, usuarios de servicios públicos, microempre-
sarios, transportistas y amas de casa de los barrios populares. Pero no 
han elaborado una propuesta alternativa de construcción democrática, 
tal vez no la consideran viable o útil para ellos, que simplemente han 
percibido y aprovechado la caída de la dictadura como una coyuntura 
más propicia para la recuperación, reorganización y fortalecimiento 
de sus organizaciones, que les permita luchar por las transformacio-
nes estructurales que ellos requieren: la marcha atrás en el modelo 
neoliberal, que impuso la pérdida de derechos y el deterioro creciente 
de las condiciones de vida. son cautelosos, escépticos y pragmáticos: 
la democratización del sistema, la regionalización que pretende ate-
nuar el centralismo y fortalecer los poderes locales y regionales, la le-
gislación internacional que reconoce los derechos indígenas, cultura-
les, territoriales y su capacidad de decisión sobre la explotación de los 
recursos naturales que poseen, son recursos estratégicos a aprovechar 
en su lucha pero no son la finalidad de sus luchas. 

Los “viejos sujetos” luchan por la restitución de derechos perdi-
dos con la constitución neoliberal de 1993, recuperando sus grandes 
organizaciones y su larga experiencia de lucha, y tratan de actualizar 
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sus discursos excesivamente ideológicos. Las más importantes son la 
central General de trabajadores del Perú (cGtP) y el sindicato Único 
de trabajadores de la educación (sute) que se opone al recorte al 
presupuesto de educación, exigir mejores sueldos y pensiones, y el 
pago a los maestros contratados (“eventuales”). más tarde se consti-
tuye una fracción radical en el sindicato que lucha contra la Ley de 
carrera Pública magisterial que exige la evaluación permanente de 
los docentes y contra la municipalización de las escuelas públicas que 
perciben como el inicio de su privatización.

La coordinadora de Frentes regionales (integrada por 20 organi-
zaciones de los 25 departamentos del país) encabeza paros naciona-
les con masivas marchas de protesta, demandando frenar el plan de 
privatizaciones de las empresas eléctricas, la reincorporación de los 
trabajadores despedidos durante los años fujimoristas, la atención a 
los proyectos regionales, contra la política económica del gobierno, 
por la reactivación del agro, por la educación, la salud y la seguridad 
social. ella recupera la experiencia de los Frentes departamentales 
de los años sesenta y setenta con nuevas alianzas intersectoriales y 
nuevas demandas. La central Nacional de Jubilados y Pensionistas 
del Perú (ceNaJuPe) se manifiesta ante el congreso, exigiendo au-
mento de la pensión mínima y una auténtica seguridad social. Los 
estudiantes y profesores universitarios reclaman mayor presupuesto 
para las universidades y mejores sueldos. Los presos hacen huelga de 
hambre exigiendo mejores condiciones de reclusión y celeridad en sus 
juicios.

otro factor que estimuló la movilización popular fue la experien-
cia de los vecinos ecuador y Bolivia donde la movilización indígena y 
popular logró de manera creciente impactar la vida política nacional, 
cercando a los gobiernos neoliberales, obligándolos a revertir proce-
sos de privatización, e imponiendo sus propios candidatos incluida la 
presidencia, venciendo los mecanismos racistas de exclusión, vigentes 
en los sistemas político-electorales de los países andinos. en general 
la recomposición del movimiento popular en casi toda américa Latina 
que ha propiciado la formulación de una agenda de luchas antineoli-
berales a nivel latinoamericano y mundial ha sido retomada en el Perú 
para actualizar discursos y estrategias de lucha. 

Por lo anterior, no es casual que las primeras grandes moviliza-
ciones que se dan en Perú en 2002, ocurran en departamentos fron-
terizos, en los que además la presencia insurgente no fue tan signifi-
cativa o las poblaciones que se movilizan fueron ajenas o contrarias 
a las fuerzas insurgentes, como Puno, vecino a Bolivia con mayorita-
ria población aymara, donde se moviliza la población para presionar 
por el cumplimiento de la anunciada construcción de una carretera 
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transoceánica desde Brasil, mediante la toma del aeropuerto y la des-
trucción de locales gubernamentales, enfrentando violentamente a la 
policía, imitando la radicalidad de sus hermanos aimaras bolivianos. 
o en Loreto, vecino a ecuador, donde el Frente Patriótico de Loreto 
(FPL) se opone a la subasta de los bosques amazónicos, reclama crédi-
tos para la producción agraria y rechaza la eliminación de incentivos 
tributarios, la población marcha en iquitos, capital del departamento, 
toma locales gubernamentales, bloquea carreteras, y se enfrenta a la 
policía durante varios días. allí el empoderamiento de la población se 
funda en su participación en la guerra contra ecuador de 1995. 

La más importante movilización de esta etapa ocurrió en arequipa 
donde se conformó el Frente amplio cívico de arequipa (Faca) para 
evitar la privatización de las empresas eléctricas eGasa y eGesur, 
que abastecían los departamentos de arequipa, moquegua y tacna. 
Las empresas no estaban en quiebra, funcionaban de manera eficiente 
y toledo se había comprometido con la Federación de trabajadores de 
arequipa, durante la campaña electoral, a no privatizarlas, compro-
miso que le había aportado una alta votación en los tres departamen-
tos. el anuncio de la próxima licitación de las empresas a principios 
de 2002, fue respondida con la creación del Faca, conformado por or-
ganizaciones de trabajadores, asentamientos populares, sindicatos de 
docentes y otros gremios, pequeños y microempresarios, trabajadores 
informales, y sectores medios afectados por la crisis. Fue articulado 
en torno a una identidad regional que expresaba una alianza entre los 
nuevos sectores de la sociedad producto de la migración campesino-
indígena. La movilización inició con la difusión de las medidas anti-
populares del gobierno y paros regionales cada 15 días. 

el gobierno no da marcha atrás y en mayo convoca a la licita-
ción. el Faca responde con una huelga de hambre a la que luego se 
suman los alcaldes, el provincial y los distritales; el alcalde provincial 
de arequipa presenta un recurso de amparo ante el Poder Judicial 
para detener el proceso, el amparo procede. No obstante el proceso 
de licitación siguió y el ministro de Justicia amenaza con denunciar 
al juez que otorgó el amparo por prevaricato y lo llama “el tremendo 
juez de la tremenda corte”. el 14 de junio el gobierno declaró gana-
dora de la licitación a la empresa trasnacional belga tactebel s. a. a 
un precio de ganga; la empresa había sido acusada de sobornar a las 
autoridades en el gobierno de Fujimori. La protesta popular se reac-
tivó y toledo fue declarado traidor, la población de todos los sectores 
fue concentrándose en el centro de la ciudad de manera espontánea, 
paralizando las actividades económicas y levantando barricadas. La 
multitud, armada de adoquines de la plaza principal se enfrenta a la 
policía durante todo el día y toda la noche. el 16 de mayo el gobierno 
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declara estado de emergencia y toque de queda y pone a la ciudad bajo 
control de las Fuerzas armadas, que destruyen las barricadas y pa-
trullan la ciudad en tanques y camiones portatropas. La movilización 
crece, personalidades locales proponen el desconocimiento de toledo 
como Presidente de la república, ya es una rebelión que amenaza con 
extenderse a los departamentos vecinos: cuzco, tacna, moquegua y 
Puno. en tacna el Frente Patriótico convoca a una movilización en 
solidaridad con arequipa. multitudes apedrean locales públicos, los 
colegios estatales y privados suspenden las clases, los mercados cie-
rran sus puertas para evitar saqueos y la policía vigila el aeropuerto 
para evitar que sea tomado. el 17 la violencia crece en las calles, dos 
personas mueren por impacto de bombas lacrimógenas, hay 95 heri-
dos y daños cuantiosos. 

Finalmente el 18 se inicia el diálogo entre la comisión de alto 
Nivel del gobierno y los alcaldes y representantes del Faca que firman 
la “declaración de arequipa” en la que el gobierno se compromete a 
parar el proceso de privatización y dejarlo en manos del Poder Judi-
cial. el ministro del interior Fernando rospigliosi se ve obligado a 
renunciar. 

al final del año el congreso restituye una serie de derechos sin-
dicales a los trabajadores, aceptando las observaciones hechas por la 
organización internacional del trabajo (oit). Los trabajadores recu-
peran el derecho a la sindicalización desde el inicio de su relación 
laboral y se restablece la negociación colectiva por rama, lo que per-
mitirá el crecimiento de los sindicatos mineros, entre otros.

como respuesta a la creciente movilización se reestablecen me-
canismos de represión y criminalización de la protesta, la anunciada 
primavera democrática se enturbia, el ministro del interior Fernando 
rospigliosi se precia de su mano dura y aunque se va luego de su de-
rrota en arequipa, la tendencia persiste. en enero de 2003 el alcalde 
de Lima prohíbe las manifestaciones en el centro Histórico de Lima, 
y la confederación General de trabajadores del Perú (cGtP) marcha 
hacia Palacio de Gobierno contra la medida inconstitucional.

a fines de mayo de 2004, se publicó en el diario oficial la Ley 
28.222 de criminalización de la protesta. como abono a esa ini-
ciativa el 4 de junio supuestos miembros del PcP sL fuertemente 
armados asesinaron a dos elementos de la Policía Nacional y uno 
de la marina de Guerra en la provincia Padre abad, hecho que la 
prensa manejó como rebrote terrorista. Posteriormente dirigentes 
de los comités de autodefensa campesinos de la sierra central de-
nunciaron el abandono del gobierno y manifestaron su adhesión 
fujimorista, mostrando sus armas y exigiendo la reapertura de bases 
militares en su zona.
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La cGtP, la coordinadora de Frentes regionales, la confede-
ración campesina del Perú, la confederación Nacional agraria y el 
suteP anunciaron la realización de un paro nacional de protesta para 
el 14 de julio de 2004, al que el PaP pretendió sumarse para conformar 
un frente social buscando sumar en su beneficio la fuerza de organiza-
ciones nacionales y regionales de la sociedad civil y subordinarlas a él, 
iniciando anticipadamente su estrategia electoral. también se sumó 
el Partido democrático descentralista (inscrito recientemente), cuya 
figura más visible es el congresista Javier diez canseco que propo-
nía ante la crisis de la transición a la democracia y el debilitamiento 
del gobierno de toledo, la fundación de una nueva república. La res-
puesta popular a la convocatoria fue fría a pesar del descontento ante 
el gobierno, pues los líderes y los partidos políticos convocantes que 
quisieron reeditar las impresionantes jornadas de lucha de los años 
setenta no ofrecían tampoco autoridad ni representatividad; el miedo 
a la represión persistente era otro factor.

el pliego era una sumatoria de demandas que no representan to-
davía un proyecto popular y democrático: aparecen en primera lugar 
las demandas de las poblaciones agredidas por las empresas mineras 
en sus derechos a la salud y un medio ambiente adecuado, el impulso 
al proceso de regionalización, el apoyo a las recomendaciones de la 
cVr y la demanda de su cumplimiento. aparecen como novedad el 
rechazo al aLca y los tLc, pero todavía el conocimiento de los mani-
festantes sobre el tema es limitado16. 

No obstante la apertura democrática, la amenaza de la represión 
bajo el argumento de la lucha contrainsurgente se mantiene latente, 
por ello encontramos que los sectores con mayor capacidad de mo-
vilización y de presión sobre el gobierno y por tanto los que pueden 
avanzar en la construcción de la autonomía política perdida, son los 
que tuvieron una participación activa en la lucha contrainsurgente: 
los cocaleros de diferentes valles, así como las comunidades campe-
sinas quechuas que se han organizado como coordinadora de co-
munidades campesinas afectadas por la minería (conacamo), que 
aprovechan de su experiencia contrainsurgente la forma organizativa 
a través de rondas campesinas o comités de autodefensa civil, las 
armas que poseen mediante la compra o entrega por el gobierno y la 
autorización para poseerlas, la preparación para usarlas dada por el 
ejército y la autoridad moral adquirida por haber sido la fuerza mi-
litar que acabó con la insurgencia, por lo que se sienten acreedores 

16  Las negociaciones sobre el tLc con eeuu inician en marzo de 2004 y terminan 
el 7 de diciembre de 2005, tras 13 rondas de negociación. Perú deja afuera a colom-
bia y ecuador, con los que negociaba en conjunto las condiciones del acuerdo.
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del gobierno como artífices de la “pacificación”, tal como veremos 
enseguida.

Los usos contrainsurgentes de la etnicidad
entre 1980 y 1982 las comunidades indígenas de los departamentos 
de ayacucho, Huancavelica y apurímac pelearon al lado del PcP-sL, 
identificados con su llamado a la lucha armada. La represión indiscri-
minada aplicada sobre los campesinos por parte de los sinchis, cuerpo 
de élite de la policía, favoreció este apoyo campesino. con la entrada 
del ejército a la guerra y el establecimiento del estado de emergencia, 
a partir de enero de 1983, se exacerbó la represión y se aisló la región 
del resto del país. el ejército peruano aplicó la misma estrategia que 
había sido probada exitosamente en Guatemala y antes en Vietnam: la 
creación de comités de autodefensa campesina cad mediante el des-
plazamiento y la concentración de comunidades indígenas en puntos 
estratégicos, allí obligaban a los campesinos a combatir a sendero 
prácticamente desarmados, como único modo de probar su no perte-
nencia a la organización insurgente17. sendero responde motivando y 
luego obligando a otras comunidades a combatir al ejército. una mis-
ma comunidad podía en distintos momentos ser obligada a combatir 
al ejército o a sendero. de esta manera la guerra se instaló en el cam-
po y colocó a los campesinos entre dos fuegos. Pero los campesinos no 
fueron ajenos a esa guerra como pretende la cVr. 

La estrategia contrainsurgente era racista, colonial, y violenta 
en extremo, dinámica a la que sendero termina por asimilarse, es-
tableciéndose una correspondencia entre ambas. Ésta contribuye a 
la consolidación del liderazgo y de la estrategia de abimael Guzmán 
dentro de sendero por sobre otras posiciones y formas locales diver-
sas de actuar, a partir del reconocimiento de que la violencia extrema 
era la única capaz de enfrentar eficazmente al ejército y persistir en 
la guerra iniciada. La estrategia de quien más tarde sería reconocido 
como Presidente Gonzalo, asume a la población indígena como un 
mero instrumento de su guerra y no como sujeto con reivindicaciones 
propias. de esa manera en sendero se va afirmando una tendencia 
desarticuladora de lo étnico a partir de 1983.

en la sierra norte peruana otras organizaciones comunitarias 
comienzan a enfrentar a la insurgencia senderista y al mrta, las 
rondas campesinas, surgidas en 1976, en chota, cajamarca. Las ron-
das eran instancias comunales organizadas espontáneamente para 
enfrentar el abigeato que afectaba a las comunidades, ante el vacío 

17  La pertenencia a los cad se demostraba con la presentación de cabezas y miem-
bros cercenados a los senderistas ante las autoridades militares.
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político y la falta de control social provocados por la reforma agra-
ria de 1969. Las rondas aplicaban por propia mano la justicia co-
munitaria, el derecho consuetudinario y por ello eran rechazadas y 
perseguidas por la autoridad formal, fue hasta 1986 que el gobierno 
las reconoció jurídicamente como parte de la estrategia contrainsur-
gente, pero no les proporcionó armas, por el miedo a que esas armas 
se volvieran en su contra.

Las rondas fueron incorporadas tardíamente a la estrategia con-
trainsurgente, como una fuerza civil de combate directo a sendero, 
en diversas regiones del país. un diputado de izquierda unida, carlos 
tapia, propuso en 1989 su reconocimiento jurídico y que el gobierno 
les entregue armamento, asumiendo plenamente su función contra-
insurgente. rondas y cad son diferentes pero complementarias, las 
primeras tienden a preservar su autonomía y las segundas son una 
imposición del ejército sobre las comunidades campesinas, especial-
mente en la sierra centro y sur. Las rondas tenían mayor legitimidad 
que las cad. con Fujimori, a partir de 1990, ambas instancias se vol-
vieron parte de una misma estrategia contrainsurgente conducida por 
el ejército, ejecutoras de la extrema violencia que se impuso en el cam-
po. con la expansión territorial de la guerra y el creciente apoyo ma-
terial proporcionado a las rondas por el gobierno y su reconocimiento 
jurídico, las diferencias entre rondas y cad tienden a diluirse y a ser 
identificadas como una misma instancia en la experiencia popular, la 
legitimidad de las rondas se extendió a los cad. 

Para Juan José García el arraigo de las rondas y cad es expresión 
de una muy larga tradición indígena de construcción de mecanismos 
de armonización de la sociedad, de aparatos reguladores y controla-
dores del conflicto que siempre han existido, pero sus formas de su 
estructuración cambian constantemente. ellos aparecen cuando en 
la sociedad se ha implantado el caos debido a factores naturales o 
socio-políticos (Huertas, 1992). Los primeros corresponden a los des-
equilibrios que se producen en el comportamiento de la naturaleza, 
generalmente como producto del fenómeno de el Niño, que exige la 
protección de la población frente a la furia de la naturaleza, o cuan-
do aparecen plagas y animales predadores del ganado. Los factores 
socio-políticos son los desequilibrios del hombre en sociedad, los mo-
mentos de convulsión social, las revueltas o chaqwa, guerras internas 
y externas, así como los conflictos micro-sociales al interior de las 
comunidades. 

La comunidad participa de manera colectiva en estas instancias 
de protección comunal, como en la antigua ceremonia ritual del cha-
qo (caza ceremonial no depredadora) que regula el incremento de 
la fauna silvestre mediante la caza controlada de diversas especies 
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predadoras del ganado y los cultivos como pumas y zorros. o para 
capturar a los abigeos y fugitivos. el chaqo era anual y derivó en el 
muyuy o rodeo. el muyuy, es un acto colectivo que consiste en re-
correr los linderos y territorios de cultivo y pastoreo para vigilar la 
integridad de los territorios, de las sementeras y del ganado de los 
comuneros. el rodeo, posteriormente dio origen a las rondas como 
función colectiva comunal y como función específica de determina-
das autoridades comunales y policiales de dar seguridad a la pobla-
ción frente a las transgresiones de las normas y el asedio externo. 
Las respuestas colectivas frente a las anomias sociales se forjaron 
también en momentos de coyuntura político-social, mediante actos 
colectivos que movilizaron casi militarmente a poblaciones campesi-
nas que buscaron resolver las contradicciones imperantes mediante 
este sistema (García, 2001).

La guerra propuesta, desatada y mantenida por el PcP sL que 
incorporó a las comunidades como bases de apoyo, como masa de 
maniobra, representó una gran derrota para los campesinos indíge-
nas peruanos, por el alto costo en vidas, y por la desarticulación de 
un poderoso movimiento campesino indígena a partir de una terrible 
represión iniciada por el ejército y continuada por sendero. La guerra 
popular contribuyó al descabezamiento del movimiento campesino 
indígena, y fue el contexto en que se eliminó a los dirigentes más sóli-
dos formados en décadas de lucha previa, pero no fue sendero quien 
los asesinó: fue el ejército que aprovechando el conflicto armado con 
sendero, exacerbándolo y convirtiéndolo en una guerra de indios con-
tra indios, eliminó a los elementos que consideraba peligrosos y adju-
dicó a sendero esas muertes.

Paradójicamente, la experiencia contrainsurgente contribuyó a la 
reconstitución y al reconocimiento jurídico de instancias comunita-
rias como las rondas y cad y sus funciones policíacas y judiciales por 
el estado, no por tenerlas en alta estima sino por necesidad: sólo ellos 
pudieron realizar eficazmente esta función. Y en el proceso adquirie-
ron además del derecho, los recursos materiales para consolidar una 
autonomía material. en ese sentido la experiencia contrainsurgente 
fue provechosa, en la medida que permitió a los actores la recupera-
ción de lo comunitario desde sus intereses y sin que el estado pudiera 
objetarlo, que favoreció la reelaboración de autonomía política. Y al 
finalizar la década del noventa rondas campesinas y cad, que tenían 
funciones contrainsurgentes ya agotadas, se convierten en las instan-
cias de defensa de los intereses de los campesinos frente a sus nuevos 
enemigos, las empresas mineras que las despojan de sus recursos y 
contaminan el ambiente y los agentes policiales encargados de la erra-
dicación de hoja de coca en los valles cocaleros.
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La recuperación de las rondas y CAD 
como instancias de lucha
en Perú, lo ético no ha llegado a ser un elemento articulador de la 
lucha, a pesar de que los campesinos indígenas peruanos observen y 
valoren los alcances logrados por sus vecinos de ecuador y Bolivia. 
Lo comunal y lo étnico son parte de un mismo fenómeno, no obs-
tante en Perú aparecen disociados en la percepción de los propios 
actores implicados. el indio de la sierra no se reconoce como indio 
pero se reconoce como sujeto colectivo, como campesino comuni-
tario. La negación de lo étnico en Perú no es privativo de sendero, 
ni comienza con ellos, es anterior y responde a variados factores. 
La separación costa-sierra contribuyó a una separación mayor entre 
la población indígena y la criolla. en los años treinta, cuando la iz-
quierda comienza a desarrollarse luego de la muerte de mariátegui, 
descarta su diagnóstico sobre el problema indígena y su proyecto 
revolucionario en que éste es planteado de manera central y postula 
una estrategia ajena a la realidad peruana que ignora o niega lo étni-
co y su articulación con lo clasista. en los años sesenta se desarrolló 
un planteamiento indigenista que mantuvo un diálogo con indianis-
tas de otros países de la región, pero que, sensible a la ya genera-
lizada reticencia a la autoidentificación como indio, se denominó 
movimiento comunero y no indio o indianista. La reforma agraria 
de Velasco alvarado de 1969 impuso desde arriba un conjunto de 
medidas para resolver el problema agrario que buscaban destruir a 
las comunidades para convertir a sus miembros en pequeños propie-
tarios o en socios de una cooperativa para desarticular su capacidad 
de lucha, destruyendo su autonomía productiva y su organización 
colectiva y negando su condición de sujeto político, y pretendió eli-
minar de un plumazo la condición indígena de las comunidades a 
las que en adelante se denominó como comunidades campesinas, 
minimizando sus peculiaridades culturales y pretendiendo con ello 
convertirlas en algo distinto de lo que eran. a partir de 1980 se desa-
rrolló un indianismo contrainsurgente introducido por instituciones 
internacionales que buscaba contrarrestar la combatividad del cam-
pesinado indígena. sendero lo enfrentó y los propios comunarios se 
convencieron de las segundas intenciones que traían, y no se identi-
ficaron con el indianismo.

Ya en el gobierno de toledo se intenta manipular el tema étnico 
para lograr dar legitimidad a un gobierno incapaz de comprometerse 
con las demandas de la población. toledo reivindica su ascendencia 
indígena y toma posesión en las ruinas incas en cuzco con una cere-
monia supuestamente indígena. su esposa elian Karp de nacionalidad 
belga es antropóloga y especialista en la cultura andina, ella sí habla 
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la lengua quechua y asume la dirección de una instancia encargada de 
manejar la relación con la población indígena. 

Los cocaleros
antes de la llegada de los españoles la hoja de coca tenía un uso fun-
damentalmente religioso y estaba reservado a la casta gobernante. Los 
incas reprimieron su consumo entre la población campesina, como 
después lo hicieron los españoles y ahora los norteamericanos. Los es-
pañoles difundieron su uso como sustituto del alimento que permitió 
extremar la explotación de la fuerza de trabajo nativa en las minas y so-
breponerse a las grandes alturas. Y al mismo tiempo la iglesia católica 
y la sociedad blanca dominante satanizaron su consumo por la pobla-
ción indígena como síntoma de degradación. el consumo tradicional 
de hoja de coca no ha disminuido en el siglo XX, a pesar de la sataniza-
ción de su consumo que se expande más allá de las fronteras peruana y 
boliviana, hacia argentina y chile donde la población de origen andino 
mantiene el hábito del acullico y otros usos tradicionales que mantie-
nen la vitalidad la cultura indígena comunitaria. La pobreza campesina 
sigue estimulando su consumo, por chaccheo (insalivación) cuyos efec-
tos narcóticos y estimulantes permiten la realización de grandes esfuer-
zos físicos sin alimento, que permite reducir el salario del trabajador. 
este consumo tradicional entre los campesinos andinos requiere ser 
satisfecho. de otra parte está la demanda de hoja de coca como materia 
prima para la producción de cocaína, descubrimiento occidental1 y un 
gran negocio capitalista, que ha alterado significativamente la dinámica 
productiva de la hoja de coca en los países productores al orientarla ha-
cia otros consumos crea un mercado que impone a su producción una 
lógica capitalista, que redefine los términos de intercambio nacional e 
internacionalmente. el gobierno norteamericano ha impuesto a Perú y 
Bolivia desde los años setenta la prohibición del cultivo de la hoja de 
coca y desde fines de los años ochenta ha impuesto programas de erra-
dicación y sustitución de cultivos que tienen limitados efectos para la 
reducción del narcotráfico pero afectan a los campesinos productores. 
Los países productores se ven obligados a negociar con el de eeuu 
cuánta coca requieren para el consumo tradicional de la población, que 
es reconocida como coca legal y tolerada que los campesinos pueden 
cultivar, y cuánta se destina para la producción de cocaína, que es de-
clarada ilegal y debe ser erradicada y sus campesinos perseguidos. 

Los campesinos cocaleros representan hoy un actor social y polí-
ticamente emergente, constituido a parir de la crisis de la agricultura 

1  descubrimiento que data de 1858.
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tradicional de las sierras y altiplanos de Bolivia y Perú, iniciada en 
los años sesenta, que expulsó a miles de campesinos de las tierra al-
tas cuyas chacras (parcelas) eran insuficientes para su subsistencia y 
emigraron para escapar del hambre, estableciéndose en las laderas 
amazónicas donde había tierras disponibles para cultivar productos 
comerciales como el café, arroz, plátano, piña, palmito, etc. Pero en-
cuentran que la hoja de coca es el producto que mejores precios y con-
diciones de vida les ofrece por su creciente demanda internacional. La 
producción de hoja de coca se convierte en la base para el proceso de 
colonización de nuevas tierras y de ampliación de la frontera agrícola 
realizado a costa de la inversión del trabajo campesino y sin apoyo 
gubernamental y en una casi total ausencia estatal.

Los campesinos cocaleros son un caso sorprendente de recam-
pesinización, reindianización y recomunitalización como respuesta 
autónoma a las adversas condiciones que los gobiernos andinos y las 
instituciones económicas internacionales imponen a través del neoli-
beralismo a los sectores populares.

existen 14 cuencas cocaleras en el Perú, las más importantes son 
las del valle del alto Huallaga, aguaytía, monzón y valle del río apu-
rímac y ene (Vrae). Hacia este valle la política gubernamental ha 
sido más tolerante, porque allí los campesinos fueron aliados en la 
lucha contra el PcP-sL. mientras que en el valle del Huallaga, donde 
la alianza se estableció entre el PcP-sL y los campesinos cocaleros, 
la represión militar fue indiscriminada durante la mayor parte de la 
guerra. en la segunda mitad de la década del noventa, disminuye el 
área cultivada de hoja de coca, no por lo exitoso de las medidas de 
erradicación de cultivos impuestas por el gobierno norteamericano, 
sino por la caída de los precios causada por la destrucción del cártel 
de cali, que compraba la producción peruana de pasta básica y por 
el inicio de la producción de la hoja de coca en colombia2. el gobier-
no norteamericano fue más tolerante en su política de erradicación y 
sustitución de cultivos hacia Perú que hacia Bolivia, durante el primer 
gobierno de Fujimori (1990-1995). sólo a mediados de la década del 
noventa comenzó a presionar realmente a Perú y en 1999 inició la 
erradicación violenta en todos los valles. La excepción siguió siendo el 
Vrae, por la alianza anti-sendero, y el cusco, donde se cultiva legal-
mente porque la producción está destinada al consumo tradicional3. 

2  en 1992 las hectáreas cultivadas eran 45.500 en Bolivia, 37 mil en colombia 
y 129 en Perú, para 2002, en Bolivia eran 24.400, en colombia 144.450 y en Perú 
36.600 (Blickman, 2003).

3  La población de la sierra mantiene el mascado de hoja de coca como sustituto de 
alimento y para combatir el mal de altura, para usos rituales, además de su procesa-
miento para infusión.
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La tolerancia del gobierno norteamericano frente a Perú acabó 
definitivamente con la caída de Fujimori en noviembre de 2000; en-
tonces comenzó a presionar para continuar con la política de erradi-
cación forzada. Luego del 11 de septiembre de 2001, se impuso a Perú 
la misma estrategia “coca cero” que en Bolivia, por la cual se destina 
una ayuda a Perú por 175 millones de dólares anuales, 67.5 millones 
de ellos destinados al desarrollo alternativo (sustitución de cultivos de 
hoja de coca por cultivos para el mercado), condicionados al cumpli-
miento de las metas de erradicación. 

desde 1998, los precios de la hoja de coca se elevan, al tiempo que 
caían los precios de los productos “alternativos”, lo que nuevamente 
estimula la producción de coca. el incremento de la demanda y de la 
producción de coca aunado al incremento de la represión de los culti-
vos, estimula la organización y la movilización de los cocaleros contra 
las políticas de erradicación forzosa. en febrero de 1998, se fundó la 
coordinadora Nacional de Productores agropecuarios (coNaPa) con 
8 federaciones y asociaciones que agrupaban a 56 mil productores. La 
cuencas más organizadas eran: cusco con 15 mil productores, Vrae 
con12 mil, alto Huallaga con 27 mil, y Puno con 2 mil.

el proceso de constitución del movimiento cocalero peruano tie-
ne como acervo estratégico la experiencia de la insurgencia y la con-
trainsurgencia en la que los campesinos cocaleros y su organización 
en rondas campesinas y cad fueron protagonistas, ellas son sus or-
ganizaciones de base. La autonomía política que en los pocos años de 
su lucha han alcanzado, tiene que ver más que con el acervo sindical 
truncado durante la guerra interna, con la disponibilidad de recursos 
económicos generados por la comercialización de la coca, que les per-
mite afrontar por sí mismos sus necesidades materiales y prescindir 
de los programas de desarrollo alternativo que pretenden financiar 
obras de infraestructura a cambio de la erradicación de cultivos de 
coca, ellos pueden darse el lujo de no aceptar el chantaje que represen-
ta el desarrollo alternativo. Y algo muy importante, ellos cuentan con 
armamento y experiencia de combate para enfrentar militarmente a 
las fuerzas represivas erradicadoras, en lugar de aceptar pasivamente 
la represión, lo que los hace temibles para el gobierno. otro recurso 
con el que cuentan es la experiencia exitosa que los cocaleros bolivia-
nos han desarrollado una década antes, de la que toman ejemplo y 
buscan reproducir. 

Los cocaleros han logrado establecer alianzas con otros sectores 
productivos de sus regiones, que aunque no producen hoja de coca se 
ven impactados favorablemente por esta actividad. más recientemen-
te que los bolivianos, los cocaleros peruanos han asumido el discurso 
de defensa de la soberanía nacional que cuestiona la subordinación 
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del gobierno peruano a la guerra contra las drogas de estados unidos 
y reivindica el derecho al consumo tradicional de la hoja de coca por 
los campesinos serranos. 

La erradicación se aplicó en 1999 y 2000 en los departamentos 
de Huanuco, san martín y ucayali, con efectos desastrosos para la 
población. Hubo incluso suicidios de campesinos que perdieron su 
patrimonio. en enero y febrero de 2000, se realizó una huelga en el 
valle del monzón, que logró la prohibición de la fumigación; luego en 
junio y julio de 2000 hubo huelga en el aucayacu y Puerto Pizana y 
el 30 de octubre una huelga indefinida en los valles del monzón, alto 
Huallaga y Padre abad. en ellas se realizaron bloqueos de carrete-
ras, paralización del transporte, cierre de locales públicos y privados 
y mítines, la movilización contó con el apoyo de la población de los 
departamentos respectivos.

el ascenso cocalero coincidió con la debacle del gobierno de Fu-
jimori, su gobierno ya debilitado accedió a una serie de demandas de 
los productores que en otras circunstancias no habría aceptado, como 
involucrar a la defensoría del Pueblo en la negociación, suspender tem-
poralmente la erradicación forzosa e instalar una mesa de diálogo inte-
grada por representantes del gobierno y de las asociaciones de produc-
tores. La mesa se instaló el 9 de noviembre de 2000, tres días antes de 
la huída de Fujimori al Japón. el 19 de diciembre, iniciado el período 
de transición de Paniagua, se reinstaló la mesa, donde los cocaleros 
exigieron la suspensión de la erradicación en todo el territorio nacional 
y propusieron la tesis de “reducción gradual y concertada”. Pero no se 
avanzó nada en la negociación y la erradicación continuó. Por lo que en 
mayo de 2001 nuevamente se desarrollaron movilizaciones en aguay-
tía, con bloqueo de carreteras que provocaron desabastecimiento. 

en el año 2002 el precio de la hoja de coca alcanzó máximos his-
tóricos, 5 dólares por kilogramo, lo que alentó el incremento de la pro-
ducción. en junio de 2002, los cocaleros del Vrae se lanzaron a una 
huelga general demandando la suspensión de la erradicación en todo 
el país y que el estado compre toda su producción de hoja de coca, 
fue la segunda movilización más importante luego de la de 2000. se 
obtuvo del gobierno la revisión del decreto Ley 22095 y la suspensión 
de la agencia privada care, que ejecutaba proyectos de desarrollo al-
ternativo4. toledo aceptó la erradicación gradual y concertada con las 

4  además del chantaje que representa su forma de operación, que construye obras 
de servicio básico a las poblaciones a cambio de la erradicación, es decir de perder su 
fuente de ingresos. Los cocaleros cuestionan que los gastos en desarrollo se apliquen 
en más del 50% en gastos de administración y un aparato burocrático integrado por 
elementos de fuera de la región y llegue muy poco a las actividades sustantivas.
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organizaciones cocaleras, pero la embajada norteamericana cuestionó 
el acuerdo porque amenazaba el cumplimiento de la cuota de erradica-
ción de 22 mil hectáreas durante su mandato, pactada por toledo.5

el 20 de enero de 2003, los cocaleros lograron unificarse en la 
confederación Nacional de Productores agropecuarios de las cuen-
cas cocaleras del Perú (coNPaccP) que agrupa a 15.500 de los 50 mil 
productores en las cuencas alto Huallaga, aguaytía, monzón, Vrae 
y Quillabamba, en 60 mil hectáreas. La respuesta del gobierno fue la 
represión selectiva. Nelson Palomino su máximo dirigente6 fue apren-
dido en febrero de 2003, luego de una huelga de once días, acusado de 
apología del terrorismo por emitir en un programa de radio un men-
saje en español, quechua y aymara de rechazo a la erradicación y por 
la destrucción de oficinas dedicadas a la erradicación. Fue condenado 
a diez años de prisión.

La lucha cocalera peruana ha permitido la emergencia de lideraz-
gos femeninos. Nancy obregón, dirigente de Puerto Pizana, tocache, 
departamento de san martín; elsa malpartida dirigente del alto Hua-
llaga; tingo maría, entre las más importantes. ello fue favorecido por 
la guerra interna que obligó a la asunción generalizada de las mujeres 
como jefes de familia en ausencia de los hombres y a organizarse para 
garantizar las mínimas condiciones de sobrevivencia de las familias. 
después ellas debieron reemplazar a los hombres ausentes en la orga-
nización cocalera. cuando Nelson Palomino fue encarcelado, Nancy 
obregón y elsa malpartida asumieron el liderazgo del movimiento 
cocalero en la práctica. (escárzaga y Gutiérrez; 2006)

Los cocaleros peruanos habrían querido replicar la estrategia boli-
viana del mas, que articuló la movilización social y lucha electoral bajo 
el liderazgo de evo morales con excelentes resultados, pero el encarce-
lamiento de su dirigente máximo Nelson Palomino lo impidió, y dejó 
disponible el lugar que más tarde intentó ocupar con fines electorales 
ollanta Humala. La mayor dificultad que enfrentan los cocaleros es 
mantener la unidad pues el gran número de cuencas cocaleras con una 
diversidad de condiciones, como las ya comentadas, facilita la estrate-
gia divisionista que desarrollan las autoridades, estableciendo negocia-
ciones diferenciadas y promoviendo la rivalidad entre los dirigentes. 
Hay diferencias en el estatus jurídico, como el caso de cuzco donde se 

5  el mecanismo norteamericano para presionar a los gobiernos andinos es la ley 
de Preferencias arancelarias andinas y erradicación de drogas (atPdea), que esta-
blece preferencias arancelarias para los productores de los países andinos a cambio 
del cumplimiento de las cuotas de erradicación pactadas.

6  dirigente de la Federación de Productores agropecuarios del valle del río apurí-
mac-ene (FePaVrae).
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reconocen como cultivos tradicionales, diferencias político-ideológicas 
que derivan en riqueza de recursos por los diferenciados procesos.

La nueva minería y la CONACAMI
La nueva forma de organización productiva en la minería bajo el neo-
liberalismo, incorpora muy poca fuerza de trabajo local a la empresa, 
los mineros son pocos y no tienen derechos que reivindicar, aunque 
los grados de explotación que sufren son extremos, la subcontratación 
impera en éste y otros ámbitos. Bajo las nuevas reglas los beneficios 
de la extracción minera tendrían que darse como regalías que los go-
biernos locales deben percibir de las empresas, pero éstas no llegan 
porque las empresas mineras cuentan con exoneraciones y otros me-
canismos para evadir el pago de impuestos y regalías. de manera que 
no hay beneficios por la vía tributaria al estado, ni buenos empleos, 
sino graves perjuicios para la población: la explotación minera altera 
los equilibrios ambientales y modos de vida de las localidades, conta-
mina las grandes cuencas hidrográficas e intoxica a miles de personas 
que viven en áreas vecinas a las minas, incrementa la mortandad de 
animales y disminuye la variedad de la flora. 

más de 300 comunidades han sido desplazadas de sus territorios 
al amparo de la Ley Nº 26570. Las áreas de cultivo se han reducido 
como efecto de la transferencia de tierras para fines mineros. más 
de 3100 comunidades campesinas e indígenas están involucradas en 
el uso minero de sus tierras y paralelamente mantienen su actividad 
agrícola, la mayor afectación para ellas proviene del elevado consumo 
de agua de la minería que agota las fuentes naturales de agua que 
nutren a los canales de riego. Por otro lado, las empresas no hacen un 
manejo responsable de los desechos tóxicos y contaminan las aguas 
de riego y con ello afectan la agricultura y la ganadería.

el contraste extremo entre una minería próspera y moderna que 
se ha convertido en el principal rubro de ingresos por exportaciones 
que beneficia sobre todo a empresas trasnacionales, y una empobre-
cida y marginada población rural, genera un creciente descontento 
en muchas localidades que no reciben los beneficios prometidos por 
el neoliberalismo, alentando la polarización social y el rechazo a la 
minería. entre 2001 y febrero de 2006 ocurrieron 75 conflictos de dis-
tinta intensidad entre la población y las empresas mineras, tanto en 
comunidades andinas como amazónicas. Bajo la nueva legislación 
neoliberal las comunidades campesinas y nativas ya no pueden recla-
mar por el despojo de sus tierras, pues han perdido sus derechos de 
propiedad, pero ahora reclaman por los efectos contaminantes que la 
minería provoca, acogiéndose a los derechos establecidos en la legis-
lación internacional. 
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Y no sólo las comunidades campesinas enfrentan a las empresas 
mineras, sino un conglomerado amplio y heterogéneo de poblaciones 
completas afectadas por una instalación minera, en un radio más o 
menos amplio, que exigen el cumplimiento o la modificación de la ley 
y la cancelación de las concesiones otorgadas casi siempre de mane-
ra irregular. Las poblaciones presentan amplios pliegos petitorios, y 
se movilizan de diversas maneras: machas de sacrificio a la capital, 
bloqueos de caminos, paros regionales, huelgas de hambre, organizan 
referendos y son apoyados por la iglesia católica, autoridades locales 
y/o por las oNG. 

el núcleo de la organización y la movilización frente a los efec-
tos de la minería son las comunidades campesinas y las comunidades 
nativas, que como propietarias de la tierra y como la población más 
pobre directamente afectada, y sobre todo como instancia organizati-
va reconocida jurídicamente por el estado como comunidad propie-
taria colectiva de la tierra, o como rondas campesinas y comités de 
autodefensa campesina (cad), son el sector con mayor capacidad de 
organización y mayor fuerza. en condiciones que aun son de perse-
cución militar hacia prácticamente todas las formas de organización 
popular, la posibilidad de ostentar una personería jurídica reconocida 
por el estado y sancionada por la legislación internacional, represen-
ta un recurso útil para la acción reivindicativa, que las comunidades 
han sabido aprovechar. adicionalmente las rondas campesinas y cad 
cuentan con otros recursos para defender sus derechos, su experien-
cia organizativa adquirida en la guerra interna, armamento entregado 
por el gobierno o adquirido por ellos y una deuda moral que cobrar al 
estado pues ellos fueron los vencedores de la guerra, ellos fueron los 
artífices de la derrota del PcP-sL.

un actor significativo en el nuevo escenario son las oNG, que 
cuentan con un reconocimiento formal de parte del gobierno y de las 
empresas y con vínculos internacionales que les proporcionan recur-
sos materiales y técnicos y una plataforma legal para intervenir en los 
conflictos, lo que les ha permitido ser el mecanismo de intermedia-
ción entre gobierno y empresas y las comunidades campesinas o las 
poblaciones locales, supliendo la ausencia de reconocimiento formal y 
de procesos participativos regulares, en que las comunidades puedan 
expresar sus intereses. algunas oNG se han puesto al servicio de las 
comunidades, aportando en la elaboración de las denuncias políticas 
y jurídicas y en la organización de las acciones reivindicativas. 

La confederación Nacional de comunidades del Perú afectadas 
por la minería (conacami), fue creada en octubre de 1999. su objetivo 
es resguardar el medio ambiente y el medio social comunitario que 
la explotación minera indiscriminada destruye. cuestiona el discur-
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so oficial que pretende que Perú es un país eminentemente minero, 
reivindica el carácter agrario del país y su diversidad productiva y 
rechaza la imposición de la monoproducción minera por las empresas 
trasnacionales, que no beneficia al conjunto de la población.

en su estrategia de lucha y en su discurso, la conacami se apoya 
en los instrumentos legales internacionales vigentes en el país. de-
nuncia la violación sistemática del convenio 169 de la oit, que señala 
que las actividades económicas que tengan un fuerte impacto sobre 
el entorno deben realizarse coordinadamente con los habitantes de 
la región. reivindica la creación de mecanismos que permitan a las 
comunidades definir sus propias prioridades de desarrollo, el ejercicio 
de su libre determinación y la búsqueda de un desarrollo integral de 
las regiones.

denuncia que la explotación minera viola en muchos casos las 
normas internacionales que protegen los derechos de las comunida-
des residentes, afecta el equilibrio del medioambiente y altera la ca-
lidad y cantidad de los cursos de agua, afectando el derecho a la vida 
de las comunidades, desplazándolas de su territorio comunal, modi-
ficando su cultura y modo de subsistencia, afectando su derecho a la 
salud, contaminando el agua y el aire con mercurio, arsénico, plomo 
y otros metales pesados. 

La conacami es un espacio de vigilancia social y ambiental, que 
monitorea los distintos proyectos; proporciona defensa legal a las co-
munidades, y busca mantener un diálogo con el gobierno y las empre-
sas. su estrategia inicial se propuso visibilizar los impactos negativos 
de la minería, como la contaminación de las tierras, el agua y el aire. 
La respuesta negativa de las autoridades la ha obligado a radicalizar 
sus demandas y ha contribuido al crecimiento de la organización. en 
diciembre del 2000, la conacami organizó una marcha a Lima de los 
afectados por las empresas mineras, éstos llevaron animales y plantas 
y mostraron las aguas contaminadas y también participaron comune-
ros desplazados de sus tierras por la minería, el gobierno ni siquiera 
recibió el pliego de demandas. en 2002 organizaron otra marcha, de-
nominada “marcha Nacional por la Vida, la tierra, el agua y el agro”, 
entonces mostraron y reivindicaron las identidades étnicas de las di-
versas regiones del país que representan. esta vez sí lograron la firma 
de un acta de compromiso del gobierno, para instalar una “comisión 
Nacional tripartita de alto Nivel” integrada por el gobierno, las co-
munidades y las empresas mineras. Por primera vez el gobierno reco-
noció la problemática y los conflictos entre comunidades y mineras, 
justo cuando las comunidades apelaron a su condición étnica. Poco 
después las autoridades y las empresas negaron a la conacami su ca-
lidad de interlocutor legítimo. 
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Nuevas movilizaciones lograron éxitos importantes. en tambo-
grande, Piura, una prolongada movilización regional contra la mine-
ría triunfó luego de tres años y obligó al gobierno a dejar sin efecto, a 
finales del 2003, la concesión a la empresa manhathan para explotar 
tambogrande7. este triunfo popular colocó el tema de la minería en el 
centro del debate nacional y estimuló otras luchas contra la minería 
en el Perú y américa Latina, aportando una estrategia eficaz. más ade-
lante, comunidades de cajamarca, Huancavelica, apurímac, ancash, 
moquegua y Lima siguieron su ejemplo. 

como respuesta, las empresas mineras, el gobierno, el congreso 
y los medios de comunicación desarrollaron una campaña de despres-
tigio contra la conacami, acusándola de provocar las movilizaciones 
y llamando a cerrarla. el gobierno canceló el registro de la agencia 
Peruana de cooperación internacional (aPci) de la conacami como 
oNG, para presionarla políticamente; criminalizó las protestas socia-
les contra la minería y militarizó las zonas mineras; y desarrolló una 
represión selectiva: han sido asesinados varios dirigentes, y más de 
600 han sido enjuiciados. La represión no ha detenido su crecimiento, 
la conacami agrupa a más de 1700 comunidades en 19 de los 25 de-
partamentos del Perú. 

miguel Palacin Quispe, indígena quechua, dirigente y promotor 
de la conacami, fue enjuiciado en agosto de 2004 por participar en 
una comisión para el diálogo en un conflicto minero, entre los ronde-
ros de ayavaca y Huancabamba y el ministerio de energía y minas y 
la empresa minera majaz. La experiencia de la conacami encarna un 
proceso de reindianización de la población campesina que aprovecha 
la mayor consistencia y legitimidad de las instancias organizativas co-
munales y reivindica la identidad indígena de los campesinos serra-
nos, negada por el discurso oficial e incluso por ellos mismos. Para 
fortalecer la organización indígena en el país ha participado en otras 
instancias nacionales, como la coordinadora Permanente de Pueblos 

7  La empresa extraería oro, plata, cobre y zinc del suelo del pueblo mismo de 
tambogrande, y en el Valle de san Lorenzo, en el departamento de Piura, en una de 
las zonas agrícolas con mayor productividad en frutales del país que atiende el mer-
cado de Lima. La movilización inició desde el año 2000 encabezada por el Frente de 
defensa de tambogrande, que se integró a la marcha de la conacami y con apoyo de 
la autoridad municipal, la iglesia local, oNG, como oxfam y diakonía, apeló a todas 
las instancias nacionales. en 2001 la municipalidad solicitó a la oficina Nacional 
de Procesos electorales organizar una consulta que decidiera sobre el uso minero 
o agrícola de la región, petición que fue denegada por la actividad electoral. el 2 de 
junio de 2002, los tambograndinos realizaron la consulta por su cuenta, en ella el 
93.5% votó en contra de la minería y a favor de la agricultura. en su campaña na-
cional los tambograndinos argumentaban que la minería impediría la producción de 
limón, ingrediente fundamental del platillo nacional peruano: el ceviche.
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indígenas del Perú (coPPiP) en la que Palacin fue el presidente du-
rante 2003 y 2004, trabajando por la unidad andino-amazónica, ha-
biendo organizado la i cumbre de los Pueblos indígenas a finales del 
año 2004 en Huancavelica.

El escenario electoral de 2006
Las elecciones del 2006, a diferencia de las del 2001, permitieron la 
expresión de la acumulación de fuerzas populares desarrollada en el 
período y su articulación electoral en torno a la candidatura de ollan-
ta Humala. en la primera vuelta del 9 de abril, participaron 20 candi-
datos presidenciales y 24 partidos para integrar también el congreso. 
Los tres candidatos más votados fueron ollanta Humala de uPP con 
el 30,6%, alan García del PaP con el 24,3% y Lourdes Flores de uN 
con el 23,8%. La sorpresa la dio alan García que pasó a Flores y se 
colocó en segundo lugar, dejando en tercero a la inicialmente favorita, 
por una diferencia mínima, por lo que se ha especulado sobre la po-
sibilidad de un fraude8. Lourdes Flores no denunció el fraude que la 
afectó directamente, por presión de la embajada norteamericana que 
sólo le permitió hacer una denuncia simbólica (riera, 2006: 25).

en la segunda vuelta el 4 de junio, la alianza entre el centro y la 
derecha bajo la consigna “todos contra Humala”, permitió el triunfo de 
alan García con el 52.6% frente a ollanta Humala con el 47.3%. Hasta 
Vargas Llosa, acervo crítico del populismo de García y del aPra cuan-
do fue candidato presidencial en 1990, y que apoyó la candidatura de 
toledo contra García en 2001, se pronunció a favor de García como el 
mal menor frente a Humala. el sacrificio de la candidata de la derecha 
permitió presentar un proyecto de centro-derecha con un candidato 
muy hábil y con el único partido con tradición en el Perú, para hacer 
frente a las demandas populares enarboladas por Humala. 

en la primera vuelta, el voto a favor de Humala fue mayoritario 
en los departamentos de la sierra y de la selva, lo que le permitió a 
su partido obtener congresistas en todos los departamentos, excep-
to uno, el selvático de madre de dios; mientras que el PaP ganó en 
los departamentos de la costa norte y uN en Lima. Humala se alió 
con las agrupaciones regionales y locales que han sido marginadas 
de la vida política y de la participación en la toma de decisiones a 
nivel nacional e incluso regional, por la estructura centralista im-
perante. La candidatura de Humala se benefició y posibilitó con el 
voto popular impulsar desde abajo el limitado proceso de descen-

8  siendo el PaP el único partido que conserva una estructura sólida a nivel na-
cional y experiencia electoral pudo controlar las mesas electorales y manipular los 
resultados en las que uPP no tuvo representantes.
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tralización y la llegada al congreso de nuevas fuerzas políticas de 
representación popular. 

en la segunda vuelta, Humala ganó en 16 de los 25 departamentos 
y en algunos con votación superior al 70%. se trata de los departamen-
tos más pobres, los más afectados por la guerra y en los que durante el 
gobierno de toledo se desarrollaron movilizaciones populares: ayacu-
cho con 83,4%, Huancavelica 76.5%, apurimac 73.9%, cusco 73.0%. 
García, por su parte, obtuvo la mayoría en 9 departamentos y en el 
extranjero, sumando el bastión aprista de la costa norte y Lima don-
de la uN tuvo mayoría en la primera vuelta. son los departamentos 
más densamente poblados, de manera que la tradicional polarización 
entre clases medias y altas urbanas de la costa y la población rural y 
pobre de la sierra y de la selva se acentuó en este proceso electoral 
(García y meléndez, 2006). 

La estrategia del nuevo gobierno 
hacia el movimiento popular
el nuevo gobierno ha buscado por diversos medios acelerar la di-
solución de la alianza electoral de Humala y desarticular el bloque 
popular frágilmente construido durante la campaña, y debilitar a los 
movimientos sociales constituidos en este siglo. Para dividir a los co-
caleros, se liberó en junio a Nelson Palomino quien fundó la agrupa-
ción política Kuska Perú y se entrevistó con el presidente electo. en 
octubre se alió con la organización Tarpuy para formar Qatun Tarpuy 
(Gran siembra) y participar en las elecciones municipales y regiona-
les del 19 de noviembre. Palomino declara su intención de postularse 
como candidato a la presidencia de la república en 2011 y mantiene 
una feroz rivalidad con los dirigentes de otras cuencas cocaleras y con 
ollanta Humala. 

el 18 de diciembre de 2006, los ministros de defensa y del interior 
presentaron el Plan Vrae, cuyo nombre oficial es “opción de Paz y 
desarrollo para los Pueblos del Valle del río ene y apurímac”, que 
invertirá 150 millones de soles en programas de desarrollo económico 
y social para aliviar la pobreza de los pobladores de la zona. al tiem-
po que fortalecerá de la capacidad operativa de las Fuerzas armadas, 
creando un comando único de operaciones con sede en Pichari, y un 
frente policial Vrae, e incrementará la presencia del estado a través 
de la instalación de instituciones que brinden servicios a la población. 
el ministro de defensa alan Wagner descartó que el Vrae sea una 
zona liberada, como pretenden algunos analistas, y aseguró que en el 
lugar se encuentran 1200 efectivos del ejército que este año han rea-
lizado 1500 patrullajes en la zona. La respuesta inicial de Palomino y 
los cocaleros del Vrae no fue de condena del plan, pues nuevamente 
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como en el fujimorato, recibirán un trato preferencial, que combina 
contrainsurgencia, “desarrollo” y tolerancia a su producción de coca, 
pues no en balde es el valle el mayor porcentaje de su producción 
destina al narcotráfico y a los más cercanos aliados en la lucha con-
trainsurgente. Las congresistas obregón y malpartida condenaron la 
estrategia, ya que ellas mantienen su militancia en el uPP de ollanta; 
otros congresistas se han incorporado al partido de Palomino y rom-
pieron con ollanta. 

otro recurso contra los movimientos populares es la aprobación 
de una nueva ley para regular la agencia de cooperación internacional 
(aPci) que limita la actividad de las oNG que trabajan con los movimien-
tos sociales, lo que afecta directamente a la conacami (tanaka, 2006).

La embestida del gobierno de García contra el movimiento po-
pular se ha manifestado reiteradamente en un discurso intolerante y 
racista y en la represión de las movilizaciones. Ha propuesto el esta-
blecimiento de la pena de muerte. 

el viejo congreso, en su último día en funciones, la madrugada 
del 28 de junio, ratificó el tratado de libre comercio entre Perú y esta-
dos unidos, en medio de enfrentamientos y protestas dentro del salón 
de sesiones encabezadas por los nuevos congresistas. La continuidad 
neoliberal del gobierno de García y su acercamiento al gobierno nor-
teamericano es total. se ha propuesto asumir el papel de abanderado 
en la confrontación continental al liderazgo de Hugo chávez.

Hacia la recomposición de lo popular
si el ciclo electoral de 2001 fue aprovechado por los sectores subal-
ternos para potenciar su capacidad organizativa, también marca el 
límite de los mismos: no se desarrolla la autonomía política sino que 
se enajena a un caudillo, para lograr el acceso al poder de unos cuan-
tos cuyo compromiso con los electores es frágil. Pero no obstante, la 
“transición democrática” fue aprovechada para tomarle la palabra a 
los caudillos, para atenuar la represión, establecer nuevos acuerdos 
con el poder que permitan elevar los índices de bienestar de la po-
blación, redefinir la relación entre capital y trabajo, y entre intereses 
nacionales y empresas trasnacionales, para imponer nuevos límites 
desde abajo a partir del incremento de la autonomía política. 

Los procesos más potentes de reorganización popular y moviliza-
ción de alcance nacional son los de los cocaleros y la coNacami, que 
son “nuevos actores”: ya estaban hace mucho pero definen nuevos reper-
torios de lucha en función de la construcción de “nuevas identidades”, se 
reindianizan y a partir de ellas, aplican nuevos repertorios de lucha. son 
los que logran eficacia en su organización y movilizaciones y un discur-
so atractivo y coherente que reemplaza el gastado discurso clasista.
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ambos pueden aprovechar la fuerza de lo comunal reactivado 
en la experiencia contrainsurgente y aprovechar la experiencia de los 
frentes departamentales asumiéndose como cabeza de alianzas regio-
nales entre diversos sectores. La extensión en el territorio nacional 
les permite lograr articulaciones de alcance nacional. Los recursos 
de legitimación de su lucha son la reivindicación de las identidades 
indígenas y del reconocimiento internacional de sus derechos y el 
aprendizaje y/o imitación de estrategias exitosas de otros países y la 
articulación regional (latinoamericana) de sus luchas, combinando 
los repertorios exitosos de otras experiencias con la recuperación y 
actualización del repertorio ancestral propio.

La comparación entre los dos ciclos electorales nos permite ca-
librar cuánto crecieron en autonomía política los sujetos populares 
a partir de la movilización en el ciclo 2000-2006. en las elecciones 
de 2006 se estableció una alianza electoral clientelar, pero con un 
programa antineoliberal, que expresa la capacidad alcanzada por 
las organizaciones sociales para imponerla al caudillo, aunque no 
deja de ser interesante el discurso etnocacerista (nacionalista) que 
le da color.

respecto a la construcción de una identidad y de una perspec-
tiva sobre las nuevas condiciones y sobre sus derechos en la nue-
va situación, la lectura de las experiencias propias y ajenas, de los 
cambios vividos, de los derechos perdidos, ha permitido formular un 
discurso sobre la identidad propia y sobre los límites de lo tolerable 
y sobre lo posible, en reemplazo del agotado discurso clasista por 
uno alternativo que no es el que la lectura dominante les impuso 
sino que se elabora a partir de la superación de aquella, la cual apro-
vecha como coartada los nuevos derechos “reconocidos” pero inme-
diatamente escamoteados por las leyes o por su aplicación. Hay un 
proceso de adaptación a las nuevas condiciones para moverse más 
eficazmente en ellas.

No es la recuperación democrática el objetivo de los movimien-
tos, ni su programa, sino que ella es el contexto aprovechable y el 
discurso utilizable por ellos para su propia recuperación, luego de 
dos décadas de guerra y dictadura, y para la negociación de nuevos 
límites a la dominación. Los discursos y los proyectos de los movi-
mientos más fuertes conacami y cocaleros, asumen demandas como 
la descentralización y la intervención de la población en la decisión 
sobre las formas de explotación de los recursos y el acceso a los be-
neficios derechos reconocidos formalmente pero no cumplidos. el 
programa electoral de Humala no se centró en la democracia: otros 
temas eran los centrales como la justicia social, o la revancha étnica 
de los mestizos. 
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Reflexiones sobre la democracia y 
el significado de un gobierno de los 

movimientos sociales en Bolivia

eN BoLiVia, Los diFereNtes cicLos de movilización social de 
la última década, que han creado las condiciones de posibilidad para 
el triunfo electoral del mas- iPsP (movimiento al socialismo - ins-
trumento Político para la soberanía de los Pueblos), el año 2005, a la 
cabeza del líder cocalero y hasta entonces diputado nacional evo mo-
rales aima, han iniciado un proceso transformación política y social 
cuyas potencialidades y límites nos llevan hoy a preguntarnos sobre la 
relación fáctica entre democracia y movimientos sociales en el ejerci-
cio directo del gobierno. el mas-iPsP y muchas de las fuerzas socia-
les que hoy lo acompañan en su gestión gubernamental son una parte 
de esta historia de luchas; sin embargo su arribo al gobierno nacional 
no implica automáticamente una síntesis de las luchas en un gobierno 
de los movimientos sociales. 

La resignificación política de la democracia, a partir de un nuevo 
tipo de relación entre lo estatal y lo social, entre gobierno y organiza-
ciones sociales hacia una mayor inclusión en los procesos de toma de 
decisiones públicas, no se resuelve desde una simple ecuación suma-
toria entre partido y organizaciones. La llegada del mas al gobierno 

* integrante del comité de seguimiento de la coyuntura de Bolivia del Programa del 
observatorio social de américa Latina (osaL); es licenciada en ciencias Políticas 
y maestranda en filosofía y ciencia Política (cides-umsa, La Paz, Bolivia).
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implica, sin duda, un cambio cualitativo significativo hacia la amplia-
ción de los márgenes de democracia, expresada en el tipo de compo-
sición social más compleja de los actores que hoy ocupan los cargos 
directivos del estado tanto en el ejecutivo nacional como en el Legis-
lativo. sin embargo, el ejercicio del poder de estos actores desde una 
institucionalidad liberal y colonial heredada puede llevar a una serie 
de continuidades en las prácticas políticas de incorporación de acto-
res sociales a la gestión gubernamental desde la negociación de cuotas 
de poder, alianzas sectoriales y pactos corporativos susceptibles de 
reproducir relaciones clientelares, que en el peor de los casos debilita 
a las propias organizaciones y las capacidades de acción colectiva más 
allá del estado. Lo anterior también puede significar la incorporación 
de nuevos actores sociales en las instituciones estatales, sin que ello 
se traduzca en las transformación de esta institucionalidad impugna-
da desde las prácticas y formas de hacer política producidas en los 
momentos de insurrección social que abrieron la posibilidad de una 
transformación política profunda en el país.

el punto de partida del presente ensayo es el análisis del gobierno 
del mas-iPsP, como un gobierno que se autodefine como el gobierno 
de los movimientos sociales, en el marco de un proceso denominado 
Revolución Democrática y Cultural y que, como proyecto político, se 
enfrenta al reto de transformar la sociedad y el estado desde la ocupa-
ción de una institucionalidad liberal y colonial heredada y frente a un 
contraofensiva de la derecha organizada en una articulación de nuevo 
tipo de algunos gobiernos departamentales. 

el objetivo central de este trabajo es el reflexionar sobre la demo-
cracia en su relación con el significado o significados que van configu-
rando la noción de un “gobierno de los movimientos sociales en Boli-
via”. con la finalidad de avanzar en ello, se propone, en una primera 
parte, exponer la base conceptual que acompañará esta reflexión en lo 
relativo a democracia y movimientos sociales. en una segunda parte, 
se trabajará sobre los ciclos de movilización social y la impugnación 
y resignificación del concepto de democracia en los momentos de ma-
yor intensidad d la acción colectiva. Finalmente, en una tercera parte, 
se analizará el significado mismo de la noción de “gobierno de los mo-
vimientos sociales”, en relación a la forma que desde el gobierno del 
mas dota de nuevos significados a la democracia frente a discursos y 
prácticas sobre estado de derecho y democracia propugnadas por las 
élites regionales y partidos tradicionales, como principal estrategia de 
resistencia al cambio. 

a lo largo del trabajo, se prestará principal atención al modo en 
que se articula a nivel de discurso y práctica los siguientes temas: la 
relación entre la esfera política y social, la relación entre movimientos 
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sociales y partidos políticos y los movimientos sociales frente la estruc-
tura estatal y su reestructuración institucional. Finalmente y a modo 
de conclusión se reflexionará sobre democracia en el marco de un go-
bierno autodefinido como el gobierno de los movimientos sociales. 

Algunas consideraciones sobre democracia 
y movimientos sociales 
a nivel conceptual, parto de la premisa de que al tiempo de pensar 
de manera relacional movimientos sociales y democracia, es funda-
mental partir de la propia crítica a las estructuras socioeconómicas 
de poder y políticas, que desde la acción colectiva se ido dando para 
cada contexto social e histórico. en este sentido, en Bolivia, los movi-
mientos sociales, en las últimas décadas, han impugnado la fórmula 
misma de democracia representativa y libre mercado, que ha dado 
forma a las relaciones sociales y políticas “posibles y deseables” en el 
país desde las reformas estructurales implementadas desde 1985, bajo 
los lineamientos del Fondo monetario internacional. así, en el país, 
durante las movilizaciones sociales se ha objetado las formas tradi-
cionales de hacer política desde el monopolio partidario y las institu-
ciones privilegiadas en la democracia representativa. La lectura que 
se hace desde los movimientos sociales es que esta noción liberal de 
democracia es la que habría dejado fuera de las toma de decisiones so-
bre los temas centrales de destino de la nación a las grandes mayorías, 
minorizadas a través de fórmulas de representación inadecuadas para 
hacer frente al tipo de desigualdades y exclusión propia de sociedades 
colonialmente estratificadas, en las que los sistemas de acumulación 
aún vigentes sólo agudizan la marginalidad.

como bien señala José Nun (2000), en américa Latina la democra-
cia representativa se afianza con el apoyo de las burguesías locales y 
extranjeras que lucran con las privatizaciones y los negocios financie-
ros, por lo que asistimos a una enorme concentración no sólo de la ri-
queza, sino también del poder y de las ideas que se suponen aptas para 
promover el crecimiento económico y fijar los alcances de la propia 
democracia. de esta manera, a decir de este autor, es necesario apelar 
a la idea de democracia como autogobierno colectivo. en esta línea, 
considero que la democracia debe ser leída como un proceso amplio de 
construcción colectiva y de disputa por el sentido de lo político, en el 
que las esferas política y social no son compartimentos separados y es-
tancos, sino esferas dinámicas e ínterpenetradas de manera compleja. 
contrariamente, la clase dominante se atrinchera en un discurso sobre 
democracia, en el que la esfera política se circunscribe a la institucio-
nalidad liberal representativa en la que el sistema de partidos sería el 
llamado a resolver los conflictos que se dan en la esfera social. 
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esta visión es funcional a la concentración del poder político y 
económico, y se fundamenta en una concepción de democracia res-
trictiva en la que se garantiza que la definición de la esfera política sea 
prescrita por un grupo minoritario del polo dominante. La democracia 
pensada desde la acción colectiva, desde mi punto de vista, abandona 
este terreno para avanzar hacia una noción en la que democratización 
no es sinónimo de fortalecimiento de las instituciones representativas, 
sino que se refriere a procesos de interpenetración compleja de las 
esferas políticas y sociales. en este sentido, la democracia apunta a la 
construcción de comunidades políticas autodeterminadas y capaces 
de contribuir desde la autogestión en la definición de las decisiones 
políticas que hacen al destino común de las grandes mayorías de un 
país. democratizar en esta línea supone politizar la esfera social.

en la tarea de pensar democracia y movimientos sociales, asu-
mida como eje central de las reflexiones de grupo de trabajo que nos 
convoca, parece fundamental recurrir a los aportes del trabajo de 
Luis tapia mealla sobre la temática. me inclino a recuperar para el 
análisis, en primer término, sus reflexiones desde lo que él ha deno-
minado los no lugares de la política (tapia, 2002), categoría que nos 
permite entender a los movimientos sociales como el desborde de 
los lugares estables de la política, entendiendo esta estabilidad como 
la producida por la clase dominante. el autor plantea que frente a 
diseños institucionales que tienden a reducir la complejidad social, 
reconociendo a los partidos políticos como núcleo central de la par-
ticipación política y negando reconocimiento a las otras formas po-
líticas realmente existentes, los movimientos sociales no ocupan un 
lugar específico; son, más bien, “una configuración nómada de la po-
lítica”, a partir de la proliferación de diversos núcleos de constitución 
de sujetos políticos.

otro aporte clave de este autor y complementario para los fines 
del presente ensayo, es la noción de subsuelo político (tapia, 2001). 
Luis tapia contrapone al concepto de superficie el de subsuelo político. 
La superficie está definida como el lugar de la política que muestra 
los elementos de la síntesis articulada por el polo dominante de una 
sociedad y que es lo que el sistema de partidos hace visible a través 
de las mediaciones y representaciones que considera legítimas. en 
cambio, la noción de subsuelo político, que desde mi punto de vista 
permite pensar la relación entre movimientos sociales y democracia 
de manera fecunda, es el espacio político donde viven y se mueven los 
excluidos, aquello que pertenece a una cualidad social que sólo puede 
auto-representarse, un espacio cuya pluralidad es mayor cuanto más 
homogénea es la superficie. así, desde dentro del subsuelo se ve su 
propio sentido, sus formas de articulación intersubjetiva, sus formas 
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de comunicación alternativa. Los movimientos sociales cuestionan 
desde el subsuelo político las estructuras de dominación que la super-
ficie institucionaliza como legítimas. en esta línea de razonamiento, 
cabe pensar que un gobierno de los movimientos sociales no se limi-
ta a traducir en clave de la superficie dominante aquello que emerge 
del subsuelo como impugnación a la misma. así parece importante 
abandonar la idea de que un gobierno de los movimientos sociales se 
construye en una lógica de agregación de organizaciones en alianza 
con el fin de ocupar un tipo de institucionalidad configurada desde la 
síntesis articulada por el polo dominante. estos planteamientos teóri-
cos nos obligan a complejizar la respuesta a nuestra pregunta inicial 
sobre el significado de un gobierno de los movimientos sociales.

en este punto quiero recatar lo que considero un tercer aporte 
fundamental del trabajo de Luis tapia para la temática que nos ocupa 
y que además, nos es útil como visagra para pasar a tratar el siguiente 
punto del ensayo, en el que abordaremos algunas consideraciones ge-
nerales sobre los movimientos sociales en Bolivia. tapia (2008) plantea 
que las luchas sociales dependen de la forma de organización de las 
estructuras de conflicto en diferentes momentos históricos. el autor 
desarrolla una interesante tesis sobre las estructuras de rebelión en rela-
ción a las estructuras de conflicto y los clivajes que organizan las rela-
ciones de explotación en cada sociedad y coyuntura. Las estructuras de 
rebelión condensan, para el autor, las diversas formas de organización 
social, una historia común, la memoria que la articula, el proceso de 
acumulación histórica, un proyecto político y la constitución de sujetos 
e identidades en relación al tipo de dominación y opresión existentes. 
Plantea que las estructuras de rebelión son articulaciones desorganiza-
doras de las estructuras de opresión y que su complejidad es mayor en 
sociedades colonizadas. son prácticas desde estructuras preexistentes, 
que prefiguran formas sustitutas de vida política y social. 

esta mirada a los movimientos sociales, pensados como estructu-
ras de rebelión en movimiento y en relación con las estructuras de con-
flicto, me parece fundamental para pensar el tema de democracia y mo-
vimientos sociales. Para Luis tapia, en Bolivia la estructura de conflicto 
es compleja y se da al menos en tres niveles, el primero caracterizado 
por la persistencia de relaciones de dominación colonial; el segundo 
nivel, que responde a un clivaje clasista y un tercer nivel que tiene que 
ver con el clivaje gobernantes/ gobernados, el que el sistema de partidos 
es central y que también pasa por conflictos interregionales. 

como se ha adelantado, en el siguiente punto presentaré algunas 
consideraciones generales sobre los movimientos sociales en Bolivia, 
que posibilitaron la actual configuración del escenario político, consi-
derando la perspectiva de análisis antes planteada.
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Consideraciones generales sobre el proceso, 
los movimientos sociales y el MAS
en Bolivia el proceso de cambio social producido por los diferentes 
ciclos de movilización plantea el cuestionamiento profundo del hori-
zonte liberal como lugar de configuración de lo político, lo que per-
mite pensar la posibilidad de reinvención de la democracia desde las 
formas y prácticas políticas que pusieron en marcha la impugnación 
del tipo de relaciones sociales, políticas y económicas existentes, im-
pugnación del orden liberal y colonial que se da desde diferentes flan-
cos. en la “marcha por el territorio y la dignidad” y la “marcha por la 
asamblea constituyente, por la soberanía Popular, el territorio y los 
recursos Naturales” que fueran protagonizadas por organizaciones 
de los Pueblos indígenas de tierras Bajas en los años 1990 y 2002, 
respectivamente, los pueblos indígenas del oriente logran ser visibi-
lizados como sujetos políticos hasta entonces no sólo explotados por 
las élites regionales, grupos empresariales madereros, agroexportado-
res, ganaderos y hacendados, sino también como inexistentes para el 
estado. Las organizaciones indígenas de tierras Bajas exigen al go-
bierno el reconocimiento de sus formas de organización, poniendo en 
evidencia a los grupos de poder empresariales y hacendados como los 
interlocutores privilegiados del gobierno central en las regiones, pues 
desde ellas ocupaban también el gobierno central a través de la repre-
sentación partidaria de sus intereses. en estas marchas también se 
plantea, por primera vez, la necesidad de una asamblea constituyen-
te como un espacio de transformación social y política. Las marchas 
hacia occidente han sido un importante mecanismo de encuentro y 
articulación de las luchas de los pueblos indígenas, desde donde se 
han develado con claridad los conflictos en torno a la tierra y terri-
torio, que los enfrentan a los grupos de poder latifundista de la re-
gión oriental del país. Los pueblos indígenas de tierras bajas emergen 
como sujeto político autoorganizado en su matriz comunitaria contra 
formas modernas y liberales de tenencia de la tierra, conformando 
una comunidad política con un horizonte común de lucha. 

durante la Guerra del agua, en el año 2000, se ha logrado la 
generalización a nivel nacional de la demanda de asamblea constitu-
yente. esta experiencia de lucha se constituye en la primera lección 
de expulsión de una transnacional en el mundo por parte del mo-
vimiento popular, estableciendo claramente los límites del modelo 
neoliberal y de las prácticas privatizadoras. La Guerra del agua es 
también el ejemplo de una amplia y prolongada capacidad de toma 
de decisiones colectiva de la población organizada y movilizada fuera 
de los márgenes del monopolio partidario de la política. así las for-
mas políticas ensayadas en esta lucha, se convierten en un importan-
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te referente de politización desde los espacios cotidianos y permiten 
pensar la democracia como un espacio abierto, de encuentro y de-
liberación colectiva, alternativo al ámbito institucional liberal ocu-
pado tradicionalmente por los partidos políticos. en este contexto, 
la coordinadora del agua se configura como una estructura de arti-
culación y acción popular en la que se plasma un movimiento social 
que se proyecta impugnando, en el discurso y la práctica el núcleo de 
dominación clasista y las políticas neoliberales. asimismo, se cues-
tiona la división y relación entre gobernantes y gobernados, propia de 
la democracia representativa. durante la Guerra del agua, lo social, 
en su complejidad, va ocupando la esfera política con una diversidad 
de formas organizativas y sujetos políticos que emergen desde la re-
sistencia a veinte años de la tentativa neoliberal de despolitización y 
fragmentación de las luchas sociales. 

Paralelamente, las movilizaciones indígenas y campesinas, en el 
altiplano boliviano, durante la Guerra del Gas, en el año 2003, que ter-
mina con el derrocamiento del gobierno de Gonzalo sánchez de Lo-
zada, luego de la masacre perpetrada en la ciudad de el alto. La caída 
del gobierno de carlos mesa Gisbert, producto de las movilizaciones 
populares de mayo y junio de 2005, sellan también un punto de ruptu-
ra con formas políticas propias de los partidos políticos tradicionales, 
prácticas clientelares, prebendales y patrimonialistas, consolidadas 
a través de la llamada “democracia pactada”, que institucionaliza el 
monopolio partidario de la política. estas prácticas son impugnadas 
desde la acción colectiva sostenida en estructuras comunitarias como 
una alternativa política a las formas de organización y representación 
liberales a partir del despliegue político desde de la asamblea, el ca-
bildo, la organización barrial, vecinal y comunitarias como lugares 
de reconfiguración de lo político. es durante estas luchas cuando se 
denuncia de manera más contundente el carácter colonial del aparato 
institucional el estado sostenidas en prácticas y relaciones sociales 
fuertemente racistas. 

este amplio proceso de luchas, que modifica el escenario políti-
co, creando las condiciones de posibilidad para una transformación 
profunda del estado y la sociedad, puede caracterizarse como un pro-
ceso amplio de impugnación social a múltiples prácticas y formas de 
expropiación y privatización de lo público, consolidado a través de la 
implementación del modelo neoliberal desde 1985, pero que se asien-
ta en otros procesos previos de expropiación expresados, de manera 
general, en el tipo de relaciones sociales y políticas coloniales y la re-
organización republicana en sus continuidades coloniales. el tipo de 
expropiación social, impugnada en los ciclos de movilización popular 
de la última década, se sustenta en la privatización de tres esferas: 



América Latina: Los derechos y las prácticas...

198

La privatización de las empresas públicas estatales a través del  -
denominado proceso de capitalización, mediante el cual las 
empresas públicas pasan a ser controladas por las empresas 
transnacionales. 

expropiación de la fuerza laboral y desarticulación de orga- -
nizaciones laborales, expresada principalmente en la llamada 
relocalización y sus consecuentes políticas de flexibilización 
laboral. 

La privatización de la política, a partir de la expropiación de  -
las luchas sociales y populares por la recuperación y retorno a 
regímenes democráticos en beneficio de partidos políticos que 
se turnan en el ejercicio gubernamental a partir de la institu-
cionalización de la llamada “democracia pactada”. 

estos ciclos de movilización modifican el orden político existente pues 
no necesitaron ser reconocidos “oficialmente” o desde la instituciona-
lidad liberal como espacios y formas políticas legítimas para existir; 
por el contrario, fue el orden instituido el que necesitó reconocerlos 
para prolongar su vigencia. en este sentido, si bien el ascenso político 
del mas por la vía electoral ha sido fundamental en este proceso de 
impugnación al orden institucional liberal, aunque desde su propia 
institucionalidad, no es menos cierto que este espacio de lucha ha 
estado siempre alimentado por las movilizaciones sociales. de esta 
manera, podemos identificar dos espacios o esferas de impugnación 
fundamentales: 

espacio de transformación en marcha dentro del orden ins- -
titucional vigente, que se caracteriza, en primer lugar, por la 
autoorganización partidaria de sectores indígenas y populares 
a través principalmente del mas-iPsP y el miP (movimiento 
indio Pachacuti) y que cobra relevancia en las victorias elec-
torales de estas fuerzas no sólo a nivel nacional, sino también 
local y que ha contribuido de manera fundamental al debilita-
miento de los partidos tradicionales. cabe señalar que lo ante-
rior no implica, necesariamente, llevar al sistema de partidos 
las formas políticas pensadas y ejercidas en los ciclos de de 
emergencia de la lucha colectiva, aunque si ha permitido, des-
de el seno mismos del sistema de partido, al interior del Parla-
mento, denunciar y conocer a profundidad la batería de leyes 
en las que se asentara la expropiación de los bienes públicos e 
impugnarlos desde ahí. 
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el espacio desplegado por los diversos momentos de moviliza- -
ción social, en los que se abre la posibilidad de pensar la políti-
ca y la democracia más allá de la institucionalidad liberal. 

cabe en este punto, detenerse a pensar al mas-iPsP, como un partido 
político con base popular, que se organiza para la contienda electoral, 
pero que se imagina a sí mismo como un “instrumento Político para 
la soberanía de los Pueblos”, en una enunciación que en sí misma 
busca marcar una distancia con las estructuras partidarias tradicio-
nales y que, de hecho, no puede explicarse bajo el simple rótulo de un 
partido político. Para ello, recurriremos a algunos de los diversos es-
tudios que se han realizado en el país sobre el tema. Jorge Komadina y 
céline Geffroy, en su texto titulado “el poder del movimiento político: 
estrategia, tramas organizativas e identidad del mas en cochabamba 
(1999-2005)” señalan, como uno de sus hallazgos, que el mas habría 
cuestionado el principio de separación de lo político del mundo so-
cial, a través de una nueva forma de acción colectiva de movilización 
permanente en el doble código de lo político y lo social. estos autores 
señalan que en su investigación 

[…] se ha comprobado que la apuesta estratégica por el método electo-
ral no implicó [para el mas] el abandono de las modalidades de acción 
directa como el bloqueo, la toma de ciudades y las marchas, eventos 
intensamente expresivos por su dramaturgia y su lenguaje simbólico 
(Kodina y Geffroy, 2007: 142). 

Por otra parte, es interesante observar las constataciones que los men-
cionados autores hacen en referencia a la organización interna del 
movimiento al socialismo: 

el mas (a diferencias de los partidos políticos tradicionales) tiene un 
arraigo profundo en las instituciones sociales, productivas y culturales 
de los campesinos cochabambinos, especialmente de los cocaleros del 
trópico, núcleo de irradiación del movimiento. […] Las demandas, los 
intereses y las representaciones de los campesinos del trópico y de los va-
lles cochabambinos dieron un salto cualitativo cuando fueron traducidos 
al lenguaje de la política. La investigación muestra, precisamente, cómo 
las luchas de resistencia de los cocaleros contra las políticas represivas de 
erradicación de la hoja desembocaron en la conformación de una organi-
zación concebida para intervenir en el espacio político (Ibid., 2007: 143). 

aquí, vale la pena acotar que es justamente el discurso cocalero sobre 
la soberanía nacional, amplificado en su voz a través de su represen-
tación parlamentaria, lo que posibilita la emergencia de un discurso 
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articulador de varias voces con proyección y liderazgo nacional. Para 
Kodina y Geffroy, después de las elecciones del 2002, en las que el 
mas-iPsP se convierte en la segunda fuerza política a nivel nacional, 

[…] dejó de ser una organización de los cocaleros y campesinos de 
cochabamba y se convirtió en un movimiento nacional capaz de inter-
pelar exitosamente a diversos grupos sociales y la ciudad. (Ibid., 2007: 
142)

también apuntan que: 

el mas no presenta una demarcación precisa y neta entre las orga-
nizaciones sociales y la estructura propiamente partidaria. Ésta se 
encuentra anclada en el sindicato campesino cocalero, a menudo se 
confunde con él; sin embargo, en las ciudades [advierten] sobre todo 
en los momentos electorales se ha conformado una estructura partida-
ria que no se encuentra vinculada orgánicamente con organizaciones 
sociales urbanas. (Ibid., 2007: 144). 

desde esta perspectiva se ubica al líder, evo morales aima, como un 
articulador entre las organizaciones sociales y la estructura partida-
ria, y cuya centralidad va cobrando relevancia como icono frente a los 
adversarios políticos en la arena electoral. 

Por su parte, moira Zuazo (2008) habla de tres ejes constitutivos 
del mas-iPsP; el primero, la construcción de un instrumento político 
de los campesinos indígenas originarios, como un momento de politi-
zación de lo indígena campesino, 

[…] relacionado, por una parte, con la campaña de 500 años de resis-
tencia indígena, Negra y Popular, desarrollada en Latinoamérica entre 
octubre de 1989 y octubre de 1992, y por otra, con el proceso de muni-
cipalización que se inicia en Bolivia en 1994. (Zuazo, 2008: 27) 

el segundo eje constitutivo del movimiento al socialismo es, para la 
autora, 

[…] el rol de las elecciones para la consolidación de unidad bajo el li-
derazgo cocalero de evo morales, […] [en el que es clave] la criminali-
zación de los cocaleros, [que] se constituye en el aglutinador del sujeto 
indígena campesino como sujeto político. 

Finalmente, un tercer eje constitutivo del instrumento político es que 

el mas-iPsP se articula y se monta en el ciclo de protesta social que se 
abre el 2000, en una estrategia orientada a tejer una ‘red de dirección y 
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control’ de las organizaciones a través de alianzas […], estrategia que 
se hace visible en marzo de 2005, en la segunda crisis, que termina de-
rrocando al gobierno del Presidente mesa cuando las organizaciones 
campesinas indígenas firman un ‘Pacto por la soberanía y dignidad 
Nacional’, con dos organizaciones urbanas, la FeJuVe [Federación 
de Juntas Vecinales] de el alto y la coordinadora del Gas y de la Vida. 
(Ibid., 2008: 32 y 33). 

en este punto, la autora plantea un tema importante de resaltar para 
nuestro posterior análisis, cuando señala, para la etapa gubernamen-
tal del mas, que se observa 

[…] en general que la política de alianzas con movimientos sociales se 
desarrolló bajo una lógica corporativa y prebendal, lo cual trajo consi-
go dos grandes problemas: por una parte queda como una tarea pen-
diente el dilema de la incorporación de los intereses, demanda, discur-
so y representación urbana dentro del partido/instrumento; por otra, 
se hace más difícil para el partido/instrumento el cumplimiento del rol 
de síntesis política y su potencialidad de definición de líneas estratégi-
cas de gobierno en un ejercicio de democracia deliberativa interna.

 
a estas alturas del ensayo, parece importante preguntarse sobre el go-
bierno del mas-iPsP en relación a estas dos esferas de acción política, 
el sistema de partidos políticos y los movimientos sociales. Hervé do 
alto, en su ensayo titulado “el mas-iPsP boliviano entre la protesta 
callejera y la política institucional” se pregunta: ¿existiría entonces un 
“continuum de la acción colectiva” que podría incluir el partido político 
como un elemento más de un repertorio de política contestaria final-
mente más amplio que lo que se podría imaginar? este autor considera 
pertinente, al momento de responder a este tipo de preguntas, realizar, 
adicionalmente, “una reflexión sobre el lugar que ocuparía la acción 
pública en tal repertorio”, ya que considera que el mas-iPsP permite 
observar las interacciones entre acción gubernamental, institucionali-
dad política y movilización social y hace referencia a dirigentes sociales 
que ejercen cargos jerárquicos en el ejecutivo como ejemplos de casos 
“donde la idea de ‘movimientos sociales en el poder’ habría tomado un 
rumbo concreto convirtiendo Bolivia en un auténtico laboratorio polí-
tico” en relación al tema de “la distinción de espacios objetivados consi-
derados funcionales” (do alto, monasterios, stefanoni, 2007: 109). 

al respecto y con la finalidad de pensar el significado de la fórmula 
gobierno de los movimientos sociales, considero importante la pregunta 
que plantea do alto y también me parece necesaria su propuesta de 
incorporar, en una potencial respuesta, como variable el tema de la 
gestión pública y los nuevos actores sociales que ocupan algunos espa-
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cios de poder en el ejecutivo nacional. es importante en dos sentidos, 
el primero porque en una sociedad colonialmente estratificada como la 
boliviana, donde la división social del trabajo es reflejo de la condición 
colonial, los puestos de mando en la estructura estatal han estado tra-
dicionalmente ocupados por un polo de clase dominante, por tanto la 
incorporación de actores de procedencia sociocultural diversa marca 
un cambio cualitativo en la composición del estado que no debe des-
deñarse. en segundo lugar, porque la incorporación de nuevos actores 
al estado supone también, en alguna medida, validar una trayectoria 
de lucha contra las estructuras de dominio, como es el caso de dirigen-
tes sociales sobresalientes en los momentos de lucha que son invitados 
a ocupar espacios de decisión en el ejecutivo. sin embargo, cabe ma-
tizar en este punto el hecho de que muchas veces este reconocimiento 
termina potenciando el liderazgo individual y no necesariamente la lu-
cha colectiva que sustenta estos liderazgos. incluso se puede observar 
que estas designaciones, por el modo en que se realizan, tienden a pro-
ducir divisiones al interior de las propias organizaciones, a la vez que 
potencian en ellas su carácter más jerarquizante, menos emancipato-
rio y con mayor propensión a prácticas prebendales y clientelares.

en este punto, Pablo stefanoni tiene algunos apuntes analíticos 
interesantes para el tema que nos ocupa. este autor se formula la pre-
gunta: “¿un gobierno de los movimientos sociales?”. Para ensayar una 
respuesta avanza en el sentido de preguntarse: 

¿a qué nos referimos cuando hablamos de movimientos sociales?, ¿es lo 
mismo gobierno de los movimientos sociales que gobierno de los sindica-
tos?, ¿estos últimos se comportan siempre como movimientos sociales?. 

La hipótesis que plantea es que 

[…] los momentos en los que las organizaciones corporativas se con-
vierten en las bases organizativas de los movimientos sociales (mo-
mentos en los que se descorporativizan parcialmente) y contribuyen 
a expandir los límites del sistema institucional son excepcionales [y 
que] consecuentemente, es habitual observar –pasado el climax de las 
movilizaciones– fuertes repliegues corporativos que constituyen una 
suerte de normalidad en los sindicatos campesinos, las comunidades 
indígenas y las juntas de vecinos.

de esta hipótesis stefanoni pasa a nuevas preguntas: 

¿Qué pasa con estos momentos de repliegue particularista? ¿se trata, en 
verdad, de un gobierno de los movimientos sociales o de un pacto cor-
porativo en el que cada sector espera la satisfacción de sus demandas de 



203

Dunia Mokrani Chávez

parte del estado? ¿Hasta donde es posible imaginar un proyecto eman-
cipatorio más allá de las diferencias? ¿cuál es el espacio de construcción 
de una voluntad colectiva por encima de los particularismos? 

el autor considera que en el gobierno 

[…] se observa un vuelta a cierta lógica ‘legal racional’ weberiana en 
detrimento del movimiento social [y que] el ’cogobierno’ con las orga-
nizaciones sociales está replegado a algunos ministerios […]. 

sin embargo, en este contexto, recata como una posibilidad novedosa ha-
cia la constitución de un gobierno de los movimientos sociales, que su-
pondría una propuesta de “radicalización democrática” la alternativa de 
la creación de un cuarto poder social, promovida por el Pacto de unidad 
de organizaciones campesinas, pues considera que “podría constituir una 
instancia novedosa de participación de las organizaciones sociales en la 
fiscalización, pero también en la gestión estatal.” (Ibid., 2008: 30, 31, 32). 

aquí cabe, desde mi óptica, preguntarse sobre el papel que juega 
el movimiento al socialismo como partido y como instrumento Polí-
tico para la soberanía de los Pueblos –fórmula que desde su propio 
enunciado busca distanciarse de las prácticas de los partidos tradicio-
nales– en la tarea de conformar un gobierno de los movimientos socia-
les. La respuesta más fácil y que, a mi juicio, no respondería al nivel 
de complejidad del proceso que se vive hoy en Bolivia, sería situar a 
esta estructura política como una especie de bisagra entre el sistema 
de partidos y los movimientos sociales o, incluso, como una síntesis 
de estas dos esferas. sin embargo, considero que estas dos esferas 
no se hacen complementarias por el simple hecho de que el mas se 
encuentre entre o en ambas, sino que inclusive podrían interpretarse 
como contradictorias, dependiendo del lugar desde donde esta fuerza 
partidaria y social vaya ocupando el estado. en esto creo que es fun-
damental analizar al mas-iPsP no sólo en el modo en que construye 
la articulación y su relación con las organizaciones sociales (un punto 
importante estudiado por stefanoni), sino también preguntarse: ¿el 
mas se proyecta como el titular único o principal de la acción impug-
nadora una vez que asume el gobierno? es también importante, en la 
misma línea, analizar si el gobierno de evo morales se concibe como 
el llamado a interpretar de manera unilateral el largo y creativo pro-
ceso de luchas para institucionalizarlo a través de políticas pensadas 
desde una institucionalidad heredada o si, por el contrario, se proyec-
ta como un actor llamado a mantener abierta la posibilidad de que las 
diferentes fuerzas sociales sigan modificando e impugnando el orden 
colonial y liberal desde sus propios procesos de autoorganización. 
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Algunas reflexiones sobre el significado 
de los movimientos sociales en Bolivia
en la línea de lo anteriormente dicho, en las reflexiones que siguen me 
concentraré en analizar el significado de un gobierno de los movimien-
tos sociales considerando, por un lado, el tema de los actores sociales, 
sus demandas y su relación con el gobierno y gestión pública; por otro 
lado me referiré a la relación del gobierno del mas con el proyecto y las 
formas políticas emergidas en la acción colectiva, pues considero que 
hablar de un gobierno de los movimientos sociales no sólo involucra el 
tema de la incorporación de sectores sociales al gobierno, sino y prin-
cipalmente analizar la continuidad de éste con el proyecto político que 
emergió durante los diferentes ciclos de movilización y las formas políti-
cas ahí producidas como alternativa a las formas liberales impugnadas. 

Gestión institucional del conflicto 
social en el gobierno del MAS

He elegido, en este punto, abordar el tema de la relación entre 
gobierno y movimientos sociales, a partir del análisis de la estructura 
institucional creada por el gobierno para construir la relación con or-
ganizaciones sociales y gestionar el conflicto 

el Viceministerio de coordinación con movimientos sociales y la 
sociedad civil fue creado mediante la Ley Nº 3351 de organización 
del Poder ejecutivo (LoPe) en febrero de 2006 y su estructura institu-
cional responde al siguiente esquema organizacional: 

Ministerio de Presidencia

Viceministerio de Coordinación
Gubernamental

Viceministerio de Coordinación
con Movimientos Sociales

y Sociedad CIvil

DIrección General

Unidad de seguimiento
y Análisis Nacional

Unidad de Fortalecimiento
de las Organizaciones Sociales

Unidad de Gestión
de la demanda Social

Viceministerio de
Descenatralización
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La creación de esta instancia estatal de coordinación con movimientos 
sociales está orientada a buscar alianzas estratégicas con las organi-
zaciones sociales para posibilitar el encuentro del gobierno con éstas 
y la sociedad civil, impulsando su participación en la elaboración de 
políticas públicas. Las funciones del ministerio de coordinación con 
movimientos sociales y la sociedad civil (Vcmssc), según el decreto 
reglamentario de la Ley LoPe son: 

apoyar a la Presidencia de la república en la coordinación de sus relacio-
nes con los movimientos sociales y al sociedad civil, bajo los lineamientos 
establecidos por las políticas del Gobierno nacional; 
coordinar las relaciones del poder ejecutivo con los movimientos sociales 
del país;
Formular políticas destinadas al fortalecimiento del movimiento popular 
boliviano;
diseñar, desarrollar y ejecutar políticas de relacionamiento del estado 
con la sociedad civil; 
Formular e implementar mecanismos para la recepción de las demandas 
de los movimientos sociales y la sociedad civil, canalizando su atención a 
los ministerios que correspondan.;
efectuar el seguimiento al cumplimiento de los convenios suscritos entre 
el gobierno con organizaciones sociales, así como la atención de las de-
mandas presentadas por éstas;
evaluar la capacidad de gestión del Poder ejecutivo en materia de aten-
ción a demandas sociales y cumplimiento de compromisos asumidos ante 
los movimientos sociales y la sociedad civil;
apoyar técnicamente a los movimientos sociales y la sociedad civil en la 
formulación y canalización de sus planteamientos y demandas, ante las 
instancias que corresponda;
administrar el sistema de seguimiento y monitoreo nacional de conflic-
tos, demandas, propuestas y convenios suscritos entre el Poder ejecutivo 
con los movimientos sociales y la sociedad civil;
impulsar estrategias y acciones orientadas a la prevención de conflictos; y
apoyar en la resolución de conflictos a los ministerios que corresponda. 

este Viceministerio, a través de su organización tripartita, está orien-
tado al cumplimiento de tres funciones fundamentales. La primera 
concerniente a la gestión de la demanda social, cuyo objetivo es la 
atención de las demandas y su posterior derivación, monitoreo y se-
guimiento en las instancias gubernamentales correspondientes. La 
segunda área de intervención del Vcmssc es la de fortalecimiento a 
las organizaciones sociales, a través de la coordinación de espacios de 
interacción entre el gobierno y los actores sociales en mesas de diá-
logo y concertación. La tercera instancia es la de análisis estratégico 
de conflictos sociales, encargada de realizar la labor de monitoreo y 
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seguimiento tanto de los conflictos como de los acuerdos entre orga-
nizaciones sociales, sociedad civil y gobierno. se analiza el grado de 
conflictividad y se trabaja con un sistema de alerta temprana y el aná-
lisis estratégico para la prevención gubernamental de los conflictos, 
promoviendo vías de solución concertadas. uno de los instrumentos 
con los que cuenta esta unidad para el seguimiento a conflictos es la 
matriz que, como ejemplo, se presenta a continuación.

en la visión estratégica de la institución, se plantea que las funcio-
nes de esta repartición estatal se enmarcan dentro de un enfoque de 
promoción de “la gobernabilidad democrática”, entendida como sis-
tema de prevención de conflictos y fortaleciendo la participación de 
los actores sociales en los procesos de construcción y consulta de las 
políticas públicas. así, se puede observar que este nuevo esquema, en 
relación a gestiones gubernamentales anteriores, incorpora a la no-
ción de “gobernabilidad” el término “democrática” poniendo especial 
énfasis en una tarea de incluir, de manera participativa, a los actores 
sociales no sólo dentro de la búsqueda de soluciones, sino también 
en el proceso mismo de delineamiento de las políticas públicas. sin 
embargo, si bien se abre desde esta institución la posibilidad de cons-

Matriz de seguimiento a Conflictos Sociales

Nacional

Cod. Organización Temas G Demanda Medida Respuesta Estado actual Responsable

1

Confederación 
de Pueblos 
Indígenas de 
Bolivia

Auto-
nomías 
Constitu-
yente

1


Autonomía 
indigena, 
defensa del 
territorio, 
entre otros.

Estado de 
emergencia, 
cabildo 
abierto 
indígena 
la próxima 
semana.

Asambleístas del 
MAS ratifican 
un Estado 
plurinacional y 
las autonomías 
indígenas, en la 
nueva CPE.

El inicio de la marcha 
a Sucre queda en 
suspenso hasta la 
próxima semana. El 
cabildo se realizará 
en  Concepsión, según 
el dirigente del sector, 
Diego Faldín, los indí-
genas defenderán su 
derecho a la tierra.

AC

Santa Cruz

1

Trabajadores 
de la Univer-
sidad Gabriel 
Rene Moreno

Salarial 3


Pago del bono 
de transporte 
durante el 
período de 
vacaciones, 
es decir, 
cuando no 
trabajan.

Huelga de 
hambre de 
un piquete 
desde el 
pasado 
lunes.

Funcionarios de 
la Representación 
Presidencial 
informaron que 
las autoridades 
no asistieron a la 
reunión convoca-
da con el sector el 
día de ayer.

Se informó que los tra-
bajadores permanecen 
en huelga de hambre 
y anuncian que el paro 
de actividades será de 
manera indefinida a 
partir del día lunes.

UAGRM

Fuente: Viceministerio de Coordinación con los Movimientos Sociales y  Sociedad Civil.
Fecha: 23/06/07
 Fases del Conflicto Tendencias
 4 = Crisis  Crece
 3 = Pre Crisis  Decrece
 2 = Temprano  Se mantiene
 1 = Latente
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trucción de espacio de diálogo y concertación hacia la inclusión de 
organizaciones sociales en los procesos de elaboración de políticas 
públicas, los conflictos no dejan de ser considerados como posibles 
fuentes de desestabilización que deberán ser detectados temprana-
mente para facilitar su resolución. en este sentido, el potencial del 
conflicto como generador de alternativas políticas, demostrado por 
los movimientos sociales y su capacidad de imaginar el cambio, no es 
capitalizado desde una estructura institucional de este tipo. es decir, 
la enorme capacidad demostrada por los movimientos sociales para 
producir nuevos horizontes de acción desde procesos amplios y di-
versos de deliberación colectiva no es capitalizada en este esquema 
institucional. Los actores políticos y las formas que posibilitaron la 
emergencia de una nueva agenda política en el país, dentro de este es-
quema institucional corren el riesgo de ser reducidos en su capacidad 
a la tarea de coadyuvar en la gestión del conflicto y, en el mejor de los 
casos, a participar de manera más activa en el proceso de elaboración 
de políticas públicas, pero no en un proceso más amplio y sostenido 
de toma de decisiones sobre lo público. en este marco, se puede ob-
servar que el significado de movimientos sociales es prácticamente un 
sinónimo de organizaciones sociales, con las que el ejecutivo nacional 
coordina acciones, pero se está lejos de pensar en los movimientos 
sociales como espacios y formas colectivas de construcción política, 
más allá de la agregación de demandas particulares. 

a contrapelo, considero que hablar de un gobierno de los movi-
mientos sociales supondría pensar un tipo de institucionalidad que 
además de canalizar demandas para producir soluciones, a partir de 
procesos más participativos, avance en la tarea de abandonar el es-
quema institucional liberal, en el que se mantiene la prerrogativa de 
la toma de decisiones en grupos de expertos de la burocracia estatal. 
desde mi punto de vista, esto implicaría avanzar en la producción de 
formas políticas que posibiliten procesos de deliberación, participa-
ción y, sobre todo, de articulación de actores sociales que de manera 
colectiva piensen las alternativas de políticas generales desde diversos 
núcleos y formas políticas propias y no sólo sean convocados para 
concensuar soluciones a conflictos planteados. 

considero, entonces, que existen algunas limitaciones en este tipo 
de institucionalidad en relación al objetivo de incorporar a los movi-
mientos sociales en la gestión gubernamental. La primera es que las 
capacidades sociales y colectivas para gestionar lo público son trasla-
dadas a una institucionalidad liberal que sólo le deja como alternativa 
la formulación de demandas y facilitación de soluciones a conflictos 
concretos, despotenciando las capacidades deliberativas y de produc-
ción de alternativas políticas más totalizantes. en segundo lugar, con-
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sidero que este tipo de institucionalidad privilegia una dinámica de 
interacción en la que se concibe a los movimientos sociales como una 
agregación de actores y organizaciones y no como un espacio capaz 
de reconfigurar y de dotar de múltiples significados a la política y por 
lo tanto a las posibilidades de transformación social y política del es-
tado y la sociedad. 

en una coyuntura como la actual está en juego la definición de ac-
tores, espacios y formas de hacer política que van a determinar el nuevo 
mapa político y la reconfiguración de fuerzas para el futuro, de lo que, 
en última instancia, dependerá la posibilidad o no de avanzar en un 
proceso de transformación social profundo. Por ello, considero funda-
mental que al momento de pensar cómo se configura un gobierno de los 
movimientos sociales se vaya más allá de la idea de que los movimien-
tos sociales son la suma de organizaciones sociales y pensar en lo que, 
durante los ciclos de movilización, posibilitó un tipo de articulación 
social y política más allá de los particularismos. una iniciativa que vale 
la pena mencionar en este punto –pues supone, desde mi punto de vista, 
un esfuerzo mayor por pensar en la articulación de luchas hacia la con-
formación de un gobierno de movimientos sociales– es la creación de 
una coordinadora Nacional por el cambio (coNaLcam), anunciada 
por el presidente de la república, evo morales aima, el 22 de enero de 
2008. esta instancia, conformada en principio por aproximadamente 
treinta organizaciones sociales, tendrá, según lo anunciado, la capaci-
dad de tomar decisiones políticas, incluso por encima del gabinete mi-
nisterial. entre sus atribuciones está el fiscalizar al gobierno e incluso el 
poder de proponer la destitución de autoridades como ministros, vice-
ministros y directores. esta claro que esta instancia, dependiendo de su 
metodología de trabajo y de los mecanismos para la selección de repre-
sentantes para su conformación y funcionamiento, podría proyectarse 
como un espacio de articulación social en el que las propias organiza-
ciones encaren el desafio de superar su visiones sectoriales y avanzar en 
alternativas políticas para las grandes mayorías del país o podría, de lo 
contrario, convertirse en un grupo de élite que produzca nuevas formas 
de jerarquización dentro del universo de las organizaciones sociales, 
potenciando relaciones clientelares y prebendales. 

si bien la alternativa del coNaLcam, me parece un avance im-
portante hacia una significación más compleja de un gobierno de los 
movimientos sociales, en el sentido de que plantean un espacio de ar-
ticulación de las organizaciones sociales, al que, además, se le otorga 
prerrogativas en la toma de decisiones políticas, creo que el tipo de 
articulación lograda durante los ciclos de movilización va más allá 
de una instancia de control social como ésta. rescato aquí, la con-
formación de la coordinadora de la autodeterminación social como 
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una iniciativa que desde las organizaciones sociales plantea un tipo 
de articulación interesante. en noviembre de 2007, miembros de la 
coordinadora del agua, de los Ponchos rojos del altiplano paceño, de 
la universidad Pública de el alto (uPea), organizaciones de barrios 
populares de santa cruz y la Federación de Juntas Vecinales (FeJu-
Ve) de el alto se reúnen en la ciudad de cochabamba para conformar 
esta instancia de articulación y acción colectiva. en la ocasión, en un 
pronunciamiento público, dichas organizaciones señalan: 

Frente a la arremetida retrograda, racista, colonial y fascista de la oli-
garquía boliviana, nosotros que hemos luchado desde las calles, en el 
campo y en la ciudad por un país mejor y digno por nosotros y por 
nuestros hijos, hoy decidimos recuperar nuestra voz, nuestra autono-
mía de acción y redireccionar la lucha social. Nosotros no pretende-
mos, en ningún momento, atribuirnos la representación de todos los 
movimientos y organizaciones sociales, pero vemos con preocupación 
los espacios cedidos a la oligarquía en la asamblea constituyente y en 
otros espacios que están truncando el proceso de cambio. es ante esta 
situación que convocamos a sumarse a debatir y profundizar la actual 
lucha social desde todos los niveles y espacios. 

Las organizaciones antes mencionadas declaran, entre otros puntos, 
la necesidad de: “profundizar y redireccionar la lucha social por un 
país mucho más democrático y con mejores condiciones de vida”. asi-
mismo, postulan la independencia de cualquier instancia partidaria, 
pues consideran que se habría dado un tipo de fragmentación y coop-
tación de los líderes de los movimientos sociales, con su consecuente 
pérdida de vitalidad.

La agenda política de los movimientos 
sociales en el gobierno del MAS 
Hasta aquí, se ha intentado una aproximación al significado de un go-
bierno de los movimientos sociales en Bolivia, a partir de los actores 
sociales y las diversas iniciativas de articulación social desarrolladas 
durante el gobierno de evo morales. cabe también ensayar, ahora, una 
entrada a la temática pensando el significado de un gobierno de los mo-
vimientos sociales como un gobierno que asume la tarea de implemen-
tar la agenda política producida en los momentos de acción colectiva.

empecemos señalando que el proyecto político pensado por los 
movimientos sociales apunta a la impugnación de un doble proceso 
de privatización: el de las empresas estatales, enajenadas vía capitali-
zación y el de la privatización de la política, vía coaliciones partidarias 
que posibilitaron el recambio de los mismos partidos políticos en los 
puesto de mando durante las dos últimas décadas, en una dinámica 
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de pactos que garantizara la continuidad de las políticas de privatiza-
ción. así, 

... la nacionalización no debe entenderse únicamente como la recu-
peración de la capacidad estatal de producir excedente para una nue-
va construcción de lo público en términos de una distribución justa 
de los beneficios, sino también en términos de soberanía política. La 
nacionalización entendida así, no es posible sin un cuestionamiento 
paralelo y simultáneo de la privatización partidaria e institucional de 
la política; cuestionamiento expresado en los diferentes momentos de 
insurrección. (Gutiérrez y mokrani, 154: 2006) 

en esta línea el gobierno de evo morales, desde el inicio, asume la 
doble tarea de la agenda de los movimientos sociales y la traduce en 
una política de nacionalización de los recursos estratégicos y en la 
convocatoria a la asamblea constituyente, como el lugar desde donde 
reformará el sistema político. el 6 de marzo de 2006, se promulga la 
Ley nº 3365 de convocatoria a la asamblea constituyente de mane-
ra paralela a la convocatoria a referéndum nacional vinculante a la 
asamblea constituyente para las autonomías departamentales. esta 
convocatoria paralela supone algún tipo de distanciamiento del go-
bierno con la agenda de los movimientos sociales pues 

[…] las demandas de asamblea constituyente y de autonomías de-
partamentales, proviene de dos vertientes históricas contrapuestas, 
la primera es la de las reivindicaciones sociales, y la segunda como 
expresión de la resistencia de sectores oligárquicos regionales a per-
der privilegios y espacios de poder. en este sentido el haber igualado 
artificialmente dichos procesos a través de una ley que los convoca de 
manera paralela, se ha producido una suerte de fortalecimiento de la 
derecha que ha logrado posesionar su demanda de autonomías depar-
tamentales de manera contundente. (chávez y mokrani, 2007: 115)

ahora bien, el principal obstáculo para la implementación de la agen-
da de los movimientos sociales en Bolivia es, sin duda, la estrategia 
política de la derecha. recordemos que, en el escenario de la asam-
blea constituyente, la derecha se organiza para bloquear la posibili-
dad de una reforma política profunda, expresada principalmente en la 
propuesta del Pacto de unidad de organizaciones indígenas y campe-
sinas de crear un estado Plurinacional. dejando de lado las posibles 
debilidades de esta propuesta, cabe señalar que la oposición, a la vez 
que bloquea la realización de la asamblea constituyente, construye un 
proyecto político a partir del discurso de las autonomías departamen-
tales. La oposición política y principalmente los grupos de poder que 



211

Dunia Mokrani Chávez

concentran la mayor cantidad de riqueza en el país necesitan negar 
que el estado ocupado por los sectores mayoritarios históricamente 
excluidos sea un estado viable e inventan una construcción estatal a 
partir de la suma de gobiernos regionales. en su discurso de legitima-
ción se plantea una supuesta lucha común contra el centralismo, ca-
pitalizando el descontento social en las poblaciones de estas regiones 
por un mal implementado proceso de descentralización. sin embargo, 
lo que está en juego es el control del excedente económico proveniente 
del proceso de nacionalización y que estos grupos de poder, que siem-
pre han ocupado las instancias del gobierno central, no pierdan la pre-
rrogativa en la decisión sobre el destino de los recursos naturales que 
se encuentran en sus regiones, así como la definición de las políticas 
sobre tenencia de la tierra. Para ello, los grupos cívicos regionales y 
las autoridades prefecturales redactan estatutos autonómicos depar-
tamentales, en los que se garantiza en última instancia que la decisión 
sobre los asuntos públicos que hacen a la distribución del poder y la 
riqueza se mantenga en un grupo reducido del polo dominante. 

en la coyuntura actual, un gobierno de los movimientos sociales 
debe tener claridad en el modo de enfrentar la rearticulación de la 
derecha y del rearme de las fuerzas conservadoras, que se está dando 
en el seno de la sociedad civil organizada en gremios empresariales y 
comités cívicos regionales. si, por un lado, los movimientos sociales, 
en los diferentes ciclos de movilización, han creado las condiciones de 
posibilidad para un cambio social profundo, las fuerzas conservado-
ras del país han trabajado sus nichos de resistencia regional, lugares 
desde donde hoy se bloquea cualquier espacio con potencial transfor-
mador, a partir del discurso de una supuesta defensa de la institucio-
nalidad democrática y del estado de derecho. 

en este sentido, hablar de democracia desde el movimiento políti-
co conservador equivale a hablar de la preservación de orden institu-
cional liberal y colonial, impugnado por los movimientos sociales. Los 
partidos tradicionales y las élites regionales ocupan los espacios de la 
sociedad civil, pues han perdidos sus espacio políticos en el gobierno 
central, en esta parte de estado. un gobierno de los movimientos so-
ciales debe ineludiblemente enfrentar la querella por el lugar legítimo 
desde donde construir o reinventar el estado y la democracia. 

Frente a estas concepciones y prácticas que ubican el lugar de lo 
democrático y de lo político en las instituciones liberales heredadas, 
restringiendo la posibilidad de construcción democrática fuera de 
ellas, la democracia pensada desde las luchas no es ya un lugar para 
institucionalizar cambios desde una institucionalidad liberal monolí-
tica, sino un espacio abierto para reinventar lo político desde espacios 
sociales de autoorganización y lucha. es decir, que no les correspon-
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dería a los gestores de lo público estatal sólo interpretar de manera 
unilateral demandas sociales para traducirlas en políticas públicas, 
sino que crea las condiciones para producir cambios desde diferentes 
espacios de autoorganización social. desde esta óptica conformar un 
gobierno de los movimientos sociales es una tarea compleja que supo-
ne reinventar el estado desde las fuerzas políticas que lo impugnaron, 
habiendo ocupado la propia institucionalidad cuestionada y teniendo 
que hacer frente a un movimiento político conservador en marcha 
desde las regiones. 
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Comprendiendo la relación entre los movimientos 
sociales y los partidos políticos en Guatemala
Para entender la relación entre los movimiento sociales y los partidos 
políticos en Guatemala, debemos remontarnos, al menos de manera 
breve, a algunos aspectos históricos y, además, tomar como base algu-
nas definiciones que ayudarán a crear un marco teórico común.

como punto de partida resulta fundamental hablar del estado, 
porque esta institución sintetiza el conjunto de instituciones y rela-
ciones sociales que se expresan en un territorio delimitado geográfi-
camente. además, involucra tres dimensiones que pueden determinar 
su esencia y que, por eso mismo, demuestran su no-neutralidad; es 
decir, el estado no es neutral, por el contrario, la forma en que se ma-
nifiestan esas relaciones, las funciones que cumplen las instituciones, 
el territorio y la población que se beneficia con los bienes, servicios y 
garantías legales define en mucho la parcialidad del estado; define si 
éste es un estado-para-la-nación o si no logra convertirse en ese foco 
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de identidad colectiva que permite evaluar la credibilidad que la po-
blación en su conjunto tiene en ese estado (o’donnell, 2004: 11-13).

dada la afirmación anterior, conviene entonces definir bien esas 
dimensiones:

Entes burocráticos - : son responsables de proveer bienes y ser-
vicios a la población. a través de su actuar es posible medir la 
eficacia del estado.

Sistema legal - : sanciona las acciones del estado y ese conjun-
to de relaciones sociales e instituciones que se dan dentro del 
territorio nacional. de acuerdo a su capacidad por incluir y 
proteger a la población del territorio y también de acuerdo al 
territorio que logre cubrir dentro de ese estado se evalúa la 
efectividad del estado. Por último,

Foco de Identidad colectiva - : en la medida en que las otras dos 
dimensiones logren garantizarle a la población bienes, servi-
cios y derechos, en esa misma medida se puede evaluar la cre-
dibilidad de la que goza el estado. (Ibid.: 13)

en Guatemala ni esos entes burocráticos, ni el sistema legal, han sido 
incluyentes de la mayoría de la población, ni han cubierto al territorio 
completo. Grandes sectores territoriales rurales (los más alejados de 
los centros urbanos) han estado sumamente excluidos de los benefi-
cios y servicios del estado. así también, la población de estos luga-
res, además de población analfabeta, pobre e indígena, ha sido sujeto 
de exclusión. esta condición se ha extendido a mujeres y, en algunos 
casos, también a jóvenes y adultos mayores. Para ilustrar un poco 
esto, basta hacer una breve reseña sobre el marco legal guatemalteco 
y cómo éste ha afectado el ejercicio de los derechos políticos:

Cuadro 1
Disposiciones legales en cuanto a derechos políticos en Guatemala

Disp. legales (año) Contenido sobre derechos políticos 
1941 Fueron prohibidos los partidos políticos que atentaran contra el régimen democrático.

1945
Se reconoce explícitamente, por primera vez, el derecho a organizarse en partidos políticos y 
sindicatos.
Reconoce el derecho al voto para las mujeres.

1954 a 1963 Fueron prohibidos los partidos políticos de la revolución.
1966-1970 Se imposibilita la participación de los partidos políticos con ideología socialista y/o comunista.

1983 Se dictan decretos-ley importantes como la Ley de Organizaciones Políticas.

1985 a la fecha Se emite la Constitución Política de la República que en su artículo 223 permite la libre formación 
y funcionamiento de organizaciones políticas. Además, de la Ley Electoral y de Partidos Políticos.

Fuente: Elaboración propia con base en conferencia dictada por María Alejandra Erazo (2008).
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el marco legal, por tanto, ha favorecido la exclusión y la desigual-
dad, puesto que, como bien señala o’donnell, cualquier omisión al 
ejercicio de los derechos cívicos, políticos y sociales sólo puede pro-
fundizar la desigualdad. 

Por ello, la búsqueda de equidad en el ejercicio de los derechos y 
garantías sociales es una meta de muchos actores sociales: equidad en 
el trato que el estado da a la población, equidad en cuanto a oportu-
nidades para el desarrollo personal, familiar, comunitario, ha llevado 
a la organización social y, más específicamente, a la conformación de 
movimientos sociales para la presentación de dichas demandas ante 
el estado.

sin embargo, “el paso del actor social al movimiento social no es 
expedito ni directo: para que una forma de organización social sea 
considerada movimiento social, debe tomarse en cuenta que las de-
mandas buscan un cambio en las relaciones de poder, la trascendencia 
de las mismas en cuanto a tiempo y espacio, pues suponen beneficios 
para un conjunto de población amplio, más allá de quienes conforman 
las bases de esta organización” (énfasis propio). más específicamente, 
un movimiento social supone 

[,,,] la sumatoria y sinergia construida por la dinámica de lucha de 
las organizaciones que se sitúan en un espacio-tiempo determinado y 
que conforman una gama de demandas comunes frente al estado, las 
élites y la sociedad. el movimiento social significa acciones colectivas, 
demandas, estrategias, impacto, proyección territorial (despliegue), 
entre otras. es propiciado por el conjunto de las expresiones organi-
zadas que se sitúan en ese espacio-tiempo, es una categoría de lucha 
superior a las diversas organizaciones que la conforman. (Yagenova, 
2007: 36-37)

ahora bien, la manera en que se han relacionado los movimientos 
sociales y el estado en Guatemala ha sido conflictiva, al punto que, 
luego de la intervención norteamericana en 1954, que cercenó un pri-
mer acercamiento a la democracia en nuestro país (1944 a 1954), tuvo 
lugar un conflicto armado, el más largo de la región centroamericana. 
dicho conflicto tuvo sus años más crudos en las décadas de los setenta 
y ochenta, años que fueron también muy duros para el movimiento 
social y popular de la época.

La acción de protesta popular en Guatemala en la década de los 
setenta fue registrada por carlos Figueroa ibarra, y la retomamos aquí 
con el objeto de ilustrar mejor ese auge de masas que otros han dado 
en llamar Movimiento Popular (énfasis propio).
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el cuadro muestra esa noción de movimiento social señalada por 
Vakaloulis, en la que se 

[...] indica la persistencia de una interacción antagónica prolongada 
que va más allá del momento crítico de conflictos puntuales. Hace re-
ferencia pues a efectos de expansión y contagio, de repercusión intra 
e intersectorial, de desplazamiento de escala, de difusión desordenada 
de las disposiciones de protesta (Vakaloulis, 2000: 159). 

Cuadro 2
Protesta popular en Guatemala (1973-1980)

Acción 1973 1974 1975 1976 1977 1978 1979 1980 Total

Movilizaciones, paros, huelgas 
obreras, industriales y agrícolas

– – – 6 6 8 3 7 30

Movilizaciones campesinas, 
tomas de tierra

1 – – 1 2 2 4 1 11

Movimientos estudiantiles, 
universitarios y de educación 
media

– – – – 7 7 2 1 17

Movimientos vecinales, 
pobladores

– – 1 – 2 3 2 – 8

Marchas callejeras importantes 1 1 – – 3 5 6 1 17

Movimientos, paros, huelgas de 
trabajadores del Estado

1 – 1 1 9 11 – 3 26

Manifestaciones populares de 
alcance nacional

1 1 – 1 3 2 2 1 11

Huelgas, paros de trabajadores 
bancarios y comerciales

– – – – 1 2 1 2 6

Total 4 2 2 9 33 40 20 16 126

Fuente: Carlos Figueroa Ibarra (2006: 146).
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Gráfico 1
Protesta popular en Guatemala 1973-1980

Fuente: Elaboración propia con base en Figueroa, Carlos (2006: 146).

como puede observarse, las acciones populares de protesta se mani-
festaron sobre todo entre 1977 y 1978, momento en que se evidencia 
un auge en las manifestaciones populares, para luego descender a par-
tir de 1979 debido al aumento en la represión a las movilizaciones1. Y 
aquí, de nuevo Vakaloulis señala que 

[…] la dinámica de la acción colectiva sólo puede tener un impacto 
acotado si tenemos en cuenta los límites externos que dificultan el ’tra-
bajo de protesta’. (Ibid.). 

es decir, que las condiciones externas al movimiento social están dadas 
de manera que dificultan esa movilización de fuerzas. Por ello es que 
en esa década podemos referirnos a una noción de movimiento popu-
lar en el sentido que éste trasciende a un movimiento social y sectorial 
en sí mismo. el cuadro anterior nos mostró la diversidad de sectores 

1  aquí conviene señalar también que esta represión se extendió a tal punto que en 
ese mismo año fue asesinado manuel colom argueta luego que ganara la alcaldía 
guatemalteca habiendo sido postulado por el Frente unido de la revolución (Fur). 
esto representó, una vez más, la cruda limitante hacia el ejercicio de los derechos 
políticos y civiles en el país.
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que se movilizaron en esa década y cómo cada uno de estos sectores 
aumentó sus acciones de protesta en los años de 1977 y 1978. 

de acuerdo con carlos Figueroa ibarra (1991: 64-66), el estado Guate-
malteco utilizó mecanismos de terror para frenar esas expresiones popula-
res de protesta. el autor los clasifica en tres momentos u “olas de terror”:

Primera ola de terror, 1954, que cumplió con desarticular al  -
movimiento obrero, campesino y popular.

segunda ola de terror, 1966 a 1971, que cumplió con desarticu- -
lar a la guerrilla urbana y rural. 

tercera ola de terror, que tuvo dos momentos: uno de ellos a  -
partir de la masacre de Panzós y el asesinato de oliverio cas-
tañeda, además de la disolución violenta de manifestaciones 
populares por reivindicaciones económicas y libertades demo-
cráticas, que representa la intención del estado por destruir 
el movimiento popular y aniquilar las organizaciones sociales 
(1978-1980); el segundo, se enfiló a la aniquilación del movi-
miento guerrillero, por lo que el estado extendió esas acciones 
de terror de la zona central hacia los departamentos del país.

Las principales demandas expresadas en estas movilizaciones populares 
se pueden resumir en la lucha contra los fraudes electorales, el mejora-
miento de las condiciones de vida y el mejoramiento de la calidad de la 
democracia (Gálvez et al., 2000: 56), demandas que guardan estrecha 
relación con derechos políticos, civiles y derechos sociales que han sido 
negados por la práctica de las instituciones del estado a esta población.

en la actualidad se continúan las acciones de protesta, pero hasta 
el momento no se ha logrado la articulación de demandas en su con-
junto de las diferentes expresiones organizadas, a excepción de con-
textos muy particulares en los que, aparentemente, se alcanza cierto 
grado de coordinación, que repercute en movilizaciones conjuntas, sin 
llegar a representar una alianza en torno a demandas estratégicas.

a esto debe sumarse que, después de la firma de la paz, varias 
organizaciones pertenecientes a movimientos sociales sectoriales, ex-
presaron sus demandas para reducir la exclusión a que habían sido 
sometidos por parte del estado.

un caso particular es el del comité de unidad campesina, cuc, 
que publica su Plan trienal en el que establece demandas y acciones 
en función de resolver necesidades prioritarias como: el acceso a la 
tierra; los derechos laborales en el campo; el desarrollo económico y 
social de trabajadores del agro; la participación real, sin restricciones, 
en la política del municipio (Ibid.: 57).
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Pero no solamente se hicieron públicas las acciones prioritarias de 
las organizaciones, además, y en el marco de la perspectiva que plantea-
ba la reciente firma de los acuerdos de Paz, las diferentes organizacio-
nes y movimientos sociales decidieron plantear a los partidos políticos 
una agenda de demandas estratégicas que deberían ser atendidas por 
ellos, sobre todo, por quienes resultaran electos en el proceso de 1999.

Cuadro 3
Demandas mínimas negociadas por sectores sociales ante partidos políticos en 1999

Tipo de demanda
Pueblos 

Indígenas
Movimiento 

Sindical
Movimiento Campesino

Movimiento de 
Mujeres

Desarrollo Social

E interculturalidad: 
garantía a 
identidad y 
derechos; 
no racismo, 
discriminación ni 
exclusión

Organización 
sindical como 
política de 
gobierno. Impulso 
a programas de 
capacitación para 
el desarrollo de la 
fuerza laboral.

Derechos laborales: 
reforma al código de 
trabajo, libertad de 
organización, ley de 
seguridad social.

E interculturalidad. 
Revalorización del 
papel de las mujeres 
en la consolidación del 
nuevo Estado dentro de 
los contenidos básicos 
del sistema educativo 
nacional.

Desarrollo 
Económico

Acceso y manejo 
de recursos y 
servicios. Asesoría 
técnica

Acceso a utilidades 
percibidas de 
la producción, 
negociación 
colectiva. Revisión 
del Código de 
trabajo a fin 
de mejorar 
condiciones de los 
trabajadores

Acceso a la tierra: 
resolución de conflictos, 
recuperación de tierras, 
asistencia técnica, 
financiamiento.

Desarrollo agropecuario: 
desarrollo de 
infraestructura productiva, 
centros de acopio y 
distribución, capacitación, 
créditos.

Pleno acceso de las 
mujeres a la propiedad, 
financiamiento y crédito 
para producción, 
asesoría técnica, 
capacitación. Eliminación 
de impedimentos 
formales o prácticos 
para el acceso de las 
mujeres a recursos y 
servicios.

Democratización 
Reconocimiento 
a autoridades 
indígenas 
y derechos 
consuetudinarios. 
Plena participación 
de mujeres 
indígenas mayas 
en varios espacios. 

Respeto a libertad 
de organización 
sindical, 
cumplimiento al 
Código de Trabajo, 
pactos colectivos 
y acuerdos extra 
pacto suscritos.

Facilitar nivel organizativo 
de la población 
campesina. Negociación 
en resolución de conflictos 
y cooperación Estado - 
sector campesino.

Participación plena de 
las mujeres en todas 
las instancias político-
administrativas en los 
ámbitos comunitarios 
a nacional. Eliminación 
de reglamentos 
discriminatorios. 
Promoción de leyes que 
garanticen derechos de 
las mujeres.

Desarrollo 
Sociopolítico

Fuente: elaboración propia con base en la Agenda mínima de la Coordinadora Sí Vamos por la Paz a negociar con 
partidos políticos en elecciones (1999).
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en la elaboración de estas agendas participaron organizaciones que 
son parte de movimientos sociales, así como aquellas que no necesa-
riamente se adscriben a algún movimiento social o sector social es-
pecífico, entre ellas: FLacso, urL, usac, iccPG, iePades, iNiaP, 
iPes, Gam, caLdH, esFra, serJus, ciedeG, coNdeG, ceri-
Gua y acción ciudadana.

dentro de las organizaciones que planteaban demandas de los 
Pueblos indígenas se encuentran la defensoría maya, Fundación de 
la mujer maya del Norte, coordinadora de organizaciones del Pueblo 
maya de Guatemala, la comisión Nacional Permanente de reformas 
constitucionales de los Pueblos indígenas, comité para el decenio 
del Pueblo maya, organismo indígena para el desarrollo (NaLeB), 
Proyecto de desarrollo santiago (Prodessa).

La central de trabajadores del campo (ctc) presentó demandas 
del sector sindical. Las coordinadoras campesinas cNoc y coNic 
sumaron puntos estratégicos para este sector; y por parte del movi-
miento de mujeres participaron con demandas específicas la Funda-
ción de la mujer maya del Norte, asociación de mujeres Garífunas de 
Guatemala, coordinadora de mujeres orientales, sector de mujeres 
de la asamblea de la sociedad civil, comité Beijing Guatemala.

en el caso del movimiento de mujeres, éste también negoció la 
agenda mujeres en la diversidad, en el marco del proceso electoral del 
2003, con el objetivo de establecer las demandas estratégico-políticas 
para el avance en el proceso de cambio del estado y la sociedad a fa-
vor del pleno desarrollo y ciudadanía de las mujeres. esta propuesta 
le da continuidad a la lucha por la alcanzar equidad de género a través 
del ejercicio de una ciudadanía plena, responsable y activa.

entre las agrupaciones que apoyan la agenda se encuentra la co-
lectiva para la defensa de los derechos de las Guatemaltecas (code-
fem), la unión Nacional de mujeres Guatemaltecas (uNamG), la aso-
ciación Pro-mujer Villa Nueva, la red de mujeres en la construcción 
de la Paz (remupaz) y el centro de apoyo para las trabajadoras de 
casa Particular (centracap), entre otras.

Los ocho puntos básicos que incluía esta agenda y que debían ser 
incorporados en los programas o plataformas políticas de los partidos 
que participarían en esa contienda electoral, incluían temas como ga-
rantizar la autonomía y funcionalidad de la de la secretaría Presidencial 
de la mujer (sePrem); la implementación de una Política Nacional de 
Promoción y desarrollo de las mujeres Guatemaltecas, el fortalecimiento 
de medidas jurídicas para combatir legalmente la exclusión, etcétera. 

Ya para el 2007 esta práctica de los movimientos sociales de apro-
vechar la coyuntura electoral para comprometer a los partidos polí-
ticos parece estarse extendiendo y se suma a ella el movimiento de 
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pobladores de asentamientos humanos, haciendo lo propio con los 
dos candidatos que compitieron en la segunda vuelta electoral, quie-
nes firmaron una carta en la que se comprometían a atender: el forta-
lecimiento del ente rector de la vivienda, el incremento en el subsidio 
para vivienda popular y el funcionamiento de la comisión Nacional 
de la Vivienda como ente asesor para la implementación de la política 
pública de este sector, comisión en la que solicitan se respete la parti-
cipación permanente de pobladores de asentamiento humanos.

todas las demandas presentadas por los diferentes movimientos 
sociales ante los partidos políticos buscan el fortalecimiento de la ins-
titucionalidad del estado. de acuerdo a lo planteado por Bobbio sobre 
la importancia de las instituciones para la democracia, podríamos lle-
gar a suponer entonces, que estos movimientos sociales aún guardan 
cierto grado de credibilidad en esta forma de gobierno y le apuestan 
a la democracia como el modelo que puede garantizarles derechos, 
bienes y servicios. sin embargo, también podemos preguntarnos si 
esa demanda de fortalecimiento de la institucionalidad es una apues-
ta por mejorar el estado, lo que a su vez llevaría a la pregunta si aún 
tienen posibilidades de creer en el estado y/o si tienen confianza en 
los partidos políticos como representantes políticos.

No obstante, a pesar de haber fuerte coincidencia entre las de-
mandas de diferentes sectores sociales o segmentos poblacionales, 
estas demandas pocas veces son retomadas entre los diferentes mo-
vimientos para ser parte de una agenda estratégica común. es decir, 
cada sector plantea sus problemas y propuestas de atención y solu-
ción, valiéndose de acciones colectivas de protesta y no-protesta, sin 
que hasta el día de hoy se consoliden espacios de alianza.

esto puede deberse a que, luego de la firma de la paz y como parte 
de algunos compromisos operativos que los acuerdos contenían, se 
crearon instituciones para la atención a problemáticas sectoriales, lo 
que, necesariamente, lleva a una negociación e interacción sectorial.2 
también puede deberse a la falta de comunicación entre los diferentes 
movimientos y/o a sus diferencias en cuanto a la forma en que debe 
atenderse la problemática identificada. 

en cualquiera de los casos, es importante retomar que, aún y 
cuando hay poco acuerdo entre los movimientos, todos continúan re-
curriendo a los partidos políticos como interlocutores, a pesar que 
estos aún tienen una deuda pendiente como representantes políticos.

2  aunque en algunos casos estas instituciones contaran con un presupuesto limita-
do o que estuviera bajo la figura de otra entidad, por ejemplo, la coordinadora Nacio-
nal para la Prevención de la Violencia intrafamiliar (coNaPreVi), cuya asignación 
y ejecución presupuestaria dependía de la sePaZ.
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Entendiendo la relación entre la 
izquierda social y la izquierda política
como es evidente a lo largo de las páginas anteriores, las reivindica-
ciones del movimiento étnico maya han sido constantes y diversas, y 
aunque han pretendido influir sobre los actores político-partidistas, 
su grado de influencia ha sido nulo o escaso, y este aspecto no deja de 
sorprender, debido a la diversidad de organizaciones y grupos que han 
reivindicado o que pretenden reivindicar la bandera de la multicultu-
ralidad y la diversidad indígena. 

Por eso, es particularmente importante entender la historia po-
lítico-partidista previa al surgimiento de la candidatura de rigoberta 
menchú, especialmente bajo la mirada crítica de cómo tales proyec-
tos políticos reconocían o negaban las reivindicaciones provenientes 
de los grupos y actores del movimiento social, objetivo central de las 
siguientes páginas.

El difícil encuentro entre la 
izquierda partidista y la izquierda social3

desde la contrarrevolución de 1954, encabezada por el movimiento 
de Liberación Nacional, bajo el apoyo financiero de estados unidos, 
se inicia el conflicto armado interno que duró treinta y seis años y que 
tuviera que terminar con la firma de la “paz firme y duradera”. Las 
causas estructurales que generaron el conflicto armado, derivó de fac-
tores económicos, sociales y políticos de carácter estructural (urNG, 
1988), situación que hasta ahora no han podido resolverse, tomando 
en cuenta que la situación social, económica y política de la mayoría 
de la población guatemalteca sigue siendo mala. 

actualmente, hay abundante literatura que analiza tal período, 
tal como el informe de la comisión sobre el esclarecimiento Históri-
co –ceH– de las Naciones unidas, por el informe de la recuperación 
de la memoria Histórica –remHi– de la conferencia episcopal de 
Guatemala y por otras investigaciones de diferentes instituciones tan-
to nacionales como extranjeras. dichos estudios contabilizan más de 
250.000 muertes, 45.000 desaparecidos, 400 aldeas arrasadas, más de 
un millón de desplazados y refugiados. 

después de toda esta etapa que ha dejado una huella imborrable en 
la población guatemalteca, un ejercicio postergado es evaluar los éxitos 
y fracasos de la izquierda guatemalteca en todo este período, especial-
mente, en relación al tema indígena. tal intento no está exento de pro-
blemas: los sentimientos siguen siendo encontrados, por ejemplo: algu-

3  esta parte corresponde a un artículo de máximo Ba tiul (2008).
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nos y algunas mayas intelectuales, manifiestan su profundo rechazo a la 
izquierda porque consideran que ésta los utilizó al no tomar en cuenta 
su forma de vida, su forma de pensamiento y su estructura organizativa 
de manera real y consecuente, como lo sucedido en la desarticulación de 
la coordinadora de organizaciones maya de Guatemala –coPmaGua– 
(Ba tiul, 2007; Bastos, 2003) o por algunos actos de irresponsabilidad 
de algunos cuadros al abandonar a comunidades enteras y someterlos 
a situación de indefensión ante el ejército, las Patrullas de autodefensa 
civil y el mismo estado (Ba tiul, 2003), como lo sucedido con las comu-
nidades Poqomchi de la región de alta Verapaz, en 1981.

esta situación necesariamente habrá que discutirla a profundi-
dad, tal como se manifestaba en un diálogo que tuviera la ahora di-
putada por encuentro por Guatemala y el movimiento Winaq, otilia 
Lux de coti y quien en ese momento era el decano de la Facultad de 
ciencias Políticas de la universidad rafael Landivar: “¿Quién los ha 
utilizado más?”, le preguntaba el decano, y  ella respondía: “La de-
recha, pero también hay que reconocer que la derecha ha dado más 
espacios”4. en efecto, durante los gobiernos militares y hasta ahora, 
la participación indígena dentro de la institucionalidad del estado 
tal vez no ha sido muy cuantitativa y tampoco cualitativa, pero siem-
pre ha habido presencia; cabe recordar por ejemplo: a los hermanos 
tetzahuic como representantes del FiN durante el gobierno de Lucas 
García, el señor mauricio Quixtán y manuel salazar en la asamblea 
Nacional constituyente durante el Gobierno de mejia Víctores, y así 
sucesivamente hasta ahora, pero estas sólo son acciones folklóricas 
hacia lo indígena y que no resuelven los problemas estructurales de la 
discriminación y el racismo.

Para iniciar, se puede decir que en el comunicado de 1985, la co-
mandancia General de urNG manifestaba que era 

[...] necesario luchar todos juntos, indígenas y ladinos, para terminar 
con esa injusta desigualdad y discriminación de nuestro pueblo. debe-
mos evitar que los poderosos sigan utilizando la discriminación como 
un instrumento del poder político, para marginar e instrumentalizar, 
oprimir y explotar a la población indígena y dividir a los guatemaltecos 
(urNG, 1988: 97). 

Ya en 1982, el ejército Guerrillero de los Pobres, reconocía en su do-
cumento “los pueblos indígenas y la revolución guatemalteca: el ca-
rácter multinacional de la nación guatemalteca”, y concluía que luego 

4  diálogo en el que estuve de observador, después del Foro movimiento Winaq, en 
la universidad rafael Landivar, Guatemala, 2007.
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de la toma del poder por las fuerzas revolucionarias, “será en los or-
ganismos clasista y étnico nacionales revolucionarios de dirección del 
estado, donde, de común acuerdo, libre y voluntariamente, los pue-
blos indígenas y el pueblo ladino, decidan la configuración económi-
ca, social y política que habrá de tener la nueva patria multinacional” 
(ejército Guerrillero de los pobres, 1982). 

de esta cuenta la relación étnica y de clase comenzaba a confi-
gurarse como una propuesta para la transformación social, econó-
mica y política del estado y de la Nación guatemalteca y por deci-
siones políticas, ya a principios de 1990 se comenzaba a prefigurar 
el incipiente proceso de paz; precisamente por eso, los acuerdos 
de paz fueron considerados como líneas mínimas para iniciar esa 
transformación o refundación en Guatemala, como se quiso demos-
trar en el Plan de Gobierno de urNG que presentara en las eleccio-
nes recién pasadas.

Para las elecciones de 1995, las izquierdas inician nuevamente un 
proceso para ver las posibilidades de configurar un partido de izquier-
da que tomara en cuenta todas las demandas de las organizaciones 
que conformaban la izquierda social de ese entonces: sindicatos, mo-
vimiento indígena, movimiento de mujeres, movimiento de Poblado-
res, movimiento de derechos Humanos, etcétera. Para ello se habían 
aglutinado espacios organizativos como el octubre revolucionario, 
ciudadanos por la democracia, movimiento cívico democrático y un 
sector de partidos de derecha como el Partido revolucionario, el Par-
tido desarrollo integral auténtico, el Partido Laborista y la unión re-
formista social; estos últimos participaban como posibilidades para 
que la izquierda pudiera tener ya un espacio jurídico legal para su 
participación, al que accedieron muchos lideres de izquierdas, inclu-
yendo cuadros de dirección de urNG, quienes aceptaron utilizar la 
personería jurídica del Partido revolucionario, sólo que transforma-
do en Frente democrático Nueva Guatemala (FdNG). La confluencia 
indiscriminada de partidos originó cierto desorden en los propósitos. 
La amplia gama de asistentes comenzó a asumir posturas radicales 
que hicieron difícil seguir manteniendo el consenso inicial (Álvarez 
et al., 1998). 

el origen de este primer movimiento después de muchos años de 
no participación abierta, parte por un lado de una evaluación de los 
partidos políticos que buscan renovar sus instituciones; de inquietu-
des de participación en sectores políticos de izquierda hasta entonces 
excluidos; y del movimiento social, que por primera vez se planteaba 
seriamente el camino a la participación político-electoral, para buscar 
una alternativa que resolviera sus propias aspiraciones y de toda la 
sociedad guatemalteca (Ibid.: 14) (énfasis propio).
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Por su parte el movimiento social, comienza a tener sus crisis, por-
que sus máximos líderes comenzaban a participar en puestos de elec-
ción popular, en lo que muchos de sus bases no estaban de acuerdo, 
toda vez que no había suficiente claridad sobre la forma de toma de 
decisiones, los ejes del plan de gobierno y otros situaciones que son de 
suyo importantes en momentos electorales. Por otro lado, comenzaban 
a sentirse nuevamente las diferencias que había entre los frentes que 
conformaban urNG y que habían sido los motivos por los cuales no se 
daba la articulación como un cuerpo unitario durante la guerra. ade-
más, en el proceso de paz, ciertos sectores del movimiento social, como 
por ejemplo los indígenas y las mujeres, veían que los comisionados en 
la mesa de negociación no defendían los temas tal y como emanaban de 
las propuestas elaboradas por las mismas organizaciones y sus bases.

esta situación poco a poco fue haciendo mella dentro de las estructu-
ras organizativas tanto político-partidarias como la urNG, así como den-
tro del movimiento social y que repercutiera en el momento que urNG se 
convirtiera en partido político, y así comienza a hacer sus propuestas para 
participar ya no utilizando otra figura partidaria sino como partido. 

Las pugnas dentro de la izquierda repercuten en las elecciones 
subsiguientes a la de 1999. estas pugnas permitieron que entre el año 
2002 al 2003, se formara el partido alianza Nueva Nación, que pensaba 
que la izquierda podría lograr oxigenarse, pero en vez de eso, sigue la 
división de forma más acelerada, porque para las elecciones del 2003, 
urNG y aNN participan de forma separada, y entre los diputados y 
diputadas de izquierda que llegan al congreso se encontraba Nineth 
montenegro, que por desavenencias dentro del partido, comienza a 
formar el Partido encuentro por Guatemala que en las elecciones del 
2007 participa conjuntamente con el movimiento Winaq.

esta situación imposibilita a construcción de una verdadera alian-
za de izquierda en Guatemala y que es bien aprovechada por el actual 
Presidente al proponer ante la población y la comunidad internacio-
nal a la unidad Nacional de la esperanza –uNe–, como un partido 
social-demócrata que lo identificó como una corriente de izquierda en 
Guatemala, al igual que encuentro por Guatemala. No así al movi-
miento Winaq, que él mismo se identificaba como un movimiento sin 
ideología (Ba tiul, 2007b).

La propuesta para estas elecciones de crear el Frente Político y 
social de izquierda (FPsi) y que posteriormente se transformaría 
en el movimiento amplio de izquierda (mPsi) se veía y sigue siendo 
la visión de la necesidad de una amplia articulación de la izquierda 
para posicionar un proyecto, una visión de país, una propuesta ética 
frente a la vida, el poder y las relaciones con la naturaleza, desde esa 
perspectiva de muchas personas, organizaciones y movimientos. con 
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miedos y desconfianzas pero con esperanza, muchas mujeres respon-
dimos al llamado (marroquín, 2007). así como respondieron algunas 
organizaciones y comunidades indígenas, de derechos humanos, or-
ganizaciones campesinas.

No nos detendremos en analizar las dificultades que ha tenido 
la izquierda para articularse como partidos y con las estructuras so-
ciales del país, pero lo que sí podemos afirmar son los resultados de 
las elecciones pasadas, donde sólo se pudo llevar dos diputados de 
urNG y cuatro de eG-movimiento Winaq, y que se le puede anticipar 
nuevamente como una sola simple presencia dentro del legislativo sin 
muchas posibilidades de incidir.

Posteriormente a las elecciones, las dificultades de la izquierda 
para asumir su responsabilidad han sido notorias, así como el mo-
vimiento social. Por ejemplo: unos pocos días después de terminar 
los balances electorales, un grupo de miembros de urNG inscri-
bió en el registro de organizaciones Políticas del tribunal supre-
mo electoral (tse) a la asociación con fines políticos movimiento 
amplio de izquierda o movimiento alternativo de izquierda, bajo 
el argumento de que por todos lados había quienes se trataban de 
robar el nombre. La reacción del movimiento Político social de iz-
quierda (mPsi), la colectiva Feminista de mujeres de izquierda y el 
Bloque antiimperialista, tres de las cuatro organizaciones que han 
conformado maiZ, fue de condena y el rompimiento inminente. La 
desconfianza se impuso toda vez que remanecen vicios del pasado: 
autoritarismo, falta de transparencia y una actitud conspirativa (sa-
lazar, s/f).

mientras tanto otros sectores del movimiento social comenzaban 
a hacer negociaciones con los dos partidos políticos que llegaron a la 
segundo vuelta: la unidad Nacional de la esperanza y el Partido Patrio-
ta. Por ejemplo: la coordinadora de organizaciones sociales (cos), 
con su campaña “no vote por militares”, el General otto Pérez moli-
na, candidato por el Partido Patriota, inmediatamente los vinculaba al 
otro partido, situación que no era de exagerar, porque tanto orlando 
Blanco como carlos Barreda, quienes se habían perfilado como de los 
pocos analistas que debatían sobre el proceder del estado sobre accio-
nes políticas, económicas y sociales, ahora son parte del equipo de go-
bierno del nuevo presidente. Por su lado el movimiento campesino y el 
movimiento indígena que se había dividido con la aparición de la can-
didatura de rigoberta menchú y su movimiento Winaq en alianza con 
encuentro por Guatemala, al no encontrar ninguna expectativa de ga-
nancia, más que derrota, también inician el calvario de la negociación, 
en su mayor parte con la uNe, sin mayores resultados, porque desde 
el anuncio de la conformación del gabinete de este nuevo gobierno, 
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que se hizo sentir como social-democrático en su discurso5, al afirmar 
que “había llegado el tiempo de los pobres, de los indígenas y de los 
excluidos”, en su equipo sólo aparece un indígena como ministro de 
cultura, quien no está vinculado a ninguna estructura del movimiento 
indígena, y ningún espacio le fue asignado a los campesinos, como lo 
demuestra los comunicados recientes de la coordinadora Nacional de 
organizaciones indígenas y campesinas (coNic), el movimiento de 
mujeres indígenas tz’ununija y otras organizaciones, quienes se sien-
ten engañados y olvidados por este nuevo gobierno.

como se manifiesta en el editorial del Observador Nº 10, que si bien 
es cierto que no se trata de buscar responsables porque no estamos 
para eso, sí hay que decir que una buena parte de la responsabilidad 
de lo que esta sucediendo con la izquierda guatemalteca y su relación 
con el movimiento social (campesino, mujeres, indígenas, afrodescen-
dientes, de la tercera edad, jóvenes, homosexuales, lesbianas, pobla-
dores, etc.) recae en la unidad revolucionaria Nacional Guatemalteca 
(urNG) y su ligereza por convertirse en partido político después de 
1996, pues no sólo obvió en su interior estas discusiones necesarias y 
profundas sino que optó por seguir autodenominándose vanguardia y 
asumiéndose como la única izquierda posible. urNG desechó y deses-
timó el hecho que otras expresiones de izquierda iban aglutinándose 
fuera de su membresía, al mismo tiempo que las diferentes expresio-
nes sociales que antes habían estado bajo su égida, adquirían su pro-
pia dinámica escapando al formalismo del sistema político-electoral 
y obligaba a una relación distinta a la de los tiempos de la guerra. Por 
el contrario, ya como partido político urNG fue anquilosándose y 
perdiendo el norte del proyecto político de izquierda guatemalteca, en 
un contexto en donde en su seno afloraron nuevamente las viejas pug-
nas por cuotas de poder entre los principales dirigentes de las cuatro 
organizaciones que la conforman6.

Por otro lado, el movimiento social también padece los mismos 
vicios de la izquierda formal y que hoy se constituye como izquier-
da partidista. La acelerada oenegenización del movimiento que ha 
permitido la construcción de un modelo de movimiento desvincu-
lado de las comunidades que están emergiendo como el nuevo mo-
vimiento social y de izquierda. el desarrollo de actitudes caudillis-
tas y empresariales dentro de las organizaciones que encuentra en 
la cooperación al desarrollo y la famosa “cooperación solidaria” la 

5  Ver discurso de toma de posesión del ingeniero Álvaro colom en <www.guate-
mala.gob.gt>.

6  Ver “introducción” en Observador Nº 10.
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forma de agenciarse un salario sin compromisos políticos y sociales 
con los más pobres. esto implica que el movimiento social carece 
también de un proyecto político articulado. sumado a esto, encon-
tramos la construcción de gobiernos que aunque quieran llamarse 
de izquierda como chile, costa rica y ahora Guatemala, promueven 
la derechización de ciertos personajes de izquierda que al vincular-
se en puestos institucionales de segundo nivel o con pocas posibili-
dades de incidir, sólo se dedican a avalar las políticas neoliberales 
de los estados.

Entretelones de winaq: entendiendo 
el contexto de su surgimiento
teniendo en mente estas consideraciones históricas mínimas que plan-
tean ya un desencuentro entre el movimiento social y las opciones 
político-partidistas, es posible ahora presentar el caso Winaq. sobre el 
particular, hay que enfatizar cómo en el proceso de negociación que lle-
va finalmente a la candidatura de rigoberta menchú, se producen una 
serie de fenómenos internos y externos que nos hablan muy bien las di-
ficultades, contradicciones y limitantes que el proyecto político enfrenta 
en su inicio.

Para desentrañar algunas de estas dificultades, hay que señalar 
que buena parte de la discusión inicial en torno a la posible candidatu-
ra de rigoberta menchú se tiño excesivamente de elementos simbóli-
cos que demuestran tanto el racismo, como la polarización ideológica 
de la sociedad guatemalteca. en ese sentido, la discusión en torno a 
la pre-candidatura de rigoberta menchú, Premio Nobel de la Paz en 
1992 y hasta entonces, embajadora de buena voluntad del Gobierno 
de oscar Berger, nos permite comprender muy bien las dinámicas de 
dicha sociedad.

de hecho, desde que se anuncio públicamente que empeza-
ban las negociaciones entre rigoberta menchú y Nineth monte-
negro, de encuentro por Guatemala, hecho ocurrido a finales de 
enero del 2007, inmediatamente se inició una interminable cade-
na de editoriales, comentarios de prensa, noticias y discusiones 
entre columnistas de prensa, tanto a favor como en contra, lo 
que demostraba la potencial importancia del acontecimiento en 
cuestión.

tal posibilidad se vislumbró mejor el lunes 12 de febrero, día en 
que se publicaron noticias de prensa en las que se anunciaba el surgi-
miento de la plataforma política WiNaQ, conformado por relevantes 
figuras y líderes del movimiento maya. tal instancia política surgió 
con el objetivo específico de fortalecer las negociaciones de rigoberta 
con encuentro por Guatemala, haciendo más creíble la posibilidad 
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de que hubiera, finalmente, una candidata indígena, y generando más 
presión para que el grupo de rigoberta obtuviera mejores posibili-
dades de obtener espacios en el reparto de candidaturas a diputado, 
alcalde y corporaciones municipales.

en la avalancha de discusiones7 se marcó un punto significati-
vo, al aparecer un editorial del diario de mayor circulación, Prensa 
Libre, publicado apenas un día después del anuncio de la creación 
de Winaq:

en Guatemala lo que menos se necesita es convertir la lucha po-
lítica en enfrentamiento étnico o religioso. irlanda e irak son dos 
muestras de lo que sucede cuando eso ocurre. Por ello, la idea de 
un partido indígena no procede. (Prensa Libre, 2007, martes 13 de 
febrero).

cabe resaltar que tal declaración inicia reconociendo que ni rigoberta 
menchú, ni Winaq, habían hablado de tal partido indígena; sin embar-
go, el editorialista al final llama la atención sobre los supuestos peli-
gros de un enfrentamiento étnico, tesis que se ha dado por llamar la 
“balcanización”8 de las sociedades, advertencia que peca de exagerada, 
especialmente porque rigoberta había cuidado mucho su discurso, de 
manera que estaba muy lejos de llamar a la segregación racial o a apelar 
el odio intercultural.

La virtud, por tanto, de la pre-candidatura de rigoberta men-
chú es que obligó a la sociedad guatemalteca a hacer evidente la 
polarización que vive, producto de un profundo racismo que se ma-
nifestó en declaraciones públicas que retoman la tesis de la homo-
geneidad cultural que presupone la nación, en la que se espera que 
las identidades subnacionales sean asimiladas al “ethos” cultural 
dominante. Podríamos, de hecho, presentar un sinfín de columnis-
tas y notas periodísticas de diversos medios de comunicación de ese 
tiempo, para demostrar muchas de las falacias que se dijeron en 
torno a la candidatura de rigoberta menchú. sin embargo, como 
ese no es el objetivo del presente espacio, a manera de síntesis se 
puede decir que los argumentos en contra se aglutinan en cuatro 
grandes vertientes:

7  Para efectos de esta breve reseña, se tomaron de referencia únicamente dos 
medios escritos: Prensa Libre, el periódico de mayor circulación, y El Periódico, un 
influyente medio de prensa con mejor circulación, pero con un círculo de lectores 
más selecto.

8  refiriéndose al caso de la región de los Balcanes, en el que serbios y croatas pro-
tagonizaron una cruel y compleja guerra civil.
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el argumento de “origen”: Hay quienes la acusan de ser un  -
“producto de la guerrilla9”, debido a las circunstancias políti-
cas que favorecieron que ganara el Premio Nobel.

el argumento de la “balcanización” - 10: tal expresa el editorial 
anteriormente citado, hay quienes ven en la candidatura de 
menchú el riesgo de la desintegración social vía la política de 
exclusión étnica que nos llevaría, según estas voces apocalípti-
cas, a la guerra étnica.

La meritocracia: los argumentos más “neutros” pretenden  -
enfatizar la preparación y el nivel de propuesta de rigober-
ta. si consideramos que a lo largo de la historia ha habido 
una gran variedad de personajes atrás de puestos públicos, 
muchos de ellos sin ninguna preparación para asumir tales 
puestos, tal razonamiento parece más bien esconder un ra-
cismo disfrazado. Por ejemplo, recientemente el gobierno de 
la GaNa nombró a adela de torrebiarte, una respetada dama 
blanca y “no indígena” de la sociedad guatemalteca, para el 
cargo de ministra de Gobernación, y ninguno de los críticos 
de rigoberta cuestionó tal designación, pese a que la señora 
torrebiarte no tenía experiencia ni la preparación académica 
para asumir tal puesto. 

el mito de la “nacionalidad”: por último, hay un grupo de ana- -
listas políticos y actores de la sociedad guatemalteca que enfa-
tizan la unicidad y la primacía de la nacionalidad, por encima 
de las identidades étnicas, de tipo pre-político, por lo que se 
descalifica la opción indígena porque todos somos iguales ante 
la ley, por lo que hay que hacer que se cumplan las leyes más 
que enfatizar lealtades étnicas ancladas en lo cultural.

el debate en torno a la candidatura de menchú, entonces, demostró 
fehacientemente el grado de racismo y discriminación que padece la 

9  al respecto, hay que recordar la investigación de david stoll, en el que demuestra 
que buena parte de los datos y memorias mencionadas por rigoberta menchú en 
el libro escrito por elizabeth Burgos, “me llamó rigoberta menchú y así me nació 
la conciencia” provoca una intensa discusión que enfatiza el origen colectivo y la 
vinculación de rigoberta con la guerrilla guatemalteca. tal libro, de hecho, fue muy 
importante históricamente hablando, ya que debido a ello, rigoberta fue ganando un 
reconocimiento mundial como portavoz del sufrimiento del pueblo indígena guate-
malteco, lo que posteriormente le valió ganar el Nobel de la Paz en 1992.

10  el temor a la desintegración nacional vía la toma de conciencia de los derechos 
políticos de los indígenas es lo que explica buena parte de los argumentos en contra 
de la candidatura de rigoberta menchú. 
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sociedad guatemalteca. sin embargo, voces críticas11 también seña-
laron que existía una estrategia para la victimización de rigoberta 
menchú, especialmente porque esa es la estrategia que siempre le ha 
funcionado para posicionarse internacionalmente y obtener réditos 
políticos. Por eso, se entienden muy bien las declaraciones de rigo-
berta en el extranjero, como cuando dijo que a ella ya la hubieran 
matado de no haber obtenido el premio Nobel.

Paralelamente, y de forma sorprendente, el proceso de negociación 
no estuvo exento de problemas, ya que los integrantes de Winaq y los 
de encuentro por Guatemala discutieron por varias semanas la reparti-
ción de puestos dentro de las dos organizaciones, más allá de la candi-
datura de rigoberta menchú. el anuncio que se realiza el 20 de febrero 
de que se acepta la candidatura de menchú, deja entrever que ése fue 
el único punto de acuerdo entre las partes, dejando de lado la futura 
negociación sobre quiénes participarían en el resto de puestos de elec-
ción popular y en qué orden, para el caso de los candidatos a diputados, 
posible tema de desencuentro o tensión a lo interno de ambos grupos. 

de hecho, la candidatura de rigoberta menchú también partió de 
premisas equivocadas. Para principiar, en las primeras declaraciones pú-
blicas, menchú declaró abiertamente que, como era una figura muy co-
nocida en la sociedad guatemalteca, ella le ahorraba a cualquier partido 
muchos millones de dinero en propaganda, lo cual parecía entonces un 
derroche de confianza muy peligroso, especialmente si se recuerda que 
ella no había estado en comunicación constante con los diversos sectores 
del movimiento indígena. además, más allá de su adscripción étnica, en 
los últimos años su nombramiento como embajadora de Buena Volun-
tad del gobierno de oscar Berger le había costado verse como demasiado 
cercana al partido de gobierno, por lo que el desgaste en el ejercicio |del 
poder de parte de la Gana le podía significar el perder apoyo popular. 

además, de forma muy poco inteligente, el discurso y la propagan-
da del partido recayó en un excesivo y casi compulsivo énfasis en las su-
puestas cualidades individuales de menchú, lo cual dejó poco margen 
para hablar sobre la propuesta de gobierno, que por momentos parecía 
inexistente. de esa cuenta, la postulación de menchú no estuvo exenta 
de problemas ni dificultades, tal como se ha señalado anteriormente.

En busca de la presidencia: Rigoberta Menchú, 
Winaq y las elecciones 2007
en la práctica, el desempeño electoral de rigoberta menchú y en-
cuentro por Guatemala no se adecuó al triunfalismo inicial de la can-

11  Por ejemplo, los artículos de mario roberto morales, un intelectual indígena de 
reconocida trayectoria internacional.
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didata a la presidencia12, además de que fue evidente la tensión y riva-
lidad mal disimuladas entre la candidata presidencial y la secretaria 
General del Partido, Nineth montenegro.

de hecho, las encuestas electorales, realizadas durante la campa-
ña electoral por los medios de comunicación escrita, dieron cuenta 
de una intención preliminar de voto para rigoberta entre el 3.06% 
(Prensa Libre) y 9.58% (El Periódico) del electorado, situándola desde 
un lejano cuarto o quinto lugar (ver cuadro 1), hecho que apuntaba 
desde ya a la limitación de la participación política de rigoberta men-
chú, reforzando además el aspecto de que no necesariamente por ser 
un personaje conocido a nivel nacional esto le garantizaba la adhesión 
del voto popular, ni mucho menos el apoyo de la población indígena. 

Los resultados de la votación, finalmente, confirmaron lo que las en-
cuestas habían expresado: rigoberta menchú obtuvo apenas el 3% de 
los votos, el equivalente a 100,000 de un total de tres millones seiscientos 
mil personas que fueron a votar. Lo interesante es que el mismo partido 
obtuvo el doble de votos para el listado nacional, el cual encabezaba la 
secretaria General y fundadora del partido, Nineth montenegro13.

12  en la primera entrevista que el diario Prensa Libre le concede, después de cono-
cerse sus planes electorales, rigoberta anunció que ya había girado invitaciones a sus 
colegas del Premio Nobel de la Paz para que asistieran al acto de toma de posesión de 
la Presidencia.

13  La alianza Winaq – encuentro por Guatemala, personificada en las figuras de 
rigoberta menchú y Nineth montenegro, fue una mala estrategia para la lideresa in-

Gráfico 1
Intención de voto, según cada medio de comunicación, excluyendo el porcentaje de indecisos

Fuente: Elaboración propia con base en los medios de comunicación escrita.
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Tabla 1
Votos obtenidos por Rigoberta Menchú y Nineth Montenegro

Votos obtenidos % de Votos

Candidatura de Rigoberta Menchú 101,316 3.09%

Candidatura de Nineth Montenegro 195,151 6.17%

Diferencial 93,835 3.08 %

Fuente: Elaboración propia con datos preliminares del TSE.

Lo mismo podemos afirmar si consideramos los datos totales de la 
votación de la primera vuelta electoral, ya que rigoberta menchú se 
sitúo en un lejano séptimo lugar de la votación si consideramos única-
mente los votos válidos, pero al considerar los votos nulos y blancos, 
¡rigoberta cae al noveno lugar! eso significa que hubo más ciudada-
nos que anularon (208,260) o dejaron en blanco las boletas (132,983), 
que ciudadanos que votaron por rigoberta menchú (101,316). el si-
guiente gráfico así lo atestigua:

Gráfico 2

Fuente: Elaboración propia con datos del TSE.

dígena. La beneficiada fue Nineth montenegro, quien inició su carrera como activista 
de derechos humanos, llegando al congreso como parte de un partido de izquierda. 
su trabajo en dos períodos legislativos le dio relevancia en el área metropolitana del 
país, pero era muy poco conocida a nivel nacional, por lo que haber cambiado su 
postulación del listado metropolitano al nacional, acompañado de la figura de rigo-
berta menchú, le garantizó trascender del espacio geográfico donde era más fuerte de 
manera segura. el porcentaje de votos obtenidos en la elección del 9 de septiembre 
demuestran que logró su objetivo: tener presencia a nivel nacional, lo que favorece 
que en el futuro cercano se postule a la presidencia de la república.
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este pobre desempeño es difícil de explicar, especialmente si se consi-
dera que los mismos medios de comunicación y los círculos de poder 
parecían ser favorables a la candidatura de rigoberta menchú, es-
pecialmente por la desmedida cobertura mediática de la que ha sido 
objeto. mirador electoral, una instancia de centros académicos y de la 
sociedad civil que monitorea el proceso electoral, así lo atestigua: 

 
La cobertura no ha sido ecuánime en cuanto al número de notas pu-
blicadas con respecto a cada organización política. Los candidatos que 
han recibido más espacio en los medios impresos son los postulados 
por la unión Nacional de la esperanza (uNe), el Partido Patriota (PP) 
y la Gran alianza Nacional (GaNa), seguidos de cerca por encuentro 
por Guatemala (eG) y Visión con Valores (ViVa). (iii informe de mi-
rador electoral, 2007). 

así, rigoberta tuvo acceso privilegiado a todos los medios de comuni-
cación, a los foros televisados y a todas las plataformas de discusión 
mediática disponibles para los primeros cinco candidatos con mayor 
intención de voto, lo cual indudablemente contrarrestó grandemente 
las limitaciones presupuestarias del partido, ya que le permitió una 
espacio de interlocución que otros candidatos sí aprovecharon, tal es 
el caso de eduardo suger, un empresario y matemático que debido 
a su buen desempeño en varios de los foros, se catapultó de forma 
espectacular a un inesperado cuarto lugar, mientras rigoberta des-
cendió a un lejano séptimo puesto (con cerca de 150 mil votos menos 
que suger). 

en la práctica, los resultados electorales de rigoberta pueden ver-
se como un castigo a la indefinición, muy característico de personajes 
que quieren quedar bien con todo el mundo. además, la tendencia a 
la soberbia y a la descalificación, por un lado, pero a la victimización 
por el otro, no le sentó bien a la candidata, por lo que su figura nunca 
cuajó muy bien en la ciudadanía. de hecho, diversos analistas polí-
ticos señalaron en su momento la sutil vinculación entre rigoberta 
menchú y las élites de poder como una desventaja, ya que desvirtuaba 
claramente la supuesta extracción popular y visión subalterna de la 
candidata presidencial de encuentro por Guatemala. 

esta indefinición ideológica que el discurso de rigoberta posicionó 
fue, de hecho, el principal talón de aquiles de su candidatura política, es-
pecialmente porque con ello, la ideología de la candidata presidencial se 
diluyó, siendo por tanto objeto de crítica tanto desde la izquierda como 
desde la derecha. así lo atestiguó el periódico electrónico La Opinión del 
10 de abril del 2007, reclamando justamente su indefinición ideológica, 
pese a conocer claramente la trayectoria política de izquierda y el naci-
miento ideológico de corte revolucionario de rigoberta menchú:



237

Luis Fernando Mack, Máximo Ba Tiul e Ivonne Solórzano

rigoberta menchú, entrevistada por un periódico francés y por una em-
presa televisiva mexicana, declaró que ideológicamente ella no era izquier-
dista ni derechista, y hasta afirmó que la izquierda y la derecha le habían 
provocado mucho daño a Guatemala. ¿cómo? ¿La izquierda guerrillera, 
de la cual su padre había sido miembro, y con la cual ella había colaborado, 
le había provocado a Guatemala tanto daño como la derecha reaccionaria, 
represiva, racista, discriminatoria y explotadora? era increíble: ahora ri-
goberta menchú no era izquierdista ni derechista. ¡Había desertado de la 
izquierda; pero no se había refugiado en la derecha! […]. Fue el error de la 
torpe ambivalencia o de la cómoda neutralidad. (La Opinión, 2007)

Por eso, en vistas de los resultados electorales, es muy probable que 
rigoberta menchú sea una opción sin futuro político, debido a que 
para muchos, por pretender quedar bien con todo el mundo, desapro-
vechó la oportunidad histórica de reivindicar los derechos políticos de 
los pueblos indígenas, de manera que ni siquiera obligó al resto de los 
candidatos a abordar la problemática y la visión sobre la discrimina-
ción étnica que todavía persiste en la sociedad guatemalteca.

El recuento de los daños: entre la 
izquierda partidista y la izquierda social
después de las elecciones del 2007 surgen muchos interrogantes: ¿ha fra-
casado el movimiento de izquierda?, ¿con la participación de rigoberta 
menchú ha fracasado el movimiento maya?, ¿habrá posibilidades de un 
proyecto de izquierda a futuro?, ¿este gobierno es de izquierda o qué es?

al mismo tiempo, se buscan respuestas a otras interrogantes 
como: ¿podrían surgir uno o más partidos mayas o indígenas?, ¿qué 
posibilidades tienen de fortalecerse entre un puñado de partidos de 
centroizquierda y de derecha?, ¿cuál debería ser el camino que tome 
Guatemala?, ¿surgirá un evo en Guatemala?

es cierto que no responderemos a estas interrogantes, sino simple-
mente conduciremos la reflexión apoyándonos en las reflexiones que se 
hacen indígenas y ladinos principalmente del área rural de Guatemala, 
cuando se les pregunta por quién y por qué votaron en estas elecciones.

en un taller de análisis de coyuntura en chimaltenango14, convocado 
por la ayuda Popular Noruega (Ba tiul, s/f), donde participaron alre-

14  chimaltenango se ubica en la región central del país. La mayor parte de sus ha-
bitantes son de mayas Kachikeles. sin tener datos exactos, en esta región tienen sus 
oficinas la mayor cantidad de oNG mayas y ladinas del país. mucha de la inversión 
en términos de formación política, propuestas a gobierno, planes estratégicos para 
las comunidades, etc., son elaborados desde este espacio para ser ejecutados en el 
área rural. aquí se ubica la zona maquilera del país, además de ser el lugar donde se 
produce agricultura no tradicional para la venta local e internacional.
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dedor de 20 lideres locales entre hombre y mujeres, aproximadamente 
un 80% contestaron que votaron por el Partido Patriota (PP)15, por el 
Frente republicano Guatemalteco (FrG)16, por la Gran alianza Nacio-
nal (GaNa)17 y el restante 20% voto distribuido entre la unidad revo-
lucionaria Nacional Guatemalteca (urNG) y por la alianza encuentro 
por Guatemala (eG) y el movimiento Winaq18, una sola persona (indí-
gena y mujer) había votado.

esta situación se reprodujo en diferentes lugares del país y sigue siendo 
el parámetro para evaluar las posibilidades de que surja una alternativa 
política en Guatemala que vincule a los movimientos sociales y a las 
comunidades rurales para la búsqueda del poder. en casi todo el país, 
no sólo los movimientos sociales locales o regionales, sino también las 
mismas comunidades (municipios, aldeas, caseríos, parajes, departa-
mentos), no ven todavía esas posibilidades, toda vez que el distancia-
miento entre lo rural y lo urbano en vez de resolverse se profundiza 
mucho más.

esta situación se reproduce cuando hay intentos de líderes o li-
derezas (indígenas o no indígenas) de postularse a puestos públicos, 
incluso postulados por partidos de izquierda o por los movimiento 
sociales, porque llegan a las comunidades, sólo a buscar votos. el pro-
blema entonces es el relacionamiento entre lo que llamamos dirigen-
cia de ciudad y en el caso de los pueblos indígenas; entre los indígenas 
de ciudad (Ba tiul, 2007b), pero también entre oNG del centro y de 
la periferia, entre movimiento social y comunidades y entre izquierda 
social e izquierda política. este problema de relacionamiento se ve 
transversalizado por las actitudes dominantes del movimiento clási-
co que consideran a las comunidades sólo como soporte político, tal 
como lo percibe también la derecha. 

La otra situación es en cuanto a las agendas: mientras las comu-
nidades y pueblos están buscando alternativas para resolver la pobre-
za y la desigualdad, la izquierda social formal (asociaciones, funda-
ciones, oNG, etc.) concentra su proyecto es la captación de recursos 
de la cooperación internacional, proyectos de corto plazo, etc. y la 
izquierda política –entiéndase los partidos de izquierda–, se encuentra 
sin proyecto definido y con una propuesta que va desde arriba hacia 
abajo, con visión de caudillo o paternalista.

15  el Partido Patriota del General otto Pérez molina.

16  del General José efrain rios mont.

17  Partido del Gobierno anterior.

18  movimiento encabezado por rigoberta menchù y en su mayoría ex funciona-
rios indígenas.
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de esta manera la construcción de una alternativa política en Gua-
temala debe tratar de interpretar las demandas de abajo o el grito de 
los excluidos, tal como dijeran en Brasil. debe sentir con los de abajo, 
a las comunidades y pueblos que luchan en contra del neoliberalismo 
y los proyectos que éste trae (hidroeléctricas, biocombustibles, petró-
leo, lucha antiterrorista). Por ejemplo, uno de los problemas que se 
debe resolver en lo inmediato no es la inclusión política de los mayas 
dentro del aparato del estado, sino el hambre y la desnutrición que 
padecen en el área rural principalmente los pueblos indígenas.

La alianza entre las dos izquierdas sigue siendo una deuda pen-
diente en Guatemala y las posibilidades para que se dé, depende de va-
rias situaciones, entre ellas, que los partidos de izquierda no vean a la 
izquierda social como su súbdito, sino que la vean como el poder que 
tiene como objetivo refundar el estado. Pero a la vez la izquierda social 
debe buscar la forma de articularse en un frente común como el único 
medio para logar sus objetivos de llegar al poder para transformar al 
estado y a la Nación guatemalteca en un marco de justicia social.

Tejiendo conclusiones: el paso de 
lo “indígena” a lo “maya”
Hablar sobre el movimiento indígena o el movimiento maya es una ta-
rea difícil, debido a que muchos aspectos no han sido adecuadamente 
estudiados, además de que el tema ha sido frecuentemente tergiversa-
do y mal abordado por muchos analistas políticos y sociales, lo que ha 
generado muchas verdades a medias, preconcepciones y falacias que 
han llegado incluso a intentar equiparar el proceso que lleva a evo 
morales a la presidencia de Bolivia con la actual campaña presiden-
cial de rigoberta menchú, comparación que para cualquier estudioso 
serio de Guatemala resulta ociosa por ser notablemente falsa. 

Por eso, para empezar a desenredar la madeja de falacias y confu-
siones, se decidió utilizar diferenciadamente el termino “movimiento 
maya” del de movimiento indígena: el primero, se utiliza entrecomi-
llado, ya que en la práctica es una estrategia política que esconde in-
tereses particulares y sectarios, mientras que el segundo se considera 
como la verdadera articulación de los intereses y valores de los pue-
blos indígenas de Guatemala. una forma de visualizar tal diferencia 
es recordar que, según muchos teóricos de los movimientos sociales, 
las facetas de la movilización no siempre se estabilizan en lo político, 
algo que se nota claramente en el caso guatemalteco.

el primer aspecto para comprender la realidad del “movimiento 
maya” o movimiento indígena es visualizar que hablamos de una colec-
tividad que se caracteriza por la complejidad, la heterogeneidad y por 
lo tanto, la dificultad inherente de tal colectivo de articularse en torno 
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a una causa, un proyecto o al menos, un ideario, especialmente si se 
trata del campo político. esta debilidad política explica, en gran medi-
da, la tendencia de las últimas décadas de utilizar las reivindicaciones 
indígenas como mecanismos político-electorales para cooptar la mayor 
cantidad de votos, pero sin una clara voluntad política de cambiar en 
algo la matriz excluyente y discriminadora que se instauró en Guate-
mala desde el inicio de la vida independiente, matriz que sigue intacta, 
dos siglos después.

Por ello, el presente estudio pretende señalar un aspecto central: 
la contradicción inherente que se produce entre la vertiente social y 
cultural del movimiento indígena, y la correspondiente faceta política 
(el “movimiento maya”), que debería estar articulada a las anterio-
res. en ese sentido, pese a que en los últimos años se ha avanzado 
enormemente en el reconocimiento de los derechos culturales de los 
pueblos indígenas (por ejemplo, el reconocimiento a la espiritualidad, 
el respecto a los símbolos culturales y el avance en el reconocimiento 
de programas bilingües en muchos ámbitos del quehacer del estado), 
la discusión de los derechos políticos, de autogestión y la representa-
tividad de los pueblos indígenas sigue siendo enormemente deficita-
ria, y lo que es peor, con muy pocas perspectivas de cambio a futuro. 
además, es notorio cómo los pueblos indígenas siguen habitando en 
las regiones más pobres y excluidas del país, haciendo que el rezago 
político se complemente con el económico. 

de hecho, si tomamos en cuenta los niveles organizativos de mu-
chas comunidades indígenas y sus movilizaciones reivindicativas en 
temas como la minería y la gestión de los recursos naturales, uno es-
taría tentado a pensar que tales expresiones demuestran fehaciente-
mente el avance y la fortaleza del “movimiento maya”, algo que se 
contradice por la casi nula capacidad de tal movimiento de ser toma-
do en cuenta por el poder político, por los partidos políticos y por los 
medios de comunicación social del país, de manera que por ejemplo, 
las políticas públicas siguen ejecutándose con casi nula participación 
de los pueblos indígenas de Guatemala. esto no ha cambiado, aun 
cuando ahora es más frecuente encontrar funcionarios, diputados, 
gobernadores y alcaldes de origen indígena, muy pocos de los cuales 
han trabajado realmente por los intereses del grupo al que deberían 
representar. un notable líder y analista indígena así lo explica: 

La propuesta indígena para reformar el estado, ¿existe? si es que 
existe, no estamos informados. Los diputados indígenas y candidatos 
indígenas no tienen la culpa, porque las grandes carencias de los re-
presentantes y los negociadores que supuestamente representan a los 
indígenas se debe a que no existe un proyecto político que representar. 
(cojtí, 2007)
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¿cómo se entiende, entonces, los avances en lo social y cultural, pero 
el estancamiento en lo económico y lo político? ¿cómo compatibiliza-
mos el nivel organizativo local, con la casi nula articulación regional y 
nacional del “movimiento maya”? ¿cómo explicamos el pobre desem-
peño de los representantes indígenas en puestos de gobierno? 

responder a estos interrogantes no es la finalidad del presente en-
sayo. sin embargo, a manera de hipótesis, se puede argumentar que el 
diseño institucional del estado guatemalteco responde a la matriz li-
beral que se implementó desde los primeros años de vida independien-
te y que presuponía una sociedad que no existía, por lo que paradó-
jicamente, nunca se implementó como tal. dicha matriz liberal sigue 
caracterizando al estado guatemalteco, con el agravante que asume 
una visión de lo nacional que presupone una sociedad culturalmente 
homogénea, por lo que el mito de la existencia de un sentimiento de 
nacionalidad unificadora no hace más que negar sistemáticamente la 
existencia diferenciada de los pueblos indígenas. 

si analizamos el diseño institucional vigente del estado guate-
malteco, se hará evidente una sistemática negación de la identidad 
indígena, por lo que los individuos o grupos que se aventuran a la 
participación política, corren el grave riesgo de ser “asimilados” cul-
turalmente, perdiendo entonces la esencia de su propia identidad. el 
siguiente testimonio de un indígena que participa dentro de la estruc-
tura de un partido político así lo atestigua: 

La dificultad de la participación indígena en las estructuras partida-
rias se debe a que dicha participación incentiva el involucramiento 
individual y no colectivo, por lo que los indígenas terminan siendo 
absorbidos por estructuras e intereses que son ajenas a las mismas 
comunidades de donde se originaron. en parte, ésta es la explicación 
del ’desencanto’ hacia los alcaldes y funcionarios de origen indígena 
que después de alcanzar puestos clave, han actuado en contra de los 
intereses de sus mismas comunidades. así, la inadecuación del sistema 
de valores tradicionales indígenas, basados en valores colectivos como 
el servicio comunitario y la honorabilidad, chocan con el sistema de 
valores occidental, basada en la meritocracia y el darwinismo social 
(ayuda de memoria. reunión de las secretarías de asuntos indígenas 
con el Programa municipios democráticos, 11 de julio de 2007).

en la práctica, entonces, se habla de que los valores y los intereses so-
bre los que se sustenta el estado se basan en la primacía de los valores 
individuales sobre los colectivos, lo que claramente atenta contra los 
intereses de los pueblos indígenas, que tienen una larga tradición de 
respeto a los valores colectivos y en donde lo individual, por sí mismo, 
no tiene sentido si no es unido a los valores comunitarios: precisa-
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mente, porque las reglas institucionales se basan en la idea de una 
homogeneidad que no existe en la práctica.

el resultado: frente a la magnitud de la discriminación y la nega-
ción del derecho a la existencia diferenciada, la movilización colectiva 
del movimiento indígena se circunscribe como una estrategia de re-
sistencia, al ámbito cultural y social, activándose en lo político o en 
lo económico únicamente cuando hay una amenaza flagrante a los 
intereses comunitarios de los mismos. La movilización en contra de la 
actividad minera en los últimos dos años es un buen ejemplo de este 
movimiento indígena.

Frente a esta vertiente auténtica de un movimiento con contenido 
étnico, existe otro “movimiento”, el circunscrito en torno a lo maya 
o panmaya, que aunque vende bien la idea en el extranjero de ser la 
continuación política de la movilización indígena, en la práctica se 
articula de tal forma, que se constituye en la negación de lo indígena 
y por lo tanto, en su mayor enemigo. 
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Movimiento social y proceso 
político en Haití (1986-2006)

duraNte Los años 1986-2006, a partir de la caída de la dictadura 
duvalierista, Haití sigue redefiniendo su rumbo político. el proceso his-
tórico de esos años muestra una clara división entre las inercias de la 
cultura autoritaria y de los esfuerzos por democratizar a la nación. en 
este sentido: ¿cuáles fueron las principales fuerzas sociales en pugna 
durante esos años? ¿Puede hablarse de la existencia de un movimien-
to social? el objetivo central del presente artículo es analizar la inci-
dencia del movimiento social y su lucha contra el régimen autoritario 
en el proceso político del periodo 1986-2006. me interesa estudiar la 
lucha anti-régimen de las organizaciones campesinas, obreras, estu-
diantiles, pro-derechos humanos, entre otras. Particularmente, deseo 
revisar la importancia de la iglesia de Base (que enarbolaba ideas de 
la teología de la Liberación) en el proceso de educación y concientiza-
ción de los sectores populares. Puedo decir que el movimiento social 
desbordó los canales de la democracia representativa, debido a que en 
esa nación no ha existido una tradición participativa significativa. en 

* Profesor-investigador de la universidad Pedagógica Nacional (uPN); es licenciado 
en estudios Latinoamericanos por la Facultad de Filosofía y Letras de la uNam; 
maestro en sociología Política por el instituto mora y doctor en estudios Latinoa-
mericanos por la Facultad de ciencias Políticas sociales de la uNam.
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este sentido, el principal reto del movimiento social sigue anclado en 
la necesidad de superar la continuidad autoritaria. en la actualidad, 
considero que en Haití existe una reestructuración y reagrupamiento 
del movimiento social. sin embargo, dicho movimiento sigue pade-
ciendo una debilidad en su cohesión organizativa, lo cual limita su 
fuerza para guiar y definir el proceso político haitiano.

Antecedentes históricos: El duvalierismo (1957-1986)
La dictadura duvalierista se inició en el año de 1957 con el ascenso de 
François duvalier a la presidencia. a partir de entonces duvalier em-
prendió una sistemática persecución de la oposición hacia su gobier-
no con la ayuda de su cuerpo paramilitar de los tontons macoutes. 
de esta manera, hizo frente a una multitud de intentos de golpe de 
estado e invasiones desde el exterior logrando un efectivo control so-
cial a través de la represión, que aniquiló todo indicio de participación 
u oposición a su régimen. duvalier violó y modificó constantemente 
la constitución haitiana estableciendo la presidencia vitalicia en el 
año de 1964 y hereditaria en el año de 1971, fecha en la que muere 
repentinamente y toma su lugar su hijo Jean claude duvalier quien 
gobernará hasta el año de 1986. Vale comentar que la represión y la 
violación permanente de las reglas democráticas no fueron los únicos 
métodos con los que el duvalierismo logró su continuidad durante 29 
años. en el nivel ideológico, François duvalier tergiversó la corriente 
de la “Negritud”1 emprendiendo una ofensiva racial de “los negros” 
en contra del sector mulato del país. esto le valió, en un principio, el 
apoyo de las clases medias negras, así como de las masas populares 
predominantemente negras.

dentro de su discurso “nacionalista”, duvalier, como etnólogo, ve 
en la religión uno de sus más efectivos recursos para el control social. 
aprovechando el alto sentido religioso del haitiano, utilizará al culto 
vudú y a la iglesia católica para hacerse respetar y obedecer.

si bien la corriente ideológica de la “Negritud” revaloraba el con-
tenido cultural del vudú como parte de las raíces africanas, el manejo 
que hizo de éste François duvalier lo convirtió en un instrumento de 
control social. el impacto del vudú y su utilización política se expli-
can, retomando a myrto celestin, porque “las creencias, los mitos, las 
leyendas de nuestro Folclore; el sentido de lo sagrado, tan fuerte en 

1  el movimiento intelectual de la Negritud nace como una propuesta para exaltar 
las tradiciones y valores de la cultura africana. en américa tuvo un gran impacto 
especialmente en las antillas. en Haití pensadores como J. c. dorsainville, Jean Price 
mars, arthur Holly, Jacques roumain y carl Brouard fueron las figuras clave del mo-
vimiento etnológico que procuraron revalorar los elementos africanos de la cultura 
haitiana y en particular de la religión vudú. (Nicholls, 1986: 1239-1252)
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el vudú, y el miedo y la circunspección que crean los ritos mágicos 
del vudú, fueron explotados al máximo por el etnólogo y el médico” 
(saint-ulysse, 1985: 289). sin embargo, con la muerte de François du-
valier en el año 1971, este recurso ideológico se disipó gradualmente. 

La iglesia católica representó, al igual que el vudú (aunque en 
grado menor), uno más de los soportes de la dictadura duvalierista. 
aprovechando una vez más la retórica nacionalista, François duva-
lier apelará a la creación de un clero nacional, en contra del clero ex-
tranjero que acaparaba las jerarquías católicas2. debe señalarse que 
hasta antes de la llegada de duvalier a la presidencia, las principales 
diócesis se encontraban bajo la jurisdicción de obispos extranjeros3. 
a partir de 1959, emprenderá un vigoroso ataque contra la jerarquía 
católica que culmina con la expulsión de algunos obispos y clérigos y 
la excomunión de duvalier por el Papa4. Para el año 1966, el dictador 
llega a un acuerdo con el Vaticano y es nombrada una nueva jerarquía 
católica que es de su aceptación. de esta manera, la iglesia se con-
virtió en un instrumento dócil en manos de François y Jean claude 
duvalier y les brindó su apoyo incondicional.

Las relaciones estrechas entre iglesia y dictadura empezaron a de-
bilitarse a mediados de la década del setenta cuando se cuestionó y 
redefinió la prédica religiosa y su relación con los valores de justicia y 
libertad en un ambiente de represión cotidiana. en tanto que el gobier-
no perdía apoyo en forma gradual, la iglesia empezó a realizar críticas 
moderadas a las actividades más escandalosas del gobierno (Nicholls, 
1986: 1239-1252). Posteriormente, la iglesia católica esgrimirá la defen-
sa de los derechos humanos como una de las banderas de la lucha anti-
dictatorial. con la visita del Papa Juan Pablo ii a Haití en el año 1983 y 
su clara desaprobación al régimen con el mensaje de que “es necesario 

2  debe señalarse que una de las razones por las cuales la iglesia no pudo contar con 
la misma respuesta afectiva que el vudú por parte de la población haitiana se deriva 
del hecho de no haber sido organizada por haitianos, sino por extranjeros designados 
directamente desde la sede romana en el Vaticano. se añaden otras causas, no menos 
importantes, como el hecho de que el catolicismo estaba identificado en la práctica 
con los sectores pudientes de la sociedad, especialmente el sector mulato, quien se 
encontraba más allegado a la cultura francesa. el vudú, en cambio, se identificaba 
con la mayoría de la población sumergida en la pobreza, la cual era mayoritariamen-
te negra. (Verdieu, 1989: 111-133)

3  estos eran: tres obispos franceses, un canadiense y un norteamericano de ori-
gen belga. el único obispo haitiano era auxiliar del arzobispado en Puerto Príncipe. 
(smarth, 1995: 381-395)

4  “en total, de los 462 sacerdotes con los que contaba la iglesia católica en Haití, 
más de 59 fueron expulsados...] el único seminario mayor del país fue cerrado y los 
seminarista obligados a ir a firmar diariamente al puesto de policía más cercano a su 
casa, hasta el mes de octubre de 1965”, (Kawas, 1991: 169).
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que algo cambie aquí” (Haiti Progrés, 1987: 26)5, la iglesia reforzará su 
postura desafiante frente al duvalierismo6. asimismo, una parte escin-
dida de la iglesia oficial, La iglesia de base, con una postura más radical 
que la primera se sumará a la protesta contra el duvalierismo. “desde 
inicios de los ochenta, miembros de la iglesia, de la “pequeña iglesia”, 
empezaron a manifestar su compromiso con la población que vive en 
condiciones de extrema pobreza [...]” (Grafenstein, 1990:29). 

¿Qué importancia jugaba la iglesia en el ocaso de la dictadura 
duvalierista? en opinión de marian mclure, la única institución que 
podía incrementar los niveles de participación política en 1986 era la 
iglesia, ya que en un régimen autoritario como el haitiano, era capaz 
de canalizar la frustración del campesino y motivarlo a la acción polí-
tica (mcclure, 1986: 1).

de esta manera, junto con la actitud combativa de los estudian-
tes y de una multitud cansada de 29 años de gobierno dictatorial, la 
iglesia se convertirá en parte fundamental de la caída de Jean claude 
duvalier en febrero de 1986, así como en un actor fundamental para 
la conformación de un movimiento político7. empero, la lucha contra 
el autoritarismo no había concluido, ya que en lugar de Jean claude 
duvalier, se afianzará el ejército en el gobierno haitiano ante el desen-
canto de las frágiles fuerzas democráticas.

Movimiento político y dictadura militar (1986-1994)
el ejército haitiano había sido relegado durante la dictadura duvalie-
rista y sus funciones represivas fueron desempeñadas por los tontons 
macoutes. sin embargo, a partir de 1986 las fuerzas armadas se afian-
zaron como la institución más importante en la dirección de la vida 
nacional del país. en el periodo de 1986-1994 se sucedieron distintos 
gobernantes: el general Henri Namphy (1986-1988), el civil Leslie ma-
nigat (1988), el coronel Prosper avril (1988-1990), el general Hérard 
abraham (1990), la civil ertha Pascal trouillot (1990), el ex sacerdote 
Jean Bertrand aristide (1991) y el general raoul cedras (1991-1994). 
con excepción de aristide (elegido democráticamente como presiden-

5  “Pourquoi les éveques attaquent-ils l’eglise populaire mintenant?”, en Haiti Pro-
grés, ii rue capois, Port-au-Prince, vol. 5, no. 23, 9 a 15 de septiembre 1987, p.26.

6  La visita del Papa en 1983 “dio lugar al debilitamiento del rol tradicional de la 
iglesia como sostén del statu quo y a la supremacía de las posiciones ideológicas y 
políticas más progresistas, promovidas por la base”. (Pierre-charles, 1991: 9).

7  definimos al movimiento político como un subtipo del movimiento social, en el 
cual la acción colectiva que integra a todas las fuerzas sociales procura realizar cam-
bios continuos en el sistema social y político a través del conflicto, sin ofrecer una es-
tructura cohesionada. Para la definición de movimiento político consúltese Pasquino, 
1983: 1072 y 1073.
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te en 1990 y que desempeñó su cargo por sólo ocho meses), los demás 
gobernantes se vieron circunscritos a la esfera militar.

La caída de la dictadura duvalierista en el año de 1986, generó am-
plias expectativas de “fundación”8 o “transición” democrática9, que se 
vieron interrumpidas por la hegemonía militar. sin embargo, la confor-
mación de un movimiento político de carácter anti-autoritario se expre-
só con gran dinamismo entre los años de 1986-1990 a través de distintas 
organizaciones partidistas, estudiantiles, campesinas, obreras, profesio-
nistas, pro-derechos humanos, etc. a diferencia de la etapa duvalierista 
en la que las organizaciones políticas habían sido desarticuladas por la 
persecución y represión del régimen, durante los años de 1986-1991, la 
presencia de un movimiento político implicó un peculiar fenómeno de 
“ciudadanización”; es decir, los derechos y garantías individuales (que 
consagra la constitución de 1987) se hicieron realidad por la moviliza-
ción y la organización de dicho movimiento. La iglesia, en este sentido 
desempeñó un papel fundamental gracias a su mejor estructura orga-
nizativa y a su capacidad de convocatoria en la población. Podemos 
decir que en Haití se operó una profunda transformación política de la 
iglesia, la cual después de haber funcionado como un instrumento de 
control social durante el duvalierismo (1957-1986), pasó a ser una de 
las principales fuerzas anti-régimen que influyó en el cambio y la lucha 
democrática de esta nación en los años 1986-1991.

es necesario aclarar que la mayor fuerza combativa de la iglesia 
no provino de las altas jerarquías oficiales10 sino de su desprendimien-

8  después de la caída de la dictadura de Jean claude duvalier se contempló la po-
sibilidad de superar el pasado autoritario y “transitar” hacia la “democracia”. algu-
nas interpretaciones, sin embargo, hacen un uso cuidadoso del concepto “transición 
democrática” y prefieren utilizar la categoría “fundación democrática” para indicar 
que, en un país como Haití, sin una sola experiencia democrática en su historia, se 
impone un ejercicio de “fundación” y construcción de las reglas, procedimientos, 
instituciones y valores propios de la democracia.

9  entiendo por transición al fenómeno temporal en que un régimen expresa una 
ruptura y un cambio político respecto al anterior. dentro de los tipos de transición 
posibles distingo dos: a) la transición de un régimen autoritario a otro autoritario y b) 
la transición de un régimen autoritario a uno democrático. exceptuando el gobierno 
de aristide (1991), para el periodo 1986-1994 se aplica la primera ruta de transición, 
donde el cambio principal se produjo en el nivel de gobierno (de un gobierno civil-
autoritario a otro de carácter militar-autoritario), conservándose las prácticas y valores 
del sistema autoritario. cabe señalar, sin embargo, que a diferencia del duvalierismo 
(1957-1986), el régimen militar no pudo cancelar en forma efectiva los espacios de 
expresión y protesta de los nuevos actores que irrumpieron en el escenario político. 
Para un acercamiento al concepto de transición véanse morlino, 1985; dahl, 1993; 
Przeworsky, 1991.

10  dentro de la iglesia oficial se ubicaron, por una parte, una fracción de la alta je-
rarquía, que estuvo identificada con el duvalierismo y, por otra, una fracción apegada 
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to radical que se ve encarnado en la proliferación de las comunidades 
eclesiales de Base, cuyo contenido religioso se politizó aun más con 
la adopción de la teología de la Liberación11. de hecho, la jerarquía 
católica y los altos mandos de las iglesias protestantes combatirán con 
fuerza a la iglesia de Base al ver erosionada su legitimidad institucio-
nal (Pierre-charles, 1992: 67).

La “Petite Eglise” (“Pequeña iglesia”), también llamada “iglesia de 
los Pobres”, empezó a tener importancia en Haití a partir de la década 
del setenta12 y se nutrió del contacto de distintos haitianos en el exilio 
(muchos de los cuales habían huido de la represión) y con teólogos de 
la Liberación de toda américa Latina. rápidamente se identificó con 
una nueva propuesta de acción pastoral que implicó una ruptura con 
la función de control social que había desempeñado la iglesia durante 
el duvalierismo.

¿cuáles son las razones por las cuales la iglesia dejó de ser un 
instrumento de dominación y se constituyó en un actor político que 
cuestionó al régimen autoritario en Haití? una de las primeras expli-
caciones, retomando a François Kawas, es que la “haitianización” del 
clero llevada a cabo por el dictador François duvalier implicó no sólo 
su control, sino el hecho de “el incremento del número de sacerdotes 
autóctonos, la mayoría proveniente de las clases populares, fenómeno 
que empezó a hacer sentir su peso al final de la década del sesenta, 
aumentó la sensibilidad de dicho clero por los problemas nacionales” 
(Kawas, 1991: 174).

a un modelo de iglesia “tradicional”, con una práctica apostólica acorde a los sacra-
mentos formales. ambas fracciones se opusieron a la propuesta de la teología de la 
Liberación, enarbolada por las comunidades eclesiales de Base. Las diferencias entre 
la iglesia oficial y la iglesia de Base culminaron en el castigo de sacerdotes, religiosos 
y laicos adeptos a la teología de la Liberación. el ejemplo más nítido fue la expulsión 
de Jean Bertrand aristide de la orden de los salesianos en octubre de 1988.

11  en términos muy generales, podemos decir que la teología de la Liberación, 
que nace en la década del sesenta, es una corriente ideológica que se desprende de la 
religión cristiana y que se caracteriza porque reivindica el derecho del “pobre” a lu-
char contra su situación de marginación y de explotación. retomando valores como 
la justicia y la solidaridad evangélica, buscaba la “liberación de los oprimidos”. de 
esta manera, articulaba la fe religiosa y la liberación social en contra de las “clases 
dominantes”. (Haiti Progrés, 1987: 1, 26 y 27).

12  “durante este periodo, en varios puntos del país, algunos sacerdotes iniciaron ya 
un trabajo de pioneros en el campo de la organización popular: Pollux Byas en Pilate, 
norte del país (primer sacerdote haitiano que inició la experiencia de las comunida-
des eclesiales de Base en Haití en 1973), Paul antoine Bien-aime, Frantz Grandoit, 
sacerdote de la orden de los dominicos, en Verettes y desarmes en el departamento 
de artibonite, renald clérisme, Jean marie Vincent en Beauchamp y Jean rabel en 
el noroeste, una de las zonas más pobres del país; el padre mark F. en thomassique, 
municipio del departamento del centro” (Kawas, 1991: 175).
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otra de las causas de la transformación de la iglesia se des-
prende de la renovación que se produjo en el Vaticano. Las gran-
des reformas del concilio Vaticano ii, aludiendo insistentemente 
en los problemas de justicia social, de subdesarrollo, etc. impacta-
ron en la nación haitiana. Finalmente, la adopción de la teología 
de la Liberación y su enseñanza en las congregaciones religiosas 
y en el seminario mayor (lugar donde se forman casi todos los 
jóvenes sacerdotes haitianos), explican la transformación de la 
iglesia13.

el derecho a luchar políticamente para acceder a una vida digna 
fue aceptado rápidamente en Haití por las condiciones de violencia 
generalizada y por el agudo nivel de pauperización de las masas hai-
tianas. a diferencia de la gran distancia que seguía existiendo entre la 
jerarquía oficial de la iglesia y la mayoría de la población, la “iglesia 
de los pobres” logró un acercamiento estrecho con el haitiano común, 
ya que se vinculó a la realidad socioeconómica, asumiendo un com-
promiso con los sectores marginados.

el trabajo de la iglesia de Base inició, sin ser políticamente acti-
vo, con la ayuda asistencial en rubros como la salud, la vivienda y la 
educación14. de hecho, “este trabajo silencioso, identificándose poco 
a poco con las aspiraciones populares, sin enfrentamiento con el po-
der, empezó a enraizarse bastante a nivel de las áreas rurales, de los 
pequeños pueblos y de las ciudades” (castor, 1986: 13). La iglesia, 
en la práctica, asumió una gran responsabilidad, ya que la función 
social del estado había sido inexistente. Los recursos económicos de 
la iglesia para dichos fines provinieron de distintos organismos inter-
nacionales, preocupados por las condiciones de vida del haitiano. Los 
fondos materiales fueron captados por la iglesia de Base a través de 
sus numerosas oNG15. el trabajo asistencial paulatinamente se vincu-

13  algunos sacerdotes, religiosos y laicos, “reconocieron que no era suficiente 
practicar la caridad para estar al lado de los pobres; empezaron a utilizar el evange-
lio como un mensaje de opción para los pobres, como una fuerza de liberación para 
los oprimidos”. (smarth, 1995: 395)

14  durante años, las parroquias locales, patrocinadas a menudo por organismos 
internacionales, impulsaron diversos proyectos de desarrollo y empresas coope-
rativas. aunque la intención de los organizadores no era política, fue de estos 
grupos de donde surgieron los líderes que impugnaron al régimen. (Nicholls, 1986: 
1239-1252)

15  “La segunda mitad de la década del setenta está marcada por la aparición de or-
ganizaciones no gubernamentales nacionales –en su mayoría ligadas a las iglesias– y 
por el apogeo del movimiento social apoyado por la aparición de la prédica fundada 
en la teología de la Liberación y animado por la política de los derechos humanos de 
James carter” (etheart, 1995: 120).
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ló a la exigencia del respeto de los derechos humanos16. Finalmente, 
adoptó una abierta crítica contra el gobierno militar, por lo que su 
papel político creció considerablemente y se convirtió en uno de los 
centros más reprimidos por el régimen17. 

en la década del ochenta la iglesia de Base adoptó el compromiso 
de desarrollar un trabajo de concientización y de organización popu-
lar en el campo, el medio suburbano, el sector sindical, el juvenil, etc. 
en estos momentos, “la emergencia de un nuevo modelo de iglesia 
con una ideología alternativa a la ideología dominante y apoyando 
el proyecto de transformación social de las clases subalternas en su 
totalidad, inaugura la ruptura con la función política tradicional que 
desempeñó la iglesia dentro del estado” (Kawas, 1991: 177).

el punto culminante del rol político de la iglesia se reflejó entre los 
años 1990-1991 cuando fue lanzada la candidatura para la presidencia 
del padre salesiano Jean Bertrand aristide18, quien ganó las elecciones 
en 1990 y asumió el gobierno en 1991. sin duda alguna, el hecho de 
que aristide portara la investidura de sacerdote, y contara con el apo-
yo de la iglesia de Base, fueron elementos que favorecieron a su ima-
gen carismática y su impacto en la mayoría de la población haitiana. 
Por ejemplo, a diferencia de sus contrincantes en la arena electoral, 
quienes estaban respaldados por organizaciones partidistas débiles, 
aristide contaba con el apoyo de la iglesia de Base que se encontraba 
diseminada en todo el país19. La iglesia, además, ejerció una gran in-

16  Para el año de 1986, Gérard Pierre-charles pensaba: “la iglesia católica constitu-
ye hoy en día, una fuerza que podría coadyuvar a los proyectos de democratización, 
en el sentido del respeto permanente de los derechos humanos, la instauración de un 
régimen de derecho y la incorporación de los sectores populares a la vida política” 
(Pierre-charles, 1986: 67).

17  “La autoridad de la iglesia entre la población es inmensa; por tal razón los sa-
cerdotes han sido blanco de la represión. Bajo el segundo gobierno de Namphy, en 
el verano de 1988, fuerzas macoutistas incendiaron algunas iglesias e irrumpieron 
violentamente en la de san Juan Bosco, donde el padre Jean Bertrand aristide estaba 
oficiando misa; alrededor de seis personas fueron asesinadas y cerca de 70 resultaron 
heridas” (Grafenstein, 1990: 29).

18  “después de haber terminado su primer ciclo de estudios en Haití, en julio de 
1979, aristide es enviado a roma y de ahí a israel para realizar estudios bíblicos. 
aprovechando su estancia de tres años en israel se da tiempo para llevar cursos de 
arqueología en egipto y de Biblia en inglaterra. en 1982 vuelve a su país donde, casi 
inmediatamente, empieza a tener problemas con sus superiores por su posición crítica 
frente a la dictadura. más por motivos políticos que de otro tipo, aristide es enviado 
a montreal por las autoridades de su congregación a hacer una maestría en teología 
Bíblica. de ahí pasa a Grecia para continuar sus estudios y finalmente regresa a Haití 
en enero de 1985” (martínez, 1990: 111).

19  arnold antonin indicaba que la iglesia es la “única institución que tiene una red 
de apoyo logístico hasta en los sectores más recónditos del país” (antonin, 1992: 8).
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fluencia en la población a través de las emisiones radiales (usando a la 
estación radio soleil, especialmente), que con un uso cada vez mayor 
del créole (la lengua nacional) contribuyó a disminuir el aislamiento y 
la desinformación en una población con graves problemas de analfa-
betismo (Grafenstein, 1990: 29). a pesar de que aristide se inscribió 
tardíamente a la contienda electoral, en pocos días se demostró que era 
posible una primera experiencia democrática en la que la voluntad de 
la mayoría, reflejada en el voto, fuera la base de legitimidad del gober-
nante. aristide ganó las elecciones con el 66% de los votos20.

el golpe militar del 30 de septiembre de 1991 encabezado por 
el general raoul cedras en contra de aristide terminó abruptamente 
con las expectativas de cambio democrático del año de 1991. el gol-
pe se debió, entre otros factores, a los discursos radicales de aristide 
en contra de las élites económicas, su intención de combatir la co-
rrupción y el contrabando y sus alusiones constantes a favor de los 
“marginados”21. No obstante, la experiencia de organización y movi-
lización de una sociedad antes desorganizada y desarticulada puede 
observarse como un aspecto positivo en la lucha por la democracia.

el golpe militar para deponer a aristide, inició un periodo de regre-
sión autoritaria que se distinguió por un empleo generalizado de la vio-

20  cf. “asistencia electoral de las Naciones unidas a Haití”, departamento de in-
formación Pública de las Naciones unidas, Nueva York, dP17 1120-91-12055-april 
1991-3m; “crisis en Haití: en busca de una solución política”, departamento de infor-
mación Pública de las Naciones unidas, Nueva York, dPi/1402-september 1993-2m.

21  Jean Bertrand aristide llegó a la presidencia en el año de 1991 con el apoyo de 
un movimiento Político, innovador hasta ese entonces en la historia haitiana. sin 
embargo, a partir del golpe de estado en su contra, en ese mismo año, sufrió una 
paulatina erosión de su carisma. Los años del exilio, 1991-1994, fueron el inicio de 
la fractura del movimiento Político y su bifurcación en las corrientes de la Familia 
Lavalas y la organización Política Lavalas (más tarde renombrada como organiza-
ción del Pueblo en Lucha). a pesar de la erosión de su carisma, aristide fue un actor 
fundamental en los años posteriores a la ocupación extranjera: 1994-2004. Gobernó 
durante los años 1994-1996. ejerció “el poder tras el trono” durante la presidencia 
de rené Preval (1996-2001). afianzó su influencia política sobre el Poder Legisla-
tivo: a partir de 1997 a través de la mayoría parlamentaria de la Familia Lavalas. 
Finalmente, aristide encontró en las elecciones del año 2000 la coyuntura política 
favorable para volver al primer plano de la escena política nacional durante los años 
2001-2004. La reelección presidencial de aristide fue el punto culminante de su ero-
sión carismática debido a la oposición interna y externa generada en contra de su 
gobierno. considero que el liderazgo carismático de aristide fue positivo en la lucha 
anti-dictatorial del periodo 1986-1994. sin embargo, la continuidad en el gobierno 
impulsó a aristide a hacer descansar su autoridad en una base de legitimidad tradi-
cional, conservadora y autoritaria, constituyéndose en un obstáculo para el avance 
de la construcción democrática en Haití. el carisma de aristide llegó a su nivel más 
bajo bajo la presión interna y externa que lo obligó a abandonar el gobierno haitiano 
el 29 de febrero de 2004.



América Latina: Los derechos y las prácticas...

254

lencia en contra de las organizaciones y simpatizantes del movimiento 
político pro-aristidista que tuvo por objeto ya no sólo limitar sino, in-
cluso, eliminar a la oposición al régimen22. Los militares redujeron y 
desestructuraron a las organizaciones campesinas, a los miembros de la 
iglesia de Base, a los periodistas, los estudiantes, miembros de partidos 
políticos y en general a cualquier persona considerada aristidista. el 
derecho a la participación ganado con arduo trabajo se vio suprimido 
de manera tajante y los métodos represivos del ejército desarticularon 
(como en la etapa de François duvalier) todo indicio de organización 
antiautoritaria. Por otra parte, la crisis haitiana empezó a tener una 
trascendencia internacional que fue fundamental en el rumbo político 
del país. en esta nueva etapa, no fueron los sectores democráticos (per-
seguidos y desarticulados por la represión) los principales oponentes 
de los sectores autoritarios, sino la comunidad internacional que apoyó 
las iniciativas del exiliado aristide para presionar a la junta militar y 
lograr su retorno a la presidencia. sin embargo, la excesiva influencia 
del “actor externo” colocó límites a la transición democrática haitiana. 
La crisis haitiana desbordó los parámetros nacionales y se convirtió en 
un conflicto que llamó la atención internacional.

Las condiciones de violación permanente de los derechos huma-
nos en Haití y la agudización del fenómeno de los boat people23 se 
constituyeron en un problema a resolver en la agenda internacional 
del gobierno de estados unidos. este país que había “impulsado” la 
democratización del área latinoamericana, en el contexto del fin de la 
“Guerra Fría” presionó a la Junta militar para que permitiera el retor-
no de la institucionalidad en la nación haitiana.

La comunidad internacional a través de la oNu y la oea, en-
cabezados por el gobierno norteamericano impulsaron una serie de 
medidas de presión en contra del gobierno militar haitiano (medidas 
como el embargo petrolero, el de armas y finalmente el bloqueo eco-
nómico general), así como el rompimiento de las relaciones con el ex-
terior (con excepción de los gobiernos de la república dominicana, 

22  según algunas estimaciones, después del golpe, en las primeras dos semanas, 
más de 1000 haitianos fueron asesinados (Galeano, 1994). Por otra parte, la organiza-
ción Política Lavalas estimó que en las primeras semanas la cifra de víctimas se había 
elevado a 1500 (Pierre-charles, 1992: 27). Finalmente otras versiones estiman que a lo 
largo de los años 1991-1994 fueron asesinados alrededor de 5000 personas (cf. “Jean-
Bertrand aristide Biography”, en <http://www.fonaristide.org/aristidbio.html>. a to-
das estas consecuencias se suman la emigración forzosa de haitianos hacia distintos 
países entre los que sobresalen estados unidos y canadá, aunque también existió una 
significativa emigración hacia europa y américa Latina (incluso África).

23  Los haitianos que huyendo de la violencia gubernamental surcaban el mar en 
pequeñas y frágiles embarcaciones, con rumbo a la Florida, principalmente.
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israel y el Vaticano, quienes le brindaron su reconocimiento diplomá-
tico). tales medidas tuvieron como resultado que el general golpista 
raoul cedras decidiera negociar con el presidente depuesto aristide 
el “acuerdo de la isla de los Gobernadores”, celebrado en la ciudad 
de Nueva York el 3 de julio de 1993. en el documento se establecía 
entre los puntos más importantes: el regreso de aristide para el 30 
de octubre de 1993; el nombramiento por parte del Presidente de un 
Primer ministro y de un comandante en Jefe de las Fuerzas armadas, 
que reemplazaría al teniente General raoul cedras; el diálogo con los 
partidos políticos representados en el Parlamento; la creación de una 
nueva fuerza policial y la modernización de las fuerzas armadas; y la 
suspensión de las sanciones económicas por parte de la oNu y la oea 
(mahon, 1994: 3-8)

a pesar de todo esto, el ejército violó unilateralmente los acuerdos, por 
lo que la situación haitiana se radicalizó y tomó el camino de la interven-
ción extranjera para obligar a la Junta militar a abandonar el gobierno.

el incumplimiento del acuerdo por parte del gobierno militar 
motivó a la comunidad internacional a aprobar la resolución 940 del 
consejo de seguridad de la oNu de junio de 1994 que determinó la 
intervención militar internacional en Haití, la cual se consumó el 19 de 
septiembre de 1994. aristide fue reinstalado en la presidencia en 1994 
concluyendo su gobierno en el año de 1995. el retorno del orden cons-
titucional a través de la fuerza internacional planteó serias limitaciones 
al cambio democrático.

aunque la expulsión de los militares significó la reducción sustan-
tiva de la violación de los derechos humanos y el respeto a la voluntad 
popular, el retorno del orden constitucional por medio de la interven-
ción puede ubicarse como una restauración democrática limitada, ya 
que como veremos más adelante, se abrieron una serie de preguntas 
sobre el rumbo de la transición en Haití.

en opinión de alex dupuy, estados unidos a raíz del fin de la 
Guerra Fría, con el desmoronamiento de la unión soviética y del blo-
que socialista, habría redefinido su estrategia hacia sus áreas de in-
fluencia promoviendo a nivel político la democracia representativa y 
a nivel económico la implementación de reformas neoliberales. en 
este sentido, el gobierno norteamericano no habría podido justificar 
el golpe militar contra aristide con una postura geopolítica de Gue-
rra Fría, a pesar de su aversión hacia aristide, a quien la embajada 
norteamericana calificaba como un radical. el sostenimiento de los 
militares haitianos habría sido una invitación a los golpes de estado 
en toda américa Latina. de la misma manera, según este autor, se ha-
bría socavado la agenda neoliberal de Postguerra Fría en esta región 
(dupuy, 1997).
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El retorno a la presidencia de 
Jean Bertrand Aristide (1994-1995)
a su regreso, aristide desempeñó el cargo presidencial durante 16 me-
ses, entre 1994-1995. encontró a un país que sufrió los efectos de la vio-
lencia política y la aguda crisis económica. en el nivel político, intentó 
atacar al sistema duvalierista y sus ramificaciones en el estado y en 
el sector público, como un requisito para la construcción democráti-
ca. durante su segundo gobierno se distinguieron entre sus principales 
logros, según Gerard Pierre charles: la conquista de la ciudadanía y la 
participación popular, con el reconocimiento y respeto de los derechos 
individuales; la restauración del presidente constitucional y del estado 
de derecho; la transformación de las fuerzas armadas, que implicó el 
desmantelamiento del ejército y la creación de una nueva policía na-
cional (reclutada de las capas bajas y medias de la sociedad, según sus 
méritos y con un nivel educativo de bachillerato); la reconstrucción del 
cuerpo judicial, a favor de la justicia y en contra de la impunidad; la 
autonomía y la participación municipal, para llevar a cabo una efec-
tiva descentralización que contribuyera a una satisfacción de las de-
mandas básicas de la población en las provincias (Gérard-Pierre, 1996: 
201-219). a pesar de estos logros, aristide fue cuestionado por algunos 
de sus ex-simpatizantes, quienes criticaron su abandono del proyecto 
original de gobierno y su sustitución por uno de carácter moderado y 
definido por las instituciones financieras internacionales.

La erosión de la legitimidad democrática se profundizó cuando 
empezó a existir un alejamiento paulatino de aristide respecto a su 
discurso y acción radicales que lo habían caracterizado durante el apo-
geo de sus cualidades carismáticas. Para agilizar su retorno a Haití, 
aristide se vio precisado a aceptar los lineamientos de una política 
“neoliberal” para Haití delineada por el gobierno norteamericano y las 
instituciones financieras internacionales que rompieron con el pro-
yecto original del movimiento Lavalas (avalancha, en créole). es decir, 
en lugar de defender la premisa de que la igualdad, la justicia y la de-
mocracia podían llevarse a cabo dando prioridad a la necesidades del 
campesinado, el sector informal rural, urbano y los pequeños sectores 
industriales (el proyecto Lavalas), se impuso un proyecto neoliberal 
que significó la liberalización del comercio, la modernización del sec-
tor público, la reforma del sistema impositivo, la venta de empresas 
públicas, la reducción del gasto social (incluyendo el destinado a sa-
lud, alimentación y educación) y la inversión en infraestructura. Bajo 
estas circunstancias, se empezó a cuestionar su autoridad carismática 
por adoptar un nuevo proyecto que favorecía fundamentalmente a los 
sectores empresariales locales y extranjeros y relegaba nuevamente a 
la mayoría de la población (Ibid.).
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más allá del balance del segundo gobierno de aristide se plantea-
ron muchas interrogantes sobre el proceso político haitiano: ¿se puede 
hablar de un avance de la democratización en Haití cuando no fueron 
los propios haitianos los que determinaron el cauce político de su país? 
Y, ¿cómo se resuelve el problema de la soberanía nacional frente a la 
intervención extranjera? si la salida de los militares obedeció a la inva-
sión extranjera ¿no se cuestiona la madurez, la cohesión de los sectores 
democráticos? si al interior no existían estructuras democráticas conso-
lidadas para la toma de decisiones, ¿quién las tomaba? ¿La comunidad 
internacional? si en el retorno de aristide fue determinante el apoyo 
internacional, especialmente el de estados unidos, ¿el presidente podía 
aspirar a un margen total de autonomía para su gestión de gobierno o 
necesitaba seguir conciliando y acatando los lineamientos del exterior? 
¿cómo se explica el discurso anti-intervencionista de aristide durante 
los años 1986-1990 y su consentimiento de la ocupación extranjera en 
1994? ante todos estos interrogantes que se plantearon como los prime-
ros límites para la construcción democrática, en el fondo se encontraba 
el tema de la legitimidad institucional. en consideración de alex dupuy, 
aristide regresó a Haití sólo después de otorgar concesiones a sus ene-
migos domésticos y al gobierno norteamericano. asimismo, su retorno 
se produjo cuando el ejército había tenido tiempo suficiente para debi-
litar al movimiento popular que lo apoyaba. en este sentido, pese a que 
la intervención extranjera representó un revés para las fuerzas conserva-
doras, también planteó serias limitaciones a la revolución democrática 
iniciada con la elección de aristide en 1990 (dupuy, 1997). es cierto que 
la presidencia de aristide fue el fruto de la voluntad de la mayoría de la 
población haitiana y que este hecho generó el reconocimiento y apoyo 
internacional a su gobierno legítimo. sin embargo, la soberanía popular 
(entendida como el derecho de los gobernados a elegir a sus gobernan-
tes) entró en contradicción con el uso de la fuerza (y no del consenso) 
que garantizó su restauración. La intervención anuló el mayor problema 
para la superación de un gobierno autoritario desplazando a los milita-
res, pero abrió uno nuevo que formó parte de la agenda para la construc-
ción democrática en Haití. a diferencia de otros procesos de transición 
en américa Latina que se resolvieron entre las mismas fuerzas nacio-
nales, en el caso de Haití, al legado autoritario como obstáculo para la 
construcción democrática se sumó el peso del “factor externo”.

La reestructuración del 
movimiento político (1994-2006)
durante los años de 1994-1997, las relaciones entre aristide y el mo-
vimiento Político se redefinieron. el movimiento “Lavalas” (avalan-
cha) que se había unificado alrededor de la figura carismática de 
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aristide se dividió formalmente24. a partir del año de 1995, fecha en 
que tienen lugar las elecciones para renovar el Parlamento y poste-
riormente, nombrar al presidente de la república, encontramos una 
clara definición de una opción política que defiende una propuesta 
de estructura partidista25 frente al liderazgo de Jean Bertrand aris-
tide: la organización Política Lavalas (oPL)26. de los comicios salió 
victorioso un ex ministro de aristide: rené Préval. Vale señalar que, 
por segunda ocasión, la sucesión en el gobierno se llevó a cabo a 
través de la vía institucional-pacífica y no por medio de la fuerza y 
la imposición. 

La división en el movimiento Lavalas se profundizó durante el 
año de 1997, por la influencia de aristide sobre el nuevo presidente 
haitiano. Las elecciones de ese año agudizaron la tensión entre la Fa-
milia Lavalas, de carácter unipersonal a favor de aristide, y la oPL27.

24  durante los años del exilio de aristide (1991-1994) el deteriorado movimiento 
Político mostró sus primeros signos de división respecto a dos aspectos: a) la táctica 
de lucha contra la dictadura militar; b) frente a la participación de la comunidad in-
ternacional para resolver la crisis haitiana. en los años del exilio pueden distinguirse 
dos actores políticos en pugna al interior de Lavalas: a) un ala “moderada”, compues-
ta por un sector democrático de la burguesía tradicional (que integraba a varios po-
líticos, intelectuales y miembros de la élite de los negocios), que buscaba una salida 
negociada a la crisis haitiana y la búsqueda de una democracia formal; b) aquella 
fracción “radical” que propugnaba por un fortalecimiento del movimiento popular, 
de la vía insurreccional, una confrontación directa con la dictadura, en contra de la 
política norteamericana y a favor de un cambio económico sustancial.

25  consideramos a los Partidos Políticos como los vehículos privilegiados de la 
representación y la participación políticas, así como de la agregación de intereses 
en las democracias modernas. a través de ellos la ciudadanía participa en la forma-
ción y en la toma de decisiones. su finalidad es la conquista del poder y el ejercicio 
del gobierno. anna oppo expresa que en la noción de Partido Político “entran todas 
aquellas organizaciones de la sociedad civil que surgen en el momento en el que se 
reconoce, teórica o prácticamente, al pueblo el derecho de participar en la gestión 
de poder político y que con este fin se organizan y actúan” (oppo, 1983:1184). dis-
tingue la autora como uno de los elementos centrales de los partidos “una estructura 
organizativa estable y articulada, capaz de realizar una acción política continua...” 
(Ibid.: 1186). “...una máquina partidaria racionalmente organizada y políticamente 
homogénea” (Ibid.: 1187).

26  respecto a las bases ideológicas y los antecedentes de la oPL, Gérard Pierre 
charles consideraba a la organización como “una empresa política surgida de las 
entrañas heroicas y humanistas de la juventud revolucionaria y marxista de los años 
sesenta, inspirada también por los fervores cristianos de los que creían en la teología 
de la Liberación de los años setenta y ochenta, nutrida por el entusiasmo de las bases 
de los líderes naturales de ese movimiento popular y democrático surgido antes y 
después de 1986” (Pierre-charles, 2002: 4).

27  Gérard Pierre-charles, dirigente de la oPL, definía la pugna entre ambas ten-
dencias de la manera siguiente: “una de las acciones ya en curso, corresponde a un 
proyecto de carácter autoritario cuyos rasgos han sido puestos en evidencia a partir 
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Las elecciones de abril de 1997 marcaron claramente la defini-
ción de las dos tendencias políticas señaladas dentro del movimiento 
Político Lavalas y el inicio de una crisis de gobernabilidad28. excluidos 
de este proceso electoral los partidos de oposición, la competencia se 
dio entre la Familia Lavalas y la organización Política Lavalas. Los 
comicios se desarrollaron en un ambiente de desconfianza hacia el 
ceP (a quien se criticó su posición partidaria a favor de la Familia La-
valas), la denuncia de actos de fraude electoral y de violencia política. 
Por ello, la oPL decidió impugnar los resultados electorales y exigir 
su anulación29. dichas inconformidades hallaron eco en el informe 
negativo que sobre las elecciones haitianas rindió colin Granderson, 
director de la misión de observación de la oea y la oNu. esto incidió 
en que la misión decidiera quitarle el apoyo técnico al ceP30. a partir 
de entonces, la crisis electoral de 1997 que duró más de un año tuvo 
como resultado la renuncia de seis de los nueve miembros del consejo 
electoral Provisional31, el fallecimiento de uno de ellos y denuncias de 
corrupción en contra de los dos restantes. el conflicto electoral se con-
virtió en una crisis política general ya que el Primer ministro, rosny 
smarth, y el Parlamento rechazaron la legitimidad de las elecciones 
en tanto que el presidente rené Préval reconoció su validez. entre las 
consecuencias más graves originadas por la crisis de gobernabilidad 
pueden citarse: la renuncia de rosny smarth el 8 de junio de 1997, a 

de la operación antidemocrática que se valió del fraude electoral del 6 de abril [de 
1997], un proyecto fundado sobre el liderazgo de aristide, que deriva visiblemente 
de su experiencia gubernamental y su intención anunciada de regresar al poder en el 
2001. [...] Por otra parte, se perfila un proyecto democrático y popular de nuevo esti-
lo, que se presenta como una alternativa de cara a la necesidad de transformación de 
la sociedad y de la construcción de un sistema político que responda a los principios 
democráticos”, (Pierre-charles, 1997). 

28  entiendo por “gobernabilidad” al proceso de institucionalización del sistema 
político donde las organizaciones y procedimientos adquieren valor y estabilidad 
(coppedge, 1994: 62-63).

29  La inconformidad de la oPL sobre los resultados electorales del 6 de abril de 1997 
denunciando el fraude electoral, la posición partidista del ceP a favor e la Familia La-
valas y la asunción de las funciones de Jefe de Gobierno y Jefe de estado por parte del 
presidente Préval puede verse en “Propositions de l’oPL pour une solution négociée à 
la crise”, en Organizasyon Politik Lavalas, Port-au-Prince, 2 de septiembre de 1997.

30  “La delegación de la oNu en Haití reaccionó exigiendo cambios en el sistema 
electoral, como condición para mantener la financiación” en Informe latinoamerica-
no, Latin American Newsletters, 10 de junio de 1997, iL, 97-23, p. 265.

31  “el secretario General alexandre Lavaud anunció la destitución de varios funcio-
narios electorales, en los niveles nacional y local, acusados de permitir y hasta alentar 
una serie de irregularidades. aparte de eso, sólo ofreció la promesa de “corregir los 
errores de abril”, para que no se repitan en la segunda vuelta electoral”, en “Primer 
ministro haitiano renuncia en vísperas de segunda vuelta electoral” (Ibid.: 265).
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14 meses de haber ocupado el cargo, bajo la presión del congreso para 
su dimisión; la falta de ratificación de los candidatos o ocupar cargos 
legislativos; y la pugna entre el presidente Préval, influenciado por 
aristide, y el Parlamento, con una mayoría de la oPL, por nombrar a 
otro Primer ministro (martínez, 1998).

otro momento crítico en la escena política haitiana, se dio a partir 
del 26 de noviembre de 2000 cuando tuvieron lugar nuevas elecciones 
presidenciales en Haití. teniendo como trasfondo la violencia política 
y el boicot de las elecciones por parte de una alianza de 15 partidos de 
oposición denominada “convergencia democrática”32, en donde par-
ticipó la organización del Pueblo en Lucha (heredera de la organiza-
ción Política Lavalas), fue declarado vencedor oficial de la contienda 
el candidato de la Familia Lavalas (FL), Jean Bertrand aristide con el 
91.8 % de la votación33. como Primer ministro, aristide eligió, con la 
aprobación del Parlamento, a Jean marie chérestal, también pertene-
ciente a la FL. Por otra parte, en lo que corresponde al Poder Legislati-
vo (la asamblea Nacional), tomando en cuenta las elecciones del 21 de 
mayo, del 30 de julio y las del 26 de noviembre de 2000 que renovaron 
el 82% de la cámara de diputados, la FL obtuvo el 72% de las curules34. 
asimismo, en lo que respecta al senado, considerando el mismo perio-
do, se renovaron el 27% de las curules en la cámara de senadores; la 
Familia Lavalas obtuvo el 26% de la votación a su favor35.

aristide comenzó a ejercer la presidencia a partir del 7 de febrero 
de 2001. sin embargo, el inicio de su gestión tuvo como escenario una 
fuerte crisis política a nivel nacional e internacional. Las elecciones 
del año 2000 fueron severamente criticadas por la oposición interna 
y la comunidad internacional. La oposición, agrupada en convergen-
cia democrática exigió la anulación de las elecciones del 2000 y la 

32  convergencia democrática se pronunció en contra de los resultados de las elec-
ciones del 21 de mayo y del 26 de noviembre de 2000; en contra del consejo electoral 
Provisional que las organizó; y la intención de aristide para consolidar una nueva 
dictadura. 

33  Le siguieron los candidatos arnold dumas con el 2%, evan Nicolas con el 1.6%, 
serge sylvain con el 1.3, calixte dorisca con 1.3.%, Jacques Philippe dorce con 
1.1.%, y Paul arthur Fleurival con 1.1.%. Fuente: cNN.com/iFes; en la dirección 
electrónica: <http://www.agora.stm.it/elections/election/haiti.htm>.

34  Le siguieron el mouvement chrétien National (mocHreNa) con el 3%; el Parti 
Louvri Baryé (PLB) con el 2%; espace (e) con el 2%, eskamp Korega (eK), la orga-
nisation de Peuple en Lutte (oPL) con el 1%; y los demás candidatos independientes 
con el 1%. Fuente: Haití on line; en la dirección electrónica: <http://www.agora.stm.
it/elections/election/haiti.htm>.

35  el partido Louvri Baryé (PLB) obtuvo el 1% y los demás partidos también acu-
mularon el 1%. Fuente: Haití on line; en la dirección electrónica: http://www.agora.
stm.it/elections/election/haiti.htm.
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convocatoria a nuevos comicios organizados por la conformación de 
un nuevo consejo electoral Provisional. convergencia democrática 
calificó las elecciones legislativas de mayo y las presidenciales de no-
viembre de 2000, como un “golpe de estado electoral con el fin de 
instaurar una nueva dictadura”36 asimismo, este frente nombró como 
presidente interino, de forma paralela al Fundador de la Liga Haitiana 
de los derechos Humanos, Gérard Gourgue37. 

de igual manera, la comunidad internacional se sumó a las críti-
cas de la oposición interna. La oea cuestionó los procesos electorales 
en Haití arguyendo que existieron irregularidades en el conteo de los 
votos de 10 de los 27 escaños para la elección de senadores. también 
se pronunció por la anulación de los comicios y la convocatoria a nue-
vas elecciones legislativas y presidenciables. La oea a través de su 
secretario general envió un mensaje especial a aristide exigiendo el 
respeto a los derechos humanos y a la democracia38. La comunidad 
económica europea detuvo la disposición de 70 millones de euros 
para Haití por las mismas razones39.Por su parte Francia exigió al pre-
sidente aristide entablar un diálogo con la oposición, además de inte-
grar a algunos de sus miembros en su gobierno. Finalmente, estados 
unidos suspendió la transferencia de 76 millones de dólares de ayuda 
al gobierno haitiano, que se destinarían al apoyo de las oNG. incluso, 
el departamento de estado norteamericano exhortó a sus connacio-
nales a suspender sus viajes hacia Haití por la inestable seguridad en 
el país que incluyeron incidentes violentos, bombas en áreas públicas 
y asesinatos políticos.

Frente a las presiones internas y externas, aristide decidió enviar 
una carta al presidente clinton, en diciembre de 2000, ofreciendo rec-
tificar los resultados de las elecciones, incluir a miembros de la oposi-
ción en su gobierno y promover la constitución de un nuevo consejo 
electoral Provisional. sin embargo, la oposición interna, a través de 
convergencia, rechazó las ofertas de aristide argumentando que las 
elecciones presidenciales debieron haber sido anuladas y haberse con-
vocado a nuevos comicios.

36  cf. “La communauté internationale bloque son aide à Haïti”, en Le Monde, 07-
02-2000; en <http://www.haiti-info.com/>.

37  convergencia democrática expresó que la designación como presidente pro-
visional de Gérard Gourgue tendría como límite dos años de gobierno y su misión 
principal sería la de organizar nuevas elecciones (ibid).

38  cf. James morrison, “News and dispatches from the diplomatic corridor. Pro-
blems with Haiti” en the Washington Times; en la dirección electrónicahttp://www.
haiti-info.com/>.

39  cf. “un compromis entre aristide et lòpposition semble difficile en Haïti”, en 
Port-au-Prince, aFP, 8 de febrero de 2001, en <http://www.haiti-info.com/>.



América Latina: Los derechos y las prácticas...

262

el presidente aristide en su segundo mandato gubernamental 
(2000-2004) se enfrentó a una oposición que exigía su renuncia como 
medio para resolver la crisis política. de una parte, se distinguió una 
oposición civilista y pacífica que cuestionó la autoridad de aristide y 
su legitimidad institucional. La segunda oposición es la que encabezó 
la insurrección armada. agrupada en el grupo paramilitar Frente de 
resistencia Nacional (FrN), incorporó a una importante fracción del 
antiguo ejército (al que aristide disolvió por medio de un mandato 
constitucional en el año 1995). 

a la tensión interna en Haití, se sumó el interés de un actor po-
lítico externo, la comunidad internacional, en la cual resaltó el pa-
pel protagónico de estados unidos; así como la participación de la 
organización de estados americanos (oea), la organización de las 
Naciones unidas (oNu), la comunidad de estados del caribe (cari-
com) y los países amigos de Haití (distinguiéndose la participación 
de Francia y canadá). en un principio, frente a la crisis haitiana, la 
comunidad internacional dejó explícita su posición de no reconocer 
a un gobierno golpista en la nación caribeña. en cambio, propuso 
una salida negociada entre la oposición civilista y el gobierno que in-
cluía el respeto al mandato de aristide hasta 2006, pero limitaba sus 
poderes y lo obligaba a pactar con los sectores contrarios y a formar 
un nuevo gobierno con la designación de otro primer ministro y un 
gabinete de emergencia. La crisis haitiana se agravó por la negación 
de la oposición civilista a aceptar la propuesta de la comunidad in-
ternacional en lo concerniente a reconocer la presidencia de aristide 
y la conclusión de sus seis años de gobierno hasta el año de 2006. La 
oposición pacífica exigió la renuncia del gobernante como condición 
para resolver la crisis interna. sin embargo, el avance territorial de la 
oposición armada fue el principal factor para que la comunidad inter-
nacional reconsiderara su posición y aceptara la renuncia de aristide 
como medio para resolver la problemática interna. 

aristide se resistió a esta posibilidad insistiendo en que se manten-
dría en la presidencia hasta febrero de 2006, como estaba previsto en la 
constitución. No obstante, bajo presión del gobierno de estados uni-
dos quien le retiró su ayuda diplomática40,el ex mandatario abandonó el 
país a las 6:34 am (hora local) del día 29 de febrero de 2004 con rumbo 
a la república centroafricana (haciendo una escala en la república do-
minicana). La presidencia interina fue asumida por el titular de la corte 
de casación, Boniface alexandre, quien prestó juramento ante el emba-

40  según reportes de las agencias aFP Y dPa el secretario de estado estadouni-
dense, colin Powell, convenció personalmente durante la noche del sábado a aristide 
(La Jornada, 2004).
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jador estadounidense, James Foley, y su par francés, thierry Bukard. 
como Primer ministro interino fue nombrado Gerard Latortue.

entre los años de 2004-2006 el país siguió enfrentando un escena-
rio de violencia política. tras la partida de aristide, se instaló una fuerza 
de ocupación liderada por estados unidos y Francia, que dejó su lugar 
luego a la misión de estabilización de las Naciones unidas en Haití 
(miNustaH), la fuerza multinacional conformada a partir del 30 de 
abril de 2004 por el consejo de seguridad de la oNu. se intentó organi-
zar elecciones presidenciales para elegir un nuevo gobierno con apoyo 
y supervisión de la oNu. sin embargo, las elecciones se retrasaron en 
distintas ocasiones (en octubre, noviembre y diciembre de 2005 y enero 
de 2006) y finalmente pudieron celebrarse el día 7 de febrero de 2006.

con un registro de más de 20 candidatos presidenciales y con una 
asistencia del más del 70% de los ciudadanos registrados para votar, 
los comicios se llevaron a cabo con fuertes críticas hacia un desarro-
llo, por la desorganización de los centros electorales y por los inciden-
tes violentos que costaron la vida a varias personas. asimismo algunos 
sectores tanto políticos como sociales sostuvieron que las elecciones 
no fueron limpias y criticaron la inoperancia por parte de la oNu, del 
gobierno interino y de las fuerzas de ocupación, tanto en la organi-
zación como en la seguridad. Los resultados electorales brindaron el 
triunfo a rené Préval (ex ministro de Jean Bertrand aristide) y candi-
dato del partido “esperanza”41. Posteriormente, el 26 de abril de 2006 
se celebraron elecciones para elegir al Parlamento. el día 14 de mayo, 
Préval tomó posesión del gobierno de Haití. el consejo de seguridad, 
a través del secretario General de la oNu, Kofi annan, reconoció que 
Haití necesita de la comunidad internacional para conseguir su esta-
bilidad, reconstrucción y desarrollo42. Los mayores problemas del país 
siguen siendo la pobreza extrema y la violencia política. asimismo, un 
informe de la comisión interamericana de derechos Humanos de la 
oea concluyó que el sistema judicial en Haití es inoperante y fracasa 
de forma sistemática en proteger los derechos humanos básicos del 
pueblo haitiano43. Por estas razones, el consejo de seguridad prorro-
gó el mandato de la miNustaH por un periodo de seis meses, hasta 

41  Fuente: Provisional Electoral Committee, datos de las 12:25 Pm del 13 de febrero 
de 2006.

42  cf. “Haití: oNu y presidente Préval solicitan apoyo internacional continuo”; en 
Centro de noticias de la ONU, 27 de marzo de 2006; en <http://www.un.org/spanish/
News/fullstorynews.asp?newsid=6567&criteria1=Haiti>.

43  “Haití: ¿Justicia frustrada o estado de derecho? desafíos para Haití y la comuni-
dad internacional”, comisión interamericana de derechos Humanos, organización 
de los estados americanos; Washington, dc, 16 de marzo de 2006, en <http://www.
cidh.org/comunicados/spanish/2006/6.06esp.htm>.
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el 15 de febrero de 2007. Las razones diplomáticas de esta resolu-
ción son que Haití sigue constituyendo una “amenaza” para la paz y 
la seguridad internacionales, por lo que sugirió al gobierno haitiano 
que aplique una reforma amplia de la policía y los sistemas judicial y 
correccional. Las sugerencias también contemplaron la cooperación 
del gobierno haitiano con la comunidad internacional para proteger y 
promover los derechos humanos y poner fin a la impunidad.

Reflexiones finales
el legado autoritario ha sido el principal obstáculo para la consolida-
ción democrática en Haití. a partir de 1986, la nueva dictadura militar 
(que sustituyó a la dictadura duvalierista) gobernó el país concentran-
do el poder económico y político que le brindaba el estado, sin pre-
ocuparse por la construcción de los mecanismos, normas e institu-
ciones que todo régimen democrático construye para la integración, 
representación y canalización de los distintos sectores e intereses de 
la sociedad. durante los años de 1986-1994, el estado fue utilizado 
para garantizar la hegemonía de los sectores conservadores de la so-
ciedad haitiana (ejército, terratenientes, élites económicas y los dis-
tintos grupos que habían sido privilegiados por el duvalierismo). esta 
dinámica se apoyó en el uso de la fuerza para garantizar la exclusión 
de la mayoría.

el estado en Haití no ha cumplido una de sus atribuciones prin-
cipales, la de crear un espacio de participación, de debate y de toma 
de decisiones a nivel social. su papel ha sido inverso. creó un espa-
cio restringido a las élites económicas y políticas, haciendo efectiva 
la exclusión y el control sobre las mayorías. asimismo, cumplió una 
función patrimonialista que lo definió como un Estado prebendatario. 
el ejercicio del poder y no del gobierno, brindó oportunidades de as-
censo social y maximización de las ganancias para aquellos sectores 
que se integraran al aparato estatal, incluyendo su participación en 
distintas actividades ilícitas como el narcotráfico y el contrabando.

La permanencia de una estructura autoritaria estatal y el con-
trol de ésta por parte de los sectores conservadores implicó que las 
instituciones, las reglas y los procedimientos democráticos estuvieran 
ausentes de la órbita política (a pesar de que estuvieron reconocidas 
por la constitución de 1987). La representación de los intereses, las 
libertades y los derechos individuales no estuvieron asegurados por 
instituciones que los hicieran respetar y fueron violados o suprimidos 
por la autoridad de la fuerza. La primera experiencia democrática en 
Haití, con la elección y el gobierno de aristide, se vio interrumpida 
porque los distintos actores políticos y sociales no convergieron en la 
aceptación de reglas y procedimientos mínimos para resolver los con-
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flictos de intereses económicos, políticos y las diferencias ideológicas 
a través del consenso y del respeto a la legalidad democrática.

La continuidad autoritaria se basó no sólo en la imposición de la 
fuerza por parte de las élites económicas y políticas, sino también en 
la reproducción de las pautas autoritarias en todos los estratos de la 
sociedad (no hay que olvidar que los tonton macoutes, fuerzas para-
militares del duvalierismo, eran personajes generalmente provenien-
tes de la población marginal). además de la transición política formal, 
en Haití es necesario otro tipo de transición, la que corresponde al 
cambio de la cultura política de dicho país, proceso paulatino y quizás 
de muy largo aliento para la interiorización de las reglas y los procedi-
mientos democráticos. de hecho, la consolidación y el respeto de las 
instituciones democráticas sigue siendo uno de los mayores retos en 
el país después de la renuncia de Jean Bertrand aristide en febrero de 
2004. es necesario un fortalecimiento real del Parlamento y del Poder 
Judicial, como contrapesos efectivos al poder ejecutivo, que en Haití 
siempre ha sido el hegemónico.

si la hegemonía de los sectores conservadores ha sido uno de los 
mayores problemas de la democratización en Haití, no menos impor-
tante es considerar que esta hegemonía se debe también a la fragilidad 
de las fuerzas democráticas. La debilidad estructural de las distintas 
organizaciones campesinas, obreras, estudiantiles, partidistas, etc., 
frente a los sectores conservadores, se explica por su falta de madurez 
y experiencia en los procesos de participación política. en estas organi-
zaciones aparecieron severos problemas de liderazgo que enfrentaron 
síntomas como el caudillismo y el oportunismo. el problema se hizo 
más evidente en los partidos políticos, quienes además de no haber te-
nido una trayectoria importante en el país siguieron mostrando caren-
cias en cuanto a su organización y su baja capacidad de convocatoria. 
Los partidos políticos han conocido una institucionalización precaria. 
Por su parte, las organizaciones no partidistas acusaron en el periodo 
1986-2006 un problema de “atomización” que significó la proliferación 
de cientos de agrupaciones que, pese a su dinamismo, no han logrado 
consolidarse debido a que nacen y desaparecen con gran facilidad.

cabe señalar que, pese a las debilidades y fragilidades del movi-
miento político haitiano, es necesario revalorar la experiencia popular 
de un actor como la iglesia de Base en la constitución de un movi-
miento político. en un régimen autoritario como el haitiano, durante 
1986-1991, en el cual se encontraban limitadas las libertades cívicas 
y violados constantemente los derechos humanos, la intervención de 
una institución como la iglesia, que no enfrentó en un principio al 
régimen, pero que radicalizó paulatinamente sus denuncias y sus de-
mandas, abrió sin duda un espacio político que, sin ser reconocido 



América Latina: Los derechos y las prácticas...

266

institucionalmente, fue la principal forma de organización y una base 
de impulso para la movilización social. La iglesia se llenó de conteni-
do político y pudo suplir, en algún sentido, la carencia de estructuras 
partidistas u otras organizaciones democráticas, para expresar la re-
sistencia al régimen autoritario. La iglesia de base en Haití se con-
virtió en una entidad no solo religiosa sino políticamente activa que 
demostró que el modelo democrático no debe circunscribirse sólo a 
la existencia de los patrones tradicionales de participación (los cuales 
enfatizan que los partidos políticos juegan el principal vehículo de la 
participación y el cambio), sino que necesita contemplar e integrar las 
experiencias y manifestaciones particulares de las distintas culturas 
en el quehacer político.
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